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Presentación

Hoy en día vivimos momentos históricos en el ámbito mundial, en 
los cuales la definición tradicional de democracia se ha robustecido al 
ser concebida no solo como una forma de gobierno en la que el poder 
reside en el pueblo, sino también como un quehacer político plural, par-
ticipativo y solidario, con especial acento en los derechos humanos y las 
libertades cívicas como límites del posible abuso del poder y con el for-
talecimiento del fundamento ético y cultural del consenso colectivo, en 
una sociedad de personas libres e iguales en la que las instituciones del 
Estado están llamadas a ejercer el papel de promotoras y garantes de los 
derechos y las libertades individuales en el marco de la ley y el interés 
general.

Si bien es evidente entonces que la profundidad del término demo-
cracia ha desbordado el marco de lo meramente electoral, la principal 
manifestación de la democracia política en un Estado sigue siendo la ce-
lebración de elecciones periódicas y auténticas, efectuadas mediante el 
sufragio universal, libre, secreto y directo. En este entendido, aunque es 
cierto que la existencia de elecciones no implica el imperio de la democra-
cia, sí deviene la condición mínima indispensable para el establecimiento 
de esta, ya que su ausencia entraña la falta de condiciones para formar un 
gobierno participativo y representativo, e impide avanzar en la construc-
ción de un sistema democrático que comprenda adicionalmente otros 
aspectos esenciales tales como el respeto a los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales, la efectiva división de poderes, el imperio de la 
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ley, la transparencia y responsabilidad de las autoridades elegidas, el buen 
gobierno y la conformación de una sociedad civil fuerte y estructurada.

Por ello, me congratula la conclusión del libro Poderes y democra-
cia. La política subnacional en México, porque la tarea de las instituciones 
electorales no se limita a organizar procesos electorales y de participación 
ciudadana, sino que otro de sus propósitos fundamentales es promover 
la cultura democrática, y qué mejor para esto que tener un vínculo estre-
cho con las instituciones académicas que contribuyen de manera impor-
tante a generar la reflexión y el análisis relativos a las instituciones y los 
sistemas electorales, así como a sus tareas y responsabilidades para alcan-
zar el bien común. 

Es, por tanto, una gran satisfacción que académicos especializados 
hagan posible esta obra y nos enriquezcan con todas las reflexiones en 
ella compiladas, creando, sin duda, una obligada fuente de consulta para 
toda la ciudadanía. 

Mario Velázquez Miranda 
Consejero presidente

Instituto Electoral del Distrito Federal
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Prólogo 

El estudio de los procesos políticos subnacionales es un campo que 
cada vez se expande más en nuestros días. De hecho, las transformacio-
nes políticas que en México se han vivido desde la década de los ochenta 
tienen un asidero fundamental en la política local. Recordemos que los 
primeros visos de transición política se dieron en el nivel subnacional. 
En 1989, solo 158 municipios eran gobernados por partidos distintos 
al del gobierno federal (Partido Revolucionario Institucional, pri),1 año 
en el que el Partido Acción Nacional (pan) ganó la gubernatura de Baja 
California y luego, en 1991, obtuvo la de Guanajuato. En 1992 ese mis-
mo partido ganó la gubernatura en Chihuahua, y en 1995 la de Jalisco. 
Asimismo, para 1997 Nuevo León cambió de signo político, al igual 
que Querétaro, y la ahora Ciudad de México vivió su primera elección 
de jefe de gobierno, en la cual triunfó un partido de izquierda. Estos 
cambios a nivel subnacional antecedieron a la alternancia en el ámbito 
federal del año 2000.

En el estudio de los procesos de cambio político, lo nacional y lo lo-
cal se entrelazan, porque en tal situación subyace el sentido de la causa-
lidad de las transformaciones, es decir, ¿lo subnacional es lo que impacta 
en los cambios a nivel federal?, ¿lo federal es lo que transforma lo local? 
Nos parece que una respuesta sería enfatizar en la existencia de un círcu-

1	 Becerra, Ricardo, Pedro Salazar y José Woldenberg (2011). La mecánica del cambio po-
lítico en México, México, Cal y Arena, p. 56
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lo virtuoso donde ambos lados de la moneda se nutren e impulsan trans-
formaciones recíprocas.

Es un tema de vigencia ineludible. Por ejemplo, es innegable que la 
Constitución de la Ciudad de México traerá consigo disposiciones que 
podrán más tarde incorporarse a la del país, y al mismo tiempo, la Cons-
titución federal conforma la base normativa de aquella.

De hecho, la ciencia política mexicana ha puesto buena parte de sus 
esfuerzos en comprender lo que ocurre a nivel de federal en los procesos 
democráticos y democratizadores. Sin embargo, aún hay todo un mapa 
de navegación sobre lo que pasa en dichos ámbitos en las entidades fede-
rativas. A medida que se avanza en el conocimiento de estos temas en lo 
federal, el foco de atención se ha venido trasladando a la esfera de lo sub-
nacional. Es decir, perspectivas que tenían su eje en lo nacional han gira-
do su mirada a lo local proporcionando así nuevas explicaciones.

Esto no solo ha pasado en la ciencia política, las mismas institucio-
nes del Estado han comenzado a recabar información referente a lo que 
ocurre en los municipios del país y en las entidades federativas. A dife-
rencia de las democracias de más larga data, la nuestra apenas empieza a 
enriquecerse con información y estudios que permiten el conocimiento 
puntual de los problemas políticos y sociales.2

De ahí la pertinencia de un libro como el que usted tiene en sus ma-
nos. Esta obra aborda dos ejes transversales de la discusión en política 
local: por un lado, se centra en la democracia, los actores y las institucio-
nes políticas subnacionales y, por otro, aborda el asunto de las elecciones, 
las libertades y los derechos, presentando una perspectiva sobre el estado 
de los procesos políticos y las democracias estatales en México entre los 
años 2001 y 2012.

Este pertinente recorrido genera cuestionamientos necesarios: ¿qué 
pasó en los estados después de la alternancia federal en el año 2000?, ¿a 
nivel subnacional se ha transitado por el mismo sendero democrático?, 
¿hay avances o hay retrocesos en el proceso democratizador a nivel local?, 

2	 Algunas fuentes de información creadas recientemente y que permiten un análisis de 
lo subnacional son: Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Segu-
ridad Pública 2015 (envipe), Catálogo Nacional de Indicadores (cni), Indicadores 
de Bienestar por Entidad Federativa del inegi/oecd, Censo Nacional de Gobiernos 
Municipales y Delegacionales 2013, Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Guber-
namental 2014.
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¿qué explica que haya diferencias institucionales de un estado a otro?, 
¿hay elecciones libres en los estados?, ¿cuál ha sido el papel de las institu-
ciones como órganos administradores de elecciones o jurisdiccionales en 
los procesos políticos?, ¿cuál es el papel de los medios de comunicación 
en los estados?, ¿cómo se perciben las políticas públicas a nivel federal?, y 
¿qué impacto han tenido esas políticas en el desempeño local?

En cada apartado se aborda con detalle metodológico cada una de 
estas problemáticas con el objetivo de establecer un análisis sistemático y 
comparado de lo que ocurre políticamente a nivel subnacional en el país. 
Por ejemplo, los más de quince autores que intervienen en el libro anali-
zan temas como el nivel de democracia en los estados mexicanos, se pro-
blematizan las condiciones que conducen al patronazgo político en los 
estados, la ubicación ideológica de partidos y políticos en el nivel nacio-
nal y estatal, así como la polarización ideológica. Asimismo, se analiza la 
calidad de las elecciones en lo subnacional, el papel de los órganos de ad-
ministración electoral, del gobierno y de la oposición, así como el impac-
to de la violencia política en las elecciones.

Estos diagnósticos sirven de insumo para plantear soluciones a los 
problemas que viven los ciudadanos en las distintas democracias del país 
y representan otro para las políticas públicas que pudieran ser implemen-
tadas por las administraciones local y federal. 

Finalmente, otro aspecto fundamental de esta investigación es la “En-
cuesta a Expertos en Política Estatal en México” (Eepemex), una fuente 
de datos a nivel local que se convertirá en una herramienta necesaria para 
estudiar lo que ocurre en materia de instituciones políticas en los estados. 
Las entrevistas sistemáticas a más de doscientos expertos permiten el en-
tendimiento actual del fenómeno y facilitarán la replicabilidad en el futu-
ro y la comparación con otras unidades estatales de otros países como ya 
se presenta en el capítulo uno de este trabajo.3

La Eepemex brinda lo necesario para profundizar en el tema de la 
gobernanza a nivel estatal e inhibe cualquier pretexto que las autorida-
des tuviéramos respecto a resolver los problemas que aquejan la goberna-
bilidad en las entidades. Libro y encuesta son insumos invaluables para 
los estudios del poder y las democracias en la esfera subnacional del país.

3	 Este capítulo compara la Eepemex con la “Encuesta de Expertos en Política Provincial 
de Argentina” (Eeppa) (Gervasoni, 2010).
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Este libro muestra la vigencia y necesidad de entender los procesos 
políticos como una unidad agregada a nivel nacional, y desagregada a ni-
vel estatal, para conocer con detalle y precisión las virtudes, carencias y 
desaciertos, que se deben corregir, enfatizar o mejorar para alcanzar una 
gobernanza efectiva. Esta obra y los insumos que la rodean serán ineludi-
bles para todos los interesados en comprender los procesos políticos des-
de una perspectiva interdependiente que vincula lo local con lo nacional 
y los ámbitos que rebasan esa frontera.

Más aún en y desde la Ciudad de México que, inmersa en el proceso 
constituyente, se replantea las bases constitucionales del acceso al poder, 
pero también y sobre todo, de la distribución del propio poder en clave 
democrática y sobre una nueva interrelación entre las instituciones del 
Estado y la ciudadanía.

Por todo ello: bienvenida esta obra y la trascendencia que logrará.

Yuri Beltrán, Carlos González
Consejeros electorales, Instituto Electoral del Distrito Federal
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Carlos Gervasoni, Nicolás Loza, Irma Méndez

La vitalidad de los estudios de política subnacional parece fuera de 
toda duda, expresándose así la paradoja de un mundo cada vez más in-
terconectado e interdependiente, en el que la política local adquiere una 
crucial relevancia. Este libro pretende dar cuenta de esa realidad com-
parando de forma sistemática procesos políticos en unidades estatales 
mexicanas, en el marco de una comparación posible entre países federa-
les de América Latina.

Los trabajos aquí reunidos manifiestan un interés por la dimensión 
subnacional de la política y son resultado de un proyecto de investiga-
ción concebido y realizado de manera colectiva a lo largo de varios años: 
en 2012, la convocatoria del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (pnud), asociada a la observación electoral de los comicios 
de ese año en México, permitió contar con un fondo que luego se for-
taleció con recursos de investigación de la Facultad Latinoamericana de 
Ciencias Sociales, Sede México (Flacso México) y del Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología (Conacyt), con lo que, entre finales de ese año y 
principios del siguiente, se pudo visitar las 32 entidades federativas que 
integran la república mexicana para entrevistar a expertos en política lo-
cal; a estos se les aplicó un cuestionario semiestandarizado sobre la po-
lítica en sus estados, el cual, en la mayoría de sus reactivos, replicaba el 
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diseñado y utilizado por Carlos Gervasoni (2010a) en las provincias ar-
gentinas unos años atrás.1

Con tales resultados, el 12 y 13 de marzo de 2014 fue celebrado en 
la Flacso México un seminario de investigación en el que se presenta-
ron los avances de los trabajos que ahora se ofrecen. Se trata de catorce 
estudios, más esta introducción, que de conjunto representan una am-
plia perspectiva del estado de las democracias estatales en México entre 
los años 2001 y 2012. El análisis del papel de gobernadores, congresos 
y tribunales de justicia, órganos de control, elecciones y, en general, de la 
distribución del poder en los estados, muestra los avances y déficits de-
mocráticos en el ámbito subnacional mexicano.

La transición a la democracia a nivel federal derivó de múltiples cam-
bios políticos incubados en el centro o en lo regional que se articularon a 
nivel nacional de tal forma que, para algunos, esa transición se reprodu-
ciría de modo automático en todos los estados de la república mexicana. 
Sin embargo, los cambios en el nivel estatal se han producido a ritmos 
diversos, bajo patrones heterogéneos, no siempre de manera acumula-
tiva e incluso en ocasiones de forma reactiva. En este contexto, fueron 
varias las preguntas que guiaron a esta investigación y al presente texto: 
¿qué tan democráticos son los regímenes políticos en los estados mexi-
canos?, ¿cuáles son las debilidades y fortalezas de sus arreglos políticos 
locales, qué calidad tienen?, ¿qué instituciones democráticas funcionan 
mejor en los estados?, ¿cuáles son las variaciones entre estados, y de estos 
con el país, en los aspectos de la institucionalidad y funcionamiento po-
lítico subnacional que aquí se estudian?, ¿pueden coexistir regímenes 
políticos subnacionales de naturaleza no democrática anidados en un sis-
tema político nacional democrático?

Para responder dichas preguntas, los coordinadores de este volumen, 
desde el momento en que concebimos la “Encuesta a expertos en políti-
ca estatal en México, 2001-2012” (Eepemex), nos guiamos con la idea de 
que los subsistemas políticos de las 32 entidades federativas mexicanas 

1	 El diseño del cuestionario, los cuestionarios contestados, la base de datos, las referen-
cias al equipo de trabajo —entrevistadores, personal de oficina, coordinadores, direc-
ción—, el nombre y datos de contacto de los expertos consultados que aprobaron que 
su identidad no se reservara e información adicional de la “Encuesta de expertos en po-
lítica estatal en México 2001-2012” (Eepemex) se encuentra disponible de forma libre 
en <https://podesualflacso.wordpress.com>.
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acusan variaciones importantes en la calidad democrática de sus institu-
ciones y funcionamiento político locales, así como en la articulación de 
estos procesos con el entramado político federal, constituyéndose así una 
realidad integrada por regímenes más o menos democráticos, o híbridos 
en el peor de los casos dada su imbricación en un arreglo nacional demo-
crático, que sin embargo, también tiene sus claroscuros.

Esta introducción consta de tres apartados más. El que sigue es una 
semblanza del estado del conocimiento sobre política subnacional, en 
particular en México, respecto al cuál se sitúa esta obra. En la sección 
posterior se da cuenta de la metodología general de las encuestas a exper-
tos y de cómo se procedió tanto en Argentina como en México. El últi-
mo apartado resume el contenido de los capítulos que integran este libro.

Política subnacional en México: datos y conocimiento 
disponibles

Los estudios políticos en México han seguido de cerca los acontecimien-
tos electorales a nivel federal y local de las últimas cuatro décadas; al 
principio fueron predominantemente descriptivos, con un enfoque jurí-
dico, histórico o politológico, y centrados en las leyes, los acontecimien-
tos y los actores políticos nacionales (González Casanova, 1985, 1990; 
Aziz Nassif y Jorge Alonso, 1984; Alvarado, 1987; Gómez Tagle, 1987; 
Molinar, 1987, 1988, 1989; Peschard, 1988; Valdés, 1990). Un segundo 
momento lo conforman las publicaciones sobre la transición mexicana a 
la democracia a partir de los noventa, las cuales ampliaron los enfoques 
y profundizaron el análisis pero privilegiando todavía el nivel agrega-
do nacional y/o federal de las elecciones (Woldenberg, 1991; Alcocer, 
1995; Molinar, 1993, 1994; Peschard, 1995; Valdés, 1995; Becerra et 
al. 2000; Moreno, 2003; Merino, 2003; Magaloni, 1997; Bruhn, 2010; 
Magar, 2012; Klesner, 1997; Lipset, 1998; Camp Roderic, 1988, 1996, 
2000; Langston, 2001, 2003, 2006; Moreno, 2014; Cornelius, 2002). 
Los estudios políticos más recientes se han diversificado respecto de las 
áreas y temáticas abordadas, enfoques, métodos y fuentes de informa-
ción, y destacan por profundizar en el ámbito subnacional o local (Cor-
nelius, 1999; Fox, 1994; Langston, 2006, 2010; Benton, 2007, 2009). 
Aunque las elecciones todavía son el tema dominante, ha crecido la can-
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tidad de estudios dedicados a las diversas dimensiones de la democracia, 
como la rendición de cuentas vertical y horizontal, o la transparencia y 
el acceso a la información en las entidades federativas. También se ha 
incursionado desde enfoques múltiples, aunque de modo limitado, en 
el análisis del Estado de derecho, la responsividad de los gobiernos ante 
los ciudadanos y la participación social a nivel subnacional. Además se 
han multiplicado los esfuerzos del gobierno para producir datos confia-
bles sobre la vida pública, social, económica y política en las entidades 
federativas de México. Lo anterior ha dado pauta para crear un incipien-
te banco de datos que —con cifras solo para ciertos años— marca un 
parteaguas en el conocimiento de las entidades federativas y en la ma-
nera de entender el federalismo mexicano y la relación entre lo federal 
y local. En suma, hay una evolución gradual y relevante de los estudios 
políticos del nivel subnacional que conviene resumir para contextualizar 
la contribución de esta obra. La lista de estudios en forma de artículos, 
capítulos y libros es creciente en número y diversidad, con análisis que 
van de lo nacional y federal a lo estatal y municipal. Lo que enseguida se 
presenta es apenas una muestra.

Ha sido ampliamente aceptado que los avances institucionales en 
materia de elecciones democráticas comenzaron en el nivel federal, aun-
que los acontecimientos políticos que los desencadenaron ocurrían en lo 
local, esto es, en las entidades federativas. Las elecciones críticas de 1988 
—en las que el Partido Revolucionario Institucional (pri) perdió más de 
la mitad de su votación y la oposición creció exponencialmente— tienen 
su antecedente directo en las elecciones municipales de 1985, cuando el 
Partido Acción Nacional (pan), principal partido de oposición nacional, 
obtuvo triunfos importantes en algunas ciudades norteñas. Con ello la 
oposición partidista amplió su influencia a zonas rurales, con lo que su 
presencia dejaba de estar solo “hasta donde llegaba la banqueta” (Moli-
nar, 1993).

Las reformas electorales federales del periodo 1990-1996, con las 
que se estableció un órgano independiente del gobierno para organizar 
las elecciones federales —el Instituto Federal Electoral (ife)— determi-
naron los estándares mínimos para la celebración de elecciones democrá-
ticas. En un principio, el impacto de dichas reformas fue positivo a nivel 
local. Los cambios electorales que entre 1993 y 1996 se dieron en los es-
tados probaron ser fundamentales para transitar del dominio de un par-
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tido al pluripartidismo, y de elecciones manipuladas, a otras más libres y 
transparentes, al menos en la ley. Pero a partir de 1996 los cambios en las 
reglas electorales locales se intensificaron, de manera que el proceso de 
reformas estatales buscaba diseños institucionales “propios” o “a modo”, 
lo que reflejaba el poder creciente de los gobernadores y la nueva dis-
tribución de poder entre partidos. Como lo muestran diversos estudios 
(Méndez, 2006, 2014; Hernández, 2011), hubo estados con un avance 
gradual en términos de leyes electorales que garantizaban elecciones lo-
cales libres, limpias y transparentes; muchos otros, en cambio, optaron 
por ajustar las leyes para abrir espacios de discrecionalidad y control gu-
bernamental o partidista de las elecciones de gobernador, y diputados lo-
cales y municipales.

Esta heterogeneidad del diseño institucional electoral a nivel estatal 
—calificada por algunos como “balcanización”— fue objeto de estudio 
de investigadores y académicos en universidades estatales desde 2010, 
muchos de ellos miembros de la Red de Investigación de la Calidad de la 
Democracia en México.

Algunas obras que anteceden a la presente y exploran el poder de los 
gobernadores en elecciones de diputados locales, la competitividad elec-
toral, los procesos de selección de candidatos y los enclaves autoritarios 
son las de Magar (2012), Bruhn (2010), Langston (2006, 2010) y Ben-
ton (2012, 2012a), entre otros. Destaca también Instituciones electorales, 
opinión pública y poderes políticos locales en México de Méndez y Loza 
(2014) donde se muestra, con un enfoque centrado en la calidad de las 
elecciones, que si bien los órganos electorales locales brindaban mínimas 
garantías de equidad, libertad y transparencia, lo hacían en un contexto 
institucional que parecía favorecer su subordinación al gobernador y al 
partido en el poder. Los hallazgos de dicha obra sugerían transitar de la 
problematización de las elecciones al análisis de los complejos dilemas y 
retos de la democracia y la gobernanza en los estados en México.

También han aumentado los estudios políticos a nivel subnacional 
en México que abordan el entrelazamiento entre elecciones, clientelis-
mo político y corrupción, y la subordinación de los poderes legislativo 
y judicial al gobernador, o la sumisión de los alcaldes democráticamente 
electos al crimen organizado y la emergencia de movimientos sociales en 
un contexto de violencia general. Uno de los aportes más ilustrativos en 
este sentido es Democracy in Mexico (Marti, 2014), un esfuerzo conjun-
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to entre investigadores de la Universidad de Salamanca y El Colegio de 
México. Es un libro colectivo que busca contestar a la pregunta de qué 
pasó en los estados después de la transición democrática a nivel federal. 
Entre sus contribuciones ofrece un Índice de Democracia para todas las 
entidades federativas y valiosos resultados de encuestas de opinión apli-
cadas en cinco estados, dirigidas a comprender el sentido del partidismo, 
la participación social y sus motivaciones, y la relación entre violencia, 
crimen organizado y movilización social. Es un texto valioso, que cuen-
ta con dos ediciones y es pionero en su tipo, como también lo ha sido el 
trabajo de Giraudy en la comparación del nivel subnacional de México y 
Argentina (2010).

Hay además un número creciente de artículos de investigación pu-
blicados en revistas nacionales e internacionales que abordan diversos 
problemas: el renovado papel de los gobernadores en la democracia mexi-
cana (Hernández, 2003; Magar, 2012; Bruhn, 2016; Berliner, 2015); la 
influencia de lo local en la democracia federal (Hiskey, 2005); el autori-
tarismo a nivel subnacional (Armesto, 2013; Durazzo, 2010; Edward, 
2010; Gibson 2005); el regreso del pri (Serra, 2013); la relación entre 
crimen organizado, violencia electoral e integridad electoral (Schedler, 
2014); las elecciones y la corrupción (Hiskey, 2014; Zazueta, 2015); las 
elecciones competitivas y la calidad de los gobiernos municipales (More-
no-Jaimes, 2007); las irregularidades en elecciones locales (Cantú, 2014), 
la manipulación electoral y la participación electoral (Simpser, 2012), y 
los congresos locales (Magar, 2012), entre otros. 

Además destaca el número creciente de tesis de maestría y doctorado 
dedicadas a tratar la política subnacional con temas como voto económi-
co y rendición de cuentas (Bauer de la Isla, 2012); competencia electo-
ral y desempeño gubernamental (Moreno, 2005); equilibrio de poderes 
(Gutiérrez, 2014); descentralización y la gobernanza democrática (Se-
lee, 2006); la desigualdad y la democracia local (Valdez, 2002); selección 
de candidatos y competitividad (Arrazola, 2014); proceso presupuestal 
subnacional (Sleman, 2014), y propaganda en elecciones estatales (Sán-
chez, 2014), entre otras.

Hay publicaciones oficiales de la Auditoría Superior de la Federa-
ción, la Secretaría de la Función Pública y del Instituto Federal de Acceso 
a la Información y Protección de Datos (ifai) que contienen artículos de 
destacados autores sobre problemáticas del nivel subnacional (Ríos Cá-
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zares y Cejudo, 2010; Cejudo, 2011; Villanueva, 2014). Finalmente vale 
referir algunas de las encuestas que por primera vez proporcionan datos 
subnacionales, tarea en la que el Instituto Nacional de Estadística, Geo-
grafía e Informática (inegi) se ha encargado de retratar la instituciona-
lidad. En primer lugar destaca la  Encuesta Nacional de Victimización y 
Percepción sobre Seguridad Pública 2015 (envipe) en la que es posible 
acceder a información de la distribución porcentual de los principales 
problemas en las entidades federativas: inseguridad, desempleo, pobreza, 
aumento de precios, salud, corrupción, educación, narcotráfico, falta de 
castigo a delincuentes, escasez de agua, percepción sobre inseguridad, y 
percepción del desempeño de las autoridades.

Otros instrumentos son el Catálogo Nacional de Indicadores (cni) 
con diversos subsistemas, y donde el de gobierno reporta datos de es-
tructuras organizacionales, recursos humanos, recursos materiales e in-
fraestructura, seguridad pública y justicia, y percepción sobre seguridad 
pública; los Indicadores de Bienestar por Entidad Federativa del inegi /
oecd ofrecen una muy amplia y rica variedad sobre accesibilidad a ser-
vicios (de salud, hogares con banda ancha, básicos), educación (niveles 
de educación, deserción escolar, habilidades de los estudiantes), balance 
vida-trabajo (satisfacción con tiempo para ocio, empleados trabajando 
muchas horas), ingresos (Gini del ingreso disponible de los hogares per 
cápita, ingreso equivalente disponible de los hogares, tasa de pobreza, tasa 
de pobreza extrema), salud, satisfacción con la vida, seguridad (tasa de  
homicidios, confianza en  la policía, percepción de la inseguridad, tasa 
de incidencia delictiva), empleo (tasas de ocupación, de desempleo, de 
informalidad, de condiciones críticas de ocupación), vivienda, y compro-
miso cívico y gobernanza (participación cívica y política, participación 
electoral, confianza en la aplicación de la ley, percepción de ausencia de 
corrupción en el sistema judicial). Desafortunadamente se encuentran en 
construcción, de manera que aún no están disponibles todos los indica-
dores de bienestar para las entidades federativas.

Entre las fuentes de datos subnacionales más relevantes se encuen-
tra el Censo Nacional de Gobiernos Municipales y Delegacionales 2013 
con información sobre administraciones públicas municipales con me-
canismos de transparencia y acceso a la información pública, con pro-
grama anticorrupción y con mecanismos de participación y/o consulta 
ciudadana por entidad federativa. Le sigue la Encuesta Nacional de Ca-
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lidad e Impacto Gubernamental de 2014 con datos sobre los problemas 
más importantes por entidad federativa, percepción sobre corrupción 
por sectores, gobiernos estatales y municipales. A lo anterior se suman 
los esfuerzos de organizaciones de la sociedad civil como Transparencia 
Mexicana, el Instituto Mexicano para la Competitividad, A. C. (imco), 
el Centro de Investigación para el Desarrollo, A. C. (cidac) y otros que 
proporcionan algunos datos por entidad federativa.

Con lo expuesto hasta aquí se advierte el incremento de los esfuerzos 
académicos, gubernamentales y sociales tanto públicos como privados 
para generar y analizar información confiable en dos grandes ámbitos: 
por un lado, la percepción de la sociedad mexicana en los estados sobre 
los principales problemas públicos en su entidad, sobre todo acerca de 
la inseguridad y la corrupción, y el acceso a la justicia, entre otros; por 
otro, se generan indicadores socioeconómicos básicos sobre salud, ingre-
so, empleo y desigualdad, entre varios más, que nutren la toma de deci-
siones y la confección de políticas públicas, junto con información sobre 
el desempeño gubernamental de todos los niveles de gobierno a partir del  
Censo Nacional de Gobiernos Municipales y Delegacionales 2013. 

Pero un ámbito en el que recién se ha comenzado a producir datos 
e información a nivel estatal tiene que ver con la esfera política más allá 
de las elecciones, esto es con los poderes legislativo, ejecutivo y judicial, la 
relación de poder entre estos y con otros agentes como los medios de co-
municación, los partidos y los órganos de control encargados de vigilar-
los (Magar, 2012; Kerevel, 2015; Schatz, 2011; Olvera, 2010). También 
hay información limitada sobre la tarea fundamental de los gobiernos de 
solucionar los problemas públicos a través de políticas públicas, y en qué 
consiste la influencia que sobre el diseño, implementación y evaluación 
de estas últimas tienen los actores sociales y políticos, como la Iglesia, los 
empresarios y los medios de comunicación. El presente libro ambiciona 
a contribuir para llenar este vacío, que al final permite entender la demo-
cracia como un intrincado conjunto de relaciones de poder en las que se 
articulan o enfrentan las visiones e intereses de actores públicos, privados 
y sociales respecto de lo público, sus problemas y sus soluciones.

En suma, la creciente dedicación gubernamental a la generación de 
datos e información confiable sobre las entidades federativas, junto con 
el florecimiento de los estudios políticos que abordan la problemática es-
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tatal, muestra ante todo una enorme preocupación por lo que pasa en los 
estados, y su repercusión en el conjunto nacional. 

Las encuestas de expertos como estrategia  
de operacionalización

Las cuestiones de conceptualización y medición han sido poco abor-
dadas por la literatura reciente sobre regímenes subnacionales. Varios 
trabajos han destacado la existencia de “autoritarismos subnacionales” al 
interior de regímenes nacionales democráticos, pero en general han sido 
apenas claros acerca de la definición conceptual que adoptan para des-
cribir a tales regímenes como autoritarios y de la definición operacional 
que utilizan para afirmar si una determinada provincia o región es auto-
ritaria o democrática.

Este libro presenta los resultados de una relativamente novedosa y 
cada vez más empleada estrategia de medición: la encuesta a expertos. La 
Eepemex tiene como precedente la “Encuesta de expertos en política pro-
vincial argentina” (Eeppa) (Gervasoni 2010a), que se realizó en 2008 en 
las 24 unidades subnacionales de ese país (23 provincias y la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires).2 La estrategia de operacionalización de ambas 
encuestas partió de tres decisiones metodológicas: 1) en lo conceptual 
entiende a los regímenes subnacionales menos democráticos como “hí-
bridos” más que “autoritarios”, esto es, como combinaciones complejas de 
rasgos democráticos y autoritarios, similares a los regímenes nacionales 
descritos como “democracias iliberales” (Zakaria, 1997), “autoritarismos 
competitivos” (Levitsky y Way, 2002), “semiautoritarismos” (Ottaway, 
2003) y “autoritarismos electorales” (Schedler, 2006); 2) en términos de 
la estrategia de medición, se optó por indicadores subjetivos o basados en 
percepciones, en parte por la amplitud de aspectos de la democracia que 
son posibles de medir de esta forma, y en parte por su especial aptitud 

2	 La “ Encuesta de expertos en política provincial argentina ” fue financiada por la Natio-
nal Science Foundation de los Estados Unidos (nsf Award # 0719658) y proveyeron 
apoyo adicional para el proyecto el Helen Kellogg Institute for International Studies y 
la Graduate School de la Universidad de Notre Dame.
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para documentar las sutiles formas en que la democracia es restringida 
en los regímenes híbridos (las percepciones que se utilizan son las reve-
ladas por los expertos en la política de cada una de las provincias o los 
estados, quienes por definición conocen aspectos que a menudo escapan 
al observador externo),3 y 3) respecto de la confiabilidad de la medición, 
se consultó a varios expertos en cada provincia/estado, lo cual da pauta 
para calcular medidas estadísticas de “acuerdo inter-observador” (inter-
observer o inter-rater agreement) y mejorarlas aumentando el número de 
expertos en aquellas provincias con bajos puntajes.

La estrategia general de operacionalización en la que se inscriben las 
encuestas argentina y mexicana ostenta varias fortalezas enfatizadas por 
la literatura metodológica (King, Keohane y Verba, 1994): 1) parte de 
una definición clara del concepto por medir, 2) identifica explícitamente 
las dimensiones, subdimensiones, componentes y subcomponentes del 
concepto (para detalles de estos dos puntos, véase a Gervasoni, 2010a), 
3) desarrolla indicadores específicos (los ítems en el cuestionario) para 
cada subcomponente, 4) mide cada indicador reiteradas veces (por me-
dio de la consulta a más de un experto por provincia/estado), 5) permite 
evaluar el grado de incertidumbre de las inferencias descriptivas median-
te el mencionado “nivel de acuerdo inter-observador” —a diferencia de 
índices como el Polity que usan solo un codificador por país—, y 6) hace 
público el procedimiento mediante una clara descripción de cada deci-
sión metodológica tomada. Este último punto implica que otros investi-
gadores pueden con relativa facilidad replicar la encuesta de expertos en 
otros países4 (en cuyo caso el cuestionario y el diseño muestral segura-
mente requerirán pequeñas adaptaciones al contexto local).

3	 Los indicadores objetivos, en general institucionales (por ejemplo, la presencia o no de 
elecciones periódicas y multipartidarias) o electorales (como la presencia o no de rota-
ción en el poder), excluyen múltiples e importantes dimensiones de la democracia (por 
ejemplo, la prevalencia de la violación de derechos civiles o el grado de independencia 
judicial) y de común se les dificulta detectar violaciones sutiles de las normas demo-
cráticas, aunque sí pueden ser sensibles a sus consecuencias.

4	 Siempre y cuando cuenten con gobiernos subnacionales electos y razonablemente 
autónomos.
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Indicadores: medidas subjetivas (“basadas en la percepción”) de la 
democracia

Debido a la complejidad del concepto de democracia subnacional y las 
dificultades adicionales que surgen dada la sutileza con la que los regí-
menes híbridos típicamente restringen los derechos políticos, se sigue 
aquí la tradición subjetiva de medición de la democracia (Bollen y Pax-
ton, 2000: 60). A diferencia de la tradición objetiva, que utiliza medidas 
que no dependen de los juicios de los investigadores, expertos y fuentes 
secundarias —por ejemplo, Alvarez, Cheibub, Limongi y Przeworski 
(1996) y Vanhanen, (2000)—, la subjetiva recurre a indicadores “basa-
dos en percepciones” (Kaufmann, Kraay y Mastruzzi, 2005).5 En esta 
estrategia un investigador formula un juicio informado sobre la situa-
ción de un cierto aspecto de la democracia en un país utilizando fuentes 
secundarias y/o su propio conocimiento y/o consultando a expertos. 
Esta es la adoptada por importantes índices nacionales de democracia, 
como los de Polity IV (Marshall, Gurr y Jaggers, 2013) y Freedom Hou-
se. Varieties of Democracy (Coppedge, Gerring et al., 2011), el más re-
ciente y metodológicamente sofisticado proyecto de operacionalización 
para los regímenes políticos nacionales, obtiene la mayor parte de sus 
datos de encuestas a expertos similares a la Eeppa y la Eepemex. Main-
waring, Brinks y Pérez-Liñán (2001) y Bowman et al. (2005) —autores 
de índices de democracia para América Latina y América Central, res-
pectivamente— defienden convincentemente los índices de democracia 
basados en juicios de expertos con profundo conocimiento de los esta-
dos a ser codificados.

La variante de la operacionalización subjetiva que presentamos aquí, 
una encuesta a expertos locales para medir grados de democracia subna-
cional, tiene solo dos precedentes que aplicaron Kelly McMann y Nikolai 

5	 La palabra “subjetivo” a menudo está cargada de connotaciones negativas, y a veces se 
la asocia a sesgos normativos u opiniones interesadas. Aquí se utiliza solo para descri-
bir un proceso de medición basado en los juicios informados de ciertos “sujetos”. Al-
gunas bases de datos muy recurrentes en la ciencia política, como los indicadores de 
gobernanza del Banco Mundial, provienen de operacionalizaciones subjetivas. Para 
una defensa de las fortalezas de los indicadores “basados en percepciones” véase el do-
cumento metodológico de los indicadores de gobernanza referidos (Kaufmann, Kraay 
y Mastruzzi, 2005: 27-31).
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Petrov en Rusia y Kirguistán (McMann y Petrov 2000; McMann, 2006). 
La principal diferencia metodológica entre esos estudios y las encuestas 
argentina y mexicana es que aquellos consultaron a expertos residentes 
en las capitales de los países y les pidieron que ordenaran las regiones 
según su grado global de democracia, mientras que en estas últimas  
se seleccionaron expertos específicos para cada provincia/estado (la ma-
yoría de ellos residentes en la unidad subnacional respectiva) y se les soli-
citó juicios sobre muchos y diversos aspectos de la democracia local.

Los expertos son considerados una fuente más confiable que las fuen- 
tes secundarias, en parte debido a que estas carecen del grado necesario 
de detalle y calidad para varias/os provincias/estados, y en parte debido 
a que las sutiles formas en que la democracia es restringida en los regíme-
nes híbridos exige información muy específica. Los entrevistados ideales 
son académicos y profesionales de la política (como periodistas y consul-
tores), políticamente independientes y con profundo conocimiento de la 
política de la unidad subnacional en la que residen.

Puesto que por definición los expertos conocen muchas característi-
cas del régimen político provincial/estatal, varios aspectos de la democra-
cia pueden ser evaluados más allá de la competencia electoral y la inclusión: 
por ejemplo, la eficacia de los controles legislativos y judiciales sobre  
el poder ejecutivo, el nivel de libertad de prensa, la situación de los dere-
chos civiles y la prevalencia de violaciones de los derechos humanos.

Es posible entender mejor las ventajas de los indicadores subjeti-
vos en comparación con los indicadores objetivos. Estos últimos pue-
den ser de dos tipos. En el primer caso miden la existencia y el grado 
de competencia electoral por el poder. Los países (y las unidades subna-
cionales) son clasificados como democráticos o más democráticos según 
conduzcan elecciones multipartidarias regulares para los principales car-
gos de gobierno en las que los partidos opositores obtienen un porcen-
taje importante de votos (por ejemplo, Vanhanen,  2000) o ganan de vez 
en cuando el control del poder ejecutivo (Alvarez, Cheibub, Limongi y 
Przeworski, 1996). Se han propuesto varios índices basados en indicado-
res de competencia electoral para el nivel subnacional, incluyendo Argen-
tina (Gervasoni, 2010b; Giraudy, 2015) y México (Hernández, 2000; 
Beer y Mitchell, 2004; Giraudy, 2015). Este tipo de medidas objetivas 
tiene la ventaja de ser calculable con relativa facilidad, y con poca o nula 
interpretación por parte del investigador, con base en información insti-
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tucional y electoral en general disponible. Sus debilidades, sin embargo, 
son significativas. La primera es que son estrechos y minimalistas: captu-
ran solo un aspecto de los regímenes políticos —la existencia de compe-
tencia electoral efectiva por el poder (Coppedge, 2012: 14-28)—. Detrás 
de un régimen calificado como democrático por un índice objetivo puede 
haber más o menos libertad de reunión, expresión o prensa, más o menos 
pesos y contrapesos institucionales, más o menos represión policial, más 
o menos discriminación de mujeres o minorías étnicas, etc. Ninguno de 
estos y otros importantes elementos de los regímenes políticos son medi-
dos por los índices objetivos minimalistas. Una segunda debilidad es que 
el nivel de competencia electoral no depende solo del grado subyacente de 
democracia, sino también de otros factores que no pertenecen a ese con-
cepto, tales como la performance gubernamental o los factores exógenos  
(como un shock económico externo) que pueden fortalecer o debilitar al 
oficialismo de turno. En resumen, los índices objetivos de competencia 
electoral miden los regímenes en forma estrecha (solo en el sentido mini-
malista del concepto de democracia) y con limitada validez.

El segundo tipo de indicadores objetivos son los que mensuran as-
pectos específicos del régimen. Así, podría diseñarse un índice de li-
bertad o diversidad de prensa observando en qué medida las emisoras 
televisivas y radiales o los diarios de un estado dan cobertura a las diver-
sas fuerzas y tendencias políticas durante una campaña electoral o, por 
el contrario, benefician a alguna en particular, típicamente al oficialismo. 
Tal medición implicaría asignar mucho personal al análisis de conteni-
do de cientos de horas de emisiones audiovisuales y de cientos de pági-
nas de medios escritos. Realizar un estudio objetivo de este aspecto de la 
democracia y en un solo estado sería factible; emprenderlo para los 32 
estados mexicanos y para todos los aspectos de la democracia de interés 
implicaría una disponibilidad de recursos muy superior a la de un típi-
co proyecto de investigación social. En otras palabras, sería teóricamente 
posible y metodológicamente conveniente medir con objetividad muchos 
aspectos de los regímenes subnacionales, pero tal empresa demandaría 
recursos humanos y económicos muy superiores a los requeridos para la  
Eepemex. Encuestar expertos es una estrategia que combina amplia co-
bertura de diversos aspectos de la democracia y una razonable calidad de 
medición con recursos también razonables.
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Nótese que aun si se dispusiera de financiamiento para implemen-
tar una estrategia como la descrita, habría aspectos de la democracia sub-
nacional difíciles, o incluso imposibles, de medición objetiva. ¿Cómo se 
podría observar el grado de fraude electoral o qué tanto los aparatos de 
inteligencia estatal espían a los opositores? Tales actividades, por su pro-
pia naturaleza oscura y oculta, son desafíos enormes para la medición 
objetiva. Es posible, en contraste, que los expertos tengan opiniones razo-
nablemente fundadas de la prevalencia de tales prácticas en un estado. La 
situación se replica en el tema de la corrupción: la medición más difun-
dida de este fenómeno a nivel nacional no proviene del Índice de Percep-
ciones de Corrupción de Transparency International,6 el cual se basa en 
encuestas aplicadas entre analistas, empresarios y expertos de cada país.

El presente volumen contiene capítulos en los que se realizan pruebas de 
coherencia entre opiniones de expertos y hechos (conductas) observados.  
Es el caso de Álvaro López que contrasta los juicios de los expertos en 
torno a la cooperación entre el legislativo y el ejecutivo. Por su parte, Ni-
colás Loza respalda con las tasas de homicidios la opinión de los expertos 
en torno a la presencia del crimen organizado. Estos ejercicios, no obs-
tante, solo son factibles para los pocos aspectos de los regímenes políticos 
para los que existen tanto la medición vía expertos como indicadores ob-
jetivos razonablemente válidos y confiables para todos los estados.

Un potencial problema de medición adicional cuando se usan indi-
cadores subjetivos es el de la memoria de los expertos. Es razonable asu-
mir que estos recordarán con más precisión los hechos recientes que los 
ocurridos en un pasado lejano. Desde este punto de vista, la medición 
subjetiva debería funcionar mejor cuando se consulta a los expertos so-
bre eventos del presente o del pasado inmediato. En el caso argentino,  
en el que (con alguna excepción) las elecciones provinciales se realizan en 
el mismo año para todas las provincias, la opción fue consultar a los ex-
pertos sobre el periodo gubernamental concluido el año anterior al de la 
encuesta. La naturaleza escalonada de las elecciones subnacionales mexi-
canas implicó que variara el tiempo entre la fecha de la encuesta y el fin 
del periodo gubernamental evaluado. En la mayoría de los casos fue razo-
nablemente corta: en siete estados el mandato concluyó en 2012 (a me-

6	 Disponible en <http://www.transparency.org/research/cpi/overview>.
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nos de un año antes de la realización de las entrevistas), en diez en 2011, 
y en ocho en 2010. Solo en siete estados el tiempo transcurrido fue supe-
rior a tres años (el caso más extremo es el de Baja California, estado para 
el cual se evaluó un gobierno concluido en 2007, unos cinco años antes 
de la encuesta). Estamos convencidos de que para expertos como los con-
sultados no resulta difícil recuperar de su memoria información sobre lo 
ocurrido en el periodo gubernamental anterior al actual, aun si el mismo 
concluyó hace algunos años. De todas formas, el diseño metodológico de 
la Eepemex permite la verificación de esta hipótesis: puede compararse el 
grado de acuerdo inter-expertos para estados cuyos periodos de gobierno 
evaluados concluyeron más o menos recientemente. Si los problemas de 
memoria existieran y fueran signficativos, debería observarse un menor 
nivel de acuerdo entre los expertos para los estados más alejados tempo-
ralmente. En ese caso, las inferencias descriptivas acerca de esas unidades 
subnacionales serían de menor confiabilidad que aquellas sobre estados 
cuyos gobiernos evaluados concluyeron más recientemente.  

Diseño metodológico de la encuesta de expertos de Argentina y 
México

Conviene dar los detalles del diseño metodológico de la Eeppa y la 
Eepemex.

a. Diseño y administración del cuestionario. Se diseñó un cuestionario es-
tructurado con preguntas cerradas, con las cuales los expertos codifi-
can un aspecto de la democracia en su provincia/estado, y preguntas 
abiertas, en donde los entrevistados pueden explicar las razones de su 
respuesta cerrada, calificarla, o dar una respuesta no prevista en las op-
ciones cerradas. Dada la bien documentada tendencia de los públicos in-
telectualmente sofisticados a resistir el “encorsetamiento” de la realidad 
que supone un cuestionario estructurado (Putnam, 1973; Aberbach et 
al., 1975), las preguntas abiertas contribuyen tanto a los objetivos sus-
tantivos del proyecto de investigación como al mejor flujo de las en-
trevistas. Las preguntas fueron diseñadas y testeadas para que fueran 
claras, concretas e imparciales, siguiendo las recomendaciones de la li-
teratura sobre diseño de cuestionarios (Converse y Presser, 1986; Op-
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penheim, 1992; Foddy, 1993) y sobre entrevistas a élites (Dexter, 1970). 
Debido a la longitud y complejidad del cuestionario, la encuesta fue ad-
ministrada personalmente por politólogos con antecedentes en política 
subnacional en Argentina, y por politólogos u otros profesionales de las 
ciencias sociales, muchos de ellos estudiantes de doctorado o maestría 
en sus respectivos campos de especialización, y también con interés y/o 
antecedentes en el estudio de la política subnacional en México.

b. Pretest del cuestionario. El cuestionario fue pretesteado en varias eta-
pas. En primer lugar, el autor de la encuesta argentina lo distribuyó a 
varios colegas para obtener sus recomendaciones.7 En segundo, la ver-
sión resultante fue leída y comentada por los miembros del equipo de 
trabajo de campo,8 quienes sugirieron mejoras adicionales. Luego, los 
entrevistadores y el autor administraron catorce cuestionarios a exper-
tos de once provincias. Estas entrevistas permitieron identificar y resol-
ver problemas como sesgos de redacción, palabras ambiguas y preguntas 
particularmente dificultosas. En el caso del cuestionario mexicano los 
dos primeros pasos fueron idénticos,9 pero el cuestionario que se probó 
era una versión que replicaba, en su mayor parte, la utilizada en Argen-
tina con contenidos de relevancia local, algunos a petición de estudian-
tes doctorales o de investigadores que siguieron el proyecto y que ahora 
son autores en este volumen. En el caso mexicano, el fraseo de las pre-
guntas se adaptó a los usos del país, y estudiantes del seminario de tesis 
“Poderes y democracias sub nacionales” de la Flacso México realizaron 
aplicaciones de prueba en cinco estados mexicanos. Fue después que se 
redactó la versión final del cuestionario.

7	 Agradecemos los valiosos comentarios de Michael Coppedge, Frances Hagopian, 
Scott Mainwaring, Ernesto Calvo, Agustina Giraudy, Debra Javeline, Frauke Kreuter, 
Marcelo Leiras, Aníbal Pérez-Liñán y Fernando Ruiz.

8	 Un gran equipo de asistentes de investigación compuesto por Andrea Cavalli, Adrián 
Lucardi, María Marta Maroto y María Eugenia Wolcoff.

9	 Los académicos a los que se les hizo la primera consulta sobre las preguntas de la  
Eepemex fueron Alejandra Armesto, Juan Olmeda, Alejandra Ríos, Caroline Beer, 
Diego Reynoso, Rodrigo Salazar, Álvaro López, Francisco Muro, Víctor Reynoso y el 
propio Carlos Gervasoni. También fueron consultados inmediatamente después, Car-
mina Gutiérrez, Fanny Sleman, Iván Arrazola y Luis Fernando Sánchez, estudiantes 
de doctorado de la Flacso México que en ese momento formaban parte del seminario 
“Poderes y democracias sub nacionales”.
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c. Muestra. Los entrevistados para la Eeppa fueron seleccionados con 
dos criterios: 1) la amplitud y profundidad de su conocimiento sobre 
la política local, y 2) su capacidad para opinar con razonable indepen-
dencia política. El entrevistado ideal fue un académico de las ciencias 
sociales, aunque el trabajo de campo exploratorio realizado en cuatro 
provincias argentinas durante 2006 mostró que los periodistas políticos 
y abogados del ámbito del derecho constitucional están a menudo tan 
bien informados sobre el régimen provincial como los cientistas sociales. 
La búsqueda de los expertos fue prolongada y difícil, sobre todo en las 
provincias pequeñas, menos desarrolladas y/o que no tienen departa-
mentos de ciencias políticas, tales como Chaco, Formosa y La Pampa. El 
marco muestral de expertos para la Argentina fue desarrollado a partir 
de: 1) contactos académicos personales, 2) contactos generados durante 
la etapa exploratoria del proyecto en las provincias de Catamarca, Cór-
doba, Mendoza y San Luis, 3) politólogos del interior que participaron 
en el Congreso de la Sociedad Argentina de Análisis Político (saap) en 
noviembre de 2007, 4) expertos citados o entrevistados por los diarios 
nacionales para cubrir sucesos relativos a la política provincial, y 5) re-
ferencias brindadas por instituciones universitarias en varias provincias. 
Complementariamente se recurrió a la técnica de “bola de nieve”, lo cual 
permitió ampliar considerablemente el listado de expertos original. Se 
dio prioridad a los expertos con credenciales académicas, profesionales 
o periodísticas más distinguidas y a aquellos que fueron mencionados 
por más fuentes. En el caso de las provincias más “difíciles”, fue necesa-
rio relajar los criterios, a veces entrevistando a prestigiosos politólogos 
que desempeñan algún cargo político, y a veces entrevistando a personas 
que no eran estrictamente académicos, profesionales o periodistas.10 El 
objetivo era lograr un mínimo de tres expertos por provincia a fin de po-
der calcular medidas de acuerdo (inter-rater agreement) sobre una base 

10	 Aunque prácticamente todos los entrevistados fueron académicos o periodistas, la se-
gunda exigencia (la independencia política) fue a veces más complicado de cumplir. 
Los pocos politólogos que viven en las provincias más pequeñas y menos desarrolla-
das tienden a trabajar para el Estado o ser los miembros activos de partidos políticos. 
En estas provincias se presentó, entonces, una clara tensión entre los criterios 1 y 2. En 
los casos en que se entrevistó a personas con un cargo gubernamental o una afiliación 
partidaria, los entrevistadores percibieron que respondieron casi siempre como analis-
tas y no como partes interesadas.
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relativamente sólida. La muestra efectiva incluyó un mínimo de cuatro 
y un máximo de doce entrevistados por provincia (N total = 155, o un 
promedio de 6.46 expertos por provincia).11 En la medición que aquí 
se propone los expertos funcionan como codificadores y, superando el 
estándar del Polity iv (que para la mayoría de los países utiliza un solo 
codificador), cada provincia es codificada por al menos cuatro expertos. 
En las provincias donde el nivel de acuerdo entre los expertos no fue sa-
tisfactorio, se llevaron a cabo entrevistas adicionales (Catamarca, Cha-
co, Formosa, Jujuy, La Rioja, Salta, Santa Cruz, Santiago del Estero y 
Tierra del Fuego).

La selección de la Eepemex siguió una estrategia similar: en primer 
lugar se buscaron expertos en política estatal que de preferencia contaran 
con doctorado o maestría, estuvieran adscritos a una institución de inves-
tigación y/o educación superior y tuvieran publicaciones en la materia. 
Este perfil se buscó, primero, a través de contactos personales, listas de 
membresía en el Sistema Nacional de Investigadores (sni) y/o en la So-
ciedad Mexicana de Estudios Electorales (smee), así como en centros de 
investigación y/o fichas curriculares disponibles en Internet; cuando no 
logramos reunir siete expertos con este perfil, se acudió al procedimiento 
de “bola de nieve”, pidiendo a los expertos locales identificados referencias 
de otros posibles entrevistados que cumplieran con las características de-
seadas. Finalmente, la muestra efectiva fue de 234 expertos, en la que los 
estados con menos entrevistados fueron el Distrito Federal y Baja Cali-
fornia Sur (con cinco en cada uno, pero que por la uniformidad de sus res-
puestas no implicaron más búsquedas); mientras que el estado con más  
entrevistados fue Quintana Roo con diez. La media por estado fue de 7.3 
y hubo una mediana de 7.

d. Trabajo de campo. La encuesta argentina fue realizada por un equipo 
de cinco personas (las mencionadas en la nota al pie 8, más el autor del 
cuestionario), el cual completó la primera etapa del trabajo de campo en 
poco más de tres meses (del 22 de abril al 30 de julio de 2008). Después 

11	 Nótese que no existe un problema de “N pequeño”: esta encuesta es diferente de otras, 
como las de opinión pública, dado que el objetivo no es inferir las características de una 
población mayor, sino (como en el caso de las entrevistas históricas) obtener informa-
ción fáctica consultando fuentes bien informadas.
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de la codificación y procesamiento de estas encuestas, y de llevar a cabo 
el análisis de acuerdo entre los expertos de cada provincia, se puso en 
marcha la segunda etapa de trabajo de campo en las nueve provincias 
mencionadas arriba (del 20 de octubre al 13 de noviembre de 2008). 
El 81% de los expertos que se contactaron accedió a ser entrevistado. 
La mayor parte del 19% restante correspondió a personas que no se 
consideraron capacitados para responder, o que se hallaban de viaje o 
estaban enfermos. El autor capacitó a los encuestadores en cuatro reu-
niones que consumieron aproximadamente catorce horas.12 La encuesta 
mexicana involucró a quince entrevistadores13 y una coordinadora de 
campo, quien además contó con el apoyo administrativo de la Flacso 
México. Aunque los entrevistadores estaban familiarizados con las téc-
nicas de interrogación, se cumplimentaron reuniones de información y 
capacitación. El trabajo de campo se realizó entre el 11 de noviembre de 
2012 y el 21 de enero de 2013, pero como además de los cuestionarios 
contestados cara a cara se aceptaron otros que se remitieron por correo, 
se recibieron cuestionarios incluso durante los meses de febrero y mar-
zo de 2013.

e. Administración del cuestionario. Todos los entrevistados de la Eeppa 
recibieron un correo electrónico en el que se les solicitó una entrevis-
ta explicándoles la naturaleza del proyecto, las razones de su selección, 
la importancia de su participación, y el anonimato de sus respuestas. 
Para alentar la participación en una encuesta que es larga, exigente y en 
ocasiones tediosa, se ofreció a los expertos un pequeño regalo (uno de  

12	 En estas sesiones se capacitó a los entrevistadores sobre los objetivos generales del pro-
yecto de investigación y de la encuesta, el cuestionario, las técnicas apropiadas para la 
realización de entrevistas con expertos, las normas de tratamiento de sujetos huma-
nos, y las cuestiones logísticas y económicas relacionadas con el trabajo de campo.

13	 Juan Manuel Rodríguez: Aguascalientes y Chiapas; Abel Muñoz Pedraza: Baja Cali-
fornia, Baja California Sur y Nayarit; Javier Rosiles Salas: Colima y Veracruz; Luis Al-
berto Fernando Marfil: Campeche, San Luis Potosí y Yucatán; Joseph Arana Chávez: 
Coahuila, Durango y Tamaulipas; Raúl Figueroa Romero: Chihuahua y Tabasco; 
Carlos Alberto Díaz Gonzales: D.F.; Francisco Javier Navarro: Guanajuato y Estado 
de México; Omar Carrillo de la Cruz: Guerrero y Michoacán; Pablo Ranchero Ventu-
ra: Morelos, Oaxaca y Tlaxcala; Gabriela Magdalena del Río: Hidalgo, Puebla y Que-
rétaro; Giovanni Pérez Landa: Jalisco y Nuevo León; Nayelli Rubio Jardón: Sinaloa y 
Sonora; Melina Castro Villanueva: Zacatecas; Magdalena Aguilar Rodríguez: Quin-
tana Roo y coordinación general de campo.
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varios libros sobre temas políticos adquiridos para ese fin) y el envío  
de un informe con los principales resultados de la encuesta apenas es-
tuvieran disponibles. Las entrevistas se realizaron en lugares y horarios 
convenientes para los expertos. Sus respuestas se registraron en cuestio-
narios de papel, evitando así el a menudo perturbador grabador. En el caso 
mexicano, también se hizo contacto previo con los expertos por correo  
electrónico y/o por teléfono para explicarles la naturaleza del ejercicio; 
a quienes lo solicitaron, se les extendió una constancia, y los informes y 
datos han sido públicos desde la primera integración de información. 
Como ya se apuntó, algunos cuestionarios se enviaron y recibieron 
vía correo electrónico, previo contacto cara a cara, o telefónico, con el 
entrevistado.

f. Control de calidad y codificación del cuestionario. Las respuestas de los 
expertos a las preguntas cerradas fueron consideradas como los códigos 
definitivos. Sin embargo, en los casos en que el experto se negó a elegir 
una de las categorías de una pregunta cerrada, se utilizó la información 
brindada en la pregunta abierta asociada para asignarle un código. Si 
esta pregunta tampoco fue respondida, el ítem se codificó como un va-
lor faltante. En el caso mexicano se siguió el mismo procedimiento, pero 
por el volumen de entrevistas y el número de entrevistados, se siguieron 
distintos procedimientos de verificación de la información proporciona-
da por los expertos, codificada y capturada en sistema.14

El cuadro I.1 presenta algunos detalles de la Eeppa y la Eepemex en 
forma comparativa.

Pautas y variaciones en el mosaico subnacional

Este libro reúne catorce estudios sobre política subnacional. De ellos, 
solo uno hace una comparación, en este caso de la democracia en su sen-
tido más amplio, entre unidades subnacionales de dos países, México 

14	 La verificación del trabajo de campo en oficina, de códigos, captura, así como la re-
visión de códigos y captura, estuvieron a cargo de Abby Madrigal, Ángeles Palma y 
Claudia Wittig. De principio a fin de este proyecto, se contó con la decisiva contribu-
ción y apoyo administrativo de Alma González.
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y Argentina, en tanto que el resto contrasta diferentes aspectos de los 
procesos políticos y de gobierno en los estados de la república mexica-
na. Los trabajos abordan diferentes temáticas utilizando muy distintas 
fuentes de información entre las que siempre figura al menos un indica-
dor extraído de la Eepemex.

En el primer capítulo de este volumen, Carlos Gervasoni examina 
qué tan democráticos son las provincias argentinas y los estados mexica-
nos, buscando algún patrón reconocible en sus variaciones. Con base en 
la operacionalización del concepto de democracia que puso en práctica 
en la Eeppa, retomada para la Eepemex, Gervasoni distingue diferentes 
dimensiones sobre las que hace su exploración empírica. Con dos indi-
cadores de limpieza en las elecciones, no identifica ninguna unidad sub-

Cuadro I.1. Diseño metodológico comparado de la Eeppa (Argentina) y la Eepemex 
(México)

Eeppa Eepemex

Tipo de cuestionario Estructurado Estructurado

Modo de administración Entrevista personal Entrevista personal

Duración promedio de las 
entrevistas

1 hora y 19 minutos 1 hora y 30 minutos

Cantidad de expertos 155 234

Cantidad de unidades 
subnacionales

24 (todas las provincias y la 
caba)

32 (todos los estados y el DF)

Cantidad media de expertos por 
unidad subnacional

6.5 7.3

Fechas de campo Abril a noviembre de 2008 Noviembre de 2012 a enero 
de 2013

Periodo evaluado Periodo de gobierno 
2003-2007 (con excepciones*)

Periodo sexenal del goberna-
dor en el lapso 2001-2012 (con 
excepciones**)

* Las provincias argentinas de Corrientes y Santiago del Estero eligen sus autoridades en años diferen-
tes a las demás, por ello los periodos evaluados fueron 2001-2005 y 2002-2004, respectivamente. En 
otros tres casos (la Ciudad de Buenos Aires, Santa Cruz y Tierra del Fuego) se evaluaron periodos de 
gobierno más cortos correspondientes al mandato de un gobernador que completó el periodo iniciado 
por otro que renunció o fue destituido.
** En México, en general las exploraciones fueron sobre ciclos sexenales que incluyen una elección 
intermedia y dos legislaturas locales. Sin embargo, hubo excepciones en la duración del mandato del 
gobernador evaluado, el número de legislaturas y/o elecciones en los estados de Coahuila, Colima, 
Guerrero, Hidalgo, Quintana Roo, Edomex, Chiapas y Michoacán. El detalle de los periodos de gobierno  
evaluados se encuentra en el trabajo de Armesto y Olmeda; y de los gobernadores y su identidad par-
tidaria, en el texto de Busmail y Miño; también de los gobernadores pero además de las legislaturas 
examinadas, en el artículo de Álvaro López; del número de expertos entrevistados por estado, en el 
trabajo de Diego Reynoso, y de las elecciones de gobernador, diputados locales y ayuntamientos, en  
el capítulo que escribe Nicolás Loza.
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nacional ni en Argentina ni en México con prácticas de fraude electoral 
“tradicional” generalizado, aunque para la cobertura política de los me-
dios de comunicación local, encuentra mucha mayor variación, con enti-
dades con televisoras y prensa muy oficialistas, como Formosa, San Luis 
y Jujuy en Argentina, y Quintana Roo, Tamaulipas y Veracruz en México.  
En la subdimensión de participación, las provincias argentinas no presen- 
tan problemas ni con el registro de votantes ni con la proscripción de 
eventuales contendientes, mientras que en el caso mexicano, si bien no hay  
restricciones en el padrón de electores, en Baja California y Tabasco hubo 
testimonios de exclusión de posibles candidatos. En Argentina, con ex-
cepción de una provincia, los ciudadanos gozan de niveles significativos 
de libertad de expresión, lo que no sucede con los empleados públicos de 
ese país, que prácticamente en la mitad del territorio experimentan limi-
taciones. En México, por su parte, la situación es peor en ocho estados 
que experimentan limitaciones a las libertades de expresión de la pobla-
ción en general y de los empleados públicos en particular, destacando 
Chiapas por su situación de restricción relativa extrema. Los checks and 
balances son igualmente deficientes en ambos países, aunque peores en 
México, pues solo el estado de Jalisco parece contar con un control ju-
dicial y legislativo del gobernador de efectividad razonable, lo cual con-
trasta con las dos provincias argentinas en que esto sucede y las otras seis 
en que no existe control o bien judicial o bien legislativo del gobernador, 
pero no de ambos a la vez. 

En las dimensiones de represión y discriminación, una vez más, las 
democracias subnacionales mexicanas delatan menor calidad respecto de 
las argentinas, pues mientras en el país conosureño ninguna provincia 
calificó por debajo de ambas categorías intermedias a la vez, en México 
dos entidades, Chihuahua y Jalisco, lo hicieron, en tanto que varios es-
tados más mostraron precariedad en una de ambas mediciones. Final-
mente, en la evaluación más general y abstracta del grado de democracia 
subnacional en ambos países, la media es más alta en Argentina que en 
México, pero la variación es mayor en el primer país. En suma, aunque 
las democracias subnacionales de ambas naciones parecen fuertes en par-
ticipación, en varias unidades federativas se socavan en distintos niveles 
la competencia y la libre expresión, al tiempo que en su vida institucional 
acusan ausencia de “pesos y contrapesos” efectivos, que resultan su gran 
pendiente democrático.
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Por su parte, Carmina Gutiérrez construyó un índice de poder de los 
gobernadores mexicanos en sus propios estados, para lo que utilizó cua-
tro indicadores de la encuesta a expertos. De este modo, Gutiérrez en-
contró que en Chiapas, Guerrero, Michoacán, San Luis Potosí, Tlaxcala 
y Jalisco existían los seis ejecutivos locales más débiles, en tanto que en 
Nayarit, Sinaloa, Estado de México, Quintana Roo, Coahuila y Puebla 
figuraban los más fuertes. Y al buscar los determinantes de estos diferen-
ciales de poder, concluía “que el aumento en la competencia política inci-
de con mediana intensidad en el poder que tienen los gobernadores en 
México y por otro lado, las reglas de la separación de poderes no lo hacen 
en ninguna medida”.

En el trabajo de Olmeda y Armesto, los autores se preguntan qué 
dimensiones de la relación entre ejecutivo y legislativo conducen al in-
cremento del patronazgo político en los estados, y ponen a prueba dos 
explicaciones alternativas: por un lado, que “el patronazgo es impulsa-
do por el poder del ejecutivo sin limitaciones por el Congreso”, y por el 
otro, que es “impulsado por el poder de la oposición legislativa en la nego-
ciación con el ejecutivo.” En sus modelos jerárquico lineales, introducen 
controles asociados a las teorías rentista, de los partidos internamente 
movilizados, pluralista, del ciclo electoral y de la política distributiva, 
concluyendo que “el Congreso, y más específicamente la oposición legis-
lativa, tiene mayores consecuencias para el patronazgo que el poder del 
gobernador” en México. 

Miño y Busmail concluyen que “no existe una relación entre la filia-
ción partidista, la distribución de recursos discrecionales y el apoyo al 
presidente en México” como tampoco puede afirmarse “que sistemática-
mente los estados más grandes y con mayor cantidad de diputados en el 
congreso federal hayan logrado obtener más recursos”. Conforme a su 
análisis, existe asociación entre los recursos discrecionales que una en-
tidad recibe y el apoyo político que su ejecutivo local presta al presiden-
te, lo que no necesariamente está mediado por la identidad partidaria 
de ambos. De allí que la entidad que más recursos discrecionales reci-
bió de la federación fuera el Estado de México, en tanto que el más efi-
ciente en su intercambio apoyo político/recursos discrecionales recibidos fue 
Coahuila, ninguno de los dos gobernado por panistas, aunque también 
gobernadores del pan y del Partido de la Revolución Democrática (prd) 
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lograron atraer recursos discrecionales por arriba de la media y concretar 
relaciones eficientes de intercambio respaldo/dinero.

En su trabajo, Álvaro López confirma que en general los “juicios  
de los expertos sobre el papel proactivo del ejecutivo y el papel reactivo de 
las legislaturas, son consistentes con el comportamiento observado en 
el proceso decisional de los Congresos estatales” que se documenta con  
la observación de los resultados legislativos de 25 Congresos estatales, 
que en su conjunto aprobaron sin enmiendas 66% de las iniciativas de 
sus gobernadores, implicando, sin embargo, variaciones que van de un 
numeroso grupo de Congresos locales subordinados, a una cantidad me-
nor, pero existente, de legislaturas negociadoras. 

Para ofrecernos una explicación de la variación en las políticas de ac-
ceso a la información en los estados mexicanos, Grisel Salazar examina 
el papel de cuatro intermediarios interesados en la transparencia, y ella 
encuentra que ni el número efectivo de partidos políticos en los Congre-
sos locales, ni el activismo de las organizaciones de la sociedad civil, ni la 
independencia de los empresarios locales es tan relevante como la prensa 
crítica local, que a su vez, podría dar cuenta de mejores marcos norma-
tivos que también inciden en la calidad de los mecanismos efectivos de 
transparencia.

Diego Reynoso, por su parte, presenta una suerte de carambola a tres 
bandas. Primero, confirma con la evidencia disponible en la Eepemex 
que la escala izquierda-derecha, a pesar de las objeciones que usualmente 
se le hacen, clasifica significativa y razonablemente a partidos y políticos 
en el nivel nacional pero también en el estatal. En segundo término, iden-
tifica las entidades con contiendas de gobernador ideológicamente más 
polarizadas, entre las que destacaron Coahuila, Estado de México, Jalis-
co, Querétaro y Morelos, así como los estados con mayor diferenciación 
entre candidatos oficiales y gobernadores, en donde sobresalieron Jalisco, 
Zacatecas, Veracruz, Tlaxcala, Tamaulipas y Guanajuato. Finalmente, 
el argumento se sostiene con estimaciones que descuentan el sesgo que 
la ubicación ideológica de los expertos introduce al clasificar la posición 
ideológica de distintas figuras públicas.

En su análisis sobre la calidad de las elecciones en los estados, Irma 
Méndez halla que además del efecto que tiene sobre estas la calidad del 
órgano de administración electoral, la injerencia gubernamental en las 
contiendas la socava en tanto que la potencia de la principal oposición 

PoderesDemocracias.indd   38 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



39

Introducción

local le resulta favorable, lo que descarta los factores que de acuerdo a la 
literatura podrían ser relevantes. En este capítulo se ilustra que aunque 
la calidad de las elecciones va de la mano de la calidad de las democracias 
subnacionales no se trata de lo mismo y ambas dimensiones acusan va-
riaciones en su distribución territorial, la mayoría de las veces concomi-
tantes, pero no siempre.

Esperanza Palma y Rita Balderas utilizaron datos estandarizados y 
respuestas no estructuradas de la Eepemex, información hemerográfi-
ca y registros en tribunales electorales, para clasificar las contiendas de 
gobernador conforme a las garantías otorgadas a militantes y ciudada-
nos para ejercer su derecho a ser candidatos, pues aunque alrededor de 
70% de los expertos entrevistados en todos los estados de México dije-
ron que no existieron trabas a la libre postulación, también se contabi-
lizaron testimonios en sentido contrario. Con Blanca Alcalá de Puebla, 
Palma y Balderas ejemplificaron el caso de candidatos que no entraron 
en la contienda o se retiraron de esta, porque negociaron otras posiciones 
que les eran relevantes; con Gregorio Sánchez en Quintana Roo tuvieron 
el caso, inédito en el México moderno, de un candidato inhabilitado por 
intervención del Poder Judicial; el caso del asesinato del candidato a go-
bernador del pri en Tamaulipas, Rodolfo Torres, exhibió los efectos de la 
intervención del crimen organizado cuando las autoridades son incapa-
ces de garantizar la seguridad e integridad de los ciudadanos; en general, 
constataron que algunos perdedores de las contiendas internas argumen-
tan violación a sus derechos, cuando esto no necesariamente sucede, y fi-
nalmente que no hay registro de exclusión de candidatos por razones de 
etnia o de género.

En el capítulo de Georgina Flores y Daniela Escobar, se exploran los 
determinantes del control de los medios de comunicación ejercido por 
los gobiernos locales, el sesgo de los medios a favor de estos y el acoso a 
periodistas, “utilizando dos tipos de variables explicativas: por un lado, 
las relacionadas con la competencia y la estructura de los medios de co-
municación” y, por el otro, “variables políticas como la alternancia y la ca-
lidad institucional”, controlando siempre por marginación. Al presentar 
las variables explicativas, destacan las variaciones en la oferta informativa 
local, que va de estados sin ninguna concesión en radio y televisión, hasta 
otros con 158 y 52, respectivamente, así como entidades con solo tres pe-
riódicos locales, hasta otras con 86. Los estados con mayor pluralidad de 
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medios son Sonora, Oaxaca y Veracruz, mientras que Tamaulipas tiene 
la menor cantidad de estaciones de radio y televisión. Respecto al control 
y sesgo de medios, así como el acoso a periodistas, Chiapas es la única 
entidad mexicana que califica negativamente en los tres rubros, Veracruz 
en dos, control de medios y acoso a periodistas, y Tamaulipas también en  
dos, sesgo y acoso, mientras que Oaxaca figura con evaluaciones nega-
tivas en control de medios, y Quintana Roo, en sesgo. De acuerdo con 
los resultados de los modelos, solo la marginación se asoció significati-
vamente con las tres variables de interés, pero el sesgo de la información 
también lo hizo con la alternancia y el número de estaciones de televisión 
permisionarias, mientras que el número de estaciones de radio concesio-
narias fueron importantes para explicar el acoso a periodistas.

En su capítulo, Caroline Beer confirma primero la relación de la res-
puesta de los expertos sobre la influencia de la Iglesia católica en política 
pública local, con otros indicadores de catolicismo y religiosidad como el 
registro contemporáneo de la proporción de católicos y matrimonios re-
ligiosos, el número de cristeros y sinarquistas en el pasado más remoto, 
y la votación por el Partido Demócrata Mexicano, el pan y el tamaño de 
su fracción parlamentaria en la segunda mitad del siglo xx en los esta-
dos mexicanos. Posteriormente, utiliza el juicio de los expertos respecto 
a la influencia de la Iglesia en política pública en los estados y confirma 
que cuando es mayor, la igualdad de género es menor, aunque esta última 
también aumenta conforme lo hace la calidad de la democracia subnacio-
nal. De forma un tanto anómala, se advierte una relación positiva entre  
desigualdad de género y extensión de la cultura política democrática.

Por su parte, Nicolás Loza reporta que con la Eepemex puede su-
gerirse que en el ciclo de elecciones subnacionales de 2001 a 2007, el 
crimen organizado tuvo intentos más bien infructuosos de incidencia, 
aunque estos fueron un poco más acusados en nueve entidades del país; 
posteriormente, en el conjunto de contiendas del ciclo 2007 a 2012, los 
intentos y el éxito de la intervención del crimen organizado subieron lige-
ramente pero de manera pronunciada en Tamaulipas, Veracruz, Sinaloa 
y Colima. A su vez, en elecciones de ayuntamientos se reportaron más al-
tos niveles de intervención del crimen organizado que en cualquier otra. 
Otro hallazgo fue que la ocurrencia de operativos federales en un estado 
se asoció a mayores intentos de injerencia del crimen organizado en pos-
teriores procesos. A su vez, en la mitad de entidades en las que el crimen 
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organizado intervino en elecciones, optó sobre todo por financiar y/o 
apoyar candidatos, aunque también los amenazó y/o compró una vez 
que habían ganado, así como acudió al expediente de movilizar electores, 
teniendo como último recurso el asesinato de candidatos o su disuasión. 
Asimismo, en aquellas entidades con mayor injerencia del crimen orga-
nizado en elecciones, las democracias locales fueron de menor calidad, 
aunque si se piensa con detenimiento la relación, no es clara la dirección 
de la misma ni su mecanismo.

En el capítulo final del libro, Rodrigo Salazar-Elena sostiene que, 
entre los votantes, la opinión positiva de la política de seguridad del go-
bierno de Calderón incidió, incluso más que la evaluación de la situación 
económica, en su preferencia por el pan, efecto que sin embargo dismi-
nuyó por entidad de la república cuando la injerencia del narcotráfico fue 
mayor. Esta injerencia se calibró con un índice de penetración del nar-
cotráfico en las elecciones locales, que en sus valores más altos supone la 
existencia de un principal de las autoridades locales que las distanció de 
los objetivos de la política federal de seguridad, de allí que el argumen-
to no solo tenga implicaciones sobre la explicación del comportamiento 
electoral de los mexicanos, sino también respecto de la atribución de res-
ponsabilidades por parte de los electores cuando el éxito de una política 
depende de la cooperación entre autoridades y una de estas puede res-
ponder a más de un principal.
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1. Fortalezas y debilidades de la democracia 
subnacional: una comparación de las encuestas  
a expertos de Argentina y México
Carlos Gervasoni*

¿En qué aspectos los estados subnacionales son más y menos demo-
cráticos, o incluso autoritarios? El objetivo de este capítulo es responder 
a tal pregunta con base en un análisis comparativo de las fortalezas y 
debilidades de la democracia subnacional que se revelaron con las en-
cuestas sobre ese tópico que se aplicaron recientemente a expertos en 
Argentina y México —la “Encuesta de expertos en política provincial 
argentina” (Eeppa) y la “Encuesta a expertos en política estatal en Méxi-
co, 2001-2012” (Eepemex)—, explotando así su alta comparabilidad en 
términos de diseño metodológico y redacción del cuestionario.

Los regímenes políticos son en esencia multidimensionales, y por lo 
tanto es perfectamente posible que un mismo sistema político sea demo-
crático en algunos aspectos pero poco democrático en otros. Este capítu-
lo aprovecha una ventaja clave de las mencionadas encuestas de expertos 
—su amplia cobertura de múltiples aspectos de los regímenes políticos 
de provincias y estados— para presentar un primer “mapa” dimensional 
de la democracia subnacional en esos países. Tal mapa revela tanto aspec-
tos en los que provincias argentinas y estados mexicanos aparecen como 
razonablemente democráticos (por ejemplo, el acto electoral en sí, que en 

*	 Departamento de Ciencia Política y Estudios Internacionales, Universidad Torcuato 
Di Tella. La “Encuesta de expertos en política provincial argentina” que se presenta en 
este capítulo fue financiada por la National Science Foundation de los Estados Uni-
dos (NSF Award #: 0719658). Y proveyeron apoyo adicional para el proyecto el He-
len Kellogg Institute for International Studies y la Graduate School de la Universidad 
de Notre Dame.
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general no es afectado por niveles importantes de fraude), como otros en 
los que la mayoría de las unidades subnacionales de ambos países mues-
tran debilidades importantes (en particular, la baja efectividad de los con-
troles de los poderes legislativo y judicial sobre el ejecutivo).

A la pregunta que inicia este capítulo se le sumará otra que el abor-
daje comparativo hace posible: ¿hay patrones comunes en la distribución 
de las provincias argentinas y los estados mexicanos en términos de las 
múltiples dimensiones de la democracia relevadas en las encuestas? La 
existencia de tales patrones constituiría una evidencia preliminar de gran 
valor para comenzar a caracterizar configurativamente a los regímenes 
políticos subnacionales del mundo. Desde este punto de vista, la compa-
ración entre Argentina y México no solo es valiosa en sí misma dado que 
se trata de dos de las (no tan numerosas) democracias federales que exis-
ten en el mundo (y dos de las mayores naciones de América Latina), sino 
que también permite dar un primer paso para evaluar la generalidad de 
los hallazgos descriptivos de la encuesta de expertos argentina. Sin una 
referencia comparativa no es posible determinar en qué medida tales ha-
llazgos son particularidades idiosincráticas de la nación sudamericana o 
patrones más generales que tienden a ocurrir en los regímenes subnacio-
nales de los países federales.

La multidimensionalidad de la democracia y el autoritarismo

A casi cuatro décadas del inicio de la tercera ola de democratización, 
es evidente que en muchas naciones democráticas hay diferencias im-
portantes en el grado en que los ciudadanos disfrutan de los derechos 
políticos. Esta desigualdad no solo es función de la posición de los  
individuos en términos socioeconómicos y étnicos, sino también de la  
región en la que residen. De Argentina a México y de la India a Rusia, 
se registra una alta heterogeneidad en el grado de democraticidad de los 
regímenes políticos subnacionales.

Los trabajos académicos sobre política subnacional en países demo-
cráticos suelen tratar a regiones, provincias y municipios como sistemas 
políticos también democráticos. Esto puede parecer razonable en Ar-
gentina, México y muchos otros países donde las unidades subnaciona-
les eligen a sus autoridades en comicios multipartidarios, garantizan el 

PoderesDemocracias.indd   46 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



47

1. Fortalezas y debilidades de la democracia subnacional

voto adulto universal, otorgan representación a la oposición en sus legis-
laturas, y ostentan la arquitectura institucional típica de una democracia. 
Una mirada más profunda muestra que bajo esa institucionalidad sub-
yace a veces un conjunto de realidades dudosamente democráticas. Ar-
gentina y México contienen varios regímenes provinciales/estatales que 
analistas periodísticos y académicos han calificado como “feudales”, “cau-
dillistas”, o “autoritarios”. En Argentina ha habido una comprensible re-
sistencia a considerar poliárquicos a regímenes como el de los Saadi en 
Catamarca, los Rodríguez Saá en San Luis, los Juárez en Santiago del 
Estero, o los Kirchner en Santa Cruz. Lo mismo ha ocurrido en Méxi-
co, por ejemplo, con el régimen encabezado por José Murat en Oaxaca.

Antes de estudiar las elecciones, partidos, legislaturas o élites de las 
provincias como si estas fueran esencialmente iguales, debemos entonces 
atender a la heterogeneidad del objeto. Hablar, por ejemplo, de “compe-
tencia partidaria” puede llevar al error de pensar que tal concepto signi-
fica lo mismo en la muy democrática Mendoza que en la hegemónica  
San Luis. 

En su clásico Poliarquía, Robert Dahl destacó que “incluso dentro 
de un país, las unidades subnacionales a menudo varían en las oportuni-
dades que brindan para la competencia y la participación” (Dahl, 1971: 
14). Este autor reconoció explícitamente que no ocuparse de este tema 
fue una “grave omisión” de su libro. Sin embargo, todavía hoy son pocos 
los trabajos en los que se define y mide la democracia sistemáticamen-
te en todas las unidades subnacionales de un país, y estos son en general 
más o menos recientes. La gran mayoría de ellos se basa en indicadores 
objetivos,1 que tienen ventajas en términos de disponibilidad de datos y 
confiabilidad, pero desventajas en términos de validez y, críticamente para  
este capítulo, dimensionalidad, ya que en general operacionalizan solo 
una o un par de dimensiones de la democracia (por ejemplo, Kim Quai-
le Hill, 1994; McMann y Petrov, 2000; Hernández, 2000; Gervasoni, 
2010a; Giraudy, 2010). En cambio, casi no hay antecedentes de estra-
tegias de medición subjetivas más allá del trabajo de McMann (2006) 
para Rusia y Kirguistán, que produce una medida unidimensional de de-
mocracia. Desde este punto de vista, las encuestas de expertos argentina 

1	 Para más detalles sobre estos indicadores y sus diferencias con los de tipo subjetivo que 
se utilizan en este volumen, véase la introducción.
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(Gervasoni, 2010b) y mexicana (que se presenta en este volumen) cons-
tituyen una innovación metodológica importante y son las primeras que 
permiten un examen sistemático del patrón de multidimensionalidad de 
los regímenes subnacionales.

Definamos a qué nos referimos con el término “multidimensional”. 
Es habitual que conceptos complejos como los de “régimen político” o “de-
mocracia” incluyan más de un aspecto o “dimensión”. Por ejemplo, la clá-
sica conceptualización de Dahl (1971) identificaba dos dimensiones de 
los regímenes políticos: la competencia y la participación. Para este autor 
solo existe un régimen poliárquico si en él se combinan la competencia 
política con la inclusión de la mayoría de los ciudadanos en tal competen-
cia. Este tipo de multidimensionalidad conceptual es a veces acompaña-
da por una multidimensionalidad empírica. Ello ocurre no solo si existen 
diferentes aspectos del concepto que son analíticamente distinguibles, 
sino que además los mismos no están altamente correlacionados en la 
realidad. Siguiendo con el ejemplo de Dahl, si la mayoría de los regíme-
nes políticos fueran o competitivos e inclusivos o no competitivos y no in-
clusivos, la bidimensionalidad sería meramente conceptual: en los hechos 
los regímenes se ordenarían en un solo eje que va de un polo democrático 
(competitivo e inclusivo) a uno autoritario (ni competitivo ni inclusivo). 
Si, en cambio, existen regímenes políticos que combinan alta inclusión 
con baja competencia (o baja inclusión con alta competencia), entonces 
las dimensiones identificadas son empíricamente independientes y la bi-
dimensionalidad conceptual se manifiesta también como empírica. Tal 
situación se representaría gráficamente mediante dos ejes perpendicu-
lares, uno expresando el nivel de competencia y otro el de inclusividad. 
Tal gráfica es expuesta por Dahl en las primeras páginas de su libro, en 
las cuales identifica a los cuatro regímenes definidos por la combinación 
de ambas dimensiones: “poliarquías”, “oligarquías competitivas”, “hegemo-
nías inclusivas” y “hegemonías cerradas” (Dahl, 1971: 7-8). Estudios aca-
démicos más recientes han registrado significativa evidencia de que esta 
bidimensionalidad empírica caracteriza a los regímenes nacionales con-
temporáneos (Coppedge, Alvarez y Maldonado, 2008). 

Pocos conceptos han sido más controvertidos y multívocos que el 
de democracia. En la segunda mitad del siglo xx la palabra se volvió tan 
prestigiosa y legitimadora que todo tipo de filosofía política y de régi-
men intentaron apropiarse de ella. Algún “modelo de democracia” (Held, 
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1987) ha sido defendido por tradiciones intelectuales tan diferentes 
como la liberal, la socialista y la comunista. Asimismo, tanto países con 
elecciones multipartidistas como naciones con partidos únicos o hege-
mónicos han reivindicado encarnar los principios democráticos.

En su viaje desde la antigua Atenas al mundo moderno, la democra-
cia —entendida en su acepción más aceptada— recogió dos importantes 
elementos. El primero, originado en su matrimonio con las ideas libera-
les, fue la libertad. El segundo, surgido de la imposibilidad de aplicar la 
democracia directa en los grandes Estados, fue la representación. Por lo 
tanto, se entiende aquí a la democracia como un sistema político en el cual  
los gobernantes son periódicamente elegidos por el pueblo y, una vez en 
el cargo, ejercen el poder de manera limitada, respetando los derechos y 
libertades políticos y civiles. 

Para diferenciarla de otros significados, se la llamará “democracia re-
presentativa liberal”, la cual es un tipo de régimen político tanto a nivel 
nacional como subnacional. Aunque la definición que se propone es es-
trictamente política, es también relativamente densa (thick),2 compleja y 
multidimensional. Por ejemplo, el componente democrático esencial —la 
soberanía popular— es complementado por el componente propiamen-
te liberal —los derechos individuales y las limitaciones institucionales al 
poder—, y a su vez ambos están compuestos por varias subdimensiones. 
Avances recientes en la operacionalización y medición de los regímenes 
políticos a nivel nacional —en particular, el proyecto adecuadamente de-
nominado Varieties of Democracy— han enfatizado también su multidi-
mensionalidad (Coppedge et al., 2011).

La democracia es en primer lugar un tipo de régimen político. Esto 
es, un conjunto de reglas formales o informales que determinan el tipo 
de actores que puede ocupar las principales posiciones de gobierno,  
los métodos aceptables para obtener esos puestos, y la forma en que se 
toman las decisiones políticas (Munck, 1996; Schmitter y Karl, 1991: 
77). La democracia liberal y todos los demás tipos de régimen, por lo 
tanto, se definen en términos de dos conjuntos de procedimientos, el pri-
mero acerca de cómo se obtiene el poder (la dimensión estrictamente  

2	 Aquí trato de seguir las recomendaciones de Coppedge (1999) respecto a la combina-
ción de conceptualizaciones “thick”, típicas de la tradición cualitativa, con una opera-
cionalización rigurosa que permita el análisis cuantitativo.
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democrática del concepto de democracia liberal), y el segundo acerca de 
qué cosas pueden hacer legítimamente quienes ocupan el poder (la di-
mensión liberal del concepto). En el caso de la democracia, el acceso al 
poder se basa en el principio de soberanía popular, el cual encuentra ex-
presión institucional en las elecciones libres, justas, universales y com-
petitivas; mientras que el alcance del poder se deriva del principio de 
gobierno limitado, el que se implementa por medio de las instituciones 
de la separación de poderes, la protección constitucional de los derechos 
individuales, etc. Esfuerzos para conceptualizar y medir la democracia 
nacional han producido similares dimensiones (Bollen y Paxton, 2000: 
59-60).

Aunque el rango teórico de la variable tipo de régimen vaya de au-
toritario a democrático (o totalitario), el rango real en determinados do-
minios empíricos es más estrecho. Pese al uso relativamente común del 
concepto de autoritarismo para describir algunos regímenes subnaciona-
les en las democracias federales (Fox, 1994; Cornelius ,1999; Diamond, 
1999; Snyder, 1999; Gibson, 2005), es claro que aún las provincias ar-
gentinas y los estados mexicanos menos democráticos no encajan en la 
definición convencional de autoritarismo. Todos estos regímenes tienen 
elecciones, a menudo razonablemente libres, partidos opositores rea-
les, representación de las minorías en la legislatura, niveles no triviales 
de libertad de expresión, etc. No hay en las provincias partidos políti-
cos prohibidos, disidentes encarcelados, o un control totalitario de los 
medios de comunicación. Debido a que están dentro de una democra-
cia nacional, los líderes subnacionales enfrentan limitaciones importan-
tes para restringir los derechos políticos. Teniendo en cuenta que a nivel 
nacional la democracia es ampliamente aceptada, y que la Constitución 
faculta a las autoridades nacionales para garantizarla en las provincias, 
existen fuertes incentivos para que los gobernantes provinciales eviten 
prácticas abiertamente autoritarias tales como arrestar líderes oposito-
res o recurrir al fraude electoral masivo. Estas acciones de alta visibilidad 
atraen la atención de los medios de comunicación nacionales, perjudi-
cando las posibilidades de los responsables (muchos de los cuales tienen 
“ambición progresiva”) en la política nacional, y aumentando la probabi-
lidad de que las autoridades nacionales tomen medidas correctivas (Ger-
vasoni, 2010a).
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Los regímenes provinciales menos democráticos, entonces, combi-
nan instituciones democráticas que no son solo una fachada con aspec-
tos que son claramente autoritarios. Tal combinación ha sido enfatizada 
por la reciente literatura sobre “regímenes híbridos” a nivel nacional. Los 
rasgos esenciales de las “democracias iliberales” (Zakaria, 1997), los “au-
toritarismos competitivos” (Levitsky y Way, 2002) y los “autoritarismos 
electorales” (Schedler, 2006) describen con mayor exactitud a las provin-
cias y estados menos democráticos que el concepto tradicional de “auto-
ritarismo” (Linz, 1975). 

La multidimensionalidad en las encuestas de expertos 
argentina y mexicana

La Eeppa partió de las dos dimensiones de la democracia ya señaladas 
—soberanía popular y gobierno limitado— y de cada una de ellas de-
finió tres subdimensiones. Para la primera dimensión las subdimensio-
nes fueron la competencia (o la medida en que los individuos y grupos 
pueden oponerse a las autoridades que gobiernan y participar en elec-
ciones periódicas multipartidarias que pueden llevar a la derrota del ofi-
cialismo), la inclusión (o la proporción de ciudadanos adultos que goza, 
legalmente y de hecho, de los derechos relacionados con la competencia 
política) y la eficacia de las elecciones (o la medida en que las autoridades 
elegidas no son limitadas por actores sin legitimidad democrática3). En 
el caso de la segunda dimensión (liberal) de la democracia, las subdi-
mensiones fueron las limitaciones institucionales (el grado en el que el 
poder político está constreñido por “pesos y contrapesos”, tales como los 
poderes legislativo y judicial), los derechos liberales (la medida en que las 
libertades civiles y los derechos políticos de los habitantes son efectiva-
mente protegidos) y la sociedad civil independiente (o la medida en que 
existe una sector social no gubernamental fuerte, plural y autónomo del 
poder estatal). 

Las encuestas de expertos, sin embargo, permiten una dimensionali-
dad conceptual aún mayor, dado que las dimensiones y subdimensiones 

3	 Tales como monarcas, generales, élites teocráticas o legisladores no electos.
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son a su vez desagregadas en componentes y subcomponentes. Cada uno 
de estos últimos representa el final de la operacionalización del concepto 
original y se mide vía uno o más indicadores, que en el marco de esta meto-
dología son las preguntas de la encuesta de expertos. El cuadro 1.1 es una 
sistematización de las dimensiones (columna 1), las subdimensiones (co-
lumna 2), los componentes (columna 3) y los subcomponentes (columna 
4) de la operacionalización propuesta. Las columnas 1-4 fueron conce-
bidas como categorías generales aplicables a los regímenes subnacionales 
(electorales) de cualquier país. Las preguntas (o indicadores), en cam-
bio, deben ser adaptadas al dominio empírico del estudio —en este caso  
a las provincias argentinas—. Así, las preguntas de la Eepemex son a ve-
ces idénticas a las de la Eeppa, mientras que en otras han sido modifica-
das para adaptarse a una realidad diferente.

Resultados del análisis dimensional comparado

La estrategia empírica que aquí se adopta para contestar las preguntas 
planteadas al inicio del capítulo es la de ofrecer en las siguientes páginas 
los resultados comparados entre Argentina y México de seis importan-
tes aspectos de la democracia, los publicados para el caso argentino en 
Gervasoni (2010b). Para cada uno de ellos se analizan dos indicadores 
(= ítems de encuestas) en forma gráfica a través de dos diagramas de 
dispersión, uno por país. La ubicación de cada indicador que se analiza 
en el mapa conceptual desagregado puede consultarse en la última co-
lumna del cuadro 1.1.

Para analizar comparativamente la posición de las unidades subna-
cionales argentinas y mexicanas se presentan sendas gráficas de coor-
denadas (con un ítem en el eje X y otro en el eje Y) que despliegan 
información sobre aspectos de la democracia tales como el fairness de la 
competencia electoral (gráficas 1.1 y 1.2), la inclusión (gráfica 1.3), la li-
bertad de expresión (gráfica 1.4), los pesos y contrapesos legislativos y 
judiciales (gráfica 1.5) y la prevalencia de prácticas estatales represivas o 
discriminatorias (gráfica 1.6). Cada provincia y estado son representados 
en la gráfica correspondiente mediante sus coordenadas en ambos indica-
dores. Los valores en cada eje son el promedio o la media aritmética de las 
respuestas dadas por todos los expertos que contestaron el par de ítems 
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Cuadro 1.1. Desagregación operacional del grado de democracia subnacional

Dimensión Subdimensión Componentes Subcomponentes
Gráfica
núm.

S
O
B
E
R
A
N
Í
A

P
O
P
U
L
A
R

Inclusión

Extensión del 
derecho a votar

Negación del derecho 
a ciertos individuos o grupos

2.3-X

Extensión del derecho 
a ser candidato

Negación del derecho 
a ser candidato

2.3-Y

Competencia

Elecciones justas 
y libres

Instituciones electorales justas y libres

Campaña electoral justa y libre
2.2-X 
e Y

Acto electoral y conteo de los votos 
justos y libres

Libertad 
de expresión

Líderes de la oposición

Periodistas críticos

Medios de comunicación políticamente 
relevantes

Empleados públicos 2.4-Y

Población en general 2.4-X

Libertad para 
formar y participar 
en organizaciones

Partidos políticos

Efectividad

Poderes locales no 
electos

Poderes locales no electos

Poderes nacionales 
electos

Poderes nacionales electos

G
O
B
I
E
R
N
O

L
I

M
I
T
A
D
O

Limitaciones
institucionales

Legislativas Legislatura provincial 2.5-X

Judiciales
Tribunales provinciales 2.5-Y

Tribunales federales en las provincias

Agencias de 
horizontal 
accountability

Independencia de las agencias 
de horizontal accountability

Partido gobernante
Limitaciones del partido 
sobre el gobernadors

Legisladores 
nacionales

Senadores

Diputados

Derechos 
liberales

Libertad de expresión 
e información

Derecho a fuentes de información 
diversas y alternativas

Acc  eso efectivo a la información 
gubernamental

Libertades personales

Seguridad física 2.6-X

Privacidad

Estilos de vida minoritarios y alternativos 2.6-Y

Libertad académica

Sociedad civil 
independiente

Organizaciones 
económicas

Sindicatos autónomos

Organizaciones empresarias autónomas

Organizaciones 
sin fines de lucro

Iglesia católica

Organizaciones cívicas, de control 
del gobierno y de derechos humanos

Fuente: Elaboración propia. 
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en cuestión para cada provincia/estado. En todos los casos, las escalas son 
normalizadas para que varíen entre un mínimo de cero (autoritarismo) 
y un máximo de 1 (democracia). En consecuencia, el cuadrante supe-
rior derecho de cada gráfica representa la región más claramente demo-
crática, mientras que el cuadrante inferior izquierdo es la región menos  
democrática.4 El texto de las preguntas y las respuestas (en la versión de 
la Eeppa5) se transcribe debajo de cada gráfica.

Fraude electoral “clásico” (subdimensión: competencia)

La competencia es la única nota distintiva de la democracia en la que 
todas las definiciones, incluidas las minimalistas (Schumpeter, 1947; 
Alvarez et al., 1996), coinciden. Las elecciones libres y justas para los 
principales cargos ejecutivos y legislativos son el elemento central de 
esta subdimensión. ¿Cuán libres y justas son las elecciones provincia-
les en Argentina y México? La gráfica 1.1 muestra los resultados de dos 
preguntas que miden la limpieza de las últimas elecciones para gober-
nador: qué tanto hubo exclusiones arbitrarias de votantes y qué tanto se 
fraguó el conteo de votos en favor de un determinado partido. 

De acuerdo con la gráfica 1.1, no existen casos importantes de frau-
de electoral. La mayoría de las provincias y los estados se ubica dentro 
del cuadrante superior derecho (el más democrático), mientras que el 
inferior izquierdo está vacío en ambos subgráficos. En los dos países se 
observa también significativa heterogeneidad interestatal dentro del cua-
drante democrático (Formosa, Jujuy y La Rioja tienen más dificultades 
que Chubut, Córdoba o Tierra del Fuego; Baja California y Oaxaca, más 
que el D. F. o el Estado de México). Incluso algunas unidades subna-

4	 Las cifras se utilizan sin considerar su nivel de confiabilidad, aunque el mismo varía 
considerablemente de ítem a ítem: en algunos casos los expertos coinciden mientras 
que en otros hay desacuerdos importantes entre ellos. En la primera situación, la me-
dia resulta un índice de elevada confiabilidad (o bajo error de medición), mientras que, 
en la segunda, la confiabilidad es baja (o el error de medición alto). 

5	 El texto de la pregunta correspondiente a la Eepemex puede consultarse en <http://
podesualflacso.wordpress.com>. En general se trata de preguntas idénticas a las de la 
Eeppa, o levemente modificadas para adaptarse al español hablado en México y a las 
peculiaridades políticas e institucionales de este país.
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cionales aparecen levemente fuera del cuadrante democrático (Misiones, 
en Argentina; Chiapas y Yucatán, en México). Pero la imagen general es 
la de un nivel razonable de limpieza en la competencia electoral subna-
cional. Evidentemente hay problemas —ninguna unidad se ubica en el 
vértice superior derecho— pero no demasiado grandes ni demasiado ex-
tendidos geográficamente. Una explicación razonable para este estado de 
cosas es que en el contexto de un régimen nacional democrático es ries-
goso para los gobiernos subnacionales incurrir en prácticas abiertamente 
antidemocráticas. El fraude electoral “clásico” —el que ocurre en el mo-
mento de votar o en el de contar los votos— es el más fácilmente detec-
table y el que más atención política y mediática genera. Las élites políticas 
subnacionales tienen incentivos para utilizar estrategias menos visibles 
y más sutiles cuando se proponen restringir la competencia democráti-
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MÉXICO

Nota: Las coordenadas de cada unidad subnacional representan la media aritmética de las opiniones sobre 
cada ítem de todos los expertos consultados en cada provincia y estado. Todos los ítems utilizados fueron 
normalizados en una escala de 0 (menor nivel de democracia) a 1 (mayor nivel de democracia).
Texto de la pregunta (en la Eeppa):
Eje X (P. 21): “A veces los ciudadanos no pueden votar porque no se les entrega el dni a tiempo, porque 
sus nombres no aparecen en el padrón, etc. ¿Cuán graves cree usted que fueron este tipo de problemas 
que impiden que los ciudadanos voten en las elecciones provinciales de «Año_últimas_elecciones», 
1) Muy graves, 2) Bastante graves, 3) Algo graves, 4) Poco graves o 5) Nada graves?”
Eje Y (P. 24): “¿Cuán limpio fue el conteo de los votos por parte de las autoridades electorales? ¿Le parece 
que hubo: 1) Ninguna, 2) Pocas irregularidades, 3) Algunas irregularidades, 4) Bastantes irregularidades o 
5) Muchas irregularidades, en el conteo de los votos?”

Fuente: Elaboración del autor con datos de la Eeppa y la Eepemex.

Grá�ca 1.1. Limpieza de las elecciones subnacionales en Argentina y México.
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ca (Gervasoni, 2010a). No es extraño, entonces, que el panorama de la 
democracia subnacional sea menos positivo en ambos países cuando se 
adopta, como en el apartado siguiente, una visión más amplia del proce-
so electoral.

Fraude electoral “sofisticado” vía sesgos en la cobertura mediática 
de campaña (subdimensión: competencia)

La gráfica 1.2 muestra indicadores acerca del sesgo de los medios de co-
municación provinciales/estatales en favor del oficialismo en las últimas 
elecciones para gobernador (tv en el eje X y los periódicos locales en el 
eje Y). Nuevamente aparece un claro paralelismo entre ambas naciones, 
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Nota: Las coordenadas de cada unidad subnacional representan la media aritmética de las opiniones sobre 
cada ítem de todos los expertos consultados en cada provincia y estado. Todos los ítems utilizados fueron 
normalizados en una escala de 0 (menor nivel de democracia) a 1 (mayor nivel de democracia).
Texto de la pregunta (en la Eeppa):
Ejes X e Y (P. 32a-d). “Por favor piense en la cobertura de la campaña electoral de «Año_últimas_elec-
ciones» por parte de los medios de comunicación provinciales, tales como televisión, radios y diarios. Nos 
referimos a la cobertura de los medios, y no a la publicidad de los candidatos. Considerando tanto la 
cantidad como el contenido de la cobertura de la TV abierta, ¿usted diría que en promedio fue 1) Muy 
sesgada en favor del candidato o�cialista, 2) Algo sesgada en favor del candidato o�cialista, 3) Equilibrada 
(incluyendo sesgos compensatorios), o sesgada en favor de candidatos opositores? ¿Y cómo fue la 
cobertura de los principales diarios provinciales? (mismas opciones de respuesta)”.

Fuente: Elaboración del autor con datos de la Eeppa y la Eepemex.

Grá�ca 1.2. Imparcialidad de la cobertura electoral de los medios subnacionales 
en Argentina y México.

PoderesDemocracias.indd   56 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



57

1. Fortalezas y debilidades de la democracia subnacional

ya que en las dos hay una mucho mayor dispersión y una tendencia dia-
gonal en la que una mayoría de las unidades subnacionales se alinea en el 
eje que va del vértice superior derecho al inferior izquierdo. Estos ítems 
muestran entonces un nivel de variabilidad interestatal mucho mayor 
al del apartado anterior: en algunas provincias/estados los candidatos 
oficialistas y los opositores tienen un acceso semejante a los medios de 
comunicación, mientras que en otras el oficialismo obtiene más y me-
jor cobertura. En este último caso, las elecciones no pueden ser consi-
deradas justas y libres, aun si el conteo de votos lo es. Otra conclusión 
importante de ambos subgráficos es que, aunque las variables observan 
una clara asociación positiva, la correlación dista de ser perfecta (r = 
0.56 y r = 0.72 para Argentina y México, respectivamente), debido a 
la existencia de varias unidades “fuera de la diagonal”, notablemente La 
Pampa (en donde la televisión está muy sesgada, pero los periódicos no 
lo están en lo más mínimo) y, en menor medida, Tucumán, Sinaloa y 
Yucatán. Es interesante notar además lo despoblado de ambos cuadran-
tes inferiores derechos: resulta rara la combinación de periódicos sesga-
dos con una tv imparcial.

En ambos países se registran casos extremos, esto es, sistemas polí-
ticos subnacionales en los que tv y diarios son esencialmente apéndices 
del oficialismo, por una parte, y otros en los que los medios están lejos de 
ser pro oficialistas. Entre estos últimos se encuentran Córdoba y Mendo-
za y Chiapas y Michoacán,6 ubicados exactamente en el vértice superior 
derecho (varias otras unidades no están muy lejos de allí). Una parcial 
explicación de los favorables resultados en estos dos estados mexicanos 
podría provenir del hecho de que en ambos gobernaban partidos opo-
sitores al gobierno federal del Partido Acción Nacional (pan) y a veces 
enfrentados con las dos grandes cadenas televisivas mexicanas (que sue-
len adoptar posturas cercanas al gobierno federal), Televisa y tv Azte-
ca. Entonces, es posible que los medios locales cubran adecuadamente a 
candidatos opositores locales (pero oficialistas a nivel nacional) por ser 
repetidoras o franquicias de estos grupos. En el otro extremo, en las cer-
canías de la esquina inferior izquierda, se ubican Formosa, San Luis y Ju-
juy, y Quintana Roo, Tamaulipas y Veracruz.

6	 La superposición de casos impide una lectura clara en las gráficas.
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En resumen, el acto electoral en sí mismo no resulta en general frau-
dulento, pero el sesgo de los medios de comunicación locales a favor del 
oficialismo varía entre nulo y muy alto. Tanto en Argentina como en Mé-
xico hay provincias/estados con “fuentes alternativas de información” y 
provincias/estados con un fuerte sesgo pro oficialista en su sistema de 
medios. La competencia, entonces, está restringida en varias provincias y 
estados en una de las arenas más importantes de la política moderna, la 
de los medios masivos de comunicación.

Inclusión electoral de votantes y candidatos  
(subdimensión: inclusión)

La gráfica 1.1 mostró diferencias pequeñas entre provincias/estados en 
términos de inclusión de votantes (entendida allí como táctica de fraude 
electoral). La gráfica 1.3 presenta esta variable nuevamente, pero cruza-
da ahora con otro indicador de inclusión: la proscripción de candidatos 
a gobernador. Todas las provincias argentinas, excepto una, se ubican 
en el cuadrante superior derecho, no habiendo prácticamente evidencia 
de prácticas proscriptivas. Tanto en términos de votantes como de can-
didatos, estas unidades subnacionales pueden caracterizarse en general, 
como McMann (2006) lo hizo para las de Rusia y Kirguistán, como 
“fuertes en participación, débiles en competencia”: al igual que en los 
estados postsoviéticos, en la Argentina “los dirigentes de los regímenes 
híbridos... parecen permitir la participación, pero socavan furtivamente 
la competencia” (pp. 179-181).

La situación es algo diferente en México. Aunque allí también prácti-
camente todos los estados se ubican en el cuadrante democrático, hay bas-
tante más variabilidad en términos de proscripción: en Baja California, 
Quintana Roo y Tabasco, los expertos reportan problemas importantes 
de exclusión de candidatos, mientras que estados como Tamaulipas, Yu-
catán y Zacatecas ocupan posiciones intermedias en este ítem. 

Aparecen aquí entonces algunas diferencias entre Argentina y Méxi-
co: si bien en ambas naciones la gran mayoría de los casos se ubican en la 
zona democrática, la situación en términos de proscripciones es entera-
mente positiva en el país sudamericano, mientras que es problemática en 
varios estados del país norteamericano.
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Libertad de expresión (subdimensiones: competencia  
y derechos liberales)

Para funcionar correctamente la democracia necesita ciudadanos que 
puedan expresar sus opiniones políticas sin temor a ser castigados. La 
Eeppa y la Eepemex incluyen preguntas acerca de la libertad de expre-
sión. Los resultados de dos de ellas —una sobre los empleados públicos 
y otra sobre la población en general— aparecen en la gráfica 1.4. Solo 
dos provincias aparecen en el sector izquierdo del subgráfico argenti-
no (La Rioja y Santiago del Estero), lo cual indica que allí los ciudada-
nos gozan de niveles significativos de libertad de expresión en casi todo 
el territorio. Cuando este atributo se evalúa solo para los empleados/
funcionarios públicos provinciales (quienes, puede sospecharse, corren 
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Nota: Las coordenadas de cada unidad subnacional representan la media aritmética de las opiniones sobre 
cada ítem de todos los expertos consultados en cada provincia y estado. Todos los ítems utilizados fueron 
normalizados en una escala de 0 (menor nivel de democracia) a 1 (mayor nivel de democracia).
Texto de la pregunta (en la Eeppa):
Eje-X (P.36): “¿Cuán libres de criticar al gobierno provincial sin miedo de ser castigados eran los ciudada-
nos comunes durante «Periodo_de_gobierno»: 1) Muy libres, 2) Bastante libres, 3) Algo libres, 4) Poco 
libres o 5) Nada libres?”
Eje-Y (P.35): “Quisiéramos saber si los empleados públicos provinciales corrían el riesgo de ser castigados 
en caso de que fueran abiertamente críticos del gobierno de xx. ¿Diría que los empleados administrativos 
de planta permanente corrieron 1) Riesgos graves tales como ser despedidos, 2) Riesgos moderados tales 
como no ser ascendidos, o 3) No corrieron riesgos?

Fuente: Elaboración del autor con datos de la Eeppa y la Eepemex.

Grá�ca 1.3. Inclusión electoral subnacional en Argentina y México.
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mayores riesgos si expresan críticas al gobierno) las diferencias interpro-
vinciales se tornan mayores: varias provincias se ubican en la mitad infe-
rior del subgráfico. Los empleados públicos, entonces, no siempre gozan 
de gran libertad para expresar sus opiniones políticas.

Aunque la forma de la distribución de los estados mexicanos es simi-
lar a la de las provincias argentinas, la situación allí es en promedio peor 
en ambos indicadores: el centro de gravedad de los datos está más aba-
jo y más a la izquierda que en el caso argentino, incluyendo ocho estados 
claramente ubicados en el cuadrante menos democrático (y solo cuatro 
en el más democrático). Un estado, Chiapas, se destaca por niveles muy 
bajos de libertad en ambas poblaciones. La mayor parte de los estados 
mexicanos combina una mediana a alta libertad de expresión para la po-
blación general con una mediana a baja libertad para los empleados pú-
blicos (cuadrante inferior derecho), combinación también muy frecuente 
en Argentina (nótese además que ambos cuadrantes superiores izquier-
dos están vacíos). Otra coincidencia de nota es que no hay casos en nin-
guno de los dos vértices superior-derechos de la gráfica 1.4.

La restricción de la libertad de expresión de los empleados/funcio-
narios públicos es una deficiencia democrática importante, en especial en 
provincias y estados donde la mayoría de puestos de trabajo (y una por-
ción más grande aún de los mejores puestos de trabajo) están controlados 
directa o indirectamente por el gobierno local. Este hallazgo es consisten-
te con explicaciones de las diferencias entre los regímenes subnacionales 
que enfatizan el rol de la “autonomía económica” de la población (Mc-
Mann, 2006; Gervasoni, 2010a). Esto significa que quienes dependen 
para su supervivencia material de un salario (o alguna otra fuente de in-
greso) del gobierno subnacional serán más propensos a recibir presiones 
o a sufrir castigos de los gobernantes debido a sus opiniones y compor-
tamientos políticos. Sobre todo en contextos de baja institucionalización 
y alta politización de las administraciones públicas (como en Argentina 
y México), los empleados del sector público pueden ser penalizados con 
facilidad por sus empleadores. La expresión de una opinión crítica o la 
militancia en un partido opositor implicarían para un servidor público 
el despido, ser reasignado a funciones menos atractivas, o no recibir una 
promoción que le corresponda. Por eso no extraña que en ambos países 
los expertos evalúen que la libertad de expresión de los empleados pú-
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blicos es, en la mayor parte de las unidades subnacionales, considerable-
mente menor que la de la población en general. 

Los resultados de la gráfica 1.4 y los de la gráfica 1.2 (sobre la co-
bertura mediática de las campañas electorales) sugieren que una de las 
principales formas en que los oficialismos subnacionales limitan la com-
petencia por el poder es restringiendo la libertad de expresión y las alter-
nativas de información política.

Pesos y contrapesos legislativos e institucionales  
(subdimensión: limitaciones institucionales)

La democracia liberal supone una serie de límites al poder del Estado, 
y al poder del ejecutivo, en especial. Los checks and balances están repre-
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Nota: Las coordenadas de cada unidad subnacional representan la media aritmética de las opiniones sobre
cada ítem de todos los expertos consultados en cada provincia y estado. Todos los ítems utilizados fueron
normalizados en una escala de 0 (menor nivel de democracia) a 1 (mayor nivel de democracia).
Texto de la pregunta (en la Eeppa):
Eje-X (P.36): “¿Cuán libres de criticar al gobierno provincial sin miedo de ser castigados eran los ciudada-
nos comunes durante «Periodo_de_gobierno»: 1) Muy libres, 2) Bastante libres, 3) Algo libres, 4) Poco 
libres o 5) Nada libres?”
Eje-Y (P.35): “Quisiéramos saber si los empleados públicos provinciales corrían el riesgo de ser castigados
en caso de que fueran abiertamente críticos del gobierno de xx. ¿Diría que los empleados administrativos
de planta permanente corrieron 1) Riesgos graves tales

Fuente: Elaboración del autor con datos de la Eeppa y la Eepemex.

Grá�ca 1.4. Libertad de expresión subnacional en Argentina y México.
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sentados en particular (aunque no solo) por los poderes legislativo y 
judicial. Las Eeppa y Eepemex evalúan las limitaciones institucionales 
al poder gubernamental a través de preguntas sobre el rol de la legisla-
tura y el tribunal supremo provinciales/estatales como contrapesos del 
ejecutivo. Los resultados de la gráfica 1.5 muestran de nuevo un patrón 
similar entre los dos países analizados, pero una situación menos demo-
crática en México. En efecto, la mayoría de las provincias argentinas y 
los estados mexicanos aparecen en el cuadrante inferior izquierdo, que 
implica tribunales supremos en buena medida subordinados a los go-
bernadores y legislaturas que no controlan al poder ejecutivo. Solo uno 
de los 32 estados mexicanos se ubica fuera de ese cuadrante ( Jalisco, 
pero lejos de la esquina superior derecha); en Argentina, en cambio, dos 
de las 24 provincias aparecen en el cuadrante superior derecho, y otras 
seis en los cuadrantes “fuera de la diagonal” que representan situaciones 
en las que (solo) uno de los dos poderes de control funciona adecuada-
mente.7 Es decir, aunque la tendencia general es negativa en ambas na-
ciones, lo es más en México que en Argentina.

En el país sudamericano solo la Capital Federal (o Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires) tiene altos niveles de control tanto legislativo como 
judicial sobre el poder del ejecutivo. Las provincias de Buenos Aires y 
Mendoza se ubican en posiciones relativamente democráticas. Muchas 
más provincias se agrupan en las cercanías del vértice inferior izquier-
do: los gobernadores de distritos tales como Formosa, Jujuy, La Pampa, 
Neuquén, San Luis, Salta, Santa Cruz y Santiago del Estero disfrutan de 
una casi total falta de controles por parte de los otros poderes. Lo mis-
mo ocurre en una gran cantidad de estados mexicanos, como Chiapas, 
Coahuila, Oaxaca, Puebla, Tabasco, Tamaulipas y Yucatán. Es de notar 
también la mayor correlación entre ambas variables en el caso mexicano 
(r = 0.74), respecto del argentino (r = 0.42). 

Contrariamente a las anteriores conclusiones acerca del fraude y la 
inclusión electoral, la subdimensión “pesos y contrapesos” aparece como 
un déficit de la democracia en la mayoría de las unidades subnacionales 
evaluadas por los expertos. En realidad, se trata del aspecto más débil de 

7	 Un dato descriptivamente importante es que las provincias argentinas con niveles 
decentes de independencia judicial son más que aquellas con controles legislativos 
efectivos.
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la democracia subnacional (de entre los relevados en este capítulo) tan-
to en Argentina como en México. Aunque no es sencillo determinar las 
causas de este estado de cosas, y no hay espacio suficiente aquí para in-
tentarlo, a modo de especulación podría decirse que parece reproducirse 
a nivel subnacional un patrón habitual en los presidencialismos latinoa-
mericanos, que es el de un presidente política e institucionalmente fuer-
te que interactúa con legislaturas y judicaturas débiles y/o políticamente 
subordinadas al ejecutivo. Describir detalladamente y explicar las razo-
nes de esta debilidad del control institucional horizontal es sin duda uno 
de los grandes temas para futuras investigaciones que surge de la descrip-
ción comparativa ofrecida en este capítulo.
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Nota: Las coordenadas de cada unidad subnacional representan la media aritmética de las opiniones sobre 
cada ítem de todos los expertos consultados en cada provincia y estado. Todos los ítems utilizados fueron 
normalizados en una escala de 0 (menor nivel de democracia) a 1 (mayor nivel de democracia).
Texto de la pregunta (en la Eeppa):
Eje-X (P. 6): “¿Cuán limitado estuvo el poder el gobernador xx por la legislatura provincial durante el 
periodo «Periodo_de_gobierno»: 1) Muy limitado, 2) Bastante limitado, 3) Algo limitado, 4) Poco limitado 
o 5) Nada limitado?”
Eje-Y (P. 7): “¿Cuántos de los jueces de «Nombre_tribunal_superior» eran lo su�cientemente independi-
entes como para tomar decisiones contrarias a las preferencias del gobierno de xx: 1) Ningún juez fue 
independiente, 2) Menos de la mitad fueron independientes, 3) Más de la mitad fueron independientes o 
4) Todos fueron independientes?”

Fuente: Elaboración del autor con datos de la Eeppa y la Eepemex.

Grá�ca 1.5. Pesos y contrapesos institucionales subnacionales en Argentina y México.
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Represión y discriminación estatal (subdimensión:  
derechos liberales)

El último aspecto de la democracia que se analizará es el “lado duro” de 
los regímenes políticos. En concreto, se refiere a los niveles de represión 
y discriminación estatal subnacional. Como muestra la gráfica 1.6, todas 
las provincias cuentan con puntuaciones muy positivas en términos de 
discriminación contra las minorías religiosas (se obtienen resultados si-
milares con otros tipos de discriminación). Sin embargo, hay diferencias 
interprovinciales no menores cuando se evalúa la represión de las de-
mostraciones públicas: si bien ninguna provincia se encuentra en el nivel 
más bajo en esta variable, tres (Santa Cruz, Santiago del Estero y Salta) 
aparecen ubicadas por debajo de su punto medio. La situación es simi-
lar en los estados mexicanos, que en general se ubican del lado derecho 
del subgráfico, pero con algunas excepciones levemente a la izquierda de 
(o sobre) el eje vertical central (Chihuahua, Guerrero, Jalisco, Oaxaca, 
Puebla y Yucatán). 

Respecto de la otra variable representada en la gráfica 1.6, la discri-
minación (religiosa, en este caso), se confirma un patrón ya presente en 
el análisis de la proscripción de candidatos (gráfica 1.3), la libertad de 
expresión (gráfica 1.4) y la efectividad de los pesos y contrapesos insti-
tucionales (gráfica 1.5): la situación en los estados mexicanos es menos 
democrática que en las provincias argentinas. Mientras casi no hay indi-
cios de discriminación religiosa en ninguna de estas últimas, en varios de 
aquellos los puntajes son intermedios, con un par de casos por debajo del 
eje medio horizontal (Chihuahua y Jalisco, los únicos dos en el cuadran-
te menos democrático) y algunos más apenas por arriba de ese eje (Baja 
California, Nayarit, Oaxaca y Veracruz).

En general las zonas menos democráticas de ambos diagramas de 
dispersión se encuentran despobladas, indicando que no existen proble-
mas graves ni extendidos de represión de manifestaciones o discrimina-
ción religiosa a nivel subnacional ni en Argentina ni en México.
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Evaluación global de la democracia subnacional

Como una forma alternativa de medir el nivel de la democracia subna-
cional, hacia el final del cuestionario se proveyó a los expertos del con-
cepto de democracia que se cita abajo:

P. 52. Para las siguientes preguntas necesito definir la democracia como 
“un régimen político en el que: 1) Los poderes ejecutivo y legislativo son 
elegidos en elecciones libres, justas y con voto universal, 2) Hay pesos y 
contrapesos efectivos entre los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, y 3) 
Se respetan los derechos constitucionales básicos, tales como la libertad 
de expresión.”
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MEXICO

Nota: Las coordenadas de cada unidad subnacional representan la media aritmética de las opiniones sobre 
cada ítem de todos los expertos consultados en cada provincia y estado. Todos los ítems utilizados fueron 
normalizados en una escala de 0 (menor nivel de democracia) a 1 (mayor nivel de democracia).
Texto de la pregunta (en la Eeppa):
Eje-X (P. 47): “Por favor díganos si la policía u otros agentes del gobierno provincial realizaron alguna de 
las siguientes acciones durante el periodo «Periodo_de_gobierno».¿Ocurrió 1) Nunca, 2) Unas pocas 
veces, 3) Algunas veces, 4) Bastantes veces, o 5) Muchas veces?”
Eje-Y (P. 50): “Voy a mencionarle una serie de grupos que a veces sufren discriminación por parte del 
gobierno. ¿El gobierno de xx discriminó en contra de minorías religiosas tales como evangélicos, judíos o 
musulmanes?¿Lo hizo 1) Nunca, 2) Unas pocas veces, 3) Algunas veces, 4) Bastantes veces, o 5) Muchas 
veces?”

Fuente: Elaboración del autor con datos de la Eeppa y la Eepemex.

Grá�ca 1.6. Represión y discriminación estatal en Argentina y México.
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A cada experto se le pidió que evaluara la provincia en el periodo 
2003-2007, o el estado en el periodo sexenal completo o a punto de fi-
nalizar entre 2001 y 2013. Lo que sigue es la redacción general de la pre-
gunta: “Le voy a mencionar varios gobiernos provinciales y nacionales y 
quisiera que me diga, tomando en cuenta esta definición, si cada uno de 
ellos fue muy democrático, bastante democrático, algo democrático, poco 
democrático o nada democrático.”

La gráfica 1.7 refiere los resultados para todos los gobiernos sub-
nacionales evaluados en ambos países. Las provincias y estados se or-
denan de izquierda a derecha desde los menos a los más democráticos 
de acuerdo al puntaje promedio asignado por los expertos. La línea ho-
rizontal representa la media no ponderada correspondiente a cada país. 
Dos conclusiones son evidentes. La primera es que en ambos hay consi-
derable heterogeneidad interprovincial/estatal en el nivel de democracia 
subnacional; el rango para Argentina fue de 0.77 (sobre un máximo po-
sible de 1) y su desviación estándar de 0.21, mientras que para México 
fue de 0.58 y 0.14, respectivamente. Ambos grupos de unidades subna-
cionales muestran una gradual transición de un extremo al otro. Es decir, 
no se observa una polarización entre conjunto de unidades subnaciona-
les claramente democráticas y otras claramente autoritarias. Preocupan-
temente, sí hay en ambos países unas pocas provincias/estados que son 
evaluados por los expertos como muy escasamente democráticos.  La se-
gunda conclusión es que en promedio hay niveles más altos de democra-
cia provincial en Argentina que de democracia subnacional en México, 
como la diferencia de alturas promedio entre las barras y entre las líneas 
horizontales de cada sector de la gráfica 1.7 muestra. 

Aunque este ítem no debería sobreinterpretarse debido a sus limita-
ciones metodológicas,8 su resultado es consistente con los hallazgos de las 
gráficas 1.1-1.6: los estados mexicanos obtienen puntajes parecidos a las 
provincias argentinas en algunas variables (por ejemplo, fraude electoral 
e inclusión de votantes), pero peores puntajes en varias otras (como pros-
cripción de candidatos, libertad de expresión y discriminación religiosa). 

8	 Al evaluar el estado general de la democracia y no aspectos específicos como las pre-
guntas anteriores, este ítem deja más espacio para la interpretación de los expertos y es 
más vulnerable a posibles diferencias de estándares entre los expertos de ambos países 
(Gervasoni, 2010b).
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Por tanto, se esperaría que en un índice de democracia subnacional que 
agregue las varias dimensiones del concepto, los estados mexicanos apa-
rezcan como menos democráticos que sus contrapartes argentinas. Esto 
es exactamente lo que muestra la gráfica 1.7.

La Capital Federal, Mendoza, Santa Fe, Corrientes y Entre Ríos son 
evaluadas por los expertos argentinos como básicamente democráticas, 
mientras que los regímenes de San Luis, Santa Cruz y Santiago del Es-
tero son juzgados como los menos democráticos, muy por debajo de la 
mayoría de las demás provincias. En México destacan, en ese orden, el 
Distrito Federal, Morelos, Nuevo León, Michoacán y Tabasco. En el otro 
extremo se ubican Chiapas, Veracruz, Oaxaca y Quintana Roo, no muy 
lejos del extremo menos democrático.
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Nota: El puntaje de cada unidad subnacional representa la media aritmética de las opiniones de todos los 
expertos consultados en cada provincia y estado. El ítem utilizado fue normalizado en una escala de 0 
(menor nivel de democracia) a 1 (mayor nivel de democracia).

Fuente: Elaboración del autor con datos de la Eeppa y la Eepemex.

Grá�ca 1.7. Evaluación global de la democracia subnacional (de acuerdo a la opinión 
de expertos) en Argentina y México.
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Conclusiones

Dada la reciente atención que los estudiosos de la democracia han co-
menzado a prestar a los regímenes subnacionales, un primer y funda-
mental desafío es el de su conceptualización y medición. En el contexto 
de democracias nacionales, las unidades subnacionales son generalmen-
te democráticas desde un punto de vista institucional. Esto significa que 
no existen distinciones evidentes entre unidades abiertamente autori-
tarias (sin elecciones, con pocas libertades sustantivas, etc.) y unidades 
claramente democráticas. En tal contexto, la metodología subjetiva apli-
cada por la Eeppa y la Eepemex es especialmente valiosa dada su capaci-
dad para evaluar diferente aspectos del régimen político que pueden ser 
de difícil o imposible observación directa.

Los resultados descriptivos surgidos de las encuestas de expertos ar-
gentina y mexicana sugieren que la media interprovincial y la desviación 
estándar difieren significativamente entre las distintas dimensiones de la 
democracia. Por ejemplo, hay razonablemente buenos niveles medios y 
varianzas pequeñas en áreas tales como la inclusión e imparcialidad en  
el conteo de votos, pero hay importantes diferencias (y no tan buenos  
niveles medios) en otros aspectos de la democracia como la cobertura  
de la campaña electoral por parte de los medios locales, la libertad de ex-
presión, y las limitaciones institucionales. Las evaluaciones globales de la 
democracia subnacional de los expertos indican que la variación inter-
provincial es significativa.

Varios de los resultados de la Eeppa (Gervasoni, 2010b) aparecen 
también en la Eepemex, sugiriendo que puede haber patrones de respeto 
y restricción de la democracia subnacional que responden a determinan-
tes sistemáticos. Dentro de este panorama general de similaridad entre 
ambas naciones, destacan algunas diferencias importantes. El hallazgo 
principal en este sentido es que varios aspectos de la democracia subna-
cional mexicana aparecen como más débiles que los documentados en 
Argentina. En particular, la prevalencia de proscripciones de candidatos, 
las limitaciones gubernamentales a la libertad de expresión y la presencia 
de discriminación en varios estados.

Surge entonces una agenda de investigación para explicar los patro-
nes predominantes en ambos países y otra no menos importante para ex-
plicar las diferencias entre países y al interior de cada país.
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Por cierto, estos resultados deben ser tomados con precaución: se 
basan en el análisis de solo una docena de variables de entre más de cien 
incluidas en ambas encuestas. Y aun si un análisis más completo confir-
mara el patrón general de similaridad, podría ocurrir que este no se ex-
tienda a otras naciones. Estos resultados sí alcanzan, sin embargo, para 
afirmar que las similaridades encontradas son más que una situación me-
ramente idiosincrática de Argentina o de México.

Algunos hallazgos explicados más arriba son consistentes con in-
vestigaciones anteriores. El síndrome “fuerte en participación, débil en 
competencia” (McMann, 2006) detectado en contextos nacionales muy 
diferentes al argentino o el mexicano, aparece en nuestras provincias y es-
tados. Estas unidades subnacionales pueden ser, además, descritas como 
“fuertes en competencia estrictamente electoral, débiles en aspectos más 
sutiles de la competencia”, en el sentido de que el dominio electoral que 
caracteriza a algunas de ellas se logra con estrategias como el control de 
los medios de comunicación más que mediante el fraude electoral tradi-
cional. Debe destacarse que también se observa en las provincias y los 
estados un rasgo que se ha puesto de relieve en muchas democracias na-
cionales y regímenes híbridos de la tercera ola: la debilidad del sistema de 
pesos y contrapesos. En varias unidades subnacionales de ambos países, 
el poder ejecutivo casi no encuentra limitaciones institucionales por par-
te de los poderes legislativo y judicial. 

No conviene subestimar la importancia del problema analizado 
en este capítulo. Las provincias y los estados son parte fundamental de 
nuestros sistemas políticos federales. Los servicios gubernamentales más 
esenciales para la vida cotidiana de la población —educación, salud, se-
guridad, administración de justicia— son su mayor responsabilidad. La 
democratización de nuestros países no será completa hasta que todos 
sus gobiernos locales puedan ser legítimamente llamados democráticos. 
Aun si las unidades subnacionales con más rasgos de autoritarismo tien-
den a ser las demográficamente pequeñas, no se debe olvidar que están 
fuertemente sobrerrepresentadas en el poder legislativo. Tal sobrerre-
presentación parece haberse extendido al ejecutivo en Argentina, ya que 
contra toda expectativa previa, cuatro de los siete presidentes que go-
bernaron el país (por más de un día) desde 1983 (Menem, Rodríguez 
Saá, Kirchner y Fernández de Kirchner), provienen de tres de las pro-
vincias menos pobladas y menos democráticas. En otras palabras, los en-
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claves subnacionales híbridos, incluso si son pequeños, parecen ejercer 
una desproporcionada influencia en la política nacional que, creo, debe-
ría preocuparnos.
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2. Poder político subnacional: fortalezas  
de los gobernadores en México, 2001-2012
Paola C. Gutiérrez Cuéllar*

En los últimos años la dinámica política mexicana ha presenciado el 
reposicionamiento de los gobernadores en las esferas nacional y local.1 

Los altos niveles de endeudamiento en los estados, la corrupción admi-
nistrativa de altos mandos y el enriquecimiento ilícito de los ejecutivos 
estatales han llamado la atención pública y académica sobre el poder, fa-
cultades e influencias de estos actores subnacionales. Poco se cuestiona 
sobre la razón de que estas figuras políticas sean tan poderosas, pues se 
da por sentado que son tan fuertes como lo es el presidente para el te-
rritorio nacional.

Diversos procesos de democratización y descentralización han con-
tribuido a que las capacidades de los actores locales se hayan modifica-
do. Una primera modificación importante que devino de las relaciones 
entre federación y estados, se encuentra en la relación entre el presidente 
de la república y los gobernadores. Cuando la democratización aumen-
tó la pluralidad política y el presidente perdió la fuerza de sus poderes 
 
 

*	 Doctora de Investigación en Ciencias Sociales, Flacso México.
1	 Este capítulo deriva de la investigación hecha para obtener el grado de doctora de In-

vestigación en Ciencias Sociales por la Flacso México. Agradezco los comentarios del 
seminario “Poderes y democracias sub nacionales en América Latina” de la Flacso Mé-
xico, del que fui participante, y de los dictaminadores anónimos.
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metaconstitucionales,2 los gobernadores dejaron de ser sus intermedia-
rios para dedicarse a gobernar conforme a sus preferencias (Hernández, 
2008). A este enorme cambio hay que añadir otro de igual relevancia, que 
los ejecutivos subnacionales comenzaron a gozar de las concesiones deri-
vadas de la descentralización, lo que les permitió tomar decisiones, ejer-
cer recursos e implementar programas que nunca antes habían hecho sin 
la disposición o aprobación del gobierno federal. 

El ámbito político subnacional ha sido objeto de múltiples análisis, 
sobre todo a partir de los cambios en el partido de gobierno en estados 
y municipios, y de que las legislaturas locales comenzaron a pluralizar-
se. Al respecto se ha estudiado el grado de democratización tomando 
como base dimensiones como la participación ciudadana, las condicio-
nes electorales y el tipo de partidos políticos (Hernández, 2000). Otros 
estudios se han centrado en la transición y el cambio político en algunos 
estados (Espinoza, 1998, 2001; Mizhari, 1996; Rivera, 2007; Gómez, 
2007); algunos más han explorado los cambios en la administración y 
política pública en los gobiernos a nivel municipal (Cabrero, 1995, 2003; 
Ziccardi, 2003). Un grupo de investigadores ha puesto interés sobre el 
desarrollo de la rendición de cuentas y los procesos de transparencia en 
el nivel subnacional (Ríos y Cejudo, 2009; Pineda y Rodríguez, 2007), 
así como en el desempeño y características de algunos organismos autó-
nomos estatales (Monsiváis, 2009; Monsiváis y Brena, 2011; Ackerman, 
2007). También se han analizado los procesos de competencia política y 
las diferencias entre los partidos políticos en los estados (Méndez, 2003), 
los cambios en los poderes Legislativos ligados al gobierno dividido y la  
alternancia política (Beer, 2003; López, 2007; López, 2002; Espino-
za, 2001), y en los poderes ejecutivos subnacionales (Hernández, 2008, 
2003; Loza, 2011). Aunque sobre los poderes judiciales estatales todavía 
se conoce poco, también ha aumentado el interés por investigar el alcan-
ce y desempeño de la impartición de la justicia local (Beer, 2006; Astu-
dillo, 2008). 

2	 Este concepto se retoma de la literatura sobre el presidencialismo en México que se 
funda en las bases políticas y no del todo constitucionales. que permitieron ser tan 
fuerte al presidente de la república, y que se enraízan en el partido político y su pre-
dominio en el Congreso, hasta antes de 1997, cuando la mayoría legislativa del pri se 
pierde (Weldon, 2002; Casar, 2002). 
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Partiendo de estos cambios, el presente capítulo tiene como finalidad 
mostrar qué tan fuertes son los gobernadores mexicanos dentro de sus 
estados y esbozar de qué dependen esas fortalezas. Analizando el com-
portamiento de los actores subnacionales en el último sexenio de gobier-
no en cada estado, se evalúan las capacidades constitucionales y políticas 
de los gobernadores para dar cuenta de las principales herramientas que 
utilizan para hacer valer su voluntad en el sistema político local. Esta in-
vestigación se ha guiado con una pregunta: ¿Qué características locales ex-
plican las diferencias de poder de los gobernadores en México?

La evidencia muestra en primer lugar que no todos los gobernadores 
son tan poderosos, y en segundo, que el aumento en la competencia polí-
tica es la principal variable que afecta el poder de los gobernadores, por lo 
que entre más partidos políticos participen en el poder legislativo, menor 
fuerza tendrán aquellos.

El capítulo se divide en cuatro secciones. En la primera se ofrece un 
panorama de la posición de los actores políticos subnacionales en Méxi-
co y América Latina; en la segunda se presenta evidencia empírica sobre 
las diferencias que existen en el poder de los gobernadores; enseguida se 
exponen algunos elementos sobre los que descansan las fortalezas de los 
ejecutivos estatales y en los que se encuentra la explicación de las diferen-
cias entre los estados, según dos modelos de regresión probados. La sec-
ción final contiene algunas reflexiones conclusivas.

Procesos y actores políticos subnacionales

En la literatura sobre los poderes políticos subnacionales ha prevaleci-
do la visión de observar sus fortalezas evaluando sus relaciones con el 
sistema nacional o federal, es decir, por medio de las relaciones tejidas  
en un nivel vertical. Dichos análisis giran en torno a cómo han sido las 
relaciones entre niveles de gobierno antes y después de la instauración 
de sistemas políticos procedimentalmente democráticos como parte de 
la tercera ola democratizadora. Durante el periodo en el que América  
Latina vivía en su mayor parte bajo sistemas políticos autoritarios, el  
papel de los gobiernos subnacionales consistía en sostener el poder  
del ejecutivo nacional obedeciendo directrices generales y manteniendo  
el orden regional, para disponer de un margen de maniobra en sus  
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territorios. Gibson (2006) señala que el cambio de régimen de gobierno 
a uno más democrático no ha presentado el mismo significado en to-
dos los niveles de gobierno, pues al interior de las unidades nacionales y 
subnacionales hay más jerarquías del gobierno que pueden no ser demo-
cráticas. Por tanto, hay sistemas nacionalmente democráticos, pero con 
sistemas subnacionales autoritarios.

En el caso de México, hasta antes de que se debilitara el presidencia-
lismo,3 los gobernadores tenían el cometido de asegurar el orden público 
de sus territorios y evitar levantamientos locales que arriesgaran la cons-
trucción del nuevo Estado. Al mismo tiempo, mantenían un margen de 
autonomía al interior de sus estados siempre que cumplieran con los li-
neamientos generales de la federación. De manera que no se trataba de 
actores totalmente subordinados al presidente de la república, sino que 
actuaban como intermediarios entre los niveles de gobierno federal y lo-
cal (Hernández, 2003). 

Ocurrida la apertura democrática en el país y con la paulatina dilu-
ción de los poderes metaconstitucionales del presidente, el papel de los 
gobernadores se fue modificando, lo que les permitió tomar las riendas 
de los procesos locales con mayores libertades y recursos. Por un lado, 
la dilución citada propició que los gobernadores y presidentes munici-
pales dejaran de depender políticamente de la federación y que se pu-
dieran presentar candidatos para competir por los cargos a través de 
otros partidos políticos; conforme el presidente perdía sus poderes meta-
constitucionales los gobernadores ganaban independencia y poder en su  
jurisdicción y a nivel nacional (Modoux, 2006). Por otro, debido a que 
la competitividad y alternancia en los gobiernos estatales y municipales 
precedió a la que ocurriría en el plano nacional, algunos gobernadores se 
presentaron como opositores reales al gobierno federal, empoderándose 
como actores locales.

El clásico estudio de Alonso Lujambio, El poder compartido (2000), 
muestra la inserción de nuevos actores políticos en gubernaturas, Con-

3	 Atendiendo la excepcionalidad que ha señalado la literatura sobre el sistema presi-
dencial en México, por presidencialismo se hace referencia al sistema basado en la se-
paración de poderes en tres ramas de gobierno independientes con el Ejecutivo a la 
cabeza, adicionado con los denominados poderes metaconstitucionales que, para Wel-
don (2002), son los poderes que derivan de la relación del presidente con su partido 
político.  
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gresos locales y presidencias municipales, pintando un panorama de 
apertura política opuesto al autoritarismo de décadas anteriores. Pero 
una vez descrita la diversidad, se abrió paso el estudio de las implica-
ciones para los partidos políticos, sistemas electorales y mecanismos de 
participación ciudadana locales. Para evaluar la calidad de las elecciones 
y las instituciones electorales, Monsiváis (2009) encuentra que si bien 
hay reformas que van engrosando las fuerzas de los institutos electora-
les, los límites a los partidos políticos y los mecanismos de participación 
ciudadana, las restricciones en cuanto a la rendición de cuentas dificul-
tan la existencia de gobiernos no solo electoralmente democráticos, sino 
también representativos de los intereses sociales. Méndez (2003), por su 
parte, apunta que hay una relación positiva entre los cambios en las re-
glas electorales locales y el aumento de la competencia electoral entre los 
actores que señala uno de los procesos de democratización diferenciada 
entre los estados de la república mexicana. Y, finalmente, cuestionándo-
se sobre las implicaciones de estos cambios en las instituciones de poder, 
Beer (2003) y López (2007) sostienen que las implicaciones del aumento 
de la competitividad y las reglas electorales han modificado las dinámicas 
legislativas en los Congresos estatales en México. 

Ciertamente, los niveles de competitividad en los Congresos estata-
les han sufrido modificaciones sustanciales que fueron debilitando el po-
der legislativo de los gobernadores, es decir, las posibilidades de influir en 
el Congreso a través de la mayoría de la bancada de su partido político. 
Mientras a finales de los noventa los Congresos estatales tenían en pro-
medio un margen de victoria de 14% de los votos, para los últimos años 
de la primera década del siglo xxi el promedio del margen de victoria de 
los estados disminuyó casi a la mitad ubicándose en 8.9% de los votos. En  
las elecciones de gobernador, los márgenes de victoria en promedio están 
alrededor de 12% (más altos que en elecciones legislativas), por lo que no 
importando de qué partido se trate, hay más competencia en las eleccio-
nes del legislativo que en las del ejecutivo (Loza y Méndez, 2012). 

Con estos cambios en el plano local y por la debilidad creciente del 
ejecutivo federal, los gobernadores dejaron de estar subordinados en la 
misma medida al presidente de la república, para convertirse en actores 
políticos más influyentes en las dinámicas políticas subnacionales y na-
cionales. Por si ello fuera poco, el proceso de descentralización iniciado en 
la década de los ochenta a raíz de la crisis económica y política, que obligó 
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a desconcentrar facultades y acciones del ejecutivo federal en los gober-
nadores a fin de evitar crisis mayores, los facultó para ejercer responsabi-
lidades nuevas. Durante el sexenio de Miguel de la Madrid (1982-1988) 
se descentralizó la educación a través de acuerdos entre la federación y los 
estados para que estos se hicieran cargo de los servicios educativos y ga-
rantizaran un derecho constitucional para todos los mexicanos. Por este 
medio se transfirieron decisiones como la construcción de escuelas, las 
capacitaciones de maestros y los principios rectores de la educación bá-
sica (Falleti, 2010) y pronto comenzaron a establecerse centros educati-
vos dependientes de los gobiernos estatales. Este proceso se acompañó de  
la descentralización de servicios de salud e infraestructura que son mane-
jados por los gobiernos estatales aunque con recursos federales. 

Durante el mismo periodo se inició la descentralización política, que 
empoderó a los municipios con autonomía, facultades y obligaciones  
que antes no tenían y por las cuales se ha dispuesto la capacidad de cada 
estado para plantear sus políticas de desarrollo y encargarse de la gestión 
pública de manera más autónoma, aumentando las capacidades de ge-
neración de recursos propios, por ejemplo, a través de algunos recursos 
conferidos a los estados y municipios (Cabrero y Orihuela, 2002). Final-
mente, el último de los procesos de descentralización, el fiscal, comen-
zó con la reforma a la ley de coordinación fiscal en 1995 que acrecentó 
las participaciones otorgadas a estados y municipios desde la federación  
(Falleti, 2010). Esta ulterior reforma ha tenido una incidencia enorme en 
opinión de algunos especialistas, pues engrosó las facultades y posibili-
dades de acción de los actores locales, pero grados similares de responsa-
bilidad por el uso de los recursos (Hernández, 2006). A pesar de que las 
partidas que se distribuyen están etiquetadas por la federación, hay una 
tercera parte que no lo está y que decide el gobernador, lo que le permite 
un amplio margen de discreción en el uso de los recursos. E incluso las 
partidas etiquetadas también se pueden ejercer a discreción (Hernández, 
2006). Esto concuerda con el aumento de los montos presupuestales es-
tatales, que crecen exponencialmente, pero no obedecen a las necesidades 
de la población. Mientras que en 1996 se ejercían en promedio cuatro 
mil millones de pesos por estado, en 2010 esta cifra se elevó a más de  
28 mil millones de pesos (Loza y Méndez, 2012).

Existe un debate acerca de los alcances de esta distribución del po-
der, pues se ha observado que en pocos casos se ha transferido el poder y 

PoderesDemocracias.indd   76 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



77

2. Poder político subnacional

la toma de decisiones. De ambos lados de la ecuación aparecen diversos 
obstáculos que van desde la resistencia del gobierno central, hasta las in-
capacidades de las instituciones subnacionales para tomar las decisiones. 
Lo cierto es que estos movimientos centrífugos implican una redistribu-
ción del poder vertical (Cabrero, 1998).

En general tales procesos de descentralización colocan a los goberna-
dores en una posición mucho más activa que en la época de los gobiernos 
del Partido Revolucionario Institucional (pri), de manera que pueden 
incluso influir y mostrar sus preferencias en el Congreso de la Unión vía 
sus diputados y senadores (Olmeda, 2009), y pueden oponerse y aso-
ciarse para hacer frente al gobierno federal. En 2002 varios gobernadores 
fundaron la Confederación Nacional de Gobernadores (Conago), una 
organización de ejecutivos subnacionales primero conformada con priis-
tas y perredistas porque eran la oposición del gobierno federal de la alter-
nancia, pero que actualmente incluye a los panistas, con lo que ya es un 
claro frente orientado hacia el gobierno federal con el principal objetivo 
de conciliar, negociar y dialogar, dado que ya no hay solo lazos de subor-
dinación, sino la posibilidad de hacer valer sus preferencias locales y re-
gionales. Por ello, una de las tareas más importantes de la Conago ha sido 
ampliar los procesos descentralizadores para adquirir mayores recursos y 
autonomía (Preciado, 2005). 

Ante este panorama parece no haber duda de que los gobernadores 
han adquirido facultades y poder que antes monopolizaba la federación, 
sin que ello signifique tener claros los beneficios o perjuicios para la ciu-
dadanía, los estados y la federación. Arturo Alvarado señalaba en 1996 
que las facultades de los ejecutivos estatales eran muy amplias y los em-
poderaban hasta el punto de representar un peligro que podía eliminar 
el objetivo de la separación de poderes en los estados que es un poder 
equilibrado (Alvarado, 1996). Para Rogelio Hernández el riesgo es ha-
ber transferido tantos recursos y facultades sin instaurar controles por 
parte de la federación, pues se vuelve inminente el peligro de llegar a sis-
temas muy parecidos al cacicazgo, en los que los ejecutivos hagan lo que 
mejor les parezca sin tener responsabilidades de los resultados a largo  
y mediano plazo, una responsabilidad que se delega a los siguientes go-
bernadores y al gobierno federal (Hernández, 2008). Para otros autores, 
los resultados dependerán de cómo se vayan adaptando los cambios en 
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cada contexto subnacional y cuánto esté dispuesta a hacer la federación 
(Cabrero, 1998).

Si bien esta literatura muestra los cambios en la relación entre el ni-
vel nacional y subnacional en sistemas federales, se han explorado mucho 
menos las relaciones de tipo horizontal al interior de los sistemas subna-
cionales, en donde se encuentran las tres ramas de gobierno de la misma 
manera que a nivel federal. En su lugar, la tendencia es pensar que los 
estados son “enclaves autoritarios” en los que los mecanismos democra-
tizadores no se han activado ni por los cambios políticos ocurridos a ni-
vel nacional, ni por los ocurridos en cada estado. En esta investigación se 
incursiona en la exploración del conocimiento de lo subnacional toman-
do en cuenta las dinámicas propias de este nivel de gobierno y no las que 
provienen de las relaciones con el sistema federal, es decir, se atienden las 
relaciones horizontales de poder en los estados mexicanos. Se parte del 
reconocimiento de que los cambios democratizadores a nivel nacional no 
han impactado por igual a nivel subnacional, y que por lo tanto es útil 
preguntarse si existen condiciones locales que fortalecen o debilitan el  
poder de los ejecutivos estatales. Por ello la primera tarea es identificar  
el grado de influencia de los ejecutivos subnacionales en su contexto po-
lítico local, lo cual se desarrolla en el siguiente apartado.

Diversidad de gobernadores en condiciones de competencia, 
2001-2012

Como se ha mostrado en la sección anterior, hay cambios locales y na-
cionales que han afectado el papel y desempeño de los gobernadores en  
México. Para tener una idea más precisa del grado de estos cambios,  
en este apartado se presenta una primera evidencia de la posición de los 
gobernadores mexicanos, a partir de un Índice del Poder de los Gober-
nadores (ipg) conformado con algunas de las preguntas de la “Encuesta 
a expertos en política estatal en México, 2001-2012”. Antes se resumen 
los estudios en torno a los poderes ejecutivos subnacionales en su con-
texto con el fin de ordenar el bagaje conceptual que dará paso a la medi-
ción de sus capacidades.

Las formas de describir y entender el poder de los gobernadores son 
diversas. Por eso la construcción de las referencias teóricas respecto del 
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poder de los gobernadores requiere de observar su posición en el sistema 
de separación de poderes al lado del legislativo y del judicial. Igual que 
sucede en el nivel federal, en los estados mexicanos se reproduce un sis-
tema político presidencial que separa el poder en tres ramas de gobierno 
independientes entre sí que al mismo tiempo se autorregulan para evitar 
la prevalencia de alguna de ellas (Hamilton et al., 2001).4 La conceptua-
lización del poder del gobernador parte de la independencia establecida 
estructuralmente para tomar en cuenta aquellas capacidades por las que 
el ejecutivo estatal es capaz de hacer valer su voluntad por encima de la de 
otros actores. Entre estas capacidades se incluyen las administrativas y po-
líticas. Dentro de las primeras se encuentran la gestión y distribución de 
los recursos, la división de las funciones del gobierno en secretarías a car-
go del ejecutivo y la elaboración e implementación de políticas públicas.  
En cuanto a las capacidades políticas aparece su influencia en el sistema 
de partidos, en los sistemas electorales y en las decisiones legislativas lo-
cales (González, 2014). 

Para el registro empírico, lo ideal sería observar directamente el sis-
tema político de cada estado por un largo tiempo para conseguir carac-
terizar el poder de los gobernadores y sus principales determinantes. Sin 
embargo, una tarea así resulta titánica y excesiva. La opción para tener 32 
observaciones5 comparables fue el testimonio organizado y estandarizado  
de expertos en política subnacional por cada estado conjuntado en la  
Eepemex. Esta encuesta fue realizada por la Flacso México, el Programa de  
las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud) y el Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología (Conacyt), con la finalidad de recopilar infor-
mación sobre el funcionamiento de los sistemas políticos subnacionales 

4	 A diferencia del sistema presidencial puro donde la separación de poderes implica in-
dependencia de las tres ramas, en los sistemas parlamentarios hay una dependencia 
entre las ramas legislativas y ejecutiva que mantiene una separación de funciones pero 
no de mandatos (Linz, 1998). Para Shugart (2006), esta diferencia se observa clara-
mente si se piensa que en el primer caso hay una relación horizontal o de intercambio 
en la que las tres ramas se encuentran en posiciones similares; mientras que, en el se-
gundo, se encuentran en una posición vertical con el poder legislativo a la cabeza ope-
rando de forma más jerárquica. 

5	 En el estudio se incluye al Distrito Federal como una unidad política subnacional com-
parable con los estados mexicanos, aunque la estructura administrativa entre ambos 
tiene algunas diferencias. Se recuerda que la Eepemex se realizó cuando el Distrito Fe-
deral aún no se transformaba en la Ciudad de México. 
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y sus niveles de democratización.6 Un conjunto de preguntas se han uti-
lizado para conceptualizar el poder de los gobernadores, mientras que 
otras tantas se probaron para mostrar algunas explicaciones de los diver-
sos grados del poder de aquellos.

A partir de la información de la Eepemex, se encontró que cuatro 
preguntas caracterizan a algunas de las competencias administrativas y 
políticas de los gobernadores. La primera cuestiona la fortaleza de los go-
bernadores en la definición de políticas públicas: “P3.- Voy a mencionar 
varios actores políticos del estado. Por favor dígame cuánto poder tuvo 
cada uno en la determinación de las políticas públicas estatales duran-
te el período evaluado. ¿Mucho, bastante, algo, poco o nada de poder?, 
b) Gobernador”; la segunda trata sobre la posición del gobernador en el 
partido del cual proviene, a lo que hemos denominado “liderazgo partida-
rio”: “P22.- Pasando a otro tema, ¿quisiéramos saber cuál de las siguien-
tes frases describe mejor el poder que el gobernador evaluado tuvo sobre 
su propio partido en el estado durante su mandato?: 5) Era sin dudas el 
principal líder de su partido, 4) Era el principal líder de su partido, pero 
había otros dirigentes importantes, 3) Era uno más entre los principales 
dirigentes del partido, 2) Era un líder partidario menos importante que 
otros dirigentes partidarios, 1) El gobernador no tenía partido propio”;  
la tercera y cuarta preguntas tratan sobre la fortaleza del partido políti-
co del gobernador: “P3- a) Poder del partido en la definición de política 
pública, y P24. ¿Qué tan partidista fue el primer gabinete del gobernador 
evaluado?”. 

Con estos indicadores se formó un Índice de Poder del Goberna-
dor (ipg) para cada uno de los 32 casos de gobiernos estatales a partir 
del método de análisis de componentes principales.7 La prueba arrojó un 
resultado positivo y significativo midiendo con tres de los cuatro indica-
dores expuestos. El resultado es un componente formado que engloba el 

6	 Datos disponibles en <http://podesualflacso.wordpress.com>. En la introducción de 
este volumen se ofrece información sobre la Eepemex. 

7	 Los datos se han transformado conforme a las necesidades de la investigación. Con la 
base de la Eepemex se ha recodificado y estandarizado la información para conseguir 
que todas las variables presenten valores de 0 a 1 y que tengan un mismo sentido en las 
mediciones que se reportan a lo largo del capítulo. Todos los análisis realizados se re-
gistran para los 32 casos de estudio, debido a que es el número mínimo para elaborar 
pruebas con un grado de significancia y confiabilidad aceptables. 
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62% de la varianza, en primer lugar, por el poder del ejecutivo en la defi-
nición de política pública, lo cual aporta 0.553 al componente, mientras 
que el partidismo del gabinete lo hace en 0.885 y el liderazgo partidario 
del gobernador en 0.875. El supuesto de Kaiser-Meyer-Olkin se cum-
ple con un valor de 0.567. De esta forma se encontró evidencia de que 
las capacidades administrativas y políticas presentan comportamientos 
acordes y nos dan una aproximación de los elementos importantes para 
observar las fortalezas de los gobernadores.   

El comportamiento de los estados es el siguiente: el valor más bajo 
del índice es el caso de Chiapas con -3.17, y el más alto para Puebla con 
1.07, donde el gobernador tiene valores muy altos en los tres indicadores 
seleccionados. Para el rango 0-1, Chiapas reporta un valor de 0.86 en el 
poder del partido del gobernador respecto a la definición de política pú-
blica, 0.24 en el partidismo del gabinete del gobernador y 0.00 en el gra-
do de liderazgo del gobernador en su partido, debido a que el evaluado 

Cuadro 2.1. Poder de los gobernadores en 32 unidades subnacionales. 
México, 2001-2012

Estado Índice Poder 
Gobernador (ACP)

Estado Índice Poder 
Gobernador (ACP)

Chiapas -3.1687 Colima 0.44435

Guerrero -2.28607 Guanajuato 0.46401

Michoacán -1.25645 Veracruz 0.46974

San Luis Potosí -1.23421 Querétaro 0.51731

Tlaxcala -1.20165 Campeche 0.55609

Jalisco -1.03502 Yucatán 0.59795

Zacatecas -0.72289 Baja California 0.60989

Aguascalientes -0.56226 Sonora 0.63024

Morelos -0.51243 Tamaulipas 0.70794

Tabasco -0.3203 Hidalgo 0.76183

Distrito Federal -0.2783 Nayarit 0.80399

Oaxaca 0.15069 Sinaloa 0.8396

Baja California Sur 0.22454 Edo. de México 0.84802

Nuevo León 0.25197 Quintana Roo 0.89232

Durango 0.34108 Coahuila 1.00036

Chihuahua 0.40101 Puebla 1.06538

ACP: Análisis de componentes principales.

Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex, 2001-2012 (Loza y Méndez, 2014). 
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en la Eepemex fue Juan Sabines, el cual había sido postulado por el Par-
tido de la Revolución Democrática (prd) aunque pertenecía a las filas 
estatales del pri.8

Como se esperaba, se forman diversas combinaciones de las tres va-
riables utilizadas en el índice, lo que da lugar a diversas variaciones en-
tre los 32 casos. En la mediana se encuentran los estados de Chihuahua 
y Colima con un poder del gobernador de 0.40 y 0.44, respectivamen-
te; asimismo se observa que el liderazgo del gobernador es más o menos 
bajo y el partidismo del gabinete y su poder en la definición de política 
pública mucho más alto. En ambos estados el valor más bajo lo reporta el 
liderazgo del gobernador en el partido político al que pertenece. Esto sig-
nifica que la fortaleza del gobernador en el sistema político depende de 
su relación con el partido local, y que esta es la variable más importante 
de las tres que componen el índice de poder del ejecutivo. Destaca que el 
partido político que gobierna en cada estado parece influir en el compor-
tamiento del gobernador, pues los gobernadores más poderosos en esta 
medición son los del pri (Puebla, Coahuila, Sinaloa, Quintana Roo y 
Estado de México), mientras que los gobernadores menos fuertes provie-
nen del pan (San Luis Potosí y Tlaxcala) y del prd (Chiapas, Guerrero 
y Michoacán). Pero, como veremos a continuación, no es solo el partido 
político del gobernador el que lo hace más fuerte, en esto influye también 
que dicho partido domine el Congreso, este hecho determina las oportu-
nidades del ejecutivo para influir en el legislativo. 

Los datos obtenidos muestran una diversidad de fuerzas de los go-
bernadores en los estados y que en esa medida no todos son igual de rele-
vantes en los sistemas políticos subnacionales, y que no todos serían igual 
de “autoritarios”. Esta medición enfocada en las capacidades políticas de 
los ejecutivos arroja diferencias en cuanto a los papeles de los gobernado-
res como líderes partidarios y en cuanto a las jugadas políticas que cons-
truyen. Se trata de una forma estática de observar las diferencias en las 
capacidades de acción que, por supuesto, cambiaría conforme se constru-
yen las condiciones coyunturales de cada sexenio, pero que ofrece varia-

8	 Para revisar los periodos y gobernadores evaluados en la Eepemex, véase la introduc-
ción de esta obra. Los datos utilizados corresponden a los resultados de la encuesta 
procesados hasta mayo de 2013, aunque la Eepemex tuvo actualizaciones posteriores.  
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bles generales que se deben tomar en cuenta cuando interesa obtener una 
forma más precisa de discrepar entre los poderes de los gobernadores. 

¿Qué explica las diferencias de poder entre los gobernadores?

Mostrados los diferentes niveles de poder de los gobernadores en los esta- 
dos mexicanos, lo que sigue es responder de qué dependen esas diferen-
cias y, en específico, de qué elementos locales dependen. Este apartado 
expone dos variables que actúan como fortalezas de los gobernadores, 
las cuales han servido para explicar esos comportamientos diferencia-
dos. La primera es la competencia y cambio político en los estados pues, 
como se dijo arriba, la inclusión de más actores políticos en la competen-
cia por el poder ha modificado las posiciones de estos; una situación así 
origina una probable modificación de las capacidades de influencia de 
los gobernadores de tal manera que los estados con más partidos políti-
cos en el Congreso y diferentes partidos políticos en el ejecutivo tengan 
gobernadores menos poderosos, y viceversa. El efecto de esta relación es 
que algunas capacidades políticas de los gobernadores se reducen cuan-
do deben compartir el poder con más actores políticos, debido a que la 
importancia del liderazgo partidario se debilita cuando el partido no es 
el principal agente en el Congreso, o cuando a pesar de ser mayoría legis-
lativa se encuentra fragmentado o es poco disciplinado (Weldon, 2002).

La segunda variable explicativa son las facultades constitucionales que  
permiten y limitan las acciones de los gobernadores, lo que incide en sus 
capacidades de acción en el entorno del sistema político subnacional.   

El hallazgo principal de este apartado es constatar que el aumento en 
la competencia política influye con mediana intensidad en el poder de los  
gobernadores en México y que las reglas de la separación de poderes no 
lo hacen en ninguna medida. Es decir, no es suficiente que las normas y 
reglas estatales sostengan que los gobernadores no son tan poderosos, 
pues su poder se define más por los cambios políticos (alternancias, go-
biernos divididos, diversidad de los actores en el poder) provocados por 
el aumento de la competencia política. La importancia de las reglas del 
sistema político tuvo gran relevancia en los años ochenta en América La-
tina, cuando se estudiaba el carácter de los sistemas presidenciales y se 
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fue descubriendo que no en todos los casos ello era así (Mainwaring y 
Shugart, 1993). 

La competencia política es vista desde distintos enfoques. En pri-
mer lugar se le mide con el número de alternancias en cada estado desde 
la primera en 1989; en segundo, por el número de gobiernos divididos 
ocurridos en el mismo periodo, y en tercer lugar, por los efectos del cre-
cimiento de la competencia por el poder: la disciplina del partido del eje-
cutivo y el tamaño de la bancada del gobernador en el Congreso. Estos 
últimos datos se obtuvieron de la Eepemex, la cual registró un cálculo 
aproximado de estos indicadores en cada estado.9 Mientras que los datos 
de alternancias y gobiernos divididos fueron retomados de la base de da-
tos “Calidad de las elecciones subnacionales en México (1996-2012)”, y 
completados con la información disponible en las páginas web de los ins-
titutos estatales electorales.

Para reconocer la incidencia de las facultades normativas de los go-
bernadores se revisaron las 31 Constituciones de los estados y el Estatu-
to de Gobierno del Distrito Federal. Así, se estableció una medición del 
poder que teóricamente les confieren las leyes, las cuales cambian entre 
casos por el diverso grado de autonomía que los estados tienen para deci-
dir especificidades de su forma de gobierno, siempre y cuando no salgan 
del sistema de separación de poderes instituido en la Constitución de los 
Estados Unidos Mexicanos.10 Se evaluaron las facultades exclusivas del 
ejecutivo como el poder de veto, de decreto, de necesidad y urgencia, la 
iniciativa preferente y la superación del veto. Todos ellos son evaluados 
con calificaciones más altas cuanto más poder le permitan ejercer a los 
ejecutivos, y viceversa. Con estos datos se ha elaborado una medición 
que va de 0 a 1 para distinguir las facultades que tienen los gobernado-
res para influir en el sistema político local.11 Se ha considerado pertinen-

9	 Las preguntas de la Eepemex fueron: ¿Qué tan disciplinadas fueron las bancadas del 
pri, pan y prd en las xvii y xviii legislaturas?: ¿Menos de la mitad?, ¿La mitad?, ¿Más 
de las mitad? y ¿Cuál era el tamaño de la bancada del partido del gobernador?: ¿Menos 
de la mitad?, ¿La mitad?, ¿Más de la mitad?

10	 Se revisaron las Constituciones oficiales disponibles en las páginas web de los gobier-
nos estatales, legislativo, ejecutivo y judicial (en ese orden), con las últimas actualiza-
ciones hasta 2011 para todos los casos. De manera que al igual que con el poder de los 
gobernadores presentado en la segunda sección de este capítulo, se trata de una medi-
ción estática de las condiciones normativas de las facultades de los mismos.

11	 Sobre las particularidades de esta medición véase a Gutiérrez (2013).
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te solo exponer los principales resultados que se obtuvieron como parte 
de las variables explicativas del poder de los gobernadores. El cuadro 2.2 
resume las variaciones entre estados respecto a las facultades normativas 
del ejecutivo.

Como se puede observar, ningún estado alcanza el valor máximo de 
1, debido a que en la mayoría no existen los decretos de necesidad y ur-
gencia, pues en caso de guerra civil o internacional se acatan las medidas 
de la federación. En la mayoría de los casos solo se cuenta con el veto par-
cial, el cual permite al gobernador interferir en las actividades legislativas, 
pero con más limitaciones que cuando se cuenta con un veto total. Los 
32 casos se dividen entre una mayoría simple y una mayoría calificada 
del Congreso para superar el veto del ejecutivo, mientras que muchos de 
ellos omiten especificar algunas materias en las que aquel tiene iniciativa 
preferente, a excepción del presupuesto que opera en todos los estados. 
Como se verá a continuación, estas variables no fueron relevantes para 
explicar los elementos que fortalecen el poder de los gobernadores en 

Cuadro 2.2. Facultades normativas de los gobernadores. México 2011-2012

Estado Facultades normativas 
del gobernador

Estado Facultades normativas 
del gobernador

Aguascalientes 0.200 Hidalgo 0.633

Coahuila 0.333 Jalisco 0.633

Michoacán 0.367 Edomex 0.633

Nayarit 0.467 Morelos 0.633

Zacatecas 0.467 Nuevo León 0.633

Baja California 0.533 Puebla 0.633

Campeche 0.533 Querétaro 0.633

Chiapas 0.533 San Luis Potosí 0.633

Yucatán 0.533 Sonora 0.633

Baja California Sur 0.600 Tamaulipas 0.633

Chihuahua 0.633 Tlaxcala 0.633

Colima 0.633 Veracruz 0.633

Distrito Federal 0.633 Oaxaca 0.700

Durango 0.633 Quintana Roo 0.700

Guanajuato 0.633 Sinaloa 0.700

Guerrero 0.633 Tabasco 0.700

Fuente: Elaboración propia con datos de las Constituciones estatales y el Estatuto de Gobierno del Distrito 
Federal. 

PoderesDemocracias.indd   85 22/11/16   2:39 p.m.

© Flacso México



86 87

Paola C. Gutiérrez Cuéllar

México, sin embargo, fueron útiles para matizar las diferencias normati-
vas de las facultades de los ejecutivos locales. 

Con estos indicadores y el ipg se llevaron a cabo diversas pruebas de 
correlación y regresión lineal simple con resultados muy interesantes. Un 
primer modelo de regresión lineal testeado considera como indicadores de 
la competencia electoral el número de alternancias y gobiernos divididos  
en el periodo 1989-2012. Y como indicador de las facultades normativas, 
al índice de poder normativo de gobernador presentado en el cuadro 2.2. 
Los resultados son de una influencia considerable y en la dirección espe-
rada: entre mayor es el poder de los gobernadores es menor la ocurrencia 
de diferentes partidos en el gobierno y/o en las bancadas del Congreso, 
y viceversa. Con el 95% de grado de confianza, este modelo entre el ipg 
como variable dependiente, y las alternancias y gobiernos divididos como 
variables independientes tiene una r cuadrada de 0.435 (cuadro 2.4). 
Para comprobar la tendencia de este comportamiento, en el cuadro 2.3 se 
presenta el ipg junto con el número de alternancias y gobiernos divididos  
por estado, en donde observamos la correspondencia de varios casos.

El cuadro 2.3 contiene casos como el de Puebla, el más alto en el 
ipg, cuyos Congresos no han presentado bancadas de oposición muy po-
derosas, y con una sola alternancia que se vive desde 2011, y que por 
esto todavía no son claros sus efectos. Por otro lado, Coahuila, Tamau-
lipas y Quintana Roo muestran un ipg muy alto y ninguna alternancia 
ni gobierno dividido en su historia política; mientras que en los casos de 
Durango, Oaxaca, Campeche, Veracruz y Querétaro no hay división del 
Congreso, pero el poder del gobernador disminuye. Estos estados —se-
gún lo esperado— deberían ostentar gobernadores aún más fuertes. 

En el extremo opuesto se encuentran Chiapas y Guerrero, estados 
donde el partido en el Ejecutivo ha cambiado en más de una ocasión y la 
división del gobierno también ha sido algo frecuente, tal y como se obser-
va en cuadro 2.3. Pero también aparecen casos intermedios en los que el 
ipg está en la media y no hay indicadores de cambio político como Coli-
ma, o donde sí los hay, como el caso de Guanajuato.

Dentro de este modelo de regresión lineal simple, las facultades de los  
gobernadores no tuvieron incidencia alguna. La correlación de este in-
dicador con el poder de los gobernadores como variable dependiente es 
de 0.116, por lo que en la introducción del modelo resulta insuficiente 
en la explicación del poder de los gobernadores. Esto significa que las 
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Cuadro 2.3. Relación entre el poder de los gobernadores y la competencia política

Estado Índice Poder
Gobernador

Partido del 
ejecutivo 
evaluado

Alternancias
1989-2011

Gob. Div.
1989-2012

Aguascalientes -0.56226 PAN 2 9

Baja California 0.60989 PAN 1 6

Baja California Sur 0.22454 PRD 2 0

Campeche 0.55609 PRI 0 0

Chiapas -3.1687 PRD 1 10

Chihuahua 0.40101 PRI 1 2

Coahuila 1.00036 PRI 0 0

Colima 0.44435 PRI 0 1

Distrito Federal -0.2783 PRD 1 4

Durango 0.34108 PRI 0 0

Guanajuato 0.46401 PAN 1 2

Guerrero -2.28607 PRD 3 3

Hidalgo 0.76183 PRI 0 0

Jalisco -1.03502 PAN 1 5

Edomex 0.84802 PRI 0 3

Michoacán -1.25645 PRD 1 4

Morelos -0.51243 PAN 1 2

Nayarit 0.80399 PRI 2 6

Nuevo León 0.25197 PRI 2 5

Oaxaca 0.15069 PRI 1 0

Puebla 1.06538 PRI 1 0

Querétaro 0.51731 PAN 2 0

Quintana Roo 0.89232 PRI 0 0

San Luis Potosí -1.23421 PAN 2 5

Sinaloa 0.8396 PRI 1 0

Sonora 0.63024 PRI 1 2

Tabasco -0.3203 PRI 0 3

Tamaulipas 0.70794 PRI 0 0

Tlaxcala -1.20165 PAN 3 9

Veracruz 0.46974 PRI 0 0

Yucatán 0.59795 PRI 2 3

Zacatecas -0.72289 PRD 2 3

Fuente: Elaboración propia con datos de Calidad de las elecciones subnacionales en México (1996-2012) 
(Loza y Méndez, 2012) y de los institutos electorales estatales.
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capacidades que confiere a los gobernadores el diseño de separación de 
poderes, no los plantean como actores determinantes en las dinámicas 
políticas locales. 

Avanzando en la búsqueda de variables que inciden en el poder de 
los gobernadores, un segundo modelo de regresión lineal simple probó la 
influencia de la disciplina del partido del ejecutivo y el tamaño de su ban-
cada en el Congreso, como efectos del aumento de la competencia políti-
ca en los estados. En este segundo modelo la r cuadrada es de 0.567 con 
un margen de confianza del 95% y coeficientes positivos de ambos indi-
cadores. Es decir, este modelo muestra que en la medida en que el poder 
de los gobernadores es mayor, también lo es el tamaño de su bancada en 
el legislativo y su comportamiento mucho más disciplinado en la toma de 
decisiones, y viceversa.

La fortaleza de este modelo aumenta con respecto al primero, y la 
tendencia y dirección ocurren conforme a lo esperado en ambos casos, es 
decir que, mientras la competencia aumenta, el poder de los gobernado-
res disminuye, y mientras el tamaño de la bancada del gobernador y/o su 
disciplina partidaria en el Congreso disminuye, también lo hace su forta-
leza como poder ejecutivo. Los principales resultados comparados de los 
dos modelos se presentan en el cuadro 2.4. Ambos modelos son de regre-
sión lineal simple, con los 32 estados y con niveles de confianza del 95%.

Cuadro 2.4. Fortalezas de los gobernadores en México 2001-2012. Modelos explicativos

Variables 
independientes

Indicadores Resultados 
Modelo

Variables 
independientes

Indicadores Resultados 
Modelo

Competencia 
política

Alternancia 
1989-2012

√

Competencia 
política

Tamaño 
de bancada 
del gobernador

√

Gobiernos 
divididos 
1989-2012

√
Disciplina 
partido 
del gobernador

√

Facultades 
normativas de los 
gobernadores

ICNG X
Facultades 
normativas de los 
gobernadores

ICNG X

Observaciones 32  Observaciones 32

r cuadrada 
al 95% 
de confianza

0.435  
r cuadrada 
al 95% 
de confianza

0.567

Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex, de la base de datos “Calidad de las elecciones subna-
cionales en México” (Loza y Méndez, 2012) y las Constituciones estatales oficiales.
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Como se puede observar, la presentación de ambos modelos tiene 
una razón de ser, y es que las variables explicativas son del mismo tipo, 
las dos indican cómo operan los cambios políticos entre el ejecutivo y 
el legislativo en los estados, y en los modelos muestran el origen de las 
fortalezas de los gobernadores en México para el periodo evaluado. En 
uno y otro casos es relevante que la variable normativa de las facultades 
de los gobernadores no resultara explicativa, lo que señala una vez más 
que el comportamiento de los actores avanza en una dirección diferente 
a la de las leyes y reglas establecidas, y que en algunos casos la apresura-
da imitación de las reformas constitucionales federales carece de susten-
to entre los actores locales. Así, Tabasco, Tamaulipas y Yucatán ofrecen 
excelentes facultades a los gobernadores, con sistemas políticos prácti-
camente sin competencia (ningún gobierno dividido y/o alternancias), 
por lo que estos se ostentan bastante poderosos; mientras que en estados 
como Aguascalientes existen mayores indicadores de competencia, pero 
faltan reglas que generen mejores diseños del poder de sus gobernadores.

Los resultados de ambos modelos destacan entonces la influencia de 
la competencia y el cambio político en cada estado para la definición de las  
posiciones y fortalezas de los gobernadores, de modo que no importando 
qué partido político esté en el gobierno, son los poderes legislativos en los 
que puede influir el gobernador, los que le permiten sostenerse como un 
actor muy relevante en el sistema político subnacional. 

Algunas fortalezas de los gobernadores: reflexión final

La mayor parte de la literatura sobre los poderes políticos subnacionales 
se ha enfocado en su estudio refiriéndolos al gobierno federal. Para el 
caso mexicano se ha explorado poco el papel de los gobernadores den-
tro de sus propios contextos enfatizando el ejercicio del poder local. Si 
bien se reconoce que los ejecutivos de los estados se han convertido en 
actores muy poderosos al interior del país, capaces de enfrentar incluso 
al presidente de la república, no se tiene clara la magnitud y origen de 
este poder desde el plano de lo local. 

El primer objetivo de esta investigación ha sido poner a prueba el 
enorme poder de los gobernadores que se da por sentado. La evidencia 
muestra que, identificando el poder de los gobernadores a partir de sus 
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capacidades administrativas y políticas, se obtienen resultados interesan-
tes y diferenciados entre los estados de donde se concluye que no todos 
los gobernadores son igual de poderosos. Las variaciones mostradas en 
cuanto a las capacidades ejecutivas se refiere permiten alejarse del cono-
cimiento del sentido común y colocarse en la certeza de algunas caracte-
rísticas por las cuales los gobernadores son muy fuertes en muchos de los 
estados mexicanos y menos en el resto. Es así como se arriba a una pro-
puesta de cómo observar el papel de actores tan importantes pero poco 
estudiados  en el plano subnacional.

Buscando las explicaciones de estas variaciones, el segundo objetivo 
de este capítulo ha sido encontrar qué hace más fuertes a los gobernado-
res. Se determinó que las reglas que rigen las acciones de los gobernado-
res no influyen en el poder que realmente ejercen, es decir, que el diseño 
constitucional que delimita las actividades de los ejecutivos no robustece 
la influencia de estos actores. Sin embargo, el contexto de competencia 
política en aumento sí tiene un efecto de doble nivel en el poder de los go-
bernadores. Por un lado, cuando se observó el número de alternancias y  
gobiernos divididos en un cierto estado, en un periodo mayor al del sexe-
nio en evaluación, se obtuvo una influencia importante por parte del po-
der de los gobernadores de tal modo que al aumentar la competencia 
electoral, la fuerza del ejecutivo disminuye. En el segundo nivel, obser-
vando algunos efectos directos de la competencia política, como el tama-
ño de la bancada del partido del gobernador y el grado de su disciplina, 
la influencia fue aún mayor sobre el poder de los gobernadores, solo que 
en la dirección opuesta, esto es, que cuando aumenta la disciplina y el ta-
maño de la bancada del ejecutivo en el Congreso, el poder del gobernador 
aumenta, justo lo que se espera teóricamente. 

Esto significa que, como le pasa al poder del presidente de la repú-
blica que se debilita por efecto de una mayor competencia política y de 
nuevos actores en la rama legislativa, los gobernadores también pierden 
fuerza dependiendo de la posición y estructura de su partido como actor 
político y como actor legislativo. Después de todo, las variables explicati-
vas, como tamaño de la bancada del partido del ejecutivo y su disciplina, 
son comportamientos propios de los partidos políticos que sostienen al 
ejecutivo subnacional. Esos comportamientos parece que no son solo del 
pri en los estados, sino que aparecen en todos los partidos que han go-
bernado, lo que demuestra que sin importar el partido político del que 
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se trate, es en la influencia legislativa del ejecutivo donde reside su fuer-
za para imponerse a los demás actores del sistema de equilibrio entre 
poderes. 

Esta  investigación ha buscado contribuir al estudio de las dinámicas 
políticas subnacionales dando un panorama comparado de las 31 unida-
des estatales y el Distrito Federal, lo que amplía los alcances de los estu-
dios de caso mediante generalidades. Respecto a esto último cabe resaltar 
la utilidad de la Eepemex por su recopilación de información invaluable, 
la cual solo sería factible luego de varios años de trabajo de campo en to-
dos los estados de la república mexicana. 

Por último, en la agenda de investigación que abren estos primeros 
hallazgos destaca la importancia de estudiar los partidos políticos locales 
junto con sus estructuras y reglas y en tanto actores políticos que se diferen-
cian en cada contexto y que pueden explicar gran parte de los procesos polí-
ticos subnacionales. Será necesario además enfrentar el desafío de realizar 
estudios longitudinales y dinámicos a través de varios sexenios en todos  
los estados, y explotar más las capacidades administrativas de los gober-
nadores que aquí se presentan limitadamente. De especial interés es para 
la autora completar este panorama del poder de los gobernadores con las 
características que definen el papel de los poderes legislativos y judiciales, 
en el entendido de que las tres ramas de gobierno comparten la tarea po-
lítica y administrativa de gobernar. Sería enriquecedor conocer las capa-
cidades de respuesta o reacción que se activan en las otras dos ramas de 
gobierno, enseguida de intensificados los procesos de democratización 
electoral y descentralización en los contextos locales; este sería un segun-
do paso de una parte del camino que aquí se ha explorado.
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3. Estrategias de interacción ejecutivo-legislativo  
y patronazgo político subnacional en México
Alejandra Armesto,* Juan C. Olmeda**

¿El patronazgo político crece como resultado de la falta de control so- 
bre el ejecutivo por parte del poder legislativo; se incrementa como con-
secuencia de los intercambios entre el ejecutivo y los legisladores para 
obtener apoyo en el Congreso? El patronazgo político es un tipo de rela-
ción de intercambio específico en la que se permuta el acceso al empleo 
público por apoyo o lealtad política. El recurrir al patronazgo en demo-
cracias recientes ha sido explicado por el nivel de desarrollo, las institu-
ciones políticas y la competencia política. Entre las teorías explicativas 
del patronazgo político, las que analizan el efecto de las relaciones en-
tre los poderes ejecutivo y legislativo proponen dos hipótesis opuestas. 
Por una parte están las que sostienen que el balance de poder entre las 
fuerzas del gobierno y la oposición desincentiva el patronazgo (Geddes, 
1994; Grzymala-Busse, 2008). Esto sería así porque en esta condición 
de empate, las fuerzas políticas tienen incentivos para promover servi-
cios profesionales de carrera en la burocracia. La hipótesis opuesta se 
deriva de la teoría de la separación de poderes y de propósitos. En esta 
perspectiva, una oposición fuerte en el legislativo no propiciaría la re-
ducción del patronazgo. Por el contrario, los legisladores de la oposición 
aspiran a participar del patronazgo, y para ello usan su fuerza de nego-
ciación en el Congreso para ofrecer apoyo legislativo para las iniciativas 
del ejecutivo a cambio de recursos para recompensar a sus operadores. 
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Este trabajo evalúa ambas hipótesis a través del análisis del gasto pú-
blico estatal en salarios en los estados mexicanos entre 2001 y 2012 y 
su relación con el balance de poder entre el gobierno y la oposición en el 
ejecutivo y el Congreso. Para estos análisis se descansa en las respuestas 
de los expertos a preguntas de la “Encuesta a expertos en política estatal 
en México, 2001-2012” (Eepemex) acerca del poder del gobernador y la 
negociación entre ejecutivo y legislativo en los estados mexicanos entre 
2001 y 2012, así como en datos del Instituto de Estadística y Geografía 
(inegi) sobre gasto público en salarios. Los resultados de estos análisis 
ofrecen apoyo empírico a la segunda hipótesis, y muestran que el patro-
nazgo en los estados mexicanos se asocia positivamente al poder de ne-
gociación de la oposición en el Congreso. 

El creciente interés por la política subnacional en América Latina 
ha llevado a algunos trabajos sobre el patronazgo en Argentina (Calvo y 
Murillo, 2004). Sin embargo, hasta donde tenemos conocimiento nada 
se ha escrito aún acerca del patronazgo en las entidades federativas mexi-
canas. Este trabajo contribuye a dilucidar los factores políticos que im-
pulsan el recurso del patronazgo a través del análisis de los efectos de dos 
tipos de interacción entre ejecutivo y legislativo sobre el gasto público en 
empleo público en los estados mexicanos en la década de la postransición 
a la democracia. 

El trabajo se organiza de la siguiente manera. Luego de este aparta-
do, se define el patronazgo y se discuten dos modelos teóricos que dan 
cuenta de los efectos de las relaciones ejecutivo-legislativo sobre el nivel 
de patronazgo. En la segunda sección se presentan nuestras preguntas de 
investigación e hipótesis. La tercera se ocupa del patronazgo en los esta-
dos mexicanos. En la cuarta, se describen los datos y métodos para poner 
a prueba las hipótesis. La quinta sección se dedica los resultados del aná-
lisis, mientras que en la última se dan las conclusiones. 

Balance de poder entre ejecutivo-legislativo y patronazgo 
político

El patronazgo es uno de los modos de intercambio particularista con 
los cuales los políticos movilizan el apoyo de los ciudadanos y activis-
tas. Algunas concepciones incluyen todas las manifestaciones de estos 
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intercambios particularistas o usan los términos patronazgo y clientelis-
mo de manera indistinta (Kitschelt y Wilkinson, 2007; Piattoni, 2001). 
Por ejemplo, Blondel (2002) define patronazgo como la distribución de 
favores a individuos a cambio de beneficios políticos. Sin embargo, al-
gunos autores dentro de esta literatura hacen una clara distinción entre 
estos dos tipos de intercambio particularista identificando tres dimen-
siones: la naturaleza de los beneficios ofrecidos, la posición del “patrón”, 
y los fines que se persiguen. En sentido estricto el patronazgo consiste 
en la distribución de puestos de trabajo en el sector público. El inter-
cambio clientelar incluye no solo trabajos sino otro tipo de recursos del 
Estado (bienes, servicios, etcétera). En el caso del patronazgo, el “patrón” 
debe tener una posición en el gobierno para poder prometer de mane-
ra creíble y distribuir puestos de trabajo en el Estado (Hicken, 2011). 
Para asignar beneficios en un intercambio clientelar, por el contrario, el 
patrón puede no tener control del gobierno y acceder a esos recursos a 
través del partido o de patrocinadores privados.1 Por último, mientras 
el clientelismo persigue el intercambio de beneficios a cambio de apoyo 
político, el patronazgo busca una diversidad de fines alternativos que 
incluyen no solo apoyo político sino también el control del Estado y de 
sus recursos por aliados políticos (Kopecky y Scherlis, 2008; Kopecky y 
Spirova, 2011). Este trabajo adopta la definición estricta de patronazgo, 
entendido como la distribución de puestos de trabajo en el sector pú-
blico con mecanismos de reclutamiento, retención y promoción de los  
miembros del servicio público regulados por criterios políticos antes que  
por reglas de servicio civil de carrera o por requisitos meritocráticos. 

Entre las teorías que explican el patronazgo en democracias recien-
tes, una importante literatura centra su atención en la relación entre los 
poderes ejecutivo y legislativo. Específicamente, en los efectos del balan-
ce de poder entre las fuerzas del gobierno y la oposición en la legislatura 
y su relación con el ejecutivo sobre el particularismo. En ellos se pueden 
identificar dos hipótesis opuestas. La primera argumenta que una mayor 
competencia electoral entre actores partidarios reduce los incentivos para 

1	 Un tercer tipo de intercambio particularista es la compra de votos. Esta es similar al 
clientelismo en cuanto a los bienes que forman parte de la transacción, pero se distin-
gue porque mientras en el clientelismo son necesarias una serie de interacciones suce-
sivas, la compra de votos es un intercambio único (Hicken, 2011). 
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el patronazgo político (Grzymala-Busse, 2008; O’Dwyer, 2006). Esta re-
lación ha sido explicada a través de dos mecanismos. Por un lado, los sis-
temas de servicio público de carrera serían inducidos por la paridad entre 
las dos principales fuerzas políticas en el Congreso ya que en dichas cir-
cunstancias ninguno de los dos partidos vislumbrará que pierde más que 
su adversario al decidir terminar con un sistema de patronazgo (Geddes, 
1994). El segundo es el mecanismo por el cual la oposición induce la 
reducción del patronazgo debido al riesgo de costos electorales por  
la amenaza de denuncias (Grzymala-Busse, 2008). Con independencia 
del mecanismo específico, estas teorías asumen que la fuente del particu-
larismo está en el ejecutivo y que los constreñimientos al particularismo 
provienen de un Congreso poderoso que lo limite. En consecuencia, des-
de esta perspectiva, cuanto más concentrado esté el poder en las fuerzas 
del gobierno, el ejecutivo sufrirá menos limitaciones por parte del Con-
greso y el patronazgo político será mayor; y cuanto mayor sea la paridad 
entre las fuerzas del gobierno y la oposición, mayores constreñimientos 
sobre el ejecutivo y menor patronazgo. A mayor competencia política, 
menor patronazgo. 

La hipótesis opuesta propone que la competencia política se asocia 
a un incremento del patronazgo. Tal hipótesis se desprende del modelo 
de separación de poderes y de propósitos de Cox y McCubbins (2001). 
Este modelo propone que allí donde las instituciones establecen la sepa-
ración de poderes, generalmente entre ejecutivo y legislativo, la unidad 
o separación de propósitos produce un dilema entre políticas orienta-
das al bienestar general y los beneficios particularistas. Cuando la sepa-
ración de poderes entre ejecutivo y legislativo coincide con la separación 
de propósitos, el particularismo emerge como producto de la negocia-
ción que debe entablarse con actores que demandan beneficios selectivos 
como condición para apoyar las iniciativas del ejecutivo (Alston y Mu-
ller, 2006; Arretche y Rodden, 2004; Cox y McCubbins, 2001; Gordin, 
2002; Kopecky, 2011; Mejía-Acosta, 2009; Raile et al., 2011; Tsebelis, 
1995).2 

2	 El intercambio de beneficios particularistas por apoyo político entre ejecutivo y legis-
lativo proporciona flexibilidad de coalición al primero. Si el ejecutivo necesitara cons-
truir y sostener coaliciones para cada iniciativa de su agenda política, los costos serían 
demasiado altos (Kellam, 2015).
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Las teorías existentes acerca de los efectos del balance de poder en-
tre ejecutivo y legislativo sobre el patronazgo predicen efectos opuestos: 
el balance de poder entre el gobierno y la oposición podría producir el 
incremento del patronazgo político así como su reducción. La diferen-
cia entre las hipótesis reside en las expectativas de comportamiento de la 
oposición en el Congreso. La hipótesis que predice una reducción del pa-
tronazgo como consecuencia del balance de poder asume que una oposi-
ción poderosa en el Congreso buscará limitar los poderes del gobernador. 
La hipótesis alternativa, en cambio, asume que una oposición fuerte en el 
Congreso buscará acceder a los recursos del Estado para recompensar a 
sus operadores con empleo público. En lo que sigue proponemos evaluar 
estas hipótesis a través del análisis de la relación entre ejecutivo y legisla-
tivo y sus efectos sobre el patronazgo. 

Las hipótesis

Este trabajo parte de las teorías opuestas presentadas en el apartado 
anterior, y busca identificar cuál de las dos hipótesis se ajusta mejor a la 
explicación del funcionamiento del patronazgo político en los estados 
mexicanos. Para ello, este estudio analiza los efectos que la relación entre 
ejecutivo y legislativo tiene sobre el nivel de patronazgo político a nivel 
subnacional en México. Las hipótesis que este trabajo pone a prueba en-
tonces pueden resumirse en los siguientes términos:

H1: El patronazgo político tiende a ser mayor cuando existen gobernado-
res poderosos sin contrapesos en la Legislatura estatal. A menor poder de la 
Legislatura estatal para controlar al gobernador mayor será el patronazgo. Y 
a mayor poder de la Legislatura estatal, mayor patronazgo.

Si el patronazgo estuviera asociado a ejecutivos que ejercen un poder 
discrecional sobre el presupuesto sin contrapesos ni controles por parte 
de la legislatura, las modalidades de interacción entre estos poderes que 
conducen a un mayor nivel de patronazgo deberían caracterizarse por la 
subordinación del legislativo al ejecutivo, la aprobación de sus iniciativas 
de ley y de presupuesto de ingresos y egresos sin modificaciones, lo cual 
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manifestaría la ausencia de límites al poder del gobernador por parte de 
la legislatura.

H2: El patronazgo político depende de la fuerza de negociación de la 
Legislatura estatal con el ejecutivo. A menor poder de la Legislatura estatal 
para demandar beneficios particularistas del ejecutivo, menor patronazgo. Y a 
mayor poder de la Legislatura estatal, mayor patronazgo. 

En contraste con la hipótesis anterior, si el patronazgo fuera resulta-
do de la capacidad de la legislatura estatal para negociar apoyo legislativo 
a cambio de prebendas, las modalidades de interacción entre estos pode-
res que llevan a mayores niveles de patronazgo deberían caracterizarse 
por el conflicto y la negociación. 

El patronazgo político en los estados mexicanos

México resulta un caso óptimo para estudiar el desarrollo del patro-
nazgo político a nivel subnacional. El país cuenta con 32 unidades sub-
nacionales (31 estados y el Distrito Federal), ninguna de las cuales ha 
implementado de manera sistemática y extendida servicios públicos de 
carrera.3 

Un primer análisis de los datos que se presentan a continuación nos 
permite argumentar que entre los estados mexicanos existe una gran va-
riación en cuanto al patronazgo político. Así, si consideramos como indi-
cador de patronazgo el gasto promedio en salarios públicos en términos 
per cápita observamos una gran variación no solo entre los estados sino 
inclusive dentro de un mismo estado a lo largo del tiempo. Tal como pue-
de verse en la gráfica 3.1, entre 2001 y 2012 el gasto estatal promedio en 
salarios per cápita osciló entre un máximo de más de cuatro mil pesos per 

3	 Diversos estados han aprobado legislación que establece la adopción de servicios pú-
blicos de carrera (como Aguascalientes, Quintana Roo, Veracruz, Zacatecas y el Dis-
trito Federal). Sin embargo, dicha normatividad no ha sido puesta en práctica de 
manera debida y hasta la fecha ningún estado recluta a los miembros de sus adminis-
traciones públicas con mecanismos propios de un servicio público de carrera. 
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cápita en el estado de Tabasco y un mínimo de alrededor de trescientos 
pesos per cápita en Hidalgo.

El recurso del patronazgo varía también en el tiempo dentro de un 
mismo estado, lo que también sucede con las trayectorias entre estados. 
Como ilustran las figuras de la gráfica 3.2, en algunos estados el gasto en 
salarios es constante a lo largo de una administración dada —por ejem-
plo, Aguascalientes, Colima, Morelos, Estado de México, Nayarit—. En 
otros, en cambio, el gasto en empleo público crece durante un mismo go-
bierno, como en Baja California, Chiapas, Chihuahua, Sonora, Veracruz 
y, más dramáticamente, en Zacatecas. Asimismo, en un tercer grupo de 
estados el gasto en salarios per cápita disminuye con el tiempo. Así suce-
de en Coahuila, Nuevo León y Tabasco. 

¿Cómo se explica esta variación entre estados y en el tiempo dentro 
de los estados? Si comparamos el gasto promedio en salarios per cápita 
en estados con gobierno unificado —donde el mismo partido controla 
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Fuente: Elaboración propia con datos del INEGI.

Grá�ca 3.1. Gasto promedio en salarios per cápita por administración en los estados 
mexicanos, 2001-2012.
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Valores predichos Salarios per cápita

Año

Fuente: Elaboración propia.

Grá�ca 3.2. Trayectorias de gasto anual promedio en salarios per cápita en los estados 
mexicanos, 2001-2012.
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el ejecutivo y el 50% o más de las bancas del Congreso local— y estados 
con gobierno dividido —donde el partido del gobernador no controla la 
mayoría en la legislatura estatal— no se identifican diferencias significa-
tivas (gráfica 3.3). 

Realizamos pruebas t de diferencia de medias y análisis de varianza 
para explorar si existen diferencias sistemáticas en el gasto en salarios per 
cápita entre los estados con control unificado o dividido del gobierno (t = 
-1.2 y F = 1.44) y los resultados no significativos estadísticamente sugie-
ren que no existen diferencias entre ambos tipos. Esto indicaría que nin-
guna de las dos hipótesis acerca de los efectos de la competencia política 
da cuenta del uso del patronazgo en los estados mexicanos. 
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Fuente: Elaboración propia.

Grá�ca 3.3. Gasto promedio en salarios per cápita en los estados mexicanos (2001-2012), 
según control uni�cado o dividido del gobierno.
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Modelos y datos

Para evaluar las hipótesis acerca de la interacción entre ejecutivo y le-
gislativo analizamos el gasto anual en salarios per cápita en los estados 
mexicanos para el periodo 2001-2012, el cual coincide con las adminis-
traciones incluidas en la Eepemex.4

La variable dependiente es el patronazgo en los gobiernos subnacio-
nales de México entre 2001 y 2012 incluidos en la Eepemex. Para medir 
la magnitud del patronazgo político utilizamos el gasto anual en salarios 
per cápita para cada gobierno estatal durante la administración incluida 
en la Eepemex. El uso de este indicador se funda en dos motivos. Es una  
medida estándar utilizada en la literatura sobre patronazgo político 
(Remmer y Wibbels, 2001; Remmer, 2007) y está disponible para todos 
los años en todos los estados desde 1989 hasta 2012.5

Buscamos adjudicar entre las dos hipótesis acerca de los efectos de 
las relaciones entre ejecutivo y legislativo sobre el patronazgo que ya fue-
ron expuestas: la hipótesis del “poder legislativo del gobernador” y la de la 
“fuerza de negociación de la oposición en el Congreso”. Para ello nos apo-
yamos en dos grupos de preguntas de la Eepemex; para dar cuenta del 
poder legislativo del gobernador consideramos las siguientes preguntas:

 
6a y c. De los proyectos de ley más importantes que el gobernador envió a 
la 1ª y 2ª legislatura. ¿Cuántos más o menos fueron aprobados sin cambios 
sustanciales?

4	 Las administraciones incluidas en la Eepemex son: Aguascalientes 2004-2010, Baja 
California 2001-2007, Baja California Sur 2005-2011, Campeche 2003-2009, Chia-
pas 2006-2012, Chihuahua 2004-2010, Coahuila 2005-2011, Colima 2005-2009,  
D. F. 2006-2012, Durango 2004-2010, Guanajuato 2006-2012, Guerrero 2005-2011, 
Hidalgo 2005-2011, Jalisco 2007-2013, Estado de México 2005-2011, Michoacán 
2008-2012, Morelos 2006-2012, Nayarit 2005-2011, Nuevo León 2003-2009, Oaxaca  
2004-2010, Puebla 2005-2011, Querétaro 2003-2009, Quintana Roo 2005-2011, 
San Luis Potosí 2003-2009, Sinaloa 2005-2010, Sonora 2003-2009, Tabasco 2006-
2012, Tamaulipas 2005-2010, Tlaxcala 2005-2011, Veracruz 2004-2010, Yucatán  
2007-2012 y Zacatecas 2004-2010.

5	 Aunque convencional, esta medida tiene algunas limitaciones. El gasto en salarios pue-
de reflejar no necesariamente un uso discrecional de los recursos con fines políticos 
sino una oferta de servicios públicos como educación y salud, cuya cobertura depende 
de los recursos humanos del sistema. Para compensar estos posibles efectos, los con-
troles de los modelos de regresión toman en cuenta esta posible fuente de sesgo.
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P7a y b. ¿Qué tan limitado estuvo el poder del gobernador por la 1ª y 2ª 
legislatura de la Cámara de Diputados local? 

0. Muy limitado, 1. Bastante, 2. Poco, 3. Algo, 4. Nada

P8. Y respecto a los proyectos de egresos presentados por el gobernador 
en ambas legislaturas. ¿Cuántos fueron modificados sustancialmente…? 

0. Los tres, 1. Dos, 2.Uno, 3. Ninguno

Estas preguntas nos permitieron explorar los efectos del poder del 
gobernador en la interacción con la legislatura estatal sobre el patronaz-
go, asumiendo en este caso que el patronazgo es impulsado por el poder del 
ejecutivo sin limitaciones por la legislatura estatal.

Para medir la magnitud de los intercambios entre el ejecutivo y el 
legislativo impulsados desde la oposición, consideramos las siguientes 
preguntas: 

P9. ¿Con qué frecuencia diría que el gobernador tuvo que negociar con 
legisladores de otros partidos para sacar adelante su agenda legislativa en 
la 1ª y 2ª legislatura?

P10. En general, ¿Qué tipo de intercambio cree que hizo el gobernador 
con los legisladores de oposición?

e. Incremento presupuestal y/o de bienes y servicios a la demarcación del 
legislador

f. Pago o soborno personal

g. Amenazas y/o coacción al legislador y/o familia

Este segundo grupo de preguntas permitieron explorar los efectos de 
la negociación entre el gobernador y la oposición en la legislatura estatal 
sobre el patronazgo, asumiendo en este caso que el patronazgo es impul-
sado por el poder de la oposición legislativa en la negociación con el ejecutivo.
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Las unidades de observación de estas preguntas de la Eepemex son 
las legislaturas durante una administración y las respuestas varían entre 
los expertos encuestados. Para agregar las respuestas y obtener una me-
dida de cada estrategia para cada legislatura usamos la media del juicio 
de expertos por legislatura. 

A partir de lo anterior, construimos una base de datos con una es-
tructura anidada con dos niveles de análisis: legislatura y año-legislatu-
ra. Las observaciones de la variable dependiente son anuales para cada 
estado y las evaluaciones de los expertos acerca de las legislaturas co-
rresponden a los tres años de duración de cada legislatura (con algunas 
excepciones). Con estos datos podemos evaluar los efectos de las carac-
terísticas de la interacción entre ejecutivo y legislativo de cada legislatura 
estatal sobre el gasto anual en salarios per cápita. 

Para dar cuenta de la estructura anidada de estos datos usamos mo-
delos jerárquicos lineales o multinivel. El rasgo central de estos modelos es  
su capacidad para separar la varianza del error por nivel de análisis —la  
que tiene lugar entre los años-legislatura dentro de las legislaturas— 
ofreciendo una estimación adecuada de la variabilidad en los coeficientes 
de las regresiones (Bowers y Drake, 2005; Raudenbush y Bryk, 2002). 

Especificamos tres modelos multinivel con dos niveles de análisis: 
año-legislatura y legislatura. A fin de examinar empíricamente la primera 
hipótesis, según la cual el patronazgo político es impulsado por el poder 
legislativo del gobernador —o deprimido por los controles de la legisla-
tura estatal sobre el ejecutivo— implementamos un modelo de efectos 
fijos que estima los impactos directos de las tres medidas del poder legis-
lativo del gobernador sobre el nivel promedio del gasto en salarios per cá-
pita. El segundo modelo evalúa la hipótesis que se enfoca en el poder de  
negociación de la legislatura para impulsar el patronazgo. Un segundo 
modelo de efectos fijos incluye cuatro indicadores del poder de la legisla-
tura estatal en la negociación con el ejecutivo. Por último, el tercer mode-
lo incluye ambos conjuntos de indicadores.

Si la hipótesis del poder sin contrapesos del gobernador diera cuen-
ta del patronazgo político, el coeficiente de la variable “Proyectos apro-
bados sin cambios” debería ser positivo y negativos los coeficientes de las 
variables “Límites al poder del gobernador” y “Proyectos de egresos mo-
dificados” en los modelos 1 y 3. Tales resultados indicarían que el nivel 
de patronazgo está vinculado a la capacidad del ejecutivo para impulsar 

PoderesDemocracias.indd   104 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



105

3. Estrategias de interacción ejecutivo-legislativo

sus iniciativas en la legislatura estatal. Si en cambio, el patronazgo políti-
co se explicara por el poder de la legislatura estatal en la negociación con 
el ejecutivo, los coeficientes de las variables “Frecuencia de la negociación”,  
“Incremento presupuestal”, “Sobornos” y “Amenazas” deberían ser positi-
vos en los modelos 2 y 3. Los resultados del modelo 3, el modelo comple-
to, son los que nos permitirán adjudicar entre las hipótesis.

Hipótesis alternativas

Los modelos controlan por los factores propuestos por hipótesis alter-
nativas para dar cuenta del patronazgo político.
Hipótesis rentista. Una teoría de corte estructural se ha centrado en los 
incentivos fiscales de los gobiernos subnacionales para incurrir en estra-
tegias de gasto particularistas. Desde la visión de esta literatura se señala 
que cuanto más cercana es la relación entre la recaudación de impuestos 
de una jurisdicción y el gasto del gobierno (es decir, cuanto menor es la 
dependencia fiscal de dicho gobierno de las transferencias interguber-
namentales), mayores serán los incentivos para una administración res-
ponsable del gasto público y un menor patronazgo político (Remmer y 
Wibbels, 2000). Por el contrario, el patronazgo y el uso indiscriminado 
de recursos serán la norma en casos en los que el gobierno no se financia 
con los recursos que genera a través de su propia recaudación (vía im-
puestos cobrados a quienes habitan en su territorio), sino que depende 
fundamentalmente de ingresos provenientes de transferencias intergu-
bernamentales que no están atadas a su desempeño fiscal. Esta falta de 
correspondencia fiscal genera la ilusión de que este dinero es “gratis” (o 
sea, no resulta del esfuerzo recaudatorio propio) y de este modo se gene-
ran incentivos para un gasto laxo. En síntesis, esta hipótesis sugiere que 
cuanto más cercana sea la relación entre la recaudación de impuestos de 
una jurisdicción y el gasto del gobierno (menor dependencia fiscal en 
transferencias intergubernamentales), mayores serán los incentivos para 
una administración responsable del gasto público y un menor patronaz-
go político (Remmer y Wibbels, 2000). Para controlar por la hipótesis 
rentista, en los modelos se introduce una medida de la dependencia fis-
cal de los gobiernos subnacionales: las transferencias intergubernamen-
tales como fracción de los ingresos totales del gobierno subnacional. La 
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información para construir esta variable proviene del Sistema Estatal y 
Municipal de Bases de Datos de inegi (simbad-inegi, 2013).

Hipótesis de los partidos internamente movilizados. Una de las teorías más 
influyentes para explicar el patronazgo ha sido el modelo de Martin 
Shefter (1977, 1994) basado en la secuencia relativa entre burocratiza-
ción y democratización. Según esta explicación, los partidos adoptarán 
estrategias de patronazgo dependiendo de su origen organizacional y  
de la naturaleza de la burocracia estatal al momento de la emergencia de  
la competencia partidaria. Como consecuencia, aquellos partidos que 
se desarrollen desde una posición de poder que les dé acceso a recursos 
públicos que puedan movilizar a su favor estarán tentados a usar estra-
tegias basadas en el patronazgo y las privilegiarán en su relación con 
votantes y bases de apoyo. Por el contrario, los partidos movilizados ex-
ternamente (fuera del poder) no verán al patronazgo como una opción 
y tenderán a desarrollar posturas programáticas como estrategia para 
conseguir el apoyo de sus potenciales electores. Una vez que acceden al 
poder, si la burocracia no está politizada, el patronazgo es excluido de 
las estrategias del partido (e. g., Shefter, 1994; Hopkin, 2001). En suma, 
según esta visión existe una estrecha vinculación entre el timing de la 
apertura democrática del sistema político que potencia el desarrollo de 
partidos y el proceso de evolución de la burocracia de un esquema poli-
tizado a uno basado en el servicio público de carrera. Para controlar los 
efectos del control del gobierno por un partido movilizado internamen-
te, el pri, los modelos incluyen una variable dicotómica que da cuenta 
del control del ejecutivo estatal por ese partido.

Hipótesis pluralista. La explicación pluralista o de separación de propó-
sitos (ya abordada en secciones anteriores) es controlada a través de una 
variable dicotómica que clasifica las legislaturas según el balance de po-
der entre los legisladores del oficialismo o de la oposición en términos 
de gobierno unificado o dividido. La información para construir esta va-
riable proviene de la base de datos “Calidad de las elecciones” (flacso/
pnud, 2012).

Hipótesis de los ciclos electorales. Los estudios acerca de la economía polí-
tica del gasto público han identificado ciclos de expansión y retracción 
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del gasto que siguen el calendario electoral. En esta perspectiva, los elec-
tores juzgan retrospectivamente a los gobernantes y los premian o casti-
gan en las urnas según su desempeño pasado. Esta literatura pronostica 
una expansión del gasto público antes de las elecciones. Una hipótesis 
más específica acerca del uso del patronazgo sugiere en cambio que el 
incremento en el gasto en salarios debe esperarse después de las elec-
ciones, cuando los políticos se ven en la necesidad de recompensar a sus 
bases de apoyo por los esfuerzos de movilización desplegados en oca-
sión de los comicios (Ames, 1987; Remmer, 2007). Para dar cuenta de  
los ciclos electorales los modelos incluyen una variable dicotómica que 
identifica el año inmediatamente posterior a una elección local. Esta va-
riable fue construida con datos de la base de elecciones subnacionales de 
cidac (2014).

Hipótesis de la política distributiva. Una forma alternativa de gasto par-
ticularista del gobierno además del patronazgo es la denominada polí-
tica distributiva. Esta incluye transferencias, bienes y servicios públicos 
asignados a localidades y grupos identificables. Específicamente, consis-
te en beneficios concentrados geográficamente con costos difusos entre 
los votantes (Golden y Min, 2013). Controlamos el gasto en política 
distributiva introduciendo en los modelos el gasto anual per cápita en 
obra pública. Los datos acerca del gasto en obra pública provienen del 
Sistema Estatal y Municipal de Bases de Datos (simbad-inegi, 2013). 

Servicios públicos intensivos en recursos humanos

Por último, dado que la medida de patronazgo que utilizamos es el gas-
to en salarios, podría argumentarse que ese gasto refleja la magnitud de 
servicios que son intensivos en recursos humanos y no un uso particula-
rista del gasto del gobierno. Controlamos por esta posibilidad incluyen-
do una media de servicios escolares, la razón anual de estudiantes por 
docente. La información para construir esta variable proviene del Siste-
ma Estatal y Municipal de Bases de Datos del inegi (simbad-inegi, 
2013).
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Estimación

Los efectos a nivel año-legislatura son estimados en la siguiente ecuación:

Υal = β0al + β1al (recursos fiscales propios) + β2al (ciclo electoral) + β3al 
(obra pública)  + β4al (razón estudiantes/profesor) + ε

Los efectos a nivel legislatura son estimados en las siguientes 
ecuaciones:

A. Poder legislativo del gobernador

β0aya = γ00leg + γ01leg (proyectos sin cambios) + γ02leg (límites al 
gobernador)  + γ03leg (proyectos modificados) + τ0leg

B. Intercambios en la negociación entre ejecutivo y legislativo

β0aya = γ00leg + γ01leg (frecuencia negociación) + γ02leg (incre- 
mento) + γ03leg (soborno) + γ04leg (amenaza) + τ0leg

Resultados

La tabla 1 presenta tres modelos de regresión jerárquica lineal para eva-
luar el poder explicativo de las hipótesis bajo evaluación. La primera 
columna presenta los resultados del modelo 1 que pone a prueba la hi-
pótesis de los efectos del poder legislativo del gobernador sobre el nivel 
de patronazgo político, la segunda columna presenta los resultados del 
modelo 2, que pone a prueba la hipótesis acerca del poder de negocia-
ción de la oposición en la legislatura. La tercera columna presenta los 
resultados del modelo completo que busca adjudicar entre las dos hipó-
tesis para determinar las fuentes del incremento del uso particularista 
del empleo público.

En el modelo 1, las variables que evalúan el efecto del poder legisla-
tivo del gobernador sobre la magnitud del patronazgo —medido como 
el gasto estatal anual en salarios per cápita— tienen el signo esperado y, 
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con excepción de la tercera pregunta —sobre la modificación de proyec-
tos de egresos—, los coeficientes son estadísticamente significativos. Los 
coeficientes positivo y significativo para la variable “Proyectos aprobados 
sin cambios” y negativo y significativo para la variable “Límites al poder 
del gobernador” estarían indicando que el nivel de patronazgo está vincu- 
lado a la capacidad del ejecutivo para impulsar sus iniciativas en la legis-
latura estatal. Allí donde los proyectos del gobernador son aprobados sin 
cambios por aquella el patronazgo político es mayor, y allí donde el go-
bernador enfrenta límites por parte de la legislatura estatal es menor. A 
medida que el poder del gobernador para avanzar su agenda legislativa 
aumenta, el gasto particularista en empleo público crece, y cuando los lí-
mites al ejecutivo por parte del legislativo crecen, el patronazgo baja. Este 
primer modelo provee apoyo empírico a la hipótesis que vincula el po-
der legislativo del gobernador en términos de su capacidad de obtener la 
aprobación de sus proyectos de ley y de presupuesto de egresos sin modi-
ficaciones al nivel de gasto en empleo público. 

El segundo modelo evalúa la hipótesis de los efectos del poder de ne-
gociación de la legislatura estatal sobre el nivel de patronazgo. El incre-
mento presupuestal impulsado por aquel, los sobornos y las amenazas 
tienen un efecto positivo sobre el patronazgo, aunque el coeficiente co-
rrespondiente a la estrategia del soborno no alcanza niveles convenciona-
les de significación estadística. Los resultados de este modelo apoyan la 
hipótesis que daría cuenta del patronazgo según la fuerza de negociación 
de la oposición legislativa. 

Considerando los resultados obtenidos a partir de los dos modelos 
anteriores, el tercer modelo incluye los indicadores de ambas hipótesis 
para adjudicar entre los mecanismos que impulsan el patronazgo. En este 
modelo, todas las variables tienen los efectos esperados, y no hay cambios 
de dirección con respecto a los dos modelos anteriores. Sin embargo, en 
esta especificación, mientras los coeficientes correspondientes a los indi-
cadores del poder legislativo pierden significancia estadística, los coefi-
cientes de los indicadores de la fuerza de negociación de la legislatura 
estatal continúan siendo significativos estadísticamente y no acusan ma-
yores cambios en magnitud. Estos resultados sugerirían que la legislatura 
estatal, y más específicamente la oposición legislativa, tiene mayores con-
secuencias para el patronazgo que el poder del gobernador.
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Cuadro 3.1. Determinantes del patronazgo en los estados mexicanos, 2001-2012

Modelo1
Poder legislativo 
del gobernador

Modelo 2
Poder de negociación 
de la oposición legislativa

Modelo 3
Adjudicación 
entre hipótesis

P6. Proyectos aprobados sin 
cambios

808.87**
(359.93)

540.04*
(331.27)

P7. Límites al poder del 
gobernador

-760.30***
(292.75)

-204.12
(314.33)

P8. Proyectos de egresos 
modificados

-1.63
(343.84)

-466.15
(330.71)

P10e. Incremento presupuestal 638.98**
(299.17)

579.53**
(291.32)

P10f. Sobornos 314.89
(305.26)

291.17
(335.37)

P10g. Amenazas 709.61***
(252.58)

740.08***
(267.69)

P9. Frecuencia de la negociación -90.40
(217.61)

Gobierno dividido 305.32
(278.39)

216.72
(270.76)

205.29
(254.59)

Gobernador del PRI 713.09**
(294.11)

463.09*
(269.92)

396.27
(278.22)

Recursos fiscales propios -7.37*
(4.42)

-4.94
(4.41)

-5.63
(4.40)

Año posterior a elecciones locales -4.15
(29.95)

-11.12
(30.01)

-10.11
(29.99)

Inversión en obra pública -0.04
(0.04)

-0.03
(0.04)

-0.03
(0.04)

Razón estudiantes por profesor -11.30
(23.97)

0.45
(23.93)

1.53
(24.06)

Intercepto 1383.29
(992.99)

662.61
(644.11)

745.67
(1009.58)

N año-legislatura 189 189 189

N legislatura 61 61 61

Devianza 2346.15 2335.97 2332.58

* p < .10, ** p < .05, *** p < .01

En los tres modelos, la mayoría de las variables de control tiene el 
efecto esperado, pero los coeficientes no son estadísticamente significa-
tivos en todos los casos. El gobierno dividido está asociado positiva pero 
no significativamente al patronazgo. El indicador para controlar por la 
hipótesis de la movilización interna de los partidos, gobernadores del  
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pri, está relacionado positiva y significativamente con el gasto en sala-
rios. En los estados gobernados por el pri, el recurso del patronazgo es 
más alto. Este efecto del control del gobierno por un partido movilizado 
internamente es significativo en los dos primeros modelos, pero el coefi-
ciente se hace no significativo en el que adjudica entre las hipótesis. La 
autonomía fiscal, expresada en finanzas locales con menor dependencia 
de transferencias intergubernamentales, está relacionada con un menor 
recurso del patronazgo político, tal como lo predice la hipótesis rentista. 
La variable introducida para dar cuenta de las hipótesis que vinculan los 
ciclos electorales con el gasto, no resulta en coeficientes significativos en 
ninguno de los modelos y el efecto es opuesto al predicho. En los años in-
mediatamente posteriores a una elección local, el gasto particularista en 
empleo público no crece sino que por el contrario se reduce. 

Para evaluar la bondad de ajuste de los modelos se comparó la di-
ferencia de las devianzas de los modelos completos —con las variables 
principales para evaluar el poder legislativo del gobernador y la fuerza 
de negociación de la legislatura estatal— y con los modelos más simples 
—eliminando cada variable—. Las pruebas de comparación de devian-
za arrojaron en todos los casos resultados significativos lo cual indica que 
las variables incluidas en los modelos completos contribuyen a la bondad 
de ajuste de las especificaciones.

Conclusiones

El patronazgo político es una de las estrategias de intercambio particula-
rista entre los políticos o los partidos y los votantes o sus bases de apoyo. 
Específicamente, el patronazgo en sentido estricto implica la distribu-
ción de puestos de trabajo en la administración pública con criterios  
políticos —recompensa por la movilización electoral en favor del par-
tido, o estrategia de control del aparato del Estado—. Aunque algunas  
de las explicaciones del patronazgo descansan en el nivel de desarrollo, 
esta forma de particularismo no es exclusiva de democracias recientes. 
Entre las teorías que dan cuenta del patronazgo independientemente 
del nivel de desarrollo se encuentran las que centran su explicación en 
el balance de poder en las fuerzas del oficialismo y de la oposición en la 
legislatura estatal. Estas teorías sin embargo predicen resultados opues-

PoderesDemocracias.indd   111 22/11/16   2:39 p.m.

© Flacso México



112 113113

Alejandra Armesto, Juan C. Olmeda

tos. Por una parte, unos modelos sugieren que la mayor competencia re-
duce el patronazgo —porque introduce incertidumbre acerca del futuro 
y porque una l egislatura estatal con una oposición más fuerte constriñe 
a los ejecutivos— y por otra, una segunda hipótesis predice que la ma-
yor competencia está asociada a un incremento del patronazgo —como 
resultado del intercambio de prebendas por apoyo legislativo. 

Este trabajo toma dichas visiones como punto de partida y explora 
los efectos de dos formas de interacción entre ejecutivo y legislativo que 
corresponderían a cada una de estas dos hipótesis. En otras palabras, el 
estudio analiza los efectos del poder del gobernador sin contrapesos y del 
poder de negociación de la legislatura sobre el nivel de patronazgo en los 
estados mexicanos entre 2001 y 2012. 

Los modelos estadísticos presentados muestran que ambas formas 
de interacción producen un incremento del patronazgo. El poder legisla-
tivo del gobernador en términos de su capacidad de obtener la aprobación 
de sus proyectos de ley y de presupuesto de egresos sin modificaciones 
está relacionado con un mayor gasto en empleo público. Asimismo, la 
presión sobre el ejecutivo para negociar con el legislativo también está 
asociada a un incremento del patronazgo. Sin embargo, los resultados 
del modelo completo, que incluye los indicadores del poder legislativo del 
gobernador y negociación con la oposición y donde los primeros pierden 
significancia estadística, sugerirían que la oposición en la legislatura estatal 
tiene mayores consecuencias para el patronazgo que el poder del gobernador. 

Este trabajo brinda algunas evidencias para entender el desarrollo 
del patronazgo en las entidades federativas mexicanas durante la última 
década. Estas contribuciones preliminares son un paso más en la conso-
lidación del estudio y el análisis de las administraciones públicas subna-
cionales en México, un campo que por ahora permanece poco explorado 
por la literatura de la ciencia política y la administración pública. 

Cimentar dichas líneas de investigación resulta sin duda una tarea 
más que perentoria si tomamos en cuenta que durante las últimas déca-
da, dicho nivel de gobierno ha asumido crecientes responsabilidades en la 
provisión de servicios públicos a la ciudadanía y resulta además el ámbito 
desde el que deben construirse las prácticas que sustenten la consolida-
ción de la democracia mexicana.
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En las últimas décadas, los gobiernos subnacionales han aumentado 
su importancia de modo significativo, debido principalmente a la des-
centralización de competencias desde el nivel federal (Hooghe et al., 
2008). En América Latina este proceso fue acompañado por la intro-
ducción de elecciones en el ámbito local en Bolivia, Chile, Colombia, 
Paraguay, Venezuela (Treisman, 2007), y Uruguay, a partir de 2009, 
además de las ya existentes en Argentina, Brasil, Ecuador y México.

Estos cambios en los diseños institucionales motivaron una crecien-
te agenda de investigación comparada sobre el federalismo y los sistemas 
políticos multinivel (Erk y Swenden, 2010).

Los estudios sobre diseños federales han girado en torno a la varia-
ción institucional y las relaciones intergubernamentales desde una pers-
pectiva estática. Se han explicado así los efectos políticos de las diferencias 
en los tipos de federalismo dual, centralizado y cooperativo (Fernández, 
2003), la interdependencia o autonomía de los gobiernos de distinto ni-
vel (Díaz-Cayeros, 2006; Bolleyer, 2009; Bolleyer y Thorlakson, 2012) y 
la colaboración y el conflicto introducidos por la distribución de compe-
tencias y recursos (Börzel, 2000; Ruíz, 2002; Montero, 2004). 

*	 Maestro en Ciencias Sociales por la Flacso México, doctorando en Ciencia Política por 
la Universidad Torcuato Di Tella-conicet, Argentina. Participó en el programa de  
línea “Poderes y democracias sub nacionales en América Latina” de la Flacso México.

**	 Maestro en Ciencias Sociales por la Flacso México, doctorando en Ciencia Política 
por la Universidad Torcuato Di Tella-conicet, Argentina. Participó en el programa  
de línea “Poderes y democracias sub nacionales en América Latina” de la Flacso México. 
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Un aspecto menos explorado de las relaciones intergubernamenta-
les son los factores estratégicos o dinámicos que facilitan o dificultan la 
cooperación entre un presidente y los gobernadores dentro de un mismo 
diseño institucional. Se ha señalado que la congruencia ideológica entre 
los ejecutivos y los intereses de política pública comunes y no competi-
tivos (Bolleyer, 2006; Stefuriuc y Verge, 2008), y el partidismo (Riker y 
Schaps, 1957; Riker, 1964; Krause y Bowman, 2005; Berry, Burden y 
Howell, 2010; Lennox, 2013) influyen en el alcance y el mantenimiento 
de acuerdos políticos. 

No obstante, la investigación previa sugiere un efecto ambiguo del 
partidismo para explicar la relación entre niveles de gobierno. Se ha se-
ñalado que esa variable está condicionada, por ejemplo, por la política 
interna del partido, la fortaleza de los líderes locales o la debilidad presi-
dencial en el Congreso federal (Flamand, 2006; Stefuriuc y Verge, 2008; 
Armesto, 2008, 2012; Lennox, 2013; Falcó-Gimeno y Verge, 2013; Tre-
jo y Ley, 2016).

En esta línea, en este capítulo se analiza cómo presidentes minori-
tarios forman y mantienen coaliciones legislativas y logran apoyos para 
las políticas federales, en especial cuando no están presentes otros fac-
tores que promueven la cooperación, como el alineamiento partidista de 
los gobernadores.

Para ello se analizan las estrategias e intercambios entre Felipe Cal-
derón Hinojosa (perteneciente al Partido Acción Nacional, pan) y los 
gobernadores mexicanos, entre 2006 y 2012, utilizando datos de la “En-
cuesta a expertos en política estatal en México” (2014). En este periodo el 
presidente no tuvo mayoría relativa en el Congreso de la Unión, y duran-
te la segunda mitad de su mandato la Cámara de Diputados fue condu-
cida por el Partido Revolucionario Institucional (pri). Además, durante 
ese sexenio, 24 de los 32 estados estuvieron gobernados por la oposición. 
En esta situación de gobierno dividido horizontal y vertical, la coopera-
ción interpartidista resulta necesaria para implementar políticas públicas 
federales, pero no está asegurada.

En este capítulo se argumenta que las estrategias de cooperación del 
partido del presidente están jerárquicamente subordinadas a las nece-
sidades políticas del orden federal y, en concreto, a la legitimación del 
gobierno y a la construcción de mayorías legislativas que permitieran 
aprobar legislación importante para la gestión. Y, en este sentido, que el 
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vínculo entre el presidente y los gobernadores está mediado por la asig-
nación de los recursos federales discrecionales. La relación fiscal afecta la 
capacidad y autonomía de cada uno de estos actores para perseguir sus 
objetivos políticos y de políticas públicas.

De esta manera, el capítulo muestra que, a juicio de los expertos, los 
gobernadores fueron desigualmente capaces de obtener recursos fede-
rales discrecionales, pero que no existe un sesgo partidista en la distri-
bución. No puede afirmarse que los gobernadores del pan hayan sido 
colectiva y sistemáticamente más eficaces que otros en conseguir este 
tipo de recursos. Sin embargo, la lógica de reparto tampoco es explicada  
por factores como la importancia electoral de los estados o el tamaño del 
contingente de diputados estatales del partido del gobernador en el Con-
greso de la Unión. 

 En contrapartida, la distribución de recursos discrecionales fue 
guiada por la necesidad de construir coaliciones de apoyo al presidente. 
Según el juicio de los expertos, los gobernadores más exitosos en captar 
recursos federales fueron aquellos que más apoyo dieron al poder ejecu-
tivo. En el caso de los priistas, fueron más exitosos los gobernadores que 
cumplieron un importante rol partidario a nivel nacional, dada su ca-
pacidad de negociar el apoyo del partido. Y, en el caso del Partido de la 
Revolución Democrática (prd), captaron más recursos aquellos que re-
conocieron tempranamente la legitimidad de Calderón como presidente, 
contra la posición del partido de declarar a Andrés Manuel López Obra-
dor “presidente legítimo de México”. 

Este capítulo se organiza con un primer apartado que contiene la 
discusión teórica y los hallazgos empíricos que la literatura ha propues-
to sobre la influencia del partidismo en las relaciones entre gobiernos de 
distintos niveles; en una segunda sección se analizan los gobiernos esta-
tales y su cooperación con el gobierno de Felipe Calderón, se describe en 
esta parte qué gobernadores recibieron más recursos federales a cambio 
de apoyar al presidente y qué tanto cotizaron ellos ese apoyo; finalmente, 
se destacan las principales contribuciones de este trabajo y se sugiere una 
agenda de investigación futura. 
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El partidismo en las relaciones intergubernamentales

Un supuesto extendido en el análisis de las relaciones entre gobiernos 
en un sistema federal es que la pertenencia a un mismo partido político 
reduce los costos de transacción y genera incentivos para cooperar. Así, 
la existencia de gobiernos de distinto o del mismo signo partidario se 
considera un factor relevante en la negociación entre el presidente y los 
gobernadores (Riker y Schaps, 1957; Riker, 1964), desde temas meno-
res hasta reformas constitucionales (Lennox, 2013).

En este sentido, la investigación empírica ha mostrado que el parti-
dismo establece relaciones de confianza entre los ejecutivos nacional y 
local (Krause y Bowman, 2005), y promueve la delegación de poder y la 
responsabilización política (Lennox, 2013). De igual manera se ha halla-
do que, si el mismo partido ejerce el rol de oficialista en distintos nive-
les de gobierno, se incrementan las transferencias fiscales a los gobiernos 
subnacionales. Esto sucede, por ejemplo, en España (Sole-Olle y Sorri-
bas-Navarro, 2008), India (Arulampalam et al., 2009), Israel (Rozevitch 
y Weiss, 1993), Canadá (Young y Sharman, 1996) y Estados Unidos 
(Berry, Burden y Howell, 2010).

Para el caso de México se ha mostrado que el alineamiento partidista 
puede facilitar la cooperación entre gobiernos de distintos niveles y la im-
plementación de políticas públicas. Como sugieren Trejo y Ley (2016), 
durante la guerra contra el narcotráfico, el gobierno federal logró asisten-
cia e intervenciones militares colaborativas más eficazmente en los muni-
cipios gobernados por el mismo partido del presidente, que en aquellos 
gobernados por la oposición. Como resultado, la violencia en los segun-
dos se duplicó en relación con el caso de los gobernados por el pan, y  
fue hasta cinco veces más intensa en los que gobernaba la izquierda; una 
consecuencia de la polarización que siguió a la elección presidencial de 
2006.

No obstante, otros estudios empíricos sugieren un efecto ambiguo 
del partidismo. Se ha señalado que esta variable está condicionada por la 
política interna del partido, la fortaleza de los líderes locales o la debili-
dad presidencial en el Congreso federal.

El efecto del partidismo puede debilitarse, por ejemplo, cuando están 
en juego intereses personales o existen pugnas por el liderazgo, ya en lo 
federal, ya entre los niveles central y estatal. E igualmente su importancia 
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puede verse afectada en presencia de conflictos de intereses entre los ni-
veles de gobierno (Lennox, 2013). 

La colaboración del presidente con los gobiernos estatales también 
está sujeta a las necesidades del orden federal. Cuando el presidente no 
cuente con mayorías legislativas propias o requiera apoyos para la imple-
mentación de políticas públicas, es posible que coopere con gobernado-
res de distintos partidos ofreciéndoles recursos federales o programas de 
gobierno que beneficien a sus estados. 

De acuerdo con este argumento, Flamand (2006) halló que, durante la 
democratización en México, los gobernadores de la oposición y particular-
mente aquellos de los estados más competitivos, fueron más capaces que los  
priistas en obtener transferencias condicionadas y no condicionadas. 

En México, los gobernadores no oficialistas fueron más demandan-
tes y vigilantes respecto a la asignación de fondos federales —pues de los 
resultados de gestión y la diferenciación de su oferta política dependía su 
continuidad en el cargo—, a la vez que los funcionarios federales trataron 
de cooperar con los gobernadores de oposición para asegurar el apoyo a 
políticas como la descentralización de la educación y los servicios de sa-
lud pública (Flamand, 2006). 

Asimismo se mostró que la alineación partidaria de los presidentes 
municipales en México aumenta la asignación de gastos particularistas 
—en oposición a planes de inversión programáticos— cuando está me-
diada por la fuerza electoral del distrito (Armesto, 2008, 2012).

En la distribución de este tipo de recursos se juega el crédito frente 
a los electores por los bienes y servicios prestados. Por ello los goberna-
dores benefician con bienes públicos locales a los aliados electoralmente 
fuertes —con mayor capacidad de captar recursos—, niegan todo tipo 
de bienes públicos particularistas a las regiones controladas por alcaldes 
fuertes de oposición y distribuyen bienes difusos (como carreteras u otro 
tipo de infraestructura sin posibilidad de exclusión ni rivalidad) en las re-
giones controladas por aliados y rivales débiles (Armesto, 2008, 2012).

Otro aspecto analizado ha sido la interacción entre las instituciones 
fiscales y de control locales y el partidismo. Broid y Timmons (2013) 
examinaron cómo los gobiernos estatales en México reasignan transfe-
rencias federales no condicionadas cuyo destino son los municipios. Y 
se ha encontrado que, donde gobierna el pri, existe un efecto del parti-
dismo en la reasignación de transferencias, que refuerza la existencia de 
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fórmulas de reparto que benefician sistemáticamente a distritos donde 
gobierna ese partido. 

En cambio, cuando gobiernan el pan o el prd, la reasignación no si-
gue un sesgo partidista. Se tiende a beneficiar por igual a los distritos  
desfavorecidos por las fórmulas, a los municipios donde se producen  
situaciones de emergencia puntual y a aquellos con mayor población en 
situación de marginalidad (Broid y Timmons, 2013). Esta lógica de re-
parto, a su vez, es consistente con los hallazgos de Hernández y Jarillo 
(2008) y Díaz-Cayeros, Estévez y Magaloni (2012) sobre la distribu-
ción de programas de transferencias condicionadas en los municipios y 
la construcción de apoyos electorales. 

Otro factor condicional señalado por la literatura es la necesidad de 
construir mayorías legislativas. En Argentina, por ejemplo, la distribu-
ción regional de obra pública no está orientada por la filiación partidaria 
ni por criterios de equidad o eficiencia, sino por los incentivos para for-
mar y mantener coaliciones electorales y mayorías legislativas (González 
y Mamone, 2011; González, 2012). 

Asimismo, se documentó para España que los presidentes cooperan 
y forman coaliciones de gobiernos subnacionales con partidos regiona-
les, con el fin de asegurarse apoyos en el ámbito nacional. Los mejores 
socios son terceros partidos que gobiernan estados donde el oficialismo 
nacional es débil y no ejercen de competidores directos del presidente en 
el ámbito federal, pues ambos actores reconocen un espacio de autono-
mía para el otro a fin de continuar sus carreras políticas (Falcó-Gimeno 
y Verge, 2013).

Es posible además que se otorgue más recursos a aquellos gobiernos 
con mayor cercanía ideológica, cuando no colisionan con los intereses del 
oficialismo nacional en sus planes y cálculos electorales distritales (Ste-
furiuc y Verge, 2008). 

La investigación actual ha señalado factores importantes para enten-
der el efecto del partidismo sobre las relaciones estratégicas entre el pre-
sidente y los gobernadores. No obstante, aún resta evaluar cuándo afecta 
esto a la distribución de recursos, dificulta o favorece la construcción de 
coaliciones legislativas o el apoyo a las políticas federales en contextos 
institucionales diversos.

De igual forma, todavía se conoce poco sobre cómo se produce la 
colaboración entre el presidente y los gobernadores de partidos no ofi-
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cialistas, sean estos rivales directos o actores minoritarios, y qué conse-
cuencias trae sobre las estrategias de oposición nacional. Una dificultad 
para la realización de estudios sistemáticos sobre estas cuestiones es la 
ausencia de datos cualitativos comparables entre distintas unidades sub-
nacionales de uno o varios países en una larga serie de tiempo. El análisis 
de juicios de expertos apunta en esta dirección. Esta estrategia metodo-
lógica contribuye a analizar relaciones políticas difíciles de capturar con 
medidas aproximadas.

En este trabajo se explora información de la Eepemex (2014) para el 
periodo presidencial de Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012) y se su-
gieren hipótesis con base empírica y potencial de ser probadas en estu-
dios de mayor alcance. 

Los gobiernos estatales durante la presidencia de Calderón 

El predominio del pri en la política mexicana del siglo xx estuvo ca-
racterizado por un régimen centralizado, y política y fiscalmente (Fer-
nández, 2003) articulado bajo la figura del presidente de la federación 
(Greene, 2007). Este rasgo es más evidente desde 1979, cuando se pro-
duce la fusión del sistema fiscal, estimulado por las expectativas de las 
élites subnacionales de participar de los beneficios del boom petrolero 
(Díaz-Cayeros, 2006). 

A partir de los noventa, el sistema político comenzó a transformar-
se aceleradamente. La transición democrática mexicana consistió en un 
proceso de deshegemonización dominado por la pérdida de apoyo al pri 
y la consolidación de opciones de oposición, donde las elecciones en los 
estados y municipios jugaron un papel importante (De Remes, 1999). 
A partir de 1989 —con el triunfo del pan en Baja California—-, el pri 
empezó a perder gobiernos estatales (gráfica 4.1). Al momento de la al-
ternancia presidencial de 2000 no controlaba once gubernaturas, cuyos 
electores representaban el 44% del país.1

1	 Baja California (1989), Chihuahua (1992), Guanajuato (1995), Jalisco (1995), Dis-
trito Federal (1997), Nuevo León (1997), Querétaro (1997), Aguascalientes (1998), 
Tlaxcala (1998), Zacatecas (1998), Baja California Sur (1999) y Nayarit (1999).
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Fuente: Elaboración propia.

Grá�ca 4.1. Estados y electores gobernados por el PRI, 1988-2012.

En cuanto a la dimensión fiscal, desde que el pri perdió la mayo-
ría absoluta en la Cámara de Diputados (1997), han aumentado ince-
santemente las transferencias a estados y municipios, con el objetivo de 
construir coaliciones de apoyo legislativo a la agenda presidencial. En este 
proceso de descentralización, el presidente perdió cada vez mayor control 
del proceso presupuestario, en la medida en que los diputados se volvie-
ron más orientados a obtener más presupuesto para sus estados (Díaz-
Cayeros, 2004).

Hacia fines del siglo xx, el triunfo de partidos de oposición moti-
vó el reclamo de los gobernadores por una política de descentralización. 
Pese a la promesa de campaña de Vicente Fox por un nuevo federalismo, 
su implementación se limitó a cambios graduales y parciales, con altos 
niveles de discrecionalidad federal (Montero, 2001). El ascenso de nue-
vos gobiernos sin mayoría legislativa implicó que los gobernadores —es-
pecialmente los priistas— ganaran autonomía en la toma de decisiones 
en su estado y encontraran incentivos para desarrollar proyectos políti-
cos locales y personalistas. Por ello, la relación entre el poder central y los 
gobernadores se estableció sin mediación partidista y orientada por la 
definición del presupuesto (Hernández, 2008). De esta manera, a partir 
del proceso de democratización las transferencias a los estados definen 
la relación entre el presidente y los gobiernos estatales (Flamand, 2006).
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PRI 
22% 

PAN 
42% 

PRD 
26% 

PVEM 
3% 

CONV 
3% 

PT 
2% 

PANAL 
2% 

LX Legislatura (2006-2009)

PRI 
47% 

PAN 
29% 

PRD 
14% 

PVEM 
4% 

CONV 
1% 

PT 
3% 

PANAL 
2% 

LXI Legislatura (2009-2012) 

Fuente: Elaboración propia con datos de la Cámara de Diputados.

Grá�ca 4.2. Composición de la Cámara de Diputados federal, 2006-2012.

En este contexto, el sexenio de Felipe Calderón es relevante porque 
el oficialismo no controlaba gran parte de los gobiernos estatales ni tuvo 
mayoría relativa en el Congreso. Además, necesitó la colaboración estre-
cha de los gobernadores para implementar una de las políticas más con-
trovertidas de los últimos años: la guerra contra el narcotráfico. Durante 
su gestión, 24 de 32 unidades políticas subnacionales —el 75% del to-
tal—, estuvieron gobernadas por partidos de oposición, principalmente 
por el pri. 

De igual modo, en la Cámara de Senadores el oficialismo nacional 
controló solo el 41% de las bancas, mientras que en la Cámara de Di-
putados osciló entre un 42% para la primera legislatura (2006-2009) y 
apenas 29% para la segunda (2009-2012). En esta última, además, el pri 
obtuvo la mayoría con un 47% de bancas, logrando la presidencia de la 
Cámara en 2010.

La segunda mitad del mandato de Calderón es formalmente un go-
bierno dividido, aunque en todo el periodo requirió movilizar apoyos de 
otros partidos para facilitar la agenda presidencial (gráfica 4.2). Esta si-
tuación incrementó los costos para sancionar legislación e implementar 
políticas públicas federales, lo que activó mecanismos de negociación e 
impulsó la cooperación para garantizar la gobernabilidad.
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En una observación general de la Cámara de Diputados del periodo 
2006-2012, casi el 60% de la legislación que llegó al plenario fue votada 
por acuerdo de los tres principales partidos. Dentro de las votaciones en 
disidencia, la coalición legislativa pan-pri fue la dominante. Estos dos 
partidos en conjunto aprobaron el 35% de la legislación —cerca del 85% 
de las votaciones con disidencias—, y no hubo cambios significativos en-
tre la primera y la segunda legislatura del sexenio.2

Ahora bien, un cambio importante en el periodo se observa en el 
comportamiento del prd. Entre la lx y la lxi legislaturas, aumentó sig-
nificativamente el faccionalismo de los legisladores perredistas, que co-
menzaron a sumarse a la coalición legislativa de pan y pri. En la primera 
legislatura, la proporción de diputados indisciplinados del prd que parti-
ciparon de la coalición dominante era del 5%, mientras que en la segunda 
aumentó al 27%.  ¿Cómo fue posible la colaboración? ¿Cuánto influyeron 
los gobernadores perredistas en la construcción de apoyos legislativos? Y 
más en general, ¿cómo presidentes minoritarios forman y mantienen coa-
liciones legislativas y logran apoyos a las políticas federales? Como una 
respuesta provisoria a estas preguntas, se explora información cualitativa 
basada en el juicio de expertos.

Distribución de recursos federales y construcción de apoyos 

Para conocer qué gobernadores colaboraron más en la construcción de 
la gobernabilidad del periodo, en qué medida cooperaron y cuánto coti-
zaron su apoyo en términos de recursos para su estado, se utilizan datos 
de la “Encuesta a expertos en política estatal en México, 2001-2012”. 

La Eepemex (2014) ofrece información cualitativa que permite com-
parar sistemáticamente a todas las unidades subnacionales del mismo 
país en el periodo. Y aunque el juicio subjetivo de expertos no reempla-

2	 Los datos se han calculado a partir de dos muestras aleatorias simples de los asuntos 
votados en el primer año de cada legislatura, con un nivel de confianza de 95% y un 
margen de error de +/- 5%. En total se consideraron 142 votaciones. Una coalición 
legislativa se compone de todos los bloques que votan la propuesta ganadora tomando 
como referencia la participación de un partido cuando más del 50% de los diputados 
del bloque apoya la iniciativa. Los resultados y la metodología son consistentes con las 
investigaciones de Casar (2008, 2013).
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za al análisis de datos objetivos sobre la distribución de transferencias 
federales discrecionales, constituye una aproximación, imperfecta pero 
válida, a una información que no se desprende automáticamente de la 
cantidad y el concepto de las transferencias discrecionales: la orientación 
estratégica en la asignación y obtención de recursos.

La Eepemex consultó a 234 investigadores, entre otros temas, sobre 
la efectividad de 31 gobernadores3 para obtener recursos discrecionales 
del gobierno federal.4 Las opciones de respuesta van de 0 a 4, donde 0 es 
nada exitoso y 4 muy exitoso. Para resumir la información del juicio de 
expertos se utiliza la mediana de las respuestas para cada estado.

La variable capacidad del gobernador para obtener recursos discreciona-
les toma valores entre 0 y 4, y tiene una media de 1.33. El mínimo punta-
je obtenido es 0 —para los gobernadores Ulises Ruiz Ortiz de Oaxaca, 
Leonel Godoy Rangel de Michoacán, Andrés Granier Melo de Tabasco 
e Ivonne Ortega Pacheco de Yucatán—, y el máximo valor es 2.5 —para 
el gobernador del Estado de México, Enrique Peña Nieto.

Con esta información se evalúa si, a juicio de los expertos, la distri-
bución de fondos discrecionales sigue un patrón partidista. Si fuera así, 
los ocho gobernadores panistas deberían tener un puntaje promedio más 
alto que el resto en su capacidad de obtener recursos discrecionales. Me-
diante una prueba de hipótesis se observa que el puntaje medio de los 
gobernadores del pan es de 1.5, mientras que la del resto de los gober-
nadores es de 1.26. No obstante, esta diferencia no es estadísticamente 
significativa, por lo que no puede afirmarse que los gobernadores oficia-
listas hayan sido sistemáticamente más eficaces que otros en conseguir 
este tipo de recursos (cuadro 4.1).

De acuerdo con la literatura precedente sobre el caso, algunas hipó-
tesis alternativas para explicar la distribución de recursos discrecionales 
pueden ser la importancia electoral del estado, el poder del gobernador 
en la Cámara de Diputados federal o el apoyo legislativo y de gobierno 
del gobernador al presidente. Hipotéticamente, los gobernadores con es-

3	 Con excepción de Baja California, donde se consultó por el periodo correspondiente 
al sexenio de Vicente Fox.

4	 La pregunta seleccionada es la P77 del cuestionario de la Eepemex (2014): Además de 
los fondos federales que le llegan automáticamente, los gobernadores generalmente intentan 
obtener fondos discrecionales del gobierno nacional ¿Qué tan exitoso fue el gobernador en 
obtener este tipo de fondos para el estado durante su periodo de gobierno? 

PoderesDemocracias.indd   123 22/11/16   2:39 p.m.

© Flacso México



124 125

Alfredo Rafael Busmail, Juan Andrés Miño

Cuadro 4.1. Prueba de hipótesis para diferencia de medias de captación 
de recursos discrecionales de la federación

Obs. Recursos
discrecionales

Error. Est. Desv. Est. IC 95%

Gobernadores 
PAN

8 1.5 0.1889 0.5345 1.0531 1.9469

Gobernadores 
PRI y PRD

23 1.2609 0.1599 0.7668 0.9293 1.5924

Combinado 31 1.3226 0.1281 0.7135 1.0608 1.5843

H0: g1-g2 ≠0 Pr(|T| > |t|) = 0.4235

H0: g1-g2 > 0 Pr(T > t) = 0.2118

Fuente: Elaboración propia. 

tados más grandes y desarrollados o con más diputados de su mismo 
partido en el Congreso pueden tener mayor capacidad de cabildeo y lo-
grar más recursos para su estado.

En el mismo sentido, el respaldo del gobernador a las políticas del 
presidente en su estado o en el Congreso de la Unión —con indepen-
dencia del partido— podría mejorar la capacidad para obtener recursos 
federales. Para evaluar el respaldo del gobernador se utilizó la pregunta 
de la Eepemex: ¿Cuánto apoyo político diría usted que el gobernador le brin-
dó al presidente Felipe Calderón (legislativo, electoral, discursivo, en su par-
tido, etc.)?, cuyas opciones de respuesta van de 0 a 4, donde 0 es nada y 4 
es mucho. En términos generales, los gobernadores apoyaron bastante la 
gestión del presidente. El valor medio es de 2.39. Esta medida varía en 
promedio 0.97, con un mínimo de 1 y un máximo de 4.

En el cuadro 4.2 se evalúa mediante un análisis de correlación si los 
recursos discrecionales que reciben los estados están asociados con el 
apoyo de los gobernadores, la importancia electoral del pan, la magnitud 
del estado o el poder del gobernador en la legislatura federal.

De las cuatro variables probadas, la única que tiene significancia es-
tadística es el nivel de apoyo del gobernador al presidente. En una escala  
de valores entre -1 y 1, la correlación es positiva y significativa para un 
nivel de p<0.01. A medida que aumenta el apoyo del gobernador al pre-
sidente, lo hace proporcionalmente el nivel de recursos discrecionales 
obtenidos. Según el juicio de expertos, el gobernador que recibió más 
fondos discrecionales de la federación fue Enrique Peña Nieto (pri) del 
Estado de México, seguido por los panistas Juan Manuel Oliva Ramí-

PoderesDemocracias.indd   124 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



125

4. Estrategias partidistas y cooperación entre niveles de gobierno

Cuadro 4.2. Recursos discrecionales recibidos (rdr)

RDRa

Apoyoa 0.5485***

Importancia electoral del PAN en el estadob n/s

Importancia electoral del estado en el totalc n/s

Poder del gobernador en la Cámara de Diputados federald n/s

aSegún juicios de expertos de la Eepemex (2014); bVoto rezagado del PAN en la última elección a gober-
nador; cProporción de electores del estado en el total del país; dCantidad de diputados del partido del 
gobernador sobre el total de la Cámara.

*** Significativo a un nivel de p<0.01

Fuente: Elaboración propia.

rez (Guanajuato), Emilio González Márquez ( Jalisco), Marco Adame 
Castillo (Morelos), Héctor Ortiz Ortiz (Tlaxcala); los perredistas Nar-
ciso Agúndez Montaño (Baja California Sur), Juan Sabines Guerrero 
(Chiapas), Amalia García (Zacatecas); y los priistas Humberto Moreira 
(Coahuila), Ismael Hernández Deras (Durango), Miguel Ángel Osorio 
Chong (Hidalgo), José González Parás (Nuevo León), Eugenio Hernán-
dez Flores (Tamaulipas) y Fidel Herrera Beltrán (Veracruz).

Un caso destacado es el de Amalia García en Zacatecas, quien —junto  
a Narciso Agúndez Montaño— fue una de las primeras dirigentes perre-
distas en reconocer la legitimidad del presidente. En los primeros meses 
de 2007 incluso respaldó públicamente una propuesta de ley de Calde-
rón (“Considera Amalia García”, 2007) y poco después se sumó a una 
gira por Estados Unidos (“Señalan que críticos de Zavaleta”, 2008). Al 
finalizar su mandato, el presidente la destacó por su actitud colaborativa 
(“Despide Calderón”, 2010) y la calificó como una “mujer superpoderosa” 
(“Amalia García”, 2010).

En el caso de Morelos, la relación entre el gobernador Adame Casti-
llo y el presidente Calderón estaba contenida por el propio partido. Am-
bos mandatarios pertenecían al pan y tuvieron una excelente relación, de 
reconocimiento mutuo, destacado por ambos ejecutivos en los medios  
de comunicación (“Reconoce Adame”, 2012; “Reconoce el presidente”, 
2012; “Respalda Marco Adame”, 2012). Pero también gobernadores de 
otros partidos tuvieron un trato preferencial con el presidente en este pe-
riodo. Tal es el caso de los gobernadores perredistas Sabines (Chiapas) y 
Agúndez Montaño (Baja California Sur). 
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El gobernador Sabines cargó de elogios al mandatario federal, lle-
gando incluso a actos simbólicos como ponerle el nombre del presidente 
a un bulevar, para luego cambiarlo por el del padre de Calderón, u ho-
menajear con un busto al fallecido secretario de la Gobernación del eje-
cutivo nacional (“Bulevar lleva nombre”, 2012). Agúndez Montaño, por 
su parte, fue uno de los primeros gobernadores del prd en reconocer a 
Felipe Calderón como presidente, luego del conflicto entre su partido y 
el pan que había llevado a la izquierda a desconocer la figura presiden-
cial y declarar a Andrés Manuel López Obrador “presidente legítimo de 
México”. Gracias a ello el estado recibió grandes beneficios por parte de la  
federación. Esta relación, sin embargo, se deterioró y giró hacia la ene-
mistad a partir del desagrado presidencial ante el intento del mandatario 
estatal de acercarse al pri (“Narciso Agúndez Montaño”, 2010; “Recono-
ce nam”, 2010).

Por otra parte, entre los gobernadores menos exitosos en captar 
transferencias discrecionales estuvieron Ulises Ruiz Ortiz (pri) de Oaxa- 
ca, Leonel Godoy Rangel (prd) de Michoacán, Andrés Granier Melo 
(pri) de Tabasco e Ivonne Ortega Pacheco (pri) de Yucatán (gráfica 4.3).

Existen igualmente gobernadores oficialistas poco exitosos en la cap-
tación de los recursos de la federación, como los panistas Reynoso Femat 
(Aguascalientes) y De los Santos (San Luis Potosí). En el primer caso, 
a juicio de los expertos, si bien se recibieron pocos recursos, también se 
brindó poco apoyo al presidente. Esto se explica porque la relación entre 
Reynoso Femat y Calderón destacó por el enfrentamiento y la oposición 
interna, lo que incluso llegó a acusaciones públicas al gobernador por 
apoyar a un candidato del pri para que el oficialismo perdiera las siguien-
tes elecciones y a intentar expulsar al mandatario del partido acusándo-
lo de traición (“Calderón se metió muy fuerte”, 2010; “El pan expulsa al 
Gobernador”, 2010). Esta situación de relativo equilibrio entre el conflic-
to y el pago entre los niveles es diferente en el caso de De los Santos. El 
gobernador de San Luis Potosí brindó un nivel de apoyo moderado, pero 
obtuvo menos retribución.5

5	 Si bien la inversión federal en el gobierno de De los Santos se encontraba por encima 
de la media nacional, y fue más alta que los fondos recibidos por la siguiente adminis-
tración, a manos del pri (“Felipe Calderón olvidó”, 2012).
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Fuente:  Elaboración propia con datos de la Eepemex (2014).

Grá�ca 4.3. Recursos - apoyos.

Ahora bien, algunos gobernadores fueron más eficientes que otros 
en obtener recursos discrecionales del ámbito federal para distintos nive-
les de apoyo a la gestión presidencial. Para evaluar esta relación se estima 
la diferencia entre el nivel observado de recursos que a juicio de los exper-
tos recibió el estado y el nivel de fondos explicados por el apoyo que el go-
bernador brindó al presidente. Los valores superiores a cero indican que 
el gobernador logró más recursos para su estado que los compromisos 
asumidos con el presidente, mientras valores por debajo de cero mues-
tran que los gobernadores apoyaron más al presidente que los fondos que 
recibieron. Matemáticamente se calcula como:

Eficiencia = Recursosi - (β0 + β1Apoyoi)

Donde Recursosi es el nivel de fondos obtenidos discrecionalmente 
por el gobernador i según el juicio de expertos, β0 es un valor constante 
para todos los estados obtenido mediante un modelo de regresión lineal 
y β1Apoyoi  es el coeficiente multiplicado por el valor de apoyo político 
del gobernador del estado i al presidente Felipe Calderón. La gráfica 4.4 
muestra los resultados que expresan qué tanto los gobernadores cotiza-
ron su apoyo.

Entre los gobernadores más eficientes en adquirir recursos federales 
—dado su nivel de apoyo— se encuentran los priistas Humberto Mo-
reira (Coahuila) y Enrique Peña Nieto (Estado de México). Ambos se 
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COA: H. Moreira (PRI) 
MEX: E. Peña (PRI) 
JAL: E. González (PAN) 
TLAX: H. Ortiz (PAN) 
DGO: I. Hernández (PRI) 
HGO: M. Osorio (PRI) 
NL: J. N. González (PRI) 
TAMPS: E. Hernádez (PRI) 
VER: F. Herrera (PRI) 
AGS: J.A Reynoso (PAN)
DF: M. Ebrard (PRD) 
SIN: J. Aguilar (PRI) 
BCS: N. Agúndez (PRD) 
CHIS: J. Sabines (PRD) 
GTO: J. M. Oliva (PAN) 
ZAC: A. García (PRD) 
COL: J. S. Cavazos (PRI) 
NAY: N. González (PRI) 
CAMP: J. C. Hurtado (PRI) 
CHIH: J. R. Baeza (PRI) 
GRO: Z. Torreblanca (PRD) 
QROO: F. González (PRI) 
SLP: M. de los Santos (PAN) 
SON: E. Bours (PRI) 
QTO: F. Garrido (PAN)
PUE: M. Marín (PRI) 
TAB: A. Granier (PRI) 
MOR: M. Adame (PAN) 
MICH:  L. Godoy (PRD) 
OAX: U. Ruiz (PRI) 
YUC: I. Ortega (PRI) 

Fuente:  Elaboración propia con datos de Eepemex (2014).

Grá�ca 4.4. E�ciencia del gobernador en conseguir recursos discrecionales federales.

ubican a más de dos desviaciones estándar de la media de los gobernado-
res. Peña Nieto, además, fue el gobernador que más recursos logró para 
su estado. Estos resultados pueden reflejar el rol político de cada uno de 
los mandatarios. Moreira tomó licencia en 2011 para asumir la presiden-
cia nacional del pri (“Exhibirá Moreira”, 2011), en tanto Peña Nieto ya 
desde 2010 era considerado como el “presidente inevitable” en la gestión 
que seguiría (“Felipe Calderón olvidó”, 2010), por su liderazgo partidario 
y sus posibilidades de victoria, lo que hizo retornar al pri al centro del 
sistema político. Asimismo, el Estado de México tenía el contingente le-
gislativo más numeroso en la Cámara de Diputados.

La gobernadora de Yucatán, Ivonne Ortega Pacheco, fue la manda-
taria con menor eficiencia dado su nivel de apoyo, y se ubicó a dos des-
viaciones estándar por debajo de la media. Entre los gobernadores del 
pan, los más beneficiados durante el periodo de Calderón fueron Emi-
lio González Márquez, de Jalisco, y Héctor Ortiz Ortiz, de Tlaxcala. Los 
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panistas con menor rendimiento fueron Marco Adame Castillo, gober-
nador de Morelos, y Francisco Garrido, de Querétaro.

Del análisis anterior se desprende que no existe una relación entre 
la filiación partidista, la distribución de recursos discrecionales y el apo-
yo al presidente en México. Tampoco puede afirmarse que sistemática-
mente los estados más grandes y con mayor cantidad de diputados en el 
Congreso federal hayan logrado obtener más recursos. En definitiva, las 
estrategias de los distintos gobernadores varían.

En el caso del pri, los gobernadores más exitosos en captar recursos 
cumplieron roles políticos partidistas nacionales. Humberto Moreira y 
especialmente Enrique Peña Nieto lograron orientar las ventajas de su 
posición hacia beneficios para sus estados y proyectos políticos. Un caso 
evidente es el pacto entre el gobierno y el pri para no realizar alianzas 
con el prd en el Estado de México a cambio de aprobar la Ley de Presu-
puesto 2010 (“Nava admite”, 2010; “Sí acordé con el pri”, 2010). Por el 
contrario, los gobernadores perredistas con mejor relación con el presi-
dente fueron los que desafiaron la posición de la élite nacional y recono-
cieron prontamente la autoridad del presidente Felipe Calderón. En este 
caso se encuentran los mandatarios Amalia García y Narciso Agúndez 
Montaño. Particularmente en el caso del prd, la divergencia entre la pos-
tura intransigente del partido nacional y la responsabilidad de gestión de 
los gobernadores puede llevar a que aumenten el faccionalismo y los cos-
tos para producir disciplina partidaria en el Congreso federal.

Conclusiones

¿Cómo construyen y mantienen coaliciones legislativas y apoyos a las 
políticas federales, presidentes que carecen de alineamiento partidista 
de los gobernadores y de mayorías en el Congreso? El capítulo analizó la 
cooperación entre Felipe Calderón Hinojosa y los gobernadores mexi-
canos entre 2006 y 2012, y ha señalado factores dinámicos como la dis-
tribución estratégica de recursos discrecionales. Para ello se utilizaron 
datos de la “Encuesta a expertos en política estatal en México”.

El capítulo ha evaluado en particular si en la distribución de recursos 
existe un efecto del partidismo. La revisión de la literatura mostró que el 
alineamiento partidista es un factor estratégico considerado en el estudio 
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de las relaciones entre gobiernos, pero que sus efectos están mediados 
por variables como la política interna del partido, la fortaleza de los líde-
res locales o la debilidad presidencial en el Congreso federal. 

El análisis de la información mostró qué gobernadores recibieron 
más recursos federales a cambio de apoyo al presidente, quiénes fueron los  
que más cooperaron con el ejecutivo nacional y qué tanto cotizaron su 
apoyo, evaluando si el mismo estuvo condicionado por la cantidad de re-
cursos federales recibidos, según el juicio de expertos. 

Se sugirió que el nivel de recursos discrecionales que reciben los esta-
dos no está asociado con el partido del gobernador, ni con la importancia 
electoral del pan en el estado, la magnitud electoral del mismo, o el poder 
del gobernador en la legislatura federal. Por el contrario, su caudal está 
sujeto al apoyo que el mandatario estatal prestó al presidente. Se expuso 
que, entre los gobernadores priistas, los más exitosos en captar recursos 
discrecionales fueron aquellos que cumplieron un papel importante en el 
partido en el nivel nacional. Su posición les permitió, desde la negocia-
ción interpartidista, orientar recursos hacia su estado. 

En tanto que entre los gobernadores del prd los más exitosos fue-
ron los que tempranamente reconocieron la figura presidencial de Calde-
rón, frente a la posición oficial del partido de desconocer su legitimidad y 
nombrar mandatario legítimo a Andrés Manuel López Obrador. Se pro-
puso que esta situación puede haber tenido efectos en el faccionalismo y 
la indisciplina en el Congreso federal porque enfrenta la preferencia de la 
élite nacional del partido con las necesidades de gestión de los ejecutivos 
estatales. Una agenda de investigación futura podría explorar con mayor 
detalle esta vía.

Finalmente, el tratamiento de juicios de expertos no reemplaza un 
análisis de datos objetivos sobre la distribución real de fondos federales 
discrecionales. Por el contrario, se propuso como una solución provisoria 
al problema de la motivación estratégica de la asignación. En este sentido, 
otra línea de investigación debería evaluar si la relación entre captación 
de transferencias discrecionales y apoyo al presidente se sostiene median-
te pruebas con un mayor número de observaciones, que controlen fac-
tores parroquiales y coyunturales a partir de datos objetivos, y en series 
temporales y espaciales más amplias.
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5. Gobernadores proactivos y legislaturas reactivas. 
Una comparación entre el juicio de los expertos y el 
comportamiento legislativo
Álvaro F. López Lara*

Pese a la difusión del pluralismo legislativo, los Congresos estatales 
en México son percibidos como instancias reactivas y subordinadas al 
poder de los gobernadores. Su efectividad para ejercer el contrapeso y el 
control del Ejecutivo ha sido puesta en duda por los observadores de la 
política local que comparten la idea de que la transición democrática en 
los estados ha dado lugar a una colección de mini presidencialismos. Las 
evaluaciones concuerdan en que la división horizontal de los poderes 
en los estados es un mito político más que una práctica constitucional y 
política cotidiana (Alvarado, 1996: 40), ya que las constituciones locales 
tienden a ser más presidencialistas de lo que se observa a nivel nacional. 
En suma, la opinión más difundida es que los pesos y contrapesos en los 
estados son bastante débiles (Olvera, 2010), pues los gobernadores de-
tentan el monopolio del poder que les permite controlar a los poderes 
legislativo y judicial.1

*	 Profesor investigador, Universidad Autónoma Metropolitana-Xochimilco. Miembro 
del Sistema Nacional de Investigadores del Conacyt.

1	 Una síntesis de este tipo de opiniones se encuentra en un ensayo publicado por Deme-
trio Sodi en el cual sostiene que: “La gran mayoría de los gobernadores tiene el mono-
polio del poder, controlan sus congresos a través de dádivas a legisladores y partidos, 
a los magistrados de los tribunales de justicia por la facultad que tiene para decidir su 
reelección, a los presidentes municipales a través del presupuesto, a las comisiones de 
derechos humanos y transparencia por el nombramiento de sus titulares, a los medios 
de comunicación locales a través de sobornos o amenazas. Los gobernadores tienen el 
control total del ejercicio del gasto público sin supervisión de nadie, ni de la Federación 
ni de los congresos locales” (Sodi, 2007).
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Paradójicamente, en las primeras fases de la democratización, las 
perspectivas eran más optimistas, ya que la formación de gobiernos divi-
didos y en general el incremento del pluralismo legislativo fueron vistos 
como la expresión de nuevos esquemas de cogobierno (Ward y Rodríguez,  
1999; Lujambio, 2000) e incluso como un incipiente y precario proce-
so de institucionalización que gradualmente traería mayor autonomía, 
capacidad institucional, así como una redistribución interna del poder 
en los Congresos (Beer, 2001; Lujambio, 2004). Sin embargo, a medi-
da que la democratización avanzó en los estados, creció el desencanto 
con sus resultados y efectos, pues aunque diversas entidades federati-
vas experimentaron distintos esquemas de gobierno dividido, la imagen 
prevaleciente es que los gobernadores —bajo gobiernos divididos o uni-
ficados— han sido los actores dominantes en la fijación de la agenda y 
siguen siendo, como durante el régimen autoritario, los supremos legis-
ladores en los estados.

Desafortunadamente, contamos con escasa evidencia empírica para 
refutar o confirmar globalmente estas evaluaciones, pues el nivel del co-
nocimiento sobre los Congresos estatales en México sigue siendo tan in-
cipiente, como lo es la evolución de su vida institucional. Los estudios 
académicos aún carecen de un conjunto de “generalizaciones empíricas” 
que permitan hacer comparaciones e inferencias acerca de la capacidad 
de las legislaturas locales para influir en la agenda, controlar y supervisar 
al Ejecutivo y fungir como instancias representativas. Aunque existen al-
gunos estudios comparativos sobre la transparencia legislativa (Puente, 
2011), las coaliciones (López, 2007) y la producción legislativa (Patrón y 
Pérez, 2012) en los Congresos estatales, una buena parte de lo que sabe-
mos proviene de estudios de caso o descripciones densas sobre la política 
legislativa local, que si bien han contribuido a mejorar nuestro conoci-
miento sobre los Congresos estatales no logran esclarecer de manera sis-
temática y comparativa cuál es su papel en la formulación de políticas, ni 
las variaciones en su grado de efectividad para influir en la agenda legis-
lativa y controlar al poder ejecutivo estatal.2

2	 En un exhaustivo balance acerca el estado del conocimiento sobre los Congresos lo-
cales en México, Reveles (2011: 17) constató la escasez de publicaciones académicas 
dedicadas al tema, además de los 38 estudios publicados, 14 eran estudios de caso y 
15 consistían en estudios comparativos que tomaron más de dos Congresos como ca-
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De ahí que este trabajo se proponga contribuir al estudio compara-
tivo del desempeño de los gobernadores y los Congresos estatales en la 
formulación de políticas. A partir de una comparación entre las evalua-
ciones de los expertos  y un conjunto de datos sobre el proceso legislati-
vo, se analizarán las percepciones sobre las relaciones ejecutivo-legislativo 
con el fin de determinar si los juicios de los expertos sobre el papel proac-
tivo del ejecutivo y el papel reactivo de las legislaturas, son consistentes 
con el comportamiento observado en el proceso decisional de los Con-
gresos estatales. Se argumenta que la validez de las opiniones de expertos 
es proporcional a su congruencia con los datos sobre la actividad legisla-
tiva, pero a su vez, se asume que la contrastación resulta útil para poner a 
prueba la consistencia y objetividad de ciertas mediciones basadas en da-
tos estandarizados sobre la actividad legislativa. 

El análisis se centrará en las siguientes cuestiones: ¿qué tanto influ-
yen las legislaturas estatales en el proceso decisional?, ¿cuántas propues-
tas del ejecutivo pasan intactas y cuántas son enmendadas o rechazadas 
por los Congresos estatales?, ¿cuál es el grado de coherencia y solidez del 
juicio experto sobre el poder de los gobernadores y los Congresos estata-
les en el proceso legislativo? A fin de responder a estas preguntas la com-
paración se centrará en dos niveles. Por un lado, se trata de comparar las 
evaluaciones de los expertos de cada entidad acerca del poder de los go-
bernadores para controlar la agenda y obtener apoyo legislativo. Se inten-
ta demostrar que las opiniones de los expertos son una valiosa fuente de 
información que complementan los análisis convencionales que se enfo-
can en la medición de los poderes formales y en el proceso decisional de 
las legislaturas. Por otro, se realizará una especie de contrastación intersub-
jetiva entre el juicio de los expertos y los datos sobre el proceso legislativo 
para demostrar que aunque en este último los gobernadores son perci-
bidos como los actores dominantes, también existe variación en las eva-
luaciones sobre la capacidad reactiva de las legislaturas para condicionar, 
enmendar o rechazar las propuestas del ejecutivo (Cox y Morgenstern, 
2001), y que dichas evaluaciones muestran cierto nivel de congruencia 
con los datos sobre la capacidad de enmienda de los Congresos estatales.

sos de análisis. El resto de los estudios se enfocaban en la normatividad vigente y unos 
cuantos adoptaban una perspectiva general. 
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El poder legislativo de los gobernadores

Los estudios que han analizado el papel de los gobernadores como legis-
ladores y la capacidad de las legislaturas estatales para limitar y fiscali-
zar su poder se refieren primordialmente al contexto del sistema federal 
estadounidense. Las investigaciones pioneras se dedicaron a comparar 
y medir los poderes formales de los gobernadores mediante la elabora-
ción de índices (Schlesinger, 1965; Dometrius, 1979, 1987) en los que 
agregaron dimensiones relacionadas con el poder derivado del manda-
to, el poder sobre el presupuesto, el poder de veto y el poder para hacer 
nombramientos. Por su parte, Beyle (2004) desarrolló un índice en el 
que además de las dimensiones contempladas en el índice de poderes 
formales de Schlesinger (1965), incluyó indicadores sobre las diferen-
cias en la autoridad presupuestaria del legislativo y la fuerza del partido 
político en la legislatura estatal.

Desde otra perspectiva, McCally (1966: 925) analizó los factores 
que incidían en la capacidad del gobernador para controlar a su partido 
en la legislatura; comparó las variaciones en el poder del gobernador para 
cohesionar a los legisladores y su grado de éxito legislativo. En un traba-
jo posterior, Morehouse (1996: 362) analizó el vínculo entre la coalición 
electoral del gobernador y la coalición de gobierno dentro de la legisla-
tura, bajo el supuesto de que el apoyo hacia el gobernador se asociaba al 
grado de efectividad en la arena electoral; así a mayor éxito electoral del 
partido gubernamental, mayor sería la votación partidista y la cohesión.3 

Según Morehouse (1996: 365), un gobernador con amplio apoyo y que 
es el líder efectivo de su partido puede seguir una estrategia partidista en 
la fijación de la agenda, haciendo propuestas cercanas a sus preferencias 
y sin hacer concesiones a la oposición. Para la oposición, el costo de votar 
en contra de las medidas del gobernador crece a medida que el goberna-
dor se afianza como un dirigente políticamente fuerte y goza de un am-
plio apoyo.

3	 A partir del análisis de la votación legislativa sobre los proyectos de los gobernado-
res de diez estados, Morehouse (1996: 369) encontró que en los estados con gobier-
no unificado había una alta coherencia entre el programa legislativo y las promesas de 
campaña; si la fuerza del partido no se ve mermada en las elecciones primarias, el go-
bernador es capaz de conseguir el apoyo de todos o la mayoría de los miembros del 
partido legislativo para aprobar el programa.
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En resumen, los hallazgos de la literatura comparada sobre goberna-
dores y legislaturas en el federalismo estadounidense revelaron que aque-
llos, a través de sus poderes legislativos, el poder partidario y el manejo de 
la agenda legislativa, normalmente juegan un papel más relevante del que 
suele jugar el presidente ante el Congreso federal, ya que en las legislatu-
ras estatales las sesiones son poco frecuentes, la antigüedad y experiencia 
de los legisladores es limitada, así como lo es su influencia y prestigio. En 
consecuencia, mientras la orientación de los legisladores es parroquial, la 
orientación legislativa del gobernador busca satisfacer a sus electores a 
nivel estatal, por lo cual ejerce un mayor grado de control sobre su parti-
do al momento de decidir si una medida legislativa es aprobada, modifi-
cada o rechazada.

Gobernadores proactivos, legislaturas reactivas

Si bien los hallazgos provenientes de esta literatura ofrecen pistas inte-
resantes para la investigación sobre las relaciones ejecutivo-legislativo a 
nivel subnacional, es imposible aplicarlos sin atender las características 
del contexto nacional. En ese sentido, los estudios sobre gobernadores 
en los países federales de América Latina (González, 2013) han mostra-
do que los ejecutivos estatales disfrutan de un mayor grado de poder que 
sus contrapartes estadounidenses y que dicha supremacía se explica por 
la combinación de tres dimensiones: i) poderes institucionales, que con-
tienen el poder asociado a la duración del cargo, el poder de establecer la 
agenda, los poderes para iniciar legislación y el poder de veto;  ii) poder  
partidario, que incluye la cuota de apoyo electoral del gobernador y el ta-
maño del contingente legislativo, y iii) la influencia que ejercen sobre la 
política nacional, a través de su partido o mediante la coordinación con 
otros gobernadores.

En particular, uno de los aspectos que incrementa el poder de los 
gobernadores en los países federales de América latina es el conjunto 
de facultades formales para iniciar legislación en diversas áreas o el de-
recho de iniciar legislación de manera exclusiva, así como la capacidad 
para controlar a la legislatura. Dichos poderes formales tienen importan-
cia, ya que al igual que los presidentes, los gobernadores tienen un papel  
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proactivo frente a las legislaturas que predominantemente responden a 
un patrón de comportamiento reactivo. 

Este argumento fue expuesto en un ensayo seminal —escrito hace 
más de una década— en el que Cox y Morgenstern (2001) cuestionaron 
los enfoques más convencionales para medir la influencia de las legisla-
turas. Su contribución se basó en la premisa de que el funcionamien-
to de las legislaturas en América Latina corresponde a una modalidad 
reactiva, lo cual implica que aunque el poder ejecutivo es el actor central 
del proceso legislativo, se ve obligado a anticipar las reacciones de los ac-
tores legislativos en previsión de un posible veto o de una discrepancia 
con el cambio propuesto. Bajo este razonamiento, la influencia de las le-
gislaturas no se basa en el ejercicio de poderes proactivos, consistentes en 
promover leyes y de fijar la agenda legislativa, sino en la capacidad de 
condicionar, enmendar o vetar las propuestas del ejecutivo (Cox y Mor-
genstern, 2001: 374). Así, el proceso decisional en las legislaturas se com-
pone de una serie de juegos bilaterales de naturaleza asimétrica, en donde 
el poder ejecutivo es el actor que propone más medidas a la consideración 
de la legislatura y adopta una estrategia óptima ante las posibles reaccio-
nes de los legisladores y el nivel de apoyo legislativo con el que cuenta.4

Al iniciar la secuencia del proceso legislativo, y siguiendo la “ley de las 
reacciones anticipadas”, el ejecutivo adapta su comportamiento a lo que 
juzga que son las preferencias y las previsibles reacciones de la mayoría de 
los legisladores. Puesto que la información sobre las preferencias de los 
legisladores es imperfecta, el ejecutivo variará su estrategia y táctica, así 
como el uso de sus facultades legislativas, según el tipo de mayorías que  

4	 El modelo de Cox y Morgenstern posee la cualidad de ser dinámico y captar la se-
cuencia del proceso legislativo en el que el ejecutivo como agente proactivo anticipa las 
reacciones de la legislatura, sin contar con información perfecta sobre las preferencias 
de los legisladores. El supuesto es que la estrategia y la táctica del ejecutivo, así como el 
uso de sus facultades legislativas, variarán si el tipo de legislatura es recalcitrante, ne-
gociadora, parroquial o subordinada. Ante una mayoría recalcitrante que rechaza to-
das sus propuestas, el ejecutivo reducirá su actividad como proponente de iniciativas 
de ley, mientras que ante una legislatura negociadora que se involucra en el proceso de 
construcción de acuerdos en torno a piezas legislativas, el ejecutivo tendrá que formar 
una coalición; en contraste, ante las mayorías subordinadas que aprueban cualquier 
propuesta, o frente a legisladores con orientación parroquial (que buscan favores o 
beneficios menores a cambio de aprobar un programa legislativo), el ejecutivo será un 
agente dominante.
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controlen la legislatura. Si el Congreso es controlado por una mayoría 
recalcitrante que rechaza todas sus propuestas, la opción del ejecutivo es 
reducir su actividad como proponente de leyes, o bien, si dispone de po-
deres de excepción, echará mano de ellos. Mientras que ante una legis-
latura negociadora, con capacidad de voz y voto, que se involucra en el  
proceso de construcción de acuerdos en torno a las piezas legislativas, 
el ejecutivo optará por una estrategia coalicional, en contraste, ante una 
mayoría subordinada que aprueba cualquier propuesta, será un ejecu-
tivo dominante, en tanto que si la legislatura tiene una orientación pa-
rroquial y además existe una alta fragmentación partidaria, optará por 
distribuir favores o beneficios menores a cambio de aprobar un progra-
ma legislativo. 

Ahora bien, si el ejecutivo controla la mayoría en la legislatura, pode-
mos considerar que hay un solo jugador con veto que también establece 
la agenda. Generalmente, en un régimen hegemónico el establecedor de 
la agenda no tiene restricciones en la selección de los resultados. En caso 
contrario, cuanto más fragmentación partidista haya en la legislatura y 
menor sea el tamaño del contingente de legisladores que apoya al ejecuti-
vo, aumentarán las restricciones en la selección de los resultados. 

Si bien las proposiciones de Cox y Morgenstern dieron lugar a una 
nueva perspectiva en los estudios comparados sobre las relaciones eje-
cutivo-legislativo —al rebasar los estrechos marcos de una comparación 
centrada en las facultades o poderes formales de cada rama de gobier-
no—, su contribución no ahondó lo suficiente en la construcción de in-
dicadores para medir el poder efectivo de los Congresos. Por ello resulta 
interesante la aportación de Jean Blondel (2006), quien se propuso iden-
tificar las variables clave para determinar cuánto varía, en profundidad y 
amplitud, la influencia específica de las legislaturas. Desde el punto de 
vista de Blondel, los estudios empíricos deberían medir el grado de parti-
cipación de la legislatura en el inicio de la legislación, así como su capaci-
dad para modificar o rechazar las propuestas gubernamentales y el modo 
en que los legisladores se involucran rutinariamente en la fiscalización 
del poder ejecutivo. Pero quizá el indicador más fiable del poder efectivo 
es la capacidad de innovación de la legislatura (Blondel, 2006: 20-22), en-
tendida como la disposición a introducir nuevas ideas en la agenda y en 
el debate parlamentario.
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Evidentemente, estas premisas metodológicas son más afines a los 
enfoques actuales que privilegian el estudio de las capacidades de las le-
gislaturas y su poder en el establecimiento de la agenda. Aunque la litera- 
tura reciente se ha concentrado en estudios comparados de nivel nacio-
nal, es necesario efectuar una reducción de la escala (Snyder, 2001), para 
entender la lógica de interacción entre los gobernadores y los legislativos 
subnacionales. A fin de cuentas, el poder de establecer la agenda está con-
dicionado por la organización legislativa y de manera particular por el 
efecto de las normas que guían el proceso y la estructura de la legislación 
(Scartascini, Spiller y Tommasi, 2011). Por ello es imprescindible iden-
tificar cómo está distribuido el poder de establecer la agenda, es decir, el 
poder  otorgado a los legisladores que les permite dirimir cuáles proyec-
tos de ley se tendrán en cuenta y bajo qué procedimientos logran influir 
más en los resultados legislativos. 

El juicio experto y la percepción de la influencia legislativa

Considerando lo anterior, cabe preguntarse qué puede aportar el método 
de encuesta a expertos al estudio de las relaciones ejecutivo-legislativo. 
Cuál es la validez del juicio de expertos para evaluar el comportamiento 
del ejecutivo y la capacidad de la legislatura. La ciencia política compa-
rada apenas ha comenzado a valorar el potencial de las encuestas entre 
expertos para estimar la influencia relativa de las ramas de gobierno,5 ya 

5	 La investigación de Malley (2007) sobre el poder de los primeros ministros en 22 de-
mocracias parlamentarias ofrece el ejemplo más claro sobre el uso de encuestas a ex-
pertos para comparar la influencia de los ejecutivos en el proceso decisional. A partir 
de un breve cuestionario, Malley (2007: 13) logró identificar las variaciones en el po-
der del primer ministro y ubicó en una escala a los primeros ministros en función de 
su grado de influencia para lograr que sus políticas preferidas fueran promulgadas 
dentro del parlamento. Algunas de las preguntas que integraron la encuesta a expertos 
se enfocaron a la capacidad de los primeros ministros para conseguir que sus políticas 
preferidas fueran aceptadas y aprobadas. Se les preguntó a los expertos “¿Qué influen-
cia cree usted que tiene el primer ministro del país (x) para conseguir que su/sus po-
líticas preferidas sean aceptadas y promulgadas? Para cada primer ministro, por favor 
indique sus puntos de vista sobre la escala de 1-9 donde ‘1’ significa que piensa que el 
primer ministro en particular tiene muy poco poder para influir en la política y ‘9’ sig-
nifica que usted piensa que el primer ministro ejerce más poder para conseguir que sus 
políticas preferidas sean aprobadas.”

PoderesDemocracias.indd   138 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



139

5. Gobernadores proactivos y legislaturas reactivas.

que las opiniones de aquellos son una valiosa fuente de información que 
complementa los análisis basados en la medición de los poderes forma-
les y en la efectividad del poder partidista dentro de la legislatura (Fish 
y Kroenig, 2009). Además, el juicio de los expertos refleja elementos del 
contexto local que condicionan las percepciones sobre la influencia rela-
tiva de las ramas del gobierno y su capacidad para proponer, aprobar y 
enmendar los proyectos considerados como más relevantes en la agenda 
legislativa.

Empero, el juicio experto no debe tomarse en forma a priori como 
un dato, pues sus percepciones pueden estar permeadas por informa-
ción parcial y mostrar sesgos producidos por al menos tres tipos de fac-
tores. En primer lugar, hay una diversidad de construcciones cognitivas 
del juicio experto, ya que ante preguntas relacionadas con los proyectos 
enviados a la legislatura y los proyectos enmendados, o sobre el grado de 
disciplina de los legisladores, los expertos pueden poner en juego muy 
diversos significados. Ya que siempre será un asunto controvertido de-
terminar qué significa que una ley sea importante, y qué es una enmien-
da o un cambio sustancial de un proyecto legislativo. En segundo lugar, 
dado que el concepto de influencia legislativa (Hall, 1992) suele asociarse 
a nociones como poder, control, eficiencia y éxito legislativo, es bastante 
controversial determinar cuál es la noción que permea el juicio de los ex-
pertos. Un problema adicional consiste en determinar si al atribuir cier-
to nivel de poder a la legislatura, los juicios se refieren a la influencia en 
la plenaria, la influencia en las comisiones o al ejercicio del control sobre 
el ejecutivo. En tercer lugar, diferentes expertos pueden juzgar diferentes 
dimensiones de la influencia legislativa, en diferentes puntos de tiempo. 
Un experto puede evaluar la influencia del gobernador sobre la legisla-
tura en la dimensión de la política X en el tiempo t, mientras que otro 
podría evaluar la influencia del gobernador en la dimensión Y en el mo-
mento t+ j. 

Por consiguiente, es necesario recurrir a un control de estas disonan-
cias mediante la contrastación entre el juicio de los expertos y los datos 
duros del proceso legislativo. Así, la validez de las opiniones de exper-
tos será proporcional a su congruencia con los datos sobre la actividad  

PoderesDemocracias.indd   139 22/11/16   2:39 p.m.

© Flacso México



140 141

Álvaro F. López Lara

legislativa.6 Lo relevante de este procedimiento es que pone en juego una 
suerte de contrastación intersubjetiva, ya que las opiniones de los expertos 
también pueden llegar a servir para probar la consistencia y objetividad de 
ciertas mediciones sobre la actividad legislativa. 

En lo que sigue, presento los resultados de un ejercicio de contrasta-
ción en el cual, basándonos en las opiniones de expertos reportadas en la 
Eepemex (Loza y Méndez, 2014) y en la sistematización de un conjunto 
de datos sobre la actividad legislativa de los Congresos estatales en Méxi-
co, se busca mostrar que existe un cierto grado de congruencia entre las 
opiniones de los expertos sobre la influencia legislativa del gobernador y 
la capacidad de enmienda de los legislativos estatales. Adicionalmente se 
busca demostrar que los enfoques basados en la medición de los pode-
res formales entre las ramas ejecutivo y legislativo son insuficientes para 
analizar el poder efectivo de los actores, y su capacidad para controlar la 
agenda en las legislaturas.

Los gobernadores como supremos legisladores

Durante la era de partido hegemónico, los gobernadores pertenecientes 
al Partido Revolucionario Institucional (pri) controlaban la agenda le-
gislativa al contar con el apoyo de mayorías cohesivas y disciplinadas en 
los Congresos estatales de México. Una serie de factores como el escaso 
pluralismo, el control absoluto del gobierno interno, el tamaño reduci-
do de las Cámaras y en general su debilidad institucional, relegaron a  
los Congresos a un rol subordinado e irrelevante, pues funcionaban 
como meras oficinas de trámites legislativos del gobernador. No obs-
tante, a partir de los años noventa esta situación comenzó a modificar-
se gracias al incremento del pluralismo, al crecimiento del tamaño de 
las asambleas y al cambio en la redistribución del poder interno en las 
asambleas (Lujambio, 2000; Beer, 2001). 

Las tendencias del pluralismo legislativo han mostrado oscilaciones 
importantes en la distribución del poder partidista. En la fase inicial de 

6	 Un procedimiento semejante fue utilizado por Patricia K. Freeman (2007) al compa-
rar el juicio de los expertos del staff de las comisiones, las opiniones de los legisladores 
y los datos del desempeño de las legislaturas estatales de Iowa y Wisconsin. 
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la democratización, entre 1997 y 2000, quince estados vivieron bajo go-
biernos divididos. En 2003 ningún partido detentaba la mayoría absolu-
ta en catorce Congresos estatales, mientras que en quince estados el pri 
controló la mayoría absoluta y el Partido Acción Nacional (pan) lo hizo 
en tres entidades. Después de las elecciones federales de medio térmi-
no del 2009, en las que diez estados celebraron elecciones concurrentes,  
la distribución del poder partidista y de la fuerza de la oposición legisla-
tiva presentaba algunas novedades interesantes. Como se muestra en el 
cuadro 5.1,  el pri gobernaba en 18 estados y en quince de ellos los go-
bernadores contaron con el respaldo de mayorías absolutas de su pro-
pio partido, bajo un esquema de gobierno unificado. Los gobernadores del 
pri tuvieron el respaldo de mayorías relativas en los Congresos de Chi-
huahua y Nuevo León, y únicamente en Sonora el gobernador Eduardo 
Bours experimentó las consecuencias de un gobierno dividido. 

En los estados gobernados por el pan, la integración del Congre-
so tendió hacia el bipartidismo en condiciones de gobierno sin mayoría 
donde el partido del gobernador contó solo con la mayoría relativa de 
su partido en la legislatura (Baja California, Querétaro, San Luis Poto-
sí y Tlaxcala), pero también los gobernadores del pan enfrentaron esce-
narios de gobierno dividido en los que el pri fue la primera fuerza en el 
Congreso local (Aguascalientes, Jalisco y Morelos), y solamente en Gua-
najuato el pan conservó el dominio mayoritario en el Congreso.

Por su parte, los gobernadores del Partido de la Revolución Demo-
crática (prd) solo contaron con mayorías relativas de su partido, pero 
acotadas por el pri que integró la segunda fuerza en el Congreso, en Baja 
California Sur, Chiapas, Guerrero y Zacatecas, lo cual demuestra que, 
con excepción de su claro dominio en la Asamblea Legislativa del Distri-
to Federal (aldf), el prd ha sido una fuerza parlamentaria marginal en 
el ámbito de las legislaturas locales.

De todo lo anterior, destaca un hecho inquietante. En el periodo 
2009-2010 el pri se mantenía como un partido dominante en una bue-
na parte de las asambleas locales e incluso en entidades donde el paisaje 
pluralista había adquirido claros contornos; el otrora partido hegemó-
nico constituía un factor de poder.  Solo en Chihuahua, Nuevo León y 
Sonora, los gobernadores del pri vieron acotado su poder por la presen-
cia del pan como segunda fuerza. En contraste, cuando el pan o el prd 
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Cuadro 5.1. Composición partidista e índice de oposición legislativa 
en los Congresos estatales de México  (Año 2009)

Estado Partido
gober-
nante

Partido
mayoritario

Diputados 
partido 
mayori-
tario (%)

Partido 
primera 
minoría

Diputados 
partido
1ª. minoría
(%)

Índice
oposición
legislativa*

Tipo de
gobierno

Aguascalientes PAN PRI 51.85 PAN 33.33 0.67 GD

Baja California PAN PAN 48.00 PRI 32.00 0.52 GSM

Baja California Sur PRD PRD 42.86 PRI-PAN 19.04 0.57 GSM

Campeche PRI PRI 51.4 PAN 40.00 0.51 GU

Coahuila PRI PRI 67.74 PAN 22.58 0.32 GU

Colima PRI PRI 56.00 PAN 28.00 0.44 GU

Chiapas PRD PRI 35.00 PRD 25.00 0.75 GSM

Chihuahua PRI PRI 45.45 PAN 36.36 0.55 GSM

D.F. PRD PRD 51.52 PAN 22.73 0.48 GU

Durango PRI PRI 56.67 PAN 26.67 0.43 GU

Guanajuato PAN PAN 61.11 PRI 22.22 0.39 GU

Guerrero PRD PRD 43.48 PRI 26.09 0.57 GSM

Hidalgo PRI PRI 63.33 PRD 13.33 0.37 GU

Jalisco PAN PRI 46.15 PAN 43.59 0.56 GD

Edomex PRI PRI 52.00 PAN 16.00 0.48 GU

Michoacán PRD PRD 35.00 PAN 30.00 0.65 GSM

Morelos PAN PRI 53.33 PAN 16.67 0.83 GD

Nayarit PRI PRI 53.33 PAN 20.00 0.47 GU

Nuevo León PRI PRI 47.62 PAN 40.48 0.52 GSM

Oaxaca PRI PRI 59.52 PRD 23.81 0.40 GU

Puebla PRI PRI 63.41 PAN 19.51 0.37 GU

Querétaro PAN PAN 40.00 PRI 36.00 0.60 GSM

Quintana Roo PRI PRI 56.00 PAN 20.00 0.44 GU

SLP PAN PAN 44.44 PRI 33.33 0.56 GSM

Sinaloa PRI PRI 60.00 PAN 35.00 0.40 GU

Sonora PRI PAN 42.42 PRI 36.36 0.64 GD

Tabasco PRI PRI 51.43 PRD 28.57 0.49 GU

Tamaulipas PRI PRI 59.38 PAN 25.00 0.41 GU

Tlaxcala PAN PAN 43.75 PRD 25.00 0.56 GSM

Veracruz PRI PRI 60.00 PAN 22.00 0.40 GU

Yucatán PRI PRI 56.00 PAN 40.00 0.44 GU

Zacatecas PRD PRD 33.33 PRI 23.33 0.67 GSM

*El Índice de Oposición Legislativa (Legislative Contestation, C. Gervasoni, 2010) se calculó con la fór-
mula 1 - (% escaños del partido del gobernador en la legislatura). Gobierno Unificado (GU), cuando la 
mayoría absoluta pertenece al mismo partido del gobernador; Gobierno Sin Mayoría (GSM), si el partido 
del gobernador cuenta con la mayoría relativa en el Congreso local y ningún otro partido dispone de 
mayoría absoluta; Gobierno Dividido (GD), si el partido con mayoría absoluta es distinto al partido del 
gobernador.

Fuente: Elaboración propia con datos tomados de Flacso (2012), "Base de datos Calidad de la democra-
cia sub nacional en México". 
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han gobernado, son las bancadas del pri las que generalmente forman la 
oposición.

Ahora bien, si se observan con detenimiento los valores del Índice de 
Oposición Legislativa —reportados en el cuadro 5.1— es evidente que 
los valores más bajos (cercanos a 0), que indican debilidad de la oposición, 
se concentraron en las entidades gobernadas por el pri como Coahuila, 
Durango, Hidalgo, Oaxaca, Quintana Roo, Tamaulipas, Veracruz y Yu-
catán, cuyos Congresos actuaron como legislaturas subordinadas. En los 
valores extremos más altos se ubicaron Morelos y Aguascalientes, enti-
dades en las que la oposición ejercía mayor influencia, y gobernadas pre-
cisamente por el pan. Mientras que en Chiapas, Michoacán y Zacatecas, 
cuando gobernó el prd el Índice de Oposición Legislativa registró valo-
res significativamente más altos.

Hacia 2011 el reparto de poder en las 32 entidades de la federación 
mostraba tendencias muy similares en la configuración del pluralismo le-
gislativo: el pri gobernaba en 19 entidades, el pan en 6, el prd en 4, en 
tanto que Puebla, Oaxaca y Sinaloa tuvieron gobernadores apoyados por 
alianzas multipartidistas. En los estados gobernados por el pri, este par-
tido detentaba la mayoría absoluta de los escaños en la legislatura, mien-
tras que en los gobernados por el pan, la integración de la legislatura 
estatal se inclinaba hacia el bipartidismo (Baja California, Guanajuato), 
aunque también cogobernaron con legislaturas en las que el partido del go-
bernador careció de mayorías legislativas (Morelos y Jalisco). En las en-
tidades gobernadas por el prd, el denominador común fue la formación 
de gobiernos sin mayoría (Guerrero, Michoacán, Zacatecas), aunque en 
el Distrito Federal los jefes de gobierno del prd contaron con el respaldo 
de amplias mayorías en la Asamblea Legislativa. Después de las eleccio-
nes de julio de 2012, el dominio del pri sobre los Congresos estatales au-
mentó considerablemente, ya que se convirtió en la primera fuerza en 22 
casos; en diez estados el pri controlaba más del 50% de los asientos y en 
doce era la mayoría simple; mientras que el pan fue la primera fuerza en 
solo cinco Congresos y el prd en cuatro legislaturas estatales.

En la gráfica 5.1 se muestra que en los Congresos estatales se había 
estabilizado una especie de pluralismo moderado ya que la media del nú-
mero efectivo de partidos se ubicó en 2.5 partidos en el legislativo.

Considerando los puntos de corte de los periodos 2007 y 2011, se ob-
serva que en realidad el número efectivo de partidos legislativos se había  
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reducido en los estados, ya que en 2007 hubo más casos que se ubicaron 
en el rango de 3 a 3.5 partidos, mientras que en 2011 en los Congresos 
estatales el número de partidos disminuyó al situarse en el rango de 2 a 
2.5 partidos efectivos. Por añadidura, creció el número de Congresos es-
tatales con mayorías legislativas del gobernador, lo cual revela que en el 
marco del pluralismo moderado, los gobernadores no perdieron sus po-
deres partidistas.

Como se ha señalado, el ejercicio de los poderes formales está fuer-
temente condicionado por el nivel del apoyo partidario en la legislatura, 
si bien los gobernadores en México tienen en lo general similares prerro-
gativas legislativas que los colocan como los actores más influyentes en  
la política de sus estados. Las Constituciones estatales otorgan al Poder 
Ejecutivo el derecho de presentar iniciativas, el gozo del derecho exclusivo  
sobre la presentación de la iniciativa presupuestal y la emisión de decre-
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Fuente: Elaboración propia a partir de Flacso (2012). Base de datos Calidad de la democracia subnacio-
nal en México.

Grá�ca 5.1. Tamaño del contingente legislativo del gobernador y número efectivo de 
partidos en los Congresos estatales de México.
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tos administrativos. Además en todos los casos confieren al gobernador 
la facultad del veto, sin restringirlo a áreas de legislación específica.

En cuanto al poder legislativo estatal, cabe señalar que es ejercido 
por Congresos estatales unicamerales. Estos se encuentran facultados 
para iniciar, reformar o derogar leyes, para aprobar el presupuesto anual 
de egresos, y para funcionar como órganos de vigilancia de los gobier-
nos estatales (Cejudo, 2007: 19). Además, las legislaturas locales emiten  
las leyes que definen la composición de la administración pública, la di-
visión territorial del estado y pueden crear nuevos municipios (Cejudo, 
2007: 20).

Dado que el diseño institucional de la separación de poderes en los 
estados es unicameral, hay solo dos jugadores constitucionales con po-
der de veto sobre la legislación, cuyo acuerdo es necesario para producir 
cambios de política: el ejecutivo y el Congreso estatal. Si el primero logra 
construir una coalición estable, habrá condiciones para controlar la agen-
da y realizar cambios importantes en la legislación, pero si el conjunto 
ganador está formado por jugadores partidistas que tienen otras prefe-
rencias políticas, la legislatura será el actor que controle la agenda.

En lo que sigue, expondré algunos hallazgos de la Eepemex que apo-
yan la idea de que entre los estados mexicanos hay importantes variacio-
nes en el grado de poder de los gobernadores y su capacidad para influir 
sobre los Congresos estatales. Aunque la encuesta es mucho más amplia 
e incluye una gama impresionante de temas, mi análisis se concentra en 
un bloque de preguntas referidas al poder atribuido al gobernador frente 
a otras ramas del gobierno, la capacidad de enmienda de la legislatura, el 
control y los límites al poder del gobernador y la frecuencia con la cual 
este negocia su agenda legislativa.

En general, los expertos atribuyeron al gobernador más poder fren-
te al Congreso estatal, lo que confirma que en su percepción la división 
horizontal en los estados es débil. En la pregunta 3, ante la mención de 
varios actores políticos en el estado, se les pidió que dijeran cuánto poder 
había tenido cada actor en la determinación de las políticas públicas esta-
tales considerando una escala de 0 a 4, en donde 0 es nulo poder y 4 mu-
cho poder. Sus respuestas se muestran en la gráfica 5.2, la cual reporta los 
valores de la media para cada entidad. Si bien los gobernadores son con-
siderados como agentes con más poder, se observan interesantes mati-
ces en las evaluaciones de los expertos estatales: el poder del gobernador 
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alcanzó la media más alta en Aguascalientes, Baja California, Coahui-
la, Hidalgo, Tamaulipas y Veracruz, mientras que en Jalisco, Michoacán, 
Morelos, Sonora y Tabasco la media de las opiniones de los expertos los 
sitúa como los gobernadores con menor poder. En cuanto al Congreso, la 
percepción de los expertos sugiere que los legislativos más influyentes en 
la determinación de políticas estatales se dieron en Baja California, Chi-
huahua, la aldf, Jalisco, Morelos y, de manera notoria, en Sonora.

Se debe subrayar que la pregunta se refiere al poder en la toma de de-
cisiones y no a los poderes formales de cada rama de gobierno. Por ello es 
factible suponer que independientemente de las facultades establecidas 
en las Constituciones estatales, los expertos identificaron diferencias sig-
nificativas entre la capacidad de los gobernadores para influir en la for-
mulación de las políticas. 

Capacidad de enmienda de la legislatura

A menudo se afirma que los Congresos estatales no cuentan con instru-
mentos legislativos suficientes para limitar al ejecutivo, por lo cual gene-
ralmente la agenda gubernamental condiciona a la legislativa. El saber 

Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.

Grá�ca 5.2. Nivel de poder de los actores institucionales en la determinación de las políti-
cas públicas estatales.
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convencional sugiere que la subordinación de los Congresos se expresa 
en su propensión a aprobar la legislación tal como fue enviada por el eje-
cutivo o bien en su incapacidad para enmendar o modificar la legislación 
propuesta por el gobernador. Ya sea que se atribuya a la falta de autono-
mía política, al peso de mayorías aplastantes, a la debilidad institucional 
de las legislaturas o simplemente a la escasa profesionalización de los 
diputados, el hecho es que la imagen más difundida refleja que los Con-
gresos estatales tienen una limitada capacidad reactiva para condicionar 
la agenda del gobernador.

A fin de probar la solidez de estas percepciones, en esta sección ana-
lizaré las respuestas de los expertos y haré un ejercicio de contrastación 
con datos sobre el número de enmiendas a los proyectos del ejecutivo en 
los Congresos estatales. Ambas fuentes de datos ofrecen perspectivas di-
símiles sobre el quehacer legislativo; las opiniones de los expertos pare-
cen apoyarse más en un criterio particular y cualitativo sobre la actividad 
legislativa, mientras que los datos legislativos ofrecen una perspectiva con 
mayor generalidad y con indicadores cuantificables para medir el poder 
efectivo de los Congresos.

Así pues, en la pregunta 6 de la Eepemex se solicitó a los expertos 
que emitieran su opinión sobre la capacidad de enmienda de los Congre-
sos estatales. En primer lugar, se les pidió que identificaran los proyec-
tos más importantes enviados por el gobernador y que al mismo tiempo 
estimaran cuántos más o menos fueron aprobados sin cambios sustan-
ciales.7 Considerando una escala en donde 0 equivale a que la legislatura 
hizo cambios sustanciales a los proyectos y 4 a que todos fueron aproba-
dos sin cambios sustanciales, el valor de la media del conjunto de las res-
puestas se situó en 3.1 puntos. En la gráfica 5.3 se describe la posición 
de las legislaturas correspondientes al primer trienio del mandato de los 
gobernadores. En el eje Y de la gráfica aparecen los puntajes que los ex-
pertos asignaron a la capacidad de enmienda de los Congresos, medida a 
través de la cantidad de proyectos que se aprobaron sin cambios sustan-
ciales; los valores cercanos a 0 significan que la legislatura hizo cambios 

7	 Uno de los tantos aciertos del diseño de la encuesta es que se pidió a los expertos que 
emitieran sus opiniones considerando el periodo constitucional de dos legislaturas en 
cada entidad federativa, de tal modo que las respuestas permiten medir la variación in-
tertemporal de las opiniones sobre la capacidad de enmienda de las legislaturas.
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.

Grá�ca 5.3. Opinión de los expertos sobre la cantidad de proyectos aprobados sin cambios 
sustanciales por la legislatura.
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sustanciales, mientras los valores próximos a 4 expresan que la legisla-
tura aprobó sin cambios la mayoría o todos los proyectos; cabe destacar 
que el valor de la media nacional fue de 3.1, con una desviación estándar 
de 0.38. Considerando esta escala, se ubican en orden ascendente, con 
los valores más altos para los Congresos que no hicieron cambios sus-
tanciales, de tal forma que Tabasco con un puntaje de 3.78, Guanajuato 
(3.63), Quintana Roo (3.6), Yucatán (3.57), Tlaxcala (3.5) y Durango 
(3.5), fueron evaluados como los Congresos menos reactivos. 

En el extremo hallamos a las legislaturas que, según los expertos, rea-
lizaron cambios sustanciales a los proyectos del gobernador. Así Jalisco, 
Michoacán, Aguascalientes, Guerrero, Morelos, Zacatecas y, curiosa-
mente, Hidalgo (un Congreso menos plural) aparecen como legislaturas 
más reactivas. 

Por otro lado, la pregunta 6 recoge las opiniones de los expertos acer-
ca de la cantidad de proyectos de ley presentados por el gobernador que 
fueron sustancialmente modificados por la legislatura. Esta vez la escala 
0-4 se construyó en forma inversa, ya que 0 equivale a que ningún pro-
yecto del gobernador fue sustancialmente modificado y 4 a que todos los 
proyectos fueron sustancialmente modificados. 
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La gráfica 5.4 muestra —en orden ascendente— las percepciones de 
los expertos en torno a la capacidad de enmienda de los Congresos esta-
tales. Es de subrayarse que el ranking de la influencia de los Congresos es 
quizá más cercano al desempeño efectivo, que el que se reporta en la grá-
fica anterior. Entre los Congresos más subordinados —es decir, los que  
no hicieron modificaciones o solo modificaron una minoría de los pro-
yectos—, los expertos ubicaron a aquellos donde el pri era un partido 
dominante como Durango, Coahuila, Puebla, Yucatán y Tamaulipas, 

Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.

Grá�ca 5.4. Opinión de los expertos sobre el número de proyectos del gobernador sustan-
cialmente modi�cados por la legislatura.
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aunque también destacan los de Querétaro y Guanajuato, en donde go-
bernaba el pan. Solo en Durango y Yucatán se observan leves variaciones 
entre la capacidad de enmienda de la legislatura que funcionó en el pri-
mer y segundo trienios del mandato del gobernador.

En contraparte, los Congresos con mayor capacidad de enmienda 
que pueden ser considerados como legislaturas-reactivas/negociadoras, 
fueron los de Tlaxcala, Jalisco, Nuevo León, Morelos y Zacatecas; no es 
casual que en esas legislaturas el índice de oposición legislativa registre 
valores más altos, y es más frecuente la formación de gobiernos sin ma-
yoría (cfr. cuadro 5.1). En ese marco de interpretaciones de los expertos, 
llama la atención que los Congresos de Hidalgo, Oaxaca y Campeche, 
dominados por mayorías del pri, sean percibidos como legislaturas con 
un nivel de influencia superior al de legislaturas con mayor grado de plu-
ralismo como San Luis Potosí, Sonora y Aguascalientes.

Como se ha señalado, quizá los juicios de los expertos se basen pri-
mordialmente en criterios cualitativos y particulares al atribuir a los acto-
res cierto nivel de influencia. Después de todo, siempre subsistirá la duda 
acerca de cómo determinar cuál es el criterio de importancia con el que 
se califican los proyectos enviados por el gobernador y consiguientemen-
te con qué criterio se puede determinar cuándo un proyecto ha sido sus-
tancialmente modificado. 

Para evaluar la solidez de las opiniones de los expertos estas se con-
trastaron con los datos sobre el número de enmiendas a los proyectos 
del ejecutivo formuladas tanto en las comisiones como en el Pleno de los 
Congresos estatales. La información sobre los proyectos del ejecutivo y 
el número de modificaciones proviene de una base de datos en la que se 
analizaron 2205 proyectos de leyes y decretos presentados por el gober-
nador de cada entidad, los cuales fueron dictaminados en comisión y so-
metidos a la consideración del Pleno. A manera de observación general 
cabe apuntar que la media de proyectos presentados por los gobernado-
res en los Congresos estatales fue de 84 proyectos de ley y decreto; el nú-
mero mínimo presentado por los gobernadores fue de 34 y el máximo de 
273 proyectos, con un error estándar de 10.2.

Los datos recabados corresponden a 25 Congresos estatales y en 
forma aproximada dan cuenta del trámite que siguieron los proyectos 
del ejecutivo durante un trienio de ejercicio constitucional. Aunque se 
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procuró la exhaustividad y la sistematicidad al procesar los datos,8 cabe 
advertir que su calidad no es óptima, ya que provienen de fuentes muy di-
versas, como los diarios de los debates, los semanarios legislativos, las es-
tadísticas parlamentarias,9 cuando se dispuso de estas, algunos informes 
de observadores ciudadanos y hasta la prensa local.

Aún con estas deficiencias en la calidad de los datos en el cuadro 5.2 
se ofrece un concentrado comparativo sobre los proyectos de leyes y de-
cretos aprobados cuyo proponente fue el gobernador. Una de las intui-
ciones más comunes es que los legisladores de los estados aprueban la 
legislación tal como fue enviada por el ejecutivo y que tratándose de esos 
proyectos habitualmente se legisla al vapor, es decir, sin tomar el tiempo 
para discutir y analizar. El cuadro 5.2 muestra que en promedio 66% de 
los proyectos del Ejecutivo no se modificaron sustancialmente; de hecho 
hay un conjunto de legislaturas (Chihuahua, Coahuila, Durango, Puebla, 
Quintana Roo, Tamaulipas y Yucatán) en donde más de 80% de los pro-
yectos del gobernador se aprobaron sin enmiendas sustanciales. En con-

8	 La recolección de datos fue una labor difícil y llena de escollos, ya que la disponibilidad 
de información sobre el trámite legislativo en los estados no sigue los criterios de trans-
parencia, accesibilidad y sistematicidad; además, los órganos encargados de procesar la 
información, en general tienen poco aprecio por preservar la memoria legislativa. Por 
otra parte, los criterios para clasificar la información legislativa son bastante heterogé-
neos, ya que solo un tercio de los Congresos distinguen claramente entre los proyectos 
de ley y los decretos; en la mayoría de los estados esta información no se desagrega. 
También resulta complicado identificar a los proponentes de las iniciativas de ley y los 
decretos y es preciso acudir al diario de debates para consultar los dictámenes en los 
que puede rastrearse el trámite seguido y los cambios que sufrió un proyecto de ley. 

9	 Es justo señalar que en lo relativo a la calidad de la información legislativa hay luces 
y sombras. Entre los Congresos que cuentan con información razonablemente siste-
matizada cabe señalar el de Nayarit en cuya página web se puede encontrar una serie 
histórica con datos sobre iniciativas de leyes y decretos desde la I a la XXIX legislatu-
ras: esta es la fuente que mejor apunta a la formación de un expediente parlamentario. 
Otro sitio bien sistematizado es el del Congreso de Jalisco, que cuenta con el sistema 
de Información Legislativa (infolej) en donde se halla una serie histórica y una útil 
guía de terminología legislativa. El sitio del Congreso de Guanajuato ofrece un repor-
te de estadística parlamentaria con un concentrado analítico del trabajo de legislatu-
ras anteriores. El Congreso de Veracruz publica una numeralia legislativa. El sitio del 
Congreso del Estado de México contiene una sección de leyes y decretos aprobados de 
anteriores legislaturas. Así mismo, la aldf ofrece en su página información sobre leyes 
y decretos aprobados, así como la serie completa del diario de los debates. El recuento 
ameritaría un ensayo específico sobre la calidad de la información legislativa, pero para 
concluir esta nota solo apuntaré que destacan por su opacidad en la información legis-
lativa los Congresos de Guerrero, Querétaro, Hidalgo, Sinaloa y Colima. 
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Cuadro 5.2. Número de enmiendas a los proyectos de los gobernadores 
en los Congresos estatales

Tipo de enmienda

Legislatura
Partido
gober-
nante

Proyec-
tos sin 
enmien-
da

% Comisión % Pleno %

Total 
proyec-
tos apro-
bados
(Ejecutivo

AGS  LX (2007-2010) PAN 41 59.4 20 29 8 11.6 69

BC XVIII (2004-2007) PAN 64 44.4 52 36.1 28 19.5 144

CAMP. LIX (2006-2009) PRI 54 64.4 24 28.5 6 7.1 84

CHIS. LXIII (2007-2010) PRD 194 71 62 22.7 17 6.3 273

CHIH. LXII (2007-2010) PRI 60 83.3 9 12.5 3 4.2 72

COAH. LVIII (2009-2011) PRI 72 80 11 12.2 7 7.8 90

DF. V (2009-2012) PRD 35 48 28 38.4 10 13.6 73

DGO. LXIV (2007-2010) PRI 95 82 19 16.3 2 1.7 116

GTO.  LX (2006-2009) PAN 48 69.5 16 23.2 5 7.3 69

JAL. LVIII (2007-2010) PAN 62 45.2 56 41 19 13.8 137

MEX  LVI (2009-2012) PRI 22 64.7 9 26.5 3 8.8 34

MOR. L (2006-2009) PAN 53 46 54 47 8 7 115

NAY. XXVIII  (2005-2008) PRI 50 75.8 11 16.6 5 7.6 66

NL LXXI (2006-2009) PRI 29 46 22 35 12 19 63

OAX. LX (2007-2010) PRI 72 75 20 20.8 4 4.2 96

PUE. LVII (2008-2011) PRI 37 80.4 7 15.3 2 4.3 46

QROO. XII (2008-2011) PRI 93 88.5 10 9.5 2 2 105

SLP LVIII (2006-2009) PAN 40 68 12 20.2 7 11.8 59

SIN LIX (2007-2010) PRI 25 69.5 8 22.2 3 8.4 36

SON. LVIII (2006-2009) PRI 34 58.6 18 31 6 10.4 58

TAMPS. LX (2008-2010) PRI 104 82 20 16 3 2 127

TLAX. LIX (2008-2011) PAN 14 36 16 41 9 23 39

VER. LXI (2007-2010) PRI 43 69.3 14 22.6 5 8.1 62

YUC. LVIII (2007-2010) PRI 28 82.3 4 11.7 2 6 34

ZAC. LIX (2007-2010) PRD 103 75 24 17.1 11 7.9 138

Fuente: Elaboración propia con datos de los diarios de los debates y sistemas de información legislativa 
disponibles en las páginas web de los Congresos estatales.
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traparte, hubo seis entidades donde menos del 50% de los proyectos se 
aprobaron sin cambios (Baja California, Distrito Federal, Jalisco, More-
los, Nuevo León y Tlaxcala), lo cual sugiere que fueron legislaturas más 
reactivas y con capacidad para negociar con el ejecutivo. 

En cuanto a la fase en la que se realizaron las enmiendas cabe resaltar 
que la mayoría se realizó en comisiones, es decir, durante el dictamen del 
proyecto; posiblemente esta actividad de las comisiones —que en pro-
medio enmendaron 24% de los proyectos de los gobernadores— se deba 
al papel de porteros de la agenda que le otorgan las reglas legislativas. En 
la mayoría de los reglamentos no existen reglas claras sobre los procedi-
mientos para la modificación de proyectos en el Pleno,10 ya que la regla 
más común es que en caso de que existan observaciones o modificacio-
nes a un dictamen durante la discusión plenaria, este deberá regresar a la 
comisión para la elaboración de un nuevo dictamen. Con todo, el sistema 
de comisiones muestra grados distintos de influencia a la hora de revisar 
y modificar los proyectos del ejecutivo; los Congresos con un porcenta-
je más alto de enmiendas en comisiones fueron Baja California, Distrito 
Federal, Jalisco, Morelos, Nuevo León y Tlaxcala.

Ahora bien, es pertinente preguntarse cuál es el grado de coheren-
cia entre el juicio de los expertos y los datos legislativos sobre enmien-
das a proyectos del ejecutivo. Para responder a este punto se tomó como 
base el porcentaje de proyectos enmendados en cada legislatura y di-
cho valor se ajustó para hacerlo compatible con la escala de valores de-
finidos en la pregunta 6 de la encuesta a expertos. Con dichos datos se 
construyó la gráfica de dispersión 5.5 que muestra el nivel de correlación  
entre el juicio experto y los datos sobre enmiendas en las legislatu-

10	 Por ejemplo, el reglamento interior del Congreso de Nuevo León (2009) establece en 
el art. 114 la atribución del Pleno para votar en forma distinta de la propuesta de la 
comisión, modificando total o parcialmente el dictamen de que se trate. Por su parte, 
el reglamento del Congreso de San Luis Potosí (2007) establece en el art. 103 que en 
la discusión particular de un proyecto, artículo por artículo, los que intervienen en ella 
indicarán los artículos que deseen impugnar, proponiendo en su caso la nueva redac-
ción del mismo y, respectivamente, sobre ellos versará el debate. El artículo 104 dice 
que concluida la discusión en lo particular de cada uno de los preceptos correspon-
dientes, se planteará la interrogante si hay lugar o no a su aprobación. Si la respuesta es 
negativa se discutirá en el Pleno o este podrá acordar que se devuelvan los preceptos a 
discutirse a la comisión correspondiente con las anotaciones del caso, a efecto de pre-
sentarse nuevamente enmendados.
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ras correspondientes al primer trienio del ejercicio de los gobernadores 
evaluados.

Es interesante constatar que existe correlación entre las opiniones 
de los expertos y los datos legislativos; de hecho las disonancias son me-
nores a lo esperado: los casos en donde los expertos estimaron que la 
legislatura ejerció mayor influencia de la que arroja la evidencia de los da-
tos legislativos son principalmente Jalisco, Oaxaca, Campeche y Queré-
taro. Mientras que los expertos subestimaron el poder de enmienda en la  
iv aldf (2006-2009), la lx legislatura de Guanajuato (2006-2009),  
la lviii legislatura de Zacatecas (2004-2007) y la xxviii legislatura de 
Nayarit (2005-2008).

Ahora bien, con base en las categorías de Morgenstern y Cox (2001) 
podemos clasificar los Congresos estatales como legislaturas negociado-
ras cuando modifican la mayoría de los proyectos del gobernador como 
es el caso del Congreso de Tlaxcala (lviii legislatura) que modificó 67% 
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex e información del cuadro 5.2 sobre el número de 
enmiendas a los proyectos de los gobernadores en los Congresos estatales.

Grá�ca 5.5. Proyectos sustancialmente modi�cados por la legislatura (datos sobre enmien-
das) vs. juicio de expertos (1ª. legislatura).
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex e información del cuadro 5.2 sobre el número de 
enmiendas a los proyectos de los gobernadores en los Congresos estatales.

Grá�ca 5.6. Proyectos sustancialmente modi�cados por la legislatura (datos sobre enmien-
das) vs. juicio de expertos (2ª. legislatura).

de los proyectos, o bien el de Jalisco (lviii legislatura), el cual modificó 
54.8% de las iniciativas del gobernador. En tanto que un profuso grupo 
de Congresos se clasificaría como legislaturas subordinadas, es decir con 
poco poder de enmienda, entre las que se encuentran Durango (lxiii le-
gislatura), Coahuila (lvii legislatura) y Puebla (lvi legislatura). 

Los datos de la Eepemex permiten contrastar la congruencia entre 
opiniones de los expertos y comportamiento legislativo en dos momen-
tos distintos del tiempo que corresponden, también, al periodo consti-
tucional de dos legislaturas diferentes. En la gráfica 5.6 se muestran los 
resultados de la correlación entre las calificaciones de los expertos sobre 
las legislaturas cuyo periodo de ejercicio correspondió al segundo trie-
nio del gobernador y los datos legislativos sobre la cantidad de proyectos 
modificados.

En este periodo, el Congreso con mayor poder de negociación, se-
gún los expertos, fue Jalisco (lix legislatura 2010-2013), lo que significa  
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que el gobernador González Márquez tuvo que tomar en cuenta a la le-
gislatura y formar una coalición para aprobar su programa legislativo. 
Hubo mayor correlación entre el juicio de los expertos y los datos so-
bre enmiendas en cuanto a la clasificación de las legislaturas de Morelos, 
Tlaxcala, Nuevo León y aldf en el cuadrante de las legislaturas nego-
ciadoras. Cabe señalar que un amplio espectro de casos se ubicaron en el 
cuadrante de las legislaturas subordinadas, aunque su capacidad de en-
mienda creció en relación a lo observado en el periodo constitucional de 
la legislatura anterior.

Ahora bien, la opinión de los expertos sobre la frecuencia con la cual 
el gobernador negocia con la legislatura ofrece otro ángulo para clasifi-
car a las legislaturas. En el histograma de la gráfica 5.7 se observa que los 
Congresos de Zacatecas, Morelos, Michoacán, Jalisco, Baja California y 
Aguascalientes, fueron valorados como aquellos con los que el goberna-
dor de la entidad tuvo que negociar con mayor frecuencia.

Por otra parte, los expertos coincidieron en que en Tamaulipas, Ta-
basco, Sonora, Sinaloa, Querétaro, Puebla, Coahuila y el D.F., los jefes 
del Ejecutivo negociaron muy poco con el Congreso local para aprobar 
su agenda legislativa. A partir de estos resultados es factible clasificar a 
los Congresos estatales atendiendo a las categorías propuestas por Cox 
y Morgenstern (2001); entre los Congresos con mayor poder de nego-
ciación destacan Aguascalientes, Baja California, Jalisco y Morelos, en 
donde los gobiernos del pan enfrentaron el contrapeso del pri en el Con-
greso. Mientras que en algunas entidades gobernadas por el prd, como 
Guerrero, Michoacán y Zacatecas, el partido gobernante se enfrentó a 
una pluralidad de fuerzas políticas que impulsaron la capacidad reactiva 
de la legislatura; en ese contexto el caso del Distrito Federal es diferen-
te pues las percepciones de los expertos y los datos legislativos sugieren 
que el jefe de gobierno contó con un mayor control de la Asamblea Le-
gislativa. En contraste, hay un profuso grupo de legislaturas que pueden 
ser clasificadas como subordinadas, incluyendo a Guanajuato y Queréta-
ro, entidades en donde el pan detentó una clara mayoría en el Congreso. 
Pero una buena parte de las legislaturas subordinadas se localiza en los 
estados en donde el pri siguió siendo dominante: Durango, Coahuila, 
Hidalgo, Tamaulipas y Veracruz, entidades en las que cabe suponer que 
la actuación de los legisladores se orientó a apoyar sin muchas condicio-
nes el programa legislativo del gobernador. 
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Conclusiones

En este trabajo se ha propuesto un enfoque comparativo para anali-
zar el desempeño de los gobernadores y los Congresos estatales en la 
formulación de políticas. Su aporte principal ha consistido en mostrar 
que las evaluaciones que atribuyen supremacía a los gobernadores y que 
califican a las legislaturas estatales como agencias subordinadas e irre-
levantes pasan por alto el papel reactivo de las asambleas y su capaci-
dad de condicionar y enmendar las propuestas del ejecutivo. A partir de 
una comparación entre las evaluaciones de los expertos reportadas en  
la Eepemex y un conjunto sistematizado de datos sobre el proceso le-
gislativo en los estados, se ha mostrado que la capacidad de los Con-
gresos estatales para influir en las decisiones legislativas y enmendar 
las propuestas del gobernador presenta variaciones significativas entre  
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.

Grá�ca 5.7. Con qué frecuencia el gobernador tuvo que negociar con legisladores de otros 
partidos para aprobar su agenda legislativa.
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las legislaturas con un papel subordinado y las que se aproximan a una 
modalidad negociadora.

En términos específicos, la contribución de este trabajo puede sinte-
tizarse en dos aportaciones que resultan relevantes para el estudio com-
parativo de los legislativos subnacionales en México. En primer lugar, se 
ha mostrado que para entender las relaciones ejecutivo-legislativo en los 
estados es necesario ir más allá de la medición de los poderes formales de  
los gobernadores y las legislaturas, o de la distribución de los poderes 
partidistas, ya que se requiere abordar sistemáticamente el poder efectivo 
de los legislativos subnacionales (Blondel, 2007; Patrón y Pérez, 2012). 
Desde el punto de vista del ejecutivo, dicho poder se relaciona con el de 
establecer la agenda y con la probabilidad de encontrar apoyo en la legis-
latura para la aprobación de las iniciativas propuestas. En segundo lugar, 
se contrastaron las opiniones de los expertos con los datos duros de la ac-
tividad legislativa, con el fin de probar la solidez del juicio experto ante 
los indicadores cuantificables sobre la presentación de iniciativas por par-
te del ejecutivo y la capacidad de enmienda de la legislatura.

Los resultados de la Eepemex indican que independientemente de 
sus poderes formales, los gobernadores fueron calificados como agen-
tes con más poder en la formulación y determinación de políticas. Los 
gobernadores con  mayor  poder se ubicaron en entidades gobernadas 
por el pri, bajo un esquema de gobierno unitario (Coahuila, Durango, 
Hidalgo, Tamaulipas y Veracruz), mientras que los gobernadores con 
menos poder se ubicaron en entidades gobernadas por el pan ( Jalisco, 
Morelos), por el prd (Michoacán) y en dos entidades en las que el pri 
no contó con el respaldo de una mayoría absoluta en  la legislatura (Nue-
vo León y Sonora).

En cuanto a la capacidad de enmienda, los resultados de la Eepemex 
revelan que los Congresos más subordinados, que solo modificaron una 
minoría de los proyectos, fueron aquellos en donde el pri seguía siendo 
un partido dominante como Durango, Coahuila, Puebla, Yucatán y Ta-
maulipas, aunque también destacan los congresos de Querétaro y Gua-
najuato, en donde gobernaba el pan.  

A partir del examen de los datos legislativos, se obtuvo un panora-
ma ligeramente distinto de la capacidad de enmienda de los Congresos 
estatales. En promedio, 66% de los proyectos cuyo proponente fue el eje-
cutivo no fueron modificados sustancialmente, pero hay un conjunto de 
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casos en donde más de 80% de los proyectos se aprobaron sin enmien-
das, destacando Chihuahua, Coahuila, Durango, Puebla y Tamaulipas. 
Las legislaturas más reactivas y que se aproximaron a una modalidad ne-
gociadora fueron aquellas en donde menos del 50% de los proyectos del 
gobernador se aprobaron sin cambios. 

Finalmente, los resultados de la contrastación entre el juicio de los 
expertos y los datos legislativos mostraron que hay cierto nivel de con-
gruencia entre ambas fuentes. La correlación entre ambas mediciones 
permitió clasificar a las legislaturas utilizando las categorías de Cox y 
Morgenstern (2001), así hay un pequeño grupo de legislaturas negocia-
doras que mostraron ser más efectivas para enmendar los proyectos del 
ejecutivo ( Jalisco, Nuevo León, Morelos, Baja California y Tlaxcala) y 
un considerable grupo de legislaturas subordinadas, que constatan que 
el pluralismo legislativo no ha sido una condición suficiente para limi-
tar la supremacía de los gobernadores y para fortalecer el poder de las 
legislaturas. 
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Económicas.

6. Políticas de transparencia locales: explicando  
su variación a partir de los intermediarios sociales
Grisel Salazar Rebolledo*

En los últimos años, la transparencia y el acceso a la información se 
han instalado como un tema ineludible dentro de las agendas públicas. 
En México, la aprobación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública Gubernamental (lft) en el 2002, se recibió con 
optimismo y trajo consigo amplias expectativas. La lft ha sido recono-
cida en diversos foros e indicadores por la calidad de su construcción. 
Sin embargo, el reflejo de las dinámicas federales de transparencia en el 
panorama subnacional ha sido distinto. En primer lugar, en los estados 
se atestiguó una enorme heterogeneidad en las leyes y los mecanismos 
creados para acceder a la información: buscando blindarse frente a los al-
cances de la transparencia, varias entidades federativas aprobaron legis- 
laciones deficientes, o simplemente, no legislaron. En 2006 se buscó  
resolver este problema por medio de una reforma constitucional que 
homologó las condiciones mínimas sobre las que deberían funcionar los 
mecanismos de acceso a la información a nivel nacional. Sin embargo, a 
pesar de este mandato constitucional, en las entidades federativas con-
tinúa existiendo una alta variación en la calidad y eficacia de los meca-
nismos de acceso a la información y en su capacidad para incidir en los 
circuitos más amplios de las políticas de rendición de cuentas (cide, 
2010; Article 19; Fundar, 2014).
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La política de transparencia y acceso a la información en un país fe-
deral como México tiene como uno de sus ejes rectores el establecimiento 
de órganos locales encargados de hacer valer el acceso a la información, 
de gestionar las peticiones de solicitantes inconformes y de garantizar los 
principios generales de transparencia (cpeum, art. 6º). Solo cuando es-
tos órganos funcionan con independencia y tienen capacidad para cum-
plir su mandato el acceso a la información es efectivo, y solo entonces la 
transparencia puede vincularse con la rendición de cuentas.

Considerando que las características del órgano garante de acceso a 
la información son pieza fundamental de las políticas de transparencia 
estatales, el foco de este artículo está puesto en ellos. ¿Por qué existe tan-
ta variación en la calidad de los órganos de acceso a la información en los 
estados de la república mexicana?, ¿qué determina su efectividad? 

Es claro que un marco normativo uniforme no es condición sufi-
ciente para garantizar la calidad en los mecanismos de acceso a la infor-
mación, y su eventual vinculación con procesos mayores de rendición de 
cuentas. La parte formal de las políticas de transparencia no alcanzan a 
explicar cabalmente su desempeño de facto. Entonces, ¿qué otros elemen-
tos influyen en ello? En este texto se propone que la independencia y  
la capacidad de los órganos estatales de transparencia están en función  
de la “demanda” de los usuarios; es decir, cuando existe un cuerpo activo de  
solicitantes potenciales de acceso a la información, con interés en acceder 
a datos de calidad y a iniciar procesos de rendición de cuentas (i. e., de-
nuncias formales, manifestaciones y protestas, reportajes críticos) la cali-
dad de estos organismos mejora. 

La pregunta obvia es ¿quiénes serán los actores dispuestos a presio-
nar por un órgano independiente y monitorear de forma sistemática su 
funcionamiento, el sentido de sus resoluciones, la mecánica de nombra-
miento de sus titulares, y demás elementos básicos para un funciona-
miento efectivo? 

Más allá de nociones ideales sobre la existencia de una ciudadanía 
naturalmente comprometida con estos temas, se argumenta que estos ac-
tores tienen intereses puntuales en la existencia de órganos independien-
tes y con capacidad de gestión. Estos actores pueden ser: una oposición 
sólida, poderes económicos independientes (clase empresarial), organi-
zaciones de la sociedad civil críticas y medios de comunicación robustos e  
independientes. Por tanto, es en la presencia o ausencia de estos actores 

PoderesDemocracias.indd   162 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



163

6. Políticas de transparencia locales

—que fungen como intermediarios entre el poder y la ciudadanía “am-
plia”— que encontramos los factores explicativos detrás de las variacio-
nes regionales en el funcionamiento de los órganos de transparencia.

Tomando como marco de referencia el abanico de  órganos estatales 
de trasparencia en México este trabajo busca demostrar que la presen-
cia de intermediarios locales influye en el funcionamiento de las políticas 
amplias de transparencia. En el primer apartado, se argumenta por qué la 
existencia de órganos de transparencia independientes es una condición 
necesaria para el funcionamiento del acceso a la información y para su 
vinculación con la rendición de cuentas; en el segundo, desde una óptica 
de acción colectiva, se argumenta por qué estas condiciones se encuen-
tran estrechamente relacionadas con la presencia de determinados acto-
res de contrapeso político, económico y social; en el tercero, se presentan 
algunas propuestas de aproximación empírica para explicar las variacio-
nes estatales del caso mexicano, y finalmente, en el cuarto apartado, se 
ofrecen conclusiones sobre los hallazgos de esta investigación.

De la información a la rendición de cuentas: la necesidad  
de órganos garantes independientes

Domingo (1999: 151), refiriéndose a los órganos de control (con én-
fasis en el poder judicial), ha señalado que los legados personalistas y 
sobreburocratizados en América Latina son un gran obstáculo para que 
funcionen los engranajes de la rendición de cuentas. Son factores espe-
cialmente nocivos la falta de capital humano, la ineficiencia adminis-
trativa, la dependencia financiera y los procedimientos inapropiados de 
nombramiento y promoción, pues minan la independencia y la capa-
cidad de los órganos judiciales para cumplir con su función. Estas ca-
racterísticas se agravan en el ámbito subnacional, sobre todo dentro de 
países que, como México, se caracterizan por la persistencia de regíme-
nes autoritarios a nivel local (Gibson, 2012), en donde las resistencias a 
la implementación de las políticas que restringen el poder de los gober-
nadores son más intensas. Cejudo y Ríos (2010), en su análisis de los 
órganos estatales de control en México, han señalado tres características 
fundamentales de las instituciones vinculadas a los procesos de rendi-
ción de cuentas: la autonomía política, la autonomía de gestión y la sufi-
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ciencia de recursos. A decir de estos autores, existe una relación positiva 
entre estas variables, la solidez de la institución y su capacidad de incidir 
en los circuitos de rendición de cuentas. 

Por mandato constitucional, todos los estados debían emprender la 
construcción de sus propios órganos de transparencia, aunque sus ca-
racterísticas variaran sustantivamente, afectando su independencia y su 
capacidad de garantizar el acceso a la información. En ausencia de un só-
lido órgano garante del acceso a la información1 se dificulta la vincula-
ción de la transparencia con la rendición de cuentas porque a través de su 
actuación se activan los procesos institucionales de revisión y sanción, de 
tal modo que proveen certidumbre a los solicitantes sobre el incumpli-
miento de las obligaciones de transparencia y garantizan respaldo insti-
tucional para llevarla a sus últimas consecuencias. La certidumbre es una 
condición de partida irrenunciable para dar seguimiento institucional a 
una solicitud respondida de manera incompleta o satisfactoria, así, la ca-
pacidad de los órganos garantes determina, en gran medida, la posibili-
dad que tiene el usuario de recorrer completo el camino de la solicitud 
de información y, en caso de violación del derecho de acceso, de contar 
con una institución ante la cual apelar. La interposición de un recurso de 
revisión implica la participación de un tercer actor, que modifica la re-
lación entre solicitante y sujeto obligado, e incrementa la posibilidad de 
resonancia de la petición. Dado que los sujetos obligados tienen más in-
centivos a negar la información más sensible, es decir, aquella que puede 
desencadenar procesos de exposición pública o sanciones administrati-
vas o penales, generalmente los recursos de revisión se generan en torno 
a esta, y es en la resolución de estos recursos donde la independencia y la 
capacidad de un órgano garante marcan una diferencia sustantiva. 

La segunda razón es que los órganos garantes también llevan a cabo 
otra función de relevancia, que es la promoción de la cultura de la trans-

1	 Si bien es cierto que en varios países, como Estados Unidos, la legislación de acceso a 
la información no contempla el establecimiento de un órgano que garantice ese acceso, 
tarea que queda asignada a otros órganos (la Corte Suprema, por ejemplo), en este tex-
to se toma el modelo de política de transparencia aplicado en México. En cualquiera 
de los dos modelos, el objetivo es asegurar las condiciones de certeza institucional que 
garanticen el ejercicio de este derecho, sin embargo, en los países que no se cuenta con 
un organismo de este tipo, las funciones de capacitación y sensibilización de los sujetos 
obligados que realizan en México estas instituciones quedan fuera del análisis.
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parencia y la capacitación sobre los derechos de acceso a la información 
pública (cide, 2010: 188). En gran medida, la sensibilidad que muestran 
los sujetos obligados frente a la transparencia y su eficacia para atender las  
solicitudes de acceso está influida por la labor de los órganos garantes. 

El acceso a la información puede terminar en colocar en la vitrina 
pública un caudal de informes y datos. Lo grave de ello es que la apertu-
ra de archivos puede tomarse como el fin de la política de transparencia y 
no como un medio para generar valor agregado a la función pública. Me-
rino (2008: 242) ha señalado que una política de transparencia debe ser 
evaluada por la utilidad social que genera en tanto perfeccionadora de los 
procesos de decisión de las organizaciones públicas y no solo por el cum-
plimiento mínimo de las normas que regulan el acceso a la información. 
Las presiones administrativas, el convertir la transparencia en rutina y 
el proceso de aprendizaje y adaptación a las solicitudes han propiciado 
la apertura masiva de informes y datos, trasladando los costos de la bús-
queda e interpretación al usuario. Como la transparencia supone un cos-
to adicional a la gestión pública, en ausencia de incentivos adicionales, los 
sujetos obligados tenderán de forma natural a operar en un umbral de 
mínimo esfuerzo: la información se otorga, los canales se abren (inunda-
dos por cúmulos de archivos), pero la responsabilidad de hacerla utiliza-
ble se coloca en el peticionario.

El valor social de la información supone ir más allá del dato entrega-
do, lo que abarca un amplio abanico de acciones, que van desde la “traduc-
ción” de información técnica para el entender ciudadano, darle difusión 
a información de interés público, ordenar y sistematizar datos para ge-
neración de estudios de relevancia social, realizar labores de cotejo (pre-
supuestario o de gestión, por ejemplo), modificar el curso de políticas 
públicas a través de la exhibición de irregularidades o incumplimien-
tos, hasta iniciar procesos de denuncia penal o administrativa a partir 
de la información recibida. La información, dotada de valor añadido, en 
cualquiera de sus variantes, se convierte en un bien valorado socialmen-
te, porque trae consigo beneficios colectivos: desde un mejor entendi-
miento de la labor pública, hasta labores muy puntuales de mejora de 
las políticas, y la facilitación de consecuencias ligadas al desempeño. Es 
por ello que si —y solo si— se agrega algún valor a la información, esta 
puede constituirse en bien público y ello, si bien depende de los recur-
sos y capacidades de los usuarios, también depende de la intervención de  
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órganos garantes que eviten que el proceso de acceso a la información ter-
mine con la transmisión de datos aislados, o tan especializados que su en-
tendimiento esté restringido a los expertos en la materia, generando una 
“transparencia-opaca” (Fox, 2008). 

La construcción de órganos de transparencia sólidos  
y los intermediarios

La transparencia es un “juego” en términos organizacionales (Crozier, 
1964; Crozier y Friedberg, 1970): los actores políticos convergen de 
modo casi automático en torno al tema de la transparencia y legislar al 
respecto supone un motivo de entusiasmo siempre y cuando no se afec-
ten las áreas de influencia de los actores involucrados. La información 
tiene el potencial de afectar de manera sustantiva las áreas de incerti-
dumbre existentes en los espacios de acción pública, alterando con ello 
las relaciones de poder entre los actores. La modificación de controles 
no es, en efecto, un tema cómodo; los sujetos obligados aceptan avanzar 
hasta determinado horizonte, y no más allá, a pesar de que existan ar-
gumentos teóricos que lo indiquen (Salazar, 2013: 782). Es por ello que 
se requiere de la presencia de actores presionando continuamente por 
contar con las condiciones necesarias para el ejercicio efectivo del acceso 
a la información y su vinculación con la rendición de cuentas, y avanzar 
más allá del umbral mínimo al que el grupo en el poder está dispuesto 
a ceder.

Poco tiempo después de la entrada en vigor de la lft, muchos go-
biernos locales se congratulaban de haber dado pasos en pro de la trans-
parencia, cuando en realidad, una mirada más cercana a los detalles de 
funcionamiento de los órganos garantes revelaba abierto predominio del 
gobernador e inestabilidad en el cuerpo directivo, o graves problemas 
operativos (Becerra y Lujambio, 2006). 

En términos de Levitsky y Murillo (2009), en muchas entidades, 
el órgano de transparencia constituyó una institución puramente orna-
mental (window dresser) sin una operación real. 

Aunque la antigüedad de las leyes y los balances de poder efectiva-
mente inciden en la dimensión más formal de la política de transparen-
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cia, esto es, la calidad de la norma escrita (Berliner, 2014; Salazar, 2016),2 
el funcionamiento efectivo del órgano de transparencia necesita más que 
eso, en tanto depende de un monitoreo constante, que no solo incluya el  
sentido de sus resoluciones, sino que se respeten dinámicas internas 
como los procesos de nombramiento y la independencia de su actuación. 
Desde la teoría de acción colectiva, esto implica incurrir en costos muy 
concentrados y obtener beneficios muy difusos, así, parece que el usua-
rio ordinario no tiene incentivos para involucrarse en labores de otorgarle 
valor extra a la información, sin embargo, hay actores con una función de 
beneficios diferente a la del usuario ordinario, que les provee de incenti-
vos puntuales para hacerlo, que no de una vocación desinteresada por el 
acceso a la información, o al menos, no en todos los casos. Estos actores 
son: 1) los grupos de oposición política, 2) los medios de comunicación y 
3) grupos de la sociedad civil organizada (osc). 

La oposición tiene incentivos claros para aumentar los controles so-
bre el partido en el poder y tener más herramientas de vigilancia. Se ha 
dicho que la rendición de cuentas “tiene sus resortes en la competencia 
interpartidista” (Guerrero, 2003: 13). En términos de incentivos, los par-
tidos de oposición estarán motivados a aprobar y agilizar canales que les 
permitan tener acceso a datos puntuales sobre la gestión pública, para 
realizar labores de crítica y denuncia. La teoría señala que la fragmenta-
ción del poder político incentiva el fortalecimiento y la utilización activa 
de estos mecanismos. Retomando el argumento de Cox y McCubbins 
(2001),3 preferencias distintas ponen en movimiento los contrapesos, de 
tal modo que bajo gobiernos divididos, se espera un funcionamiento más 
vigoroso de las instancias de control y por ende, de los mecanismos de ac-
ceso a la información llevados a sus últimas consecuencias. Extendiendo 
este mismo argumento, podríamos pensar que estados donde se ha expe-
rimentado alternancia podrían presentar órganos de transparencia mejor 

2	 Que establece, por ejemplo, el número de sujetos obligados a transparentar informa-
ción, las justificaciones para reservarla, los plazos para entregarla, los mecanismos de 
inconformidad, etc., elementos que no necesariamente están relacionados con la capa-
cidad del órgano garante para hacer valer el derecho de acceso a la información y con 
la posibilidad de que a partir de la que se recibe se inicien procesos de rendición de 
cuentas. 

3	 Cit. por Ríos y Angelino (2010: 19).
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construidos, más independientes y con mayores poderes para supervisar 
y hacer cumplir el derecho de acceso a la información. 

Por su parte, los medios tienen un incentivo claro para promover 
y apoyar la implementación y el funcionamiento efectivo de los cana-
les de acceso a la información, porque mejora directamente en su habili-
dad para realizar su labor periodística. A pesar de que en algunos casos 
los medios se han mostrado reacios a la apertura —porque ello supone 
afectar sus fuentes informales de información y su rol como proveedo-
res principales de tal insumo—, este grupo se ha constituido en uno de 
los principales usuarios de los canales de acceso, y ha mostrado vigoroso 
apoyo y monitoreo constante de la forma en la que se reforman y funcio-
nan los canales de transparencia, encabezando campañas de protección 
a los mecanismos de acceso (esto sucedió, por ejemplo, en Reino Unido; 
Gundersen, 2008: 236-237).

Finalmente, entre las osc, en cuyo núcleo está la difusión de prácticas  
participativas y/o el monitoreo de la gestión pública, tienen incentivos 
para ingresar en el proceso de solicitudes de información, pues su actuar 
está facilitado de manera sustantiva por mejores vías de acceso y alimenta 
sus labores centrales de investigación e incidencia. Aquí también podemos 
incluir a grupos empresariales (Mendel, 2011) interesados en contar con  
información que incremente la certidumbre en su labor de negocios. 

Por las características de estos actores, los costos en los que incurren 
al monitorear el funcionamiento del acceso a la información serán meno-
res a los que enfrenta un usuario ordinario: en principio, la experiencia 
con que cuentan estos actores para la utilización de los mecanismos de 
acceso a la información reducen sus costos de aprendizaje y manejo; asi-
mismo, los procesos de monitoreo, seguimiento e incluso, de difusión, se 
encuentran asimilados a su labor profesional, de tal modo que están, en 
cierto modo, financiados, lo que no ocurre para el resto de los solicitan-
tes. Los intermediarios obtienen un beneficio adicional a los que reciben 
por formar parte de la comunidad amplia, que incluye, por ejemplo, pres-
tigio y posicionamiento en la opinión pública, recursos económicos adi-
cionales (por la venta de ejemplares o por el acceso a nuevas fuentes de 
financiamiento), o, para el caso de los partidos de oposición, ventajas 
electorales al exhibir a su contrincante. 

Lo anterior, para decir que la construcción de instancias sólidas de 
transparencia requiere la presencia activa de sujetos, con incentivos pun-
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tuales propios para acceder a la información y capacidades específicas 
para enlazar la información con la rendición de cuentas. La participación 
significativa requiere conocimiento y experticia en el campo, recursos su-
ficientes y motivación para persuadir a los sujetos obligados. La mayoría 
de los ciudadanos no encaja en esta descripción (Shkabatur, 2012).

Aproximaciones empíricas desde la experiencia local mexicana

La evolución de la política de transparencia en México y su traducción al 
entorno estatal proveen elementos útiles para revisar de manera empíri-
ca lo expuesto hasta este punto. Como se ha dicho líneas arriba, existe 
un diferencial muy importante entre el desempeño de la política fede-
ral de transparencia y su desdoblamiento local, cuyos factores causales 
no resultan obvios. Además, abordar la hipótesis de este texto desde la 
comparación estatal tiene como ventaja la posibilidad de aislar algunas 
variables, por ejemplo, las instituciones formales, plasmadas en el régi-
men de transparencia constitucional y el contexto político nacional.

La aprobación de la lft en 2001 dio origen a la transparencia como 
política pública activa,4 en cuya elaboración no solo estuvieron involucra-
das las distintas fuerzas políticas del país, sino también un notorio grupo 
de la sociedad civil. La emisión de una ley federal implicaba la elabora-
ción de normatividad que pudiera garantizar el acceso a la información 
en todos los niveles de gobierno y los entes que se incluyeron dentro del 
universo de sujetos obligados. Como señalan Becerra y Lujambio (2006: 
184), “el Congreso estaba forzando al país a una larga ruta de construc-

4	 Siguiendo a Yves Meny y Jean-Claude Thoenig (1992: 90), tomamos como política 
pública “el resultado de la actividad de una autoridad investida de poder público y de 
legitimidad gubernamental […] [que] se presenta como un programa de acción guber-
namental en un sector de la sociedad o en un espacio geográfico” y que tiene por objeto 
modificar una situación no deseable. Así, desagregando los componentes de esta defini- 
ción, podemos decir que la política de transparencia supone una acción del gobier-
no que tiene como finalidad procurar la publicidad y el acceso a la información de las  
acciones relacionadas con el ejercicio del poder (Merino, 2008). En ese sentido, dispo-
siciones anteriores (como la consignación constitucional del derecho a la información 
de 1977) no pueden considerarse como la articulación de una política pública con una 
intención explícita y recursos asignados para cambiar el statu quo (Arellano y Lepo-
re, 2012).
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ción jurídica e institucional en todos los estados de la federación, en los 
poderes de la unión y en todas las instituciones federales distintas al 
Ejecutivo.” La alta diversidad nacida de estos procesos de implementa-
ción independiente hizo necesario el establecimiento de un piso míni-
mo lo suficientemente flexible “para responder a la lógica del federalismo 
(pero que garantizara) el cumplimiento igualitario de un derecho cons-
titucional para todos los mexicanos” (Merino, 2006: 127). Advirtiendo 
los alcances potenciales del acceso a la información, muchas entidades 
federativas buscaron protegerse de los alcances de la transparencia re-
dactando legislaciones deficientes, omitiendo la construcción de órganos 
garantes del acceso a la información, o bien negándoles autonomía y ca-
pacidad para ejercer sus funciones. Otras entidades, simple y sencilla-
mente no legislaron al respecto. 

Frente a este variopinto escenario, en 2005 comienza a discutirse la 
idea de reformar la normatividad para uniformar las leyes estatales a tra-
vés de un piso mínimo y en junio de 2007 se aprobaría el dictamen de 
reforma constitucional, con el aval de prácticamente todos los Congresos 
locales. La reforma estableció principios básicos obligatorios para todos 
los niveles de gobierno en los mecanismos de acceso a la información y 
homologó la configuración general de sus órganos garantes. Aunque una 
reforma legislativa no equivale a la generación automática de las prácticas 
y procedimientos necesarios para llevar a buen puerto la política pública, 
el cambio de 2007 marcó “el punto de partida de una transformación or-
ganizacional y cultural profunda” en todo el territorio nacional (Cejudo 
et al., 2012: 10).

La homologación normativa se basa en supuestos clásicos del ins-
titucionalismo en su versión más formal: con instituciones similares 
deberían verificarse resultados también similares, pues mismas reglas 
producen mismos incentivos para los actores. Por supuesto, esto no se 
constata en el funcionamiento real de los órganos estatales de transpa-
rencia, de tal modo que hay elementos locales que permean en esta lógica 
y que seguimos encontrando en alta diversidad, aun dentro de un marco 
normativo similar.5 Es especialmente notorio el contraste entre la lógica 
que se ha construido a nivel federal y la que persiste en la gran mayoría de 

5	 Esta estrategia de homologación no ha sido privativa de los órganos de transparen-
cia. Los órganos electorales estatales también atravesaron por un proceso de “empa-
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las entidades federativas (cide, 2007, 2010). Un agravante adicional de  
esta situación es que, si consideramos que los gobiernos locales son los 
más cercanos a los problemas cotidianos de la ciudadanía, el funciona-
miento adecuado de la transparencia y el uso de la información con valor 
agregado puede tener incidencia más directa en estos ámbitos y afectar 
de manera más perceptible la toma de decisiones. 

La transparencia encuentra un entorno menos propicio para subsis-
tir donde no hay contrapesos efectivos a los actores políticos en el poder. 
Así, la variación en la calidad de los regímenes locales de transparencia en 
México podría explicarse a partir de la presencia o ausencia de interme-
diarios capaces de presionar por mejores órganos garantes, de recorrer de 
manera completa los canales de acceso y de darle valor social a la infor-
mación. La existencia de estos grupos permite contrarrestar de manera 
más vigorosa la influencia de los actores políticos y de resistir prácticas 
autoritarias, ahí donde las hay, defendiendo el espíritu original del acce-
so a la información. No es que los intermediarios sean paladines innatos 
de la transparencia, sino que, como hemos visto, tienen mayores incenti-
vos que los solicitantes ordinarios para presionar por mejores órganos de 
transparencia locales.

Variables e indicadores utilizados

Como se ha dicho, los órganos estatales de transparencia constituyen 
una parte nodal de las políticas locales de acceso a la información: no 
solo fungen como garantes del ejercicio efectivo de este derecho, sino 
que son responsables de las labores de capacitación a las dependencias 
públicas y de la construcción de los sistemas para realizar solicitudes de 
acceso a la información. En ese sentido, la capacidad del órgano garan-
te es un buen indicador del estado de la transparencia: sin un órgano 
sólido, es improbable que un recurso de revisión se resuelva de manera 
técnica y que la información entregada cumpla con la calidad necesaria 
para hacer uso de ella. Para asignar un indicador a esta variable, se optó 
por tomar la percepción sobre el grado de independencia del órgano es-

rejamiento” de sus condiciones (Méndez de Hoyos, 2011). Los resultados han sido 
similares. 
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tatal de transparencia con base en la Eepemex (Loza y Méndez de Ho-
yos, 2014). 

A partir de los argumentos expuestos en este trabajo, se propone  
como variable explicativa la presencia de intermediarios locales. Se consi-
deraron a los tres grupos que, según lo argumentado en este texto, tienen 
incentivos para involucrarse en procesos que vinculen la transparencia 
con la rendición de cuentas: los medios de comunicación, las organiza-
ciones de la sociedad civil y los grupos empresariales (Mendel, 2011; 
Shkabatur, 2012). También se consideró el nivel de fragmentación po-
lítica, bajo la lógica que gobiernos divididos incidirán en resguardar la 
capacidad y autonomía del órgano garante. Para medir la fragmentación 
política, se tomó el número efectivo de partidos (nep) de las legislaturas 
locales, según cálculos del proyecto México Estatal (cide, 2014). El ra-
zonamiento detrás de la utilización de este indicador es que el Congre-
so local es la instancia de contrapeso por excelencia, donde se reflejan las 
disputas más evidentes sobre el partido en el poder y la oposición. 

Para medir la presencia del resto de actores, se ensayaron dos al-
ternativas. En la primera, como indicador de la presencia de medios de 
comunicación, se tomó el número de periódicos locales de circulación 
diaria por cada cien mil habitantes. Siguiendo a Besley y Prat (2006), los 
medios de comunicación se rigen bajo una lógica de mercado, en la que 
una mayor competencia es reflejo de medios más independientes y resis-
tentes a intervenciones de grupos políticos, así, la simple existencia de un 
mayor número de diarios compitiendo entre sí, va a motivarlos a diversi-
ficar posturas, incluyendo diarios que asuman una postura crítica contra 
el gobierno. La fuente de este indicador fue el Padrón de Medios Impre-
sos de la Secretaría de Gobernación. Esta medición también se respalda 
con el estudio realizado por Adserá et al. (2003), según el cual un mayor 
número de periódicos en circulación, ponderado por la población de un 
país, incide en la mejora de los indicadores anticorrupción.

En ese mismo modelo, para medir la presencia de las osc, se tomó 
el número de organizaciones civiles locales activas y formalmente cons-
tituidas por cada cien mil habitantes; para ello se consultó el Sistema de 
Información del Registro Federal de las osc, de la Comisión de Fomen-
to de Actividades de Organizaciones de la Sociedad Civil. En el segundo 
modelo, se optó por realizar una refinación cualitativa: más que el nú-
mero en bruto de ambos actores, el interés fue sopesar la importancia de 
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medios y osc que presentan una postura crítica del gobierno. Para esto 
se acudió nuevamente a la Eepemex (Loza y Méndez de Hoyos, 2014), 
que nos permite una aproximación más precisa. Se tomó, por un lado, el 
indicador sobre la cobertura que realizarían los diarios locales a un caso 
de corrupción hipotético que involucrara al gobernador y, por otro, un 
indicador promediado sobre la presencia de organizaciones no guber-
namentales y de la sociedad civil que muestran una postura crítica del 
gobernador. En ambos casos, la existencia de grupos empresariales inde-
pendientes se midió a través del indicador de la Eepemex sobre la exis-
tencia de conexiones entre los gobernadores y el grupo en el poder.6 

En ambos modelos se tomó como variable de control la calidad de la 
normatividad, siguiendo el argumento de que la norma formal no es ele-
mento suficiente para explicar por sí mismo la capacidad del órgano ga-
rante. Para medir la calidad de la legislación estatal, se tomó el indicador 
incluido en la Métrica de la Transparencia 2010 (cide, 2010), que con-
sidera el “grado de conformidad de la legislación con el estándar que esta-
blece el artículo sexto, así como identificar ventanas de oportunidad en la 
calidad de las normas” (cide, 2010: 12). Este indicador es un índice que 
abarca doce elementos7 que, de acuerdo con el mandato constitucional, 
debe incluir toda la legislación en materia de transparencia. 

En un tercer modelo se introdujeron variables adicionales de control 
para asegurarnos que el nivel económico o educativo de las entidades fe-
derativas no estuviera interviniendo en la variable dependiente. 

Finalmente, en un cuarto modelo se introdujo el posible efecto que 
podría tener el haber experimentado alternancia política en el estado so-
bre la calidad del órgano de transparencia estatal. En todos los casos se 
optó por un modelo de regresión lineal múltiple, utilizando estimadores 
de mínimos cuadrados ordinarios. Los resultados de los modelos son los 
del cuadro 6.1.

6	 Los detalles de estas mediciones se incluyen en el apéndice de este capítulo. 
7	 Los doce elementos que deben estar formalizados en la ley son: principios, sujetos 

obligados, información pública de oficio, información reservada, información confi-
dencial, datos personales, archivos administrativos, órgano garante, diseño institucio-
nal, procedimiento de acceso, recurso de revisión, responsabilidades y sanciones. El 
puntaje asignado a cada elemento se detalla en el apéndice (cide, 2010: 14).
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Cuadro 6.1. Modelo de regresión lineal sobre los correlativos de la fortaleza 
del órgano estatal de transparencia

Variables 
independientes

Modelo 1 Modelo 2 Modelo 3 Modelo 4

Diarios críticos .432***
(.138)

.439***
(.151)

.439*** 
(.151).446***
(.154)

OSC críticas .124
(.113)

.130
(.121)

.130
(.121).140
(.125)

Independencia 
de empresarios 
locales

.163
(.215)

-.074
(.191)

-.066
(.202)

-.066
(.202)-.105
(.223)

NEP 2009 -.040
(.172)

.050
(.141)

.039
(.154)

.039
(.154).054
(.160)

Alternancia -.105
(.229)

Diarios/100 mil 
habitantes

-.450
(.459)

OSC/100 mil 
habitantes

.008
(.008)

Controles

Calidad 
de la 
normatividad

.942
(.929)

1.420*
 (.826)

1.423*
(866)

1.423*
(866)1.466*
(.885)

PIB per cápita -1.38E-007
(.000)

-1.38E-007
(.000)-3.65e-07
(3.20e-06)

Años de 
escolaridad 
promedio

-.023
(.147)

-.023
(.147)-.017
(.150)

R2 .168 .390 .392 .392.397

N 32 32 32 3232

Se expresan coeficientes no estandarizados. Entre paréntesis se expresa el error estándar.
La variable dependiente es la capacidad del órgano estatal de transparencia. ***p≤0.01; **p≤0.05; 
*p≤0.10
Fuente: Elaboración propia.
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Interpretación de resultados 

El análisis de regresión permite realizar varias consideraciones. En pri-
mer lugar, la ausencia de significancia estadística del modelo 1 no nos 
permite afirmar con certeza que exista un vínculo entre la mayor com-
petencia de diarios impresos y la fortaleza del órgano estatal de transpa-
rencia. Parece que no basta con una proliferación de opciones mediáticas 
para que los periodistas decidan presionar para contar con órganos más 
capaces de intervenir en el proceso de acceso a la información, lo cual, 
teóricamente, reduciría sus costos de recorrer el proceso de solicitud y 
de dotar de valor a la información. El escenario es distinto cuando se re-
fina la medición de esta variable considerando únicamente a los diarios 
con una postura crítica del gobierno (aquellos más propensos a exhibir 
y difundir corrupción del gobierno). El que esta variable resulte estadís-
ticamente significativa representa una diferencia cualitativa sustancial, 
y arroja luz sobre el mecanismo causal que provoca que, en este y otros 
trabajos (Stanig, 2015; Stein, 2013; Besley y Pratt, 2006), los medios de 
comunicación estén relacionados con las instituciones o estrategias de 
transparencia y rendición de cuentas. No es la competencia mediática, 
sino la existencia de un sector considerable de medios independientes 
del gobierno y críticos de su actuación lo que incentiva a fortalecer los 
mecanismos de transparencia. La correlación entre estas variables seña-
la que los diarios que asumen una postura crítica estarán presionando 
por órganos de transparencia fuertes, porque de la existencia de estos 
depende tener acceso a información sobre la gestión gubernamental, in-
sumo primario de sus artículos críticos. En ese sentido, la relación entre 
estas variables indica que una prensa crítica activa, usuaria frecuente de 
los mecanismos de acceso, incide en una mejor vinculación de la infor-
mación y la rendición de cuentas.

En segundo lugar, cuando se introduce en el modelo la variable de 
prensa crítica, la calidad de la normatividad en materia de transparencia 
cobra significancia estadística. Esta es, además, la única variable de con-
trol que resulta estadísticamente significativa. Esto habla de un efecto 
interactivo entre ambas variables que, si bien se puede explorar con ma-
yor profundidad, corresponde con episodios conocidos sobre la presión  
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de los medios para aprobar legislación de calidad en esta materia.8 Nue-
vamente, como la existencia de canales de transparencia eficientes reduce  
el costo de acceder a información relevante de fuentes primarias, los pe-
riodistas tienen incentivos para tomar como propia la causa de la trans-
parencia. El que la normatividad por sí misma no sea una variable  
estadísticamente relevante confirma los hallazgos de otros trabajos que 
sostienen que las estrategias de combate a la corrupción y rendición  
de cuentas pierden eficacia en ausencia de medios de comunicación libres 
e independientes (Ahrend, 2002; Stapenhurst, 2002; Freille et al., 2007; 
Camaj, 2012). 

Contrario a lo esperado, la fragmentación política, medida a partir 
del nep, no resulta una variable relevante para explicar el fortalecimien-
to de los organismos de transparencia. Ello quizás se deba a una impre-
cisión de este indicador para medir el peso de la oposición en la arena 
política. Tampoco la alternancia política parece incidir en la calidad del 
órgano de transparencia. 

Finalmente, a pesar de que se han difundido experiencias sobre osc 
locales incidiendo sobre las políticas públicas a través del uso de los ca-
nales de acceso a la información (por ejemplo, Sonora Ciudadana, o el 
Colectivo Ciudadanos por Municipios Transparentes, documentando 
e incidiendo sobre el desigual acceso al issste-Son, y presionando por 
mejorar la legislación de transparencia en Veracruz, respectivamente), el 
modelo no arroja una relación estadísticamente significativa entre la pre-

8	 Las coaliciones multilaterales que se forman en torno a la transparencia, en ocasiones 
incluyen directamente a un grupo emanado de la sociedad civil, o la incorporación de 
sus demandas, tal y como ocurrió en el proceso de aprobación de la lft y creación del 
Instituto Federal de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (ifai) en México, en el que la intervención del Grupo Oaxaca —una coa-
lición de periodistas, académicos y representantes de organizaciones civiles— modi-
ficó la redacción de la iniciativa original, incluyendo el estatus legal del ifai y detalles 
del proceso de nombramiento de los comisionados (López-Ayllón, 2005; Escobedo, 
2006). Más allá del momento de aprobación, el monitoreo de la aplicación de la ley de 
acceso y del funcionamiento del órgano garante, especialmente en momentos cruciales, 
como las reformas constitucionales posteriores respecto de los alcances o los regíme-
nes de acceso, o la renovación de los miembros del ente garante, son tareas fundamen-
tales que preservan la concepción original del derecho a la información, plasmada en 
estas construcciones institucionales. Mendel (2011: 21-22) ha documentado que en 
entornos donde no hay una sociedad civil fuerte o unificada, las reformas para mejorar 
las leyes de transparencia han fracasado.
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sencia de osc y la fortaleza de los órganos garante. Ello quizás se explique 
porque, a diferencia de lo que ocurre en el plano federal, la persistencia 
de autoritarismos subnacionales en algunas regiones del país bloquea la 
capacidad de incidencia de las osc en los mecanismos de transparencia, 
aunque tolere la emisión de críticas al gobierno. En todo caso, la ausen-
cia de significancia merecería un análisis más cercano de esta variable. La 
presencia de un sector empresarial independiente tampoco resulta es-
tadísticamente significativa, lo que deja a los medios de comunicación 
como el único actor social con peso estadístico relevante para influir en la 
construcción de mejores órganos de transparencia. 

Conclusiones

Diversos trabajos (Ahrend, 2002; Stapenhurst, 2002; Adserá et al., 
2003; Freille et al., 2007; Camaj, 2012) han elaborado argumentos en 
torno a la necesidad de contrapesos sociales para potenciar las políticas 
de combate a la corrupción. Estos estudios han hecho especial énfasis 
en la existencia de un sector considerable de medios de comunicación 
independientes del gobierno y críticos de su actuación, lo que incentiva 
a fortalecer los mecanismos de transparencia; de hecho, estos trabajos 
han demostrado que las estrategias de fortalecimiento de la rendición de 
cuentas pierden eficacia en ausencia de medios de comunicación libres 
e independientes. La correlación entre estas variables señala que los dia-
rios que asumen una postura crítica estarán presionando por órganos 
de transparencia fuertes, porque de la existencia de estos depende tener 
acceso a información sobre la gestión gubernamental, insumo primario 
del periodismo de investigación. Los hallazgos del presente capítulo son 
consistentes con los de estos estudios.

Para una prensa crítica, la denegación del acceso constituye en sí mis-
ma un elemento negativo del gobierno valioso para denunciar a través de 
sus publicaciones; un recurso de revisión resuelto bajo criterios de abier-
tas lealtades políticas, o la intervención de los poderes locales en el nom-
bramiento de los titulares del órgano de transparencia local es un síntoma 
de mal gobierno que merece difundirse. La prensa crítica constituye una 
caja de resonancia a través de la cual las solicitudes de acceso son difun-
didas socialmente, generando cambios en la opinión pública y desatando 
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reacciones de los grupos políticos. La utilización creciente de solicitudes 
de acceso a la información como insumo para el periodismo de investi-
gación relacionado, por ejemplo, con casos de corrupción o impunidad, 
no solo incentiva a los medios a presionar por mejores instrumentos (o a 
denunciar el mal funcionamiento de los vigentes), además puede desen-
cadenar o catalizar procesos de justificación sobre los actos de gobierno y 
de sanción a funcionarios; o bien, de cambio en el sentido de voto.

En el plano federal, esta relación también se ha verificado de forma 
muy visible. Durante el proceso de formulación de la lft, en el que los 
medios impresos desempeñaron un papel muy significativo: en marzo 
de 2001, la Sociedad Interamericana de Prensa, en el Foro Internacio-
nal sobre la Libertad de Expresión, denunció el vacío legal sobre acceso a 
la información pública. Posteriormente, grupos como el Colectivo por la 
Transparencia, México Infórmate y la Red por la Rendición de Cuentas, 
en donde hay importante presencia de periodistas, han presionado por 
evitar el debilitamiento del ifai y han denunciado las intervenciones po-
líticas en sus nombramientos. Lo ocurrido en el plano federal da indicios 
de que en las entidades federativas podría estarse replicando la presión 
ejercida por los medios de comunicación para contar con normatividad 
de calidad y mecanismos de transparencia robustos, y la utilización in-
tensiva de los canales de acceso por los periodistas. 

Dentro de los nuevos arreglos institucionales, en los que figuran, 
además de las ramas de gobierno tradicionales, un conglomerado de mo-
dernas agencias de fiscalización, monitoreo y control, los medios siguen 
apareciendo como actores cruciales que intermedian entre la ciudadanía 
y la esfera de poder. No resulta sorprendente que el funcionamiento de 
los órganos de transparencia guarde estrecha relación con la presencia de 
una prensa crítica: la información constituye la materia prima de su tra-
bajo y la naturaleza de su labor produce reverberaciones tanto en el com-
portamiento de los ciudadanos como en la respuesta de los políticos. 

Si los argumentos aquí vertidos son ciertos, la dinámica de los con-
trapesos locales continuará permeando el funcionamiento de los órga-
nos de transparencia de las entidades federativas. Todos los esfuerzos 
de reingeniería institucional y normativa serán limitados si se basan en 
el supuesto de que el establecimiento de pisos normativos mínimos es 
suficiente para garantizar instituciones sólidas. Perder de vista a los ac-
tores que, no por un profundo sentido cívico, sino por incentivos muy 
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puntuales, están interesados en fortalecer los mecanismos de acceso a la 
información, equivale a limitar la posibilidad de que la transparencia se 
convierta en un bien de utilidad pública.

Apéndice

Concepto Variable Indicador Escala Fuente

Variable dependiente

Capacidad e independencia 
del órgano garante 
de acceso 
a la información

Capacidad e 
independencia 
del órgano 
garante de 
acceso a la 
información

Capacidad del 
Instituto Estatal 
de 
Transparencia 
para ejercer 
control sobre 
el Ejecutivo

Promedio de 
opiniones donde:
1 = nada
2 = poco
3 = algo
4 = bastante
5 = mucho

Eepemex 
(Flacso, 2014)

Variables independientes

1. Normatividad Calidad de la 
ley estatal de 
transparencia

Apego respecto 
a los estándares 
constitucionales 
(+)a

Continua 0-1, 
considerando el 
cumplimiento con:
Principios 6b

Sujetos obligados 6
Información pública 
de oficio 10
Información 
reservada 8
Información 
confidencial 8
Datos personales 8
Archivos  8
Facultades órgano 
garante 10
Diseño 
institucional 8
Procedimiento 
acceso 10 
Recurso revisión 10
Responsabilidad y 
sanciones 8

Métrica de la 
Transparencia 
(CIDE, 2010)
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Concepto Variable Indicador Escala Fuente

2. Contrapesos políticos y 
sociales

a. Medios 
libres e 
independientes

Número de 
diarios estatales 
impresos 
ponderados per 
cápita (+)

Continua PNMI (Segob, 
2014)

Número de 
medios locales 
que tienen una 
postura crítica 
(cubriendo 
corrupción del 
gobernador) (+)

Promedio de 
opiniones donde:
1 = Ninguno
2 = Pocos
3 = La mitad
4 = La mayoría
5 = Todos

Eepemex 
(Flacso, 2014)

b. Presencia de 
OSC

Número de 
OSC activas 
y con CLUNI 
ponderadas per 
cápita (+)

Continua Información 
del Registro 
Federal de las 
OSC (Comisión 
de Fomento de 
Actividades de 
Organizaciones 
de la Sociedad 
Civil, 2014)

Postura de OSC 
locales frente al 
gobernador (-)

Promedio de la 
postura de las 5 
OSC más relevantes 
del estado
1 = Muy crítica
2 = Bastante crítica
3 = Algo crítica
4 = Poco crítica
5 = Nada crítica

Eepemex 
(Flacso, 2014)

c. Poderes 
económicos 
independientes

Independencia 
de los 
empresarios 
locales respecto 
del gobernador 
(+)

Promedio de 
opiniones donde:
1 = Ninguna
2 = Poca
3 = Alguna
4 = Bastante
5 = Mucha

Eepemex 
(Flacso, 2014)

d. Dispersión 
del poder 
político

Número efectivo 
de partidos en 
el Congreso 
local 2009 (+)

Continua
1/∑pi2, donde pi 
es la proporción de 
votos (o escaños) 
obtenidos por el 
partido

México Estatal 
(CIDE, 2014)
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Concepto Variable Indicador Escala Fuente

Variables de control

Nivel socioeconómico Nivel educativo 
estatal

Promedio 
de años de 
educación 
recibida 
por entidad 
federativa 
(2012) (+)

Continua Sistema 
nacional de 
información 
estadística 
educativa (SEP, 
2014)

Desarrollo 
económico 
estatal

PIB estatal per 
cápita base 
2008 (+)

Continua Banco de 
Información 
Económica 
(INEGI, 2014)

a Entre paréntesis se expresa la relación esperada con respecto a la variable dependiente.
b Los números expresados junto a cada rubro representan la ponderación de cada elemento.  
El puntaje máximo es de 100, que se recalcula para obtener un índice entre 0 y 1 (CIDE, 2010).

Fuente: Elaboración propia.
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7. Polarizacion, diferenciación y alternancia  
en el espacio político subnacional mexicano
Diego Reynoso

Introducción1

Más allá de las objeciones que han emergido en los últimos tiem-
pos sobre las expresiones izquierda y derecha, estas se siguen utilizando 
para referirse al espacio político en muchos países occidentales (Bobbio, 
1995). El proverbial “hombre de la calle” utiliza estas distinciones cuan-
do ordena a los partidos y a los candidatos en sus mapas políticos,2 aun-
que no siempre con una clara u homogénea idea de lo que ello significa. 
A pesar de las posibles objeciones que por ello pudiera tener, este trabajo 
asume que dada la limitada información que los electores poseen sobre 
los temas y asuntos políticos (Enelow y Hinich, 1984: 3-4), la posición 
de un partido en la dimensión izquierda-derecha (i-d) permite sinte-
tizar o resumir un conjunto de posiciones políticas en muchos temas 
(Downs, 1957). La relevancia de la dimensión no solo permite ubicar a 
los partidos en un “espacio básico”,3 sino que permite además estimar y 

1	 El autor agradece a dos jurados anónimos, a Sebastián Saiegh y a Julio Figueroa por 
sus útiles comentarios y observaciones.

2	 Estudios sobre México que han partido del supuesto de la existencia de la dimensión 
izquierda-derecha o bien que la han probado (Magaloni, 1996; Moreno, 1999; Loza y 
López Lara, 2003) son el antecedente inmediato de esta investigación.

3	 La metodología utilizada, desarrollada y discutida más adelante, consiste en utilizar la 
información que proveen los entrevistados (en este caso, expertos) respecto de los estí-
mulos o reactivos (candidatos y partidos) para estimar el sesgo de percepción de cada 
entrevistado y obtener las posiciones de ambos: estímulos y entrevistados. El propó-
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comparar las variaciones en las estrategias de posicionamiento electoral. 
En el presente capítulo se expone el resultado de consultas a expertos en 
política local sobre las posiciones que los partidos y candidatos ocupan 
en esa dimensión con el propósito de establecer, en primer lugar, si las 
posiciones de los partidos son sistemáticas y coincidentes a lo largo y 
ancho del país, y, en segundo, estimar el grado de distancia entre los can-
didatos (o polarización) en las últimas elecciones que se han llevado a 
cabo en cada estado, estimar las posiciones asumidas por los gobernado-
res y sus candidatos oficialistas, para ilustrar cómo la dinámica política  
conduce en ocasiones a una diferenciación entre los miembros de los 
partidos gobernantes, y estimar la diferencia entre el gobernador saliente  
y el entrante (i. e., el candidato ganador de la elección bajo observación), 
como una aproximación al cambio de orientación en el gobierno.

En general, se han identificado posiciones de partido consistentes 
con la dimensión izquierda-derecha a través de diferentes procedimien-
tos o metodologías: mediante encuestas a votantes, con encuestas a legis-
ladores o élite, vía el análisis de contenido de los manifiestos o programas 
de los partidos y, en particular, considerando las opiniones de los exper-
tos. Recientemente las opiniones de expertos han servido para estimar 
asuntos sobre los cuales o bien la información comparable es inexistente 
o bien es difícil reunirla para una amplia muestra de unidades de obser-
vación (Gervasoni, 2011). De todos modos, el estudio de las posiciones 
espaciales a partir de opiniones de expertos tiene una larga tradición en 
la disciplina (Castles y Mair, 1984; Laver y Hunt, 1992; Huber e Ingle-
hart, 1995). Los juicios de expertos tienen ventajas importantes respecto 
de otras técnicas de recolección. El bajo costo en tiempo y recursos, com-
parado con las encuestas de opinión pública, es uno de ellos. La consulta 
a ciudadanos con mayor información política que el promedio es otra de 
esas ventajas que hace que la información obtenida permita construir da-
tos con un margen menor de error.

Una serie de estudios recientes ha ofrecido evidencia de la dimen-
sión ideológica como estructuradora de la competencia partidista en la 

sito de reconstruir la información espacial desde las escalas de temas o estímulos, es 
detectar las dimensiones subyacentes que explican las relaciones básicas entre los en-
trevistados y los reactivos, sobre los cuales vuelcan sus juicios. De allí el nombre de “es-
pacio básico”.
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región (Moreno, 1999; Alcántara, 2004; Jones, 2005; Rivas, 2006; Al-
cántara y Rivas, 2006; Selios, 2009; Kitschel et al., 2010; Wiesehomeier 
y Doyle, 2012). Algunos trabajos han subrayado las diferentes dimen-
siones relevantes para distinguir la izquierda de la derecha en América 
Latina a partir del juicio de sus élites legislativas (Alcántara, 2004; Al-
cántara y Rivas, 2007; Gramacho y Llamazares, 2007), mientras que 
otros confirman que además hay congruencia entre estas y las percep-
ciones de los ciudadanos (Colomer y Escatel, 2005; Luna y Zechmeister, 
2005; Saiegh, 2014). Recientemente se han desarrollado investigaciones 
que ofrecen más evidencia empírica en cuanto a la relevancia de la ubi-
cación ideológica de los partidos en América Latina (Coppedge, 1998, 
2007; Mainwaring y Torcal 2005; Llamazares y Sandell, 2003; Alcánta-
ra, 2004; Ruíz, 2006; Saiegh, 2009, 2014).

En el caso particular de México, la dimensión i-d ha sido utilizada 
para explicar y entender la posición de los partidos y de los electores en 
los años noventa (Moreno, 1999; Magaloni, 1996) y recientemente (Ze-
chmeister, 2006). Se han utilizado autoposicionamientos de los legisla-
dores nacionales en la dimensión i-d para establecer la posición media 
de lo partidos (pela)4 y, con el mismo procedimiento, de los legisladores 
de algunas entidades subnacionales (Loza y López Lara, 2003). Tam-
bién se han comenzado a utilizar las votaciones nominales de diputados 
(roll-call voting) para identificar posiciones de partido (Cantú, Desposa-
to y Magar, 2014; Rosas y Langston, 2011). La mayoría de estos estu-
dios coincide con la clasificación espacial e ideológica de los partidos y 
los electores mexicanos.5 Ante este panorama, ofrecer evidencia empírica 
de las dimensiones y estructura del espacio ideológico de competencia de 
los partidos y candidatos a nivel subnacional en México quizás parecería 
reiterativo. Sin embargo, la contribución de este trabajo es relevante por 

4	 Las rondas de encuestas realizadas por los investigadores de la Universidad de Sala-
manca en 1994, 1997, 2000 y 2003 arrojan resultados en la misma dirección. Consúl-
tese pela: Elites parlamentarias latinoamericanas, Manuel Alcántara (dir.), Universidad 
de Salamanca, Salamanca, 1994-2008. Boletín N° 16: México.

5	 Varios estudios de la década de los noventa han considerado además otras dimensio-
nes de ordenamiento de los partidos políticos mexicanos. Entre ellos sobresale el eje 
régimen-anti-régimen (Domínguez y McCann, 1996; Domínguez y McCann, 1998; 
Klesner, 2004) o también pro sistema-antisistema (Molinar, 1991), en el cual los par-
tidos políticos pueden asumir posiciones independientes a las que ocupan en el eje iz-
quierda-derecha, como también lo enfatizan Moreno (1999) y Reynoso (2011). 
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la metodología utilizada y la comparación sistemática que ofrece. Al pre-
sente, ninguno de los estudios mencionados ha hecho esta contribución.

Metodología

Para reconstruir el espacio ideológico se recolectaron las opiniones de 
234 expertos6 que fueron seleccionados por estado.7 Dentro de una ba-
tería de 82 preguntas, se pidió a los expertos que ubicaran en una escala 
de 1 a 7 puntos (en donde 1 significa la máxima posición izquierda y 7 
la máxima posición derecha) a diferentes estímulos o reactivos (partidos 
políticos, candidatos y políticos nacionales).8 Los trece estímulos fueron, 
en primer lugar, los siete principales partidos políticos: Partido Acción 
Nacional (pan), Partido de la Revolución Democrática (prd), Partido 
Revolucionario Institucional (pri), Partido Verde Ecologista de México 
(pv), Partido del Trabajo (pt), Nueva Alianza (na), Movimiento Ciuda-
dano (mc); así como siete políticos sobresalientes a nivel local y nacional: 
el gobernador en funciones, el principal candidato de la oposición, el can-
didato oficialista, el por entonces candidato a presidente Enrique Peña  
Nieto (epn), los dos presidentes anteriores Vicente Fox Quesada (vfq) 
y Felipe Calderón Hinojosa (fch), y el principal contendiente de todos 
ellos: Andrés Manuel Lopez Obrador (amlo). Respecto de los políticos 
locales, el criterio que se utilizó fue evaluar al gobernador cuya gestión 
fuera la “más reciente y que estuviera concluida” al momento de hacerse 
las entrevistas (octubre-diciembre de 2012 y enero-febrero de 2013), lo 
que comprende una evaluación de las elecciones a gobernador que tuvie-
ron lugar entre 2007 y 2012 dependiendo del estado en cuestión (Loza 

6	 Compárese la bondad del muestreo de los 234 expertos de esta investigación con el es-
tudio de Castles y Mair (1984) que contiene el juicio de 115 expertos, divididos por 
países de Europa Occidental y Estados Unidos, reportando los casos en donde más de 
tres expertos hayan respondido en una escala de 0-10 puntos. Un criterio similar sigue 
el estudio de Laver y Hunt (1992) que contiene varias dimensiones escalares de 1-20 
puntos.

7	 El criterio de selección se realizó conforme a la metodología indicada ya en la introduc-
ción de este volumen.

8	 Adicionalmente, se les pidió que se autoubicaran en la misma escala, para determinar 
su propia posición en relación a los diferentes líderes políticos y partidos. En el apén-
dice de este capítulo se reproduce textualmente la pregunta. 
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y Méndez, 2013: 356-357). En otras palabras, se evaluó al gobernador 
que estuviera en funciones cuando se llevó a cabo la última elección es-
tatal de gobernador. Del mismo modo, se pidió que clasificaran al can-
didato del partido oficial (i. e., al candidato del partido del gobernador)9 
y al principal candidato opositor contendiente. 

Diferential Item Functioning

Los expertos clasificaron todos los estímulos mencionados en una esca-
la i-d de siete puntos. Habitualmente las investigaciones reportan como 
medida de los partidos o políticos (estímulos) los promedios simples o 
ponderados de las clasificaciones que hacen los expertos (por ejemplo, 
Castles y Mair, 1982; Laver y Hunt, 1992; Colomer y Escatel, 2005). 
Sin embargo, el tipo de dato “en bruto” que surge de considerar la sim-
ple clasificación de los expertos presenta algunos problemas. En primer 
lugar, si bien la posición de los partidos se encuentra en un espacio que 
admite ser infinito y continuo, los expertos deben reportarlas en una es-
cala que solo admite posiciones finitas y discretas (1-7 puntos). De este  
modo, el valor reportado por el experto es una distorsión de la ubica-
ción percibida por él. En segundo lugar, cada experto puede entender de 
manera distinta cada ítem de la escala. Algunos pueden asumir que 3 y 
5 son valores que representan satisfactoriamente la centroizquierda y la 
centroderecha, mientras que otro puede considerar que el 2 y el 6 son 
mejores expresiones. Otros pueden tender a usar en extenso la escala 
utilizando los extremos 1 y 7. En tercer lugar, los juicios de expertos pue-
den portar un componente ideológico subjetivo que tiende a exagerar  
las posiciones de los estímulos que perciben alejados de sus propias pre-
ferencias políticas. Así, un experto ubicado a la izquierda tenderá a re-
portar más a la derecha a los partidos que observa distante, y viceversa, 
algo muy común por ejemplo entre republicanos y demócratas en los 
Estados Unidos (Poole et al., 2014). Estos problemas de comparabili-

9	 La única excepción fue la elección de Guerrero 2011, en donde por error se preguntó 
por el candidato del pan, Marcos Efrén Parra en lugar del candidato oficial del prd 
Ángel Aguirre Rivero, y a la postre nuevo gobernador del estado. De todos modos, las 
estimaciones se reportan en las gráficas, aunque no corresponden al candidato oficial.
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dad producidos por la diferencia en la interpretación de los ítems de la 
escala son conocidos como Differential Item Functioning o dif (King, 
Murray y Salomon, 2003). A diferencia de otras investigaciones que 
utilizan los datos “en bruto” de las escalas para estimar posiciones (i. e., 
Loza y López Lara, 2003), en este trabajo se utiliza una técnica que per-
mite corregir estos problemas derivados del dif. 

Para corregir o minimizar el impacto que estos problemas pueden 
introducir al usar los datos crudos, utilizamos el procedimiento de escala 
de Aldrich y McKelvey (1977) (en adelante (a-m), a partir de la genera-
lización de Poole (1998), Poole et al. (2013) y Poole et al (2014) a múl-
tiples dimensiones. El modelo a-m asume que los candidatos y partidos 
tienen posiciones reales (Zj) en un espacio continuo (ℜ) y que cada ex-
perto i percibe esas posiciones (Yij) de la siguiente forma:

Yij= Zj + eij .

Donde eij es una variable aleatoria con distribución normal y media 
cero, con varianza positiva (homocedasticidad) y covarianza cero. Adi-
cionalmente se introducen dos parámetros de distorsión: ci (el intercept 
term o término α) y wi (el término β o weight term) que transforman las 
posiciones percibidas sobre los políticos y partidos (Yij) en las posiciones 
reportadas acerca de los políticos y partidos (Zij),

Zij = 1/wi (Yij - ci)

De este modo, conociendo la respuesta del experto i respecto de los 
políticos  j ( Zij ) y conociendo la estimación factorial de la posición espa-
cial de cada político o partido (Yij) podemos estimar el valor del coeficien-
te wi y la constante ci con que cada entrevistado i transforma linealmente 
su percepción:

Yij = ci + wi  Zij

De allí que podemos resumir las posiciones espaciales de todos los 
expertos entrevistados conjuntamente con las posiciones espaciales de 
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los partidos políticos, así como de los líderes políticos nacionales y los 
políticos estatales más relevantes: en especial, al gobernador.10

Estímulos puentes

Con las respuestas de los expertos estatales podemos estimar el espacio 
básico de competencia estado por estado, lo cual permite ubicar las po-
siciones relativas a nivel local de los partidos y los candidatos, sin embar-
go, esa forma de estimar las posiciones impide tener certezas acerca de 
la comparabilidad interestatal de los espacios básicos de competencia, ya 
que los juicios de diferentes conjuntos de expertos no son comparables 
entre sí. ¿Cómo saber si un candidato del pan ubicado a la derecha en 
Nuevo León está a la izquierda o a la derecha de otro de su mismo par-
tido en el D. F.? Los datos que obtenemos estado por estado no permi-
ten comparar las posiciones relativas que ambos ocupan en cada sistema  
de competencia.

Una solución posible es estimar la posición de todos los estímulos 
en una misma matriz general, pero dado que la solución requiere una 
matriz completa, la solución a-m elimina los estímulos que cuentan con 
valores perdidos (missing values). Así un estímulo que no es clasificado 
por un experto queda eliminado de la solución, aunque todos los demás 
lo hayan clasificado. De este modo, si un grupo de expertos respondió 
por unos estímulos pero no por otros, los estímulos serían eliminados. 
Como en nuestra muestra los expertos responden por estado, el proble-
ma es enorme ya que no es posible encontrar una solución con excepción 
de los estímulos que son comunes a todos los estados, como por ejemplo 
los partidos políticos.

Para evitar este problema, se utilizan los diez estímulos comunes o 
“estímulos puentes” (bridge questions) que permiten comparar los juicios 
de todos los expertos y que sirven como “anclas” para hacer comparaciones  

10	 Aldrich y McKelvey asumen que los entrevistados están igual de imperfectamente in-
formados acerca de las posiciones de los candidatos y partidos, no obstante Palfrey y 
Poole (1987: 514) sostienen que ese supuesto es implausible, probando que los “vo-
tantes” más informados tienden a tener posiciones más polarizadas que los menos 
informados. Aquí, por el momento, asumimos que los expertos están más y mejor in-
formados que los votantes.
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interestatales de los demás estímulos que no son respondidos por todos 
los expertos, solucionando al mismo tiempo el problema de la compara-
bilidad de las clasificaciones y la presencia de esa enorme masa de datos 
perdidos (missing values). Para ello se ha utilizado la función blackbox_
transpose del paquete Basicpase desarrollado por Poole et al. (2013), que 
opera bajo el entorno del programa para análisis estadísticos R. Solucio-
nes de este tipo han sido utilizadas para estimar y comparar partidos de 
diferentes países europeos (Bakker et al., 2014), para estimar las posi-
ciones de los representantes en los Congresos locales de Estados Unidos 
(Shor y McCarty, 2011) y las posiciones de políticos y partidos en Amé-
rica Latina (Saiegh, 2014), entre otras investigaciones. El modelo desa-
rrollado por Poole et al. (2013) permite estimar la ubicación en el espacio 
de los estímulos en dos dimensiones. En este trabajo utilizamos la segun-
da dimensión estimada que permite diferenciar a estos en función de una 
idea general de izquierda-derecha hasta donde el conocimiento público 
compartido que tenemos nos permite inferir.

Resultados

En el cuadro 7.1 se listan los “estímulos puentes” utilizados de manera 
común en todos los estados, esto es: los tres principales dirigentes na-
cionales de cada uno de los tres partidos más importantes al momento 
de la ronda de entrevistas, y los siete partidos políticos nacionales que 
se les presentaron a todos los expertos. Junto a ellos se presenta el valor 
estimado de la primera dimensión y el valor de la segunda, el número 
de expertos que los evaluaron, así como la tasa de respuesta. En todos 
los casos, las tasas de respuestas superan el 94%, con excepción de fch 
y de vfq que son complementarias y que entre ambos suman aproxima-
damente 97% de respuestas.11 Por último se presenta la varianza expli-
cada de cada uno de los estímulos a partir de los juicios de los expertos. 
Como se puede apreciar, los estímulos oscilan entre amlo, cuya valor 

11	 La complementariedad radica en que se preguntó excluyentemente por uno u otros 
dependiendo del estado. Allí donde las elecciones fueron realizadas durante el sexenio 
de vfq la pregunta sobre el líder del pan consideró a éste como tal. En las demás se los 
consideró a fch.
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de R2 alcanza el 62%, y vfq, cuyo valor es de R2 = 44%. El resto de los 
estímulos puentes obtiene valores intermedios entre estos dos. Como se 
advierte, la primera dimensión estimada, si bien clasifica a los objetos es 
una posición relativa esperada (por ejemplo, amlo está a la izquierda de 
fch y el prd y el pt a la izquierda del pri y del pan), no produce una 
clasificación de izquierda a derecha del espectro sino que ubica a todos 
los candidatos y partidos con signo positivo (esto es, a la derecha del es-
pacio). Al comparar esta dimensión al interior de los estados, en cambio, 
la misma discrimina entre oficialistas y opositores de una manera muy 
precisa.12 La segunda dimensión, en cambio, les asigna el signo esperado 
y permite clasificarlos con mayor varianza y amplitud, por esa razón la 
escogemos para las comparaciones generales con todos los demás estí-
mulos subnacionales. 

A diferencia de los estímulos puentes (bridge), los estímulos locales 
(i. e., el gobernador, el candidato oficialista y el principal candidato oposi-
tor) solo recibieron clasificaciones por parte de los expertos del estado en 
donde ellos gravitan.13 En promedio, los expertos por estado fueron 7.31. 

12	 Más adelante se presenta el espacio comparativo.
13	 Con excepción del candidato oficial de Guerrero, el cual por errores en el cuestionario 

corresponde al candidato de otro partido opositor (en ese caso el pan).

Cuadro 7.1. Estimación y tasa de respuestas para los estímulos “puente”

Estímulo 1° D 2° D (N) Tasa de 
respuesta (%)

R2

AMLO 0.027 -0.215 231 0.981 0.629

PT 0.039 -0.176 229 0.978 0.644

PRD 0.041 -0.153 229 0.978 0.642

MC 0.061 -0.145 225 0.961 0.565

NA 0.057 0.008 226 0.965 0.534

PRI 0.059 0.01 229 0.978 0.466

EPN 0.065 0.043 227 0.970 0.549

PV 0.063 0.043 230 0.982 0.505

PAN 0.082 0.104 229 0.978 0.409

FCH 0.073 0.116 161 0.683 0.450

VFQ 0.079 0.114 69 0.294 0.478

Fuente: Elaboración propia.
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De los 234 expertos entrevistados, 226 clasificaron en forma completa 
todos los estímulos que se les presentaron: esto significa que el 96.5% de 
los expertos pudieron clasificar a todos los candidatos haciendo variacio-
nes en sus clasificaciones. En general las clasificaciones son consistentes 
y hay convergencia entre los expertos. No obstante, podemos encontrar 
estímulos en los que los valores estimados no parecen resultar de una 
convergencia entre los juicios de los expertos. Entre esos casos que pre-
sentan una varianza explicada muy ínfima, y que asumo indican que los 
expertos han tenido dificultades para clasificar al estímulo o no han teni-
do convergencia en sus juicios, destacan el candidato oficialista de Aguas-
calientes, el candidato opositor de Coahuila y el candidato opositor de 
Sinaloa.14

Al analizar los resultados estado por estado, cruzando las dos di-
mensiones estimadas por el modelo a-m, la primera discrimina con poca 
varianza, pero al hacerlo organiza el espacio en términos de oficialismo-
oposición, colocando a los gobernadores y sus candidatos, identificados 
como oficialistas, en posiciones verticales cercanas, separados del candi-
dato opositor. De este modo, la primera dimensión puede entenderse 
como oficialismo-oposición local, lo cual le da sentido a que los partidos 
y los candidatos nacionales no presenten una variación en el signo en esta 
dimensión.15 Las gráficas 7.1a y 7.1b presentan el espacio político de las 
32 entidades federativas y permiten observar lo anteriormente indicado. 
En dichas gráficas, los ejes horizontales representan las posiciones que 
ocupan los políticos locales en la dimensión izquierda-derecha, mientras 
que el eje vertical refiere las posiciones oficialismo-oposición.

14	 Se trata, sin duda, de políticos que para los expertos presentan serias dificultades de 
clasificación. Entre ellos destaca Mario López Valdez, actual gobernador de Sinaloa, 
quien fue candidato opositor en ese estado en 2010, luego de abandonar el pri y ser 
respaldado por una alianza entre el pan y el prd. 

15	 Resulta relevante aclarar que las comparaciones de los estímulos nacionales con base 
en la primera dimensión dan algunos resultados que merecen un análisis profundo 
más detenido. Se trata de una dimensión que nos ofrece “algo” importante para anali-
zar pero no de forma sistemática, esto es: el oficialismo puede obtener valores positivos 
o negativos y a la inversa la oposición, pero lo cierto es que los clasifica en lugares sepa-
rados. No obstante, no en todos los estados tiene una prominencia relevante. Estudios 
que contengan esta dimensión en cuenta, como lo haremos en futuros trabajos, deben 
estimar las distancias entre los actores de manera bidimensional.
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Grá�ca 7.1a. Espacio político ideológico en 32 entidades federativas mexicanas.

Fuente: Elaboración propia.

Grá�ca 7.1b. Espacio político ideológico en 32 entidades federativas mexicanas.
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Izquierda-Derecha

Considerando la segunda dimensión, se pudo estimar en total las posi-
ciones ideológicas en el espacio básico de los siete partidos políticos y los 
tres dirigentes nacionales, más los 32 gobernadores, los 32 candidatos 
oficialistas y los 32 principales candidatos opositores, lo que arroja un 
total de 106 estímulos estimados. Las estimaciones tienen una distribu-
ción normal con una media de .000 y desvío estándar de .0093, con un 
rango de scores que oscila entre -.241 (el estímulo más izquierdista) y 
.309 (el estímulo más derechista).

Una primera panorámica comparativa puede observarse en la gráfica 
7.2, en la cual se presenta el valor estimado para los diez estímulos puen-
tes junto a los 96 políticos locales: 32 gobernadores en funciones al mo-
mento de realizarse la elección evaluada, los 32 candidatos oficialistas16 
y los 32 candidatos del principal partido de oposición más votado. Los 
estímulos puente, es decir, los políticos y partidos nacionales, presentan 
los siguientes valores: a la izquierda y centroizquierda del espacio básico 
se ubican amlo (-.215), pt (-.176), prd (-.153) y mc (-.145); en el cen-
tro se ubican na (.008), pri (.01) y epn (.043) junto al pv (.043). En el 
centroderecha pan (.104), fch (.114) y a fch (.116). Se puede constatar 
que el modelo estima, a partir del juicio de los expertos, a amlo como el 
político nacional ubicado más a la izquierda, incluso más que los parti-
dos que sostuvieron su candidatura;17 a la vez que epn se encuentra leve-
mente más a la derecha que su partido, en la misma posición que el otro 
socio político de la alianza (pv), y que fch es percibido un tanto más a la 
derecha que su propio partido. 

Del mismo modo, en la gráfica 7.2., se puede observar la posición de 
los gobernadores en funciones que fueron evaluadas por los jueces. Los 
más “izquierdistas” según las estimaciones son el gobernador de Coahui-
la (Humberto Moreira del pri), seguido del gobernador de Michoacán 
(Leonel Godoy Rangel del prd), la de Zacatecas (Amalia García del 

16	 La elección más lejana evaluada por los jueces es Baja California 2007. En el apéndice 
2 de este capítulo se listan los estados, las elecciones y alguna información adicional.

17	 Esta estimación permitiría inferir que, de haberse estimado a morena, este instituto 
político hubiese ocupado un lugar a la izquierda de los demás partidos políticos del 
sistema.
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Jorge Hurtado (PRI), CAM
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Fuente: Elaboración propia.

Grá�ca 7.2. Posición ideológica estimada de gobernadores en funciones y estímulos 
puentes.
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prd) y el del Distrito Federal (Marcelo Ebrad del prd). En el otro extre-
mo, los gobernadores más “derechistas” resultaron ser el gobernador de 
Baja California (Eugenio Elorduy Walther del pan), el de Jalisco (Emi-
lio González Márquez del pan) y el de Tamaulipas (Eugenio Hernández 
del pri). 

También se pueden extraer las posiciones ideológicas estimadas de 
los candidatos oficialistas y de los candidatos opositores inmediatos, esto 
es: el contrincante más votado al que enfrentó el candidato oficial. Con 
propósitos expositivos, a todos los estímulos según la posición del candi-
dato de izquierda a derecha. La media de los candidatos oficialistas fue 
de -.011, con valores que van desde -.209 (Rubén Moreira, pri Coahui-
la) a .153 (Alfredo Zapata, pan San Luis Potosí). En general hay una 
correlación estadísticamente significativa entre la posición del candidato 
oficialista y el gobernador (r = .742, p < .001), que en parte se debe al 
poder de selección que poseen algunos gobernadores respecto del can-
didato de su partido. No obstante, como se verá, no siempre es el caso. 
Por otra parte, la media de la ubicación ideológica de los opositores fue 
de .019, con valores que oscilan entre -.222 (Alejandro Encinas, prd Es-
tado de México) y .309 (Arturo Núñez, prd Tabasco). Si nos guiamos 
por los datos extremos, parecería haber algunas inconsistencias, ya que el 
prd tendría los candidatos opositores más izquierdista y derechistas. En 
general, el caso de Arturo Núñez es una anomalía que merece un análisis 
mayor, del mismo modo que el izquierdismo de los hermanos Moreira 
de Coahuila. Al respecto, cabe señalar que en general las posiciones de los 
políticos locales son consistentes con sus pertenencias partidarias. Así la 
posición media de los políticos del pan es de .058 con un desvío de .06, 
mientras que la del pri es de .00 con un desvío de .07 y la de los perredis-
tas de -.093 con un desvío de .125 (gráfica 7.3).

Como se puede apreciar a primera vista en la gráfica 7.3, existe una 
diferencia estadísticamente significativa en el posicionamiento ideológi-
co promedio entre los principales partidos mexicanos, aunque la hete-
rogeneidad de los políticos de cada partido es amplia. Los perredistas y 
aliados a la izquierda, los priistas en el centro y los panistas en el centro-
derecha. En resumen, los resultados indican que los políticos y partidos 
políticos mexicanos a nivel subnacional son pasibles de clasificarse en la 
escala i-d. Para decirlo de otro modo, los expertos coinciden en clasificar 
en la escala a los partidos y candidatos en forma convergente y estadísti-
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Grá�ca 7.3. Posición ideológica media de los candidatos, según partidos políticos.

camente significativa, ofreciendo evidencia de que el uso de la dimensión 
i-d tiene sentido para entender la orientación política de los partidos en 
el nivel subnacional. A continuación damos un paso adelante en la com-
prensión de la competencia subnacional. 

Polarización, diferenciación y alternancia

El objetivo de consultar a los expertos fue evaluar la calidad de las elec-
ciones para elegir gobernador que se realizaron en los últimos años 
(Loza y Méndez, 2013: 356). En relación con ese objetivo, la ubicación 
espacial de los partidos y candidatos en la dimensión izquierda-dere-
cha es sumamente relevante, pues permite observar la distancia entre los 
contendientes (i. e., el grado de polarización ideológica), y las estrategias 
de diferenciación o independencia de los candidatos oficiales respecto 
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de los gobernadores y el cambio político resultante de la elección. Los 
tres fenómenos son claves para el análisis de la dinámica político elec-
toral y la evolución de los resultados futuros, así como de la percepción 
que los expertos tienen sobre la calidad de las elecciones. Una vez identi-
ficadas las posiciones del gobernador, de los candidatos oficiales y de los 
principales candidatos opositores, podemos estimar la distancia espacial 
entre estos como un indicador (proxy) de polarización, la diferenciación 
y el cambio político ideológico resultante de la contienda.

Polarización. Los principales competidores pueden ser atraídos por el 
votante mediano del espacio político y ubicarse cercanamente en el cen-
tro de la distribución o bien pueden ser atraídos por los votantes ubi-
cados en polos opuestos (Sartori, 1976). Por polarización se entiende la 
situación en la cual los votos y los partidos se encuentran distribuidos 
hacia los polos (Sani y Sartori, 1983). Hay diferentes maneras de medir 
la polarización en un sistema de partidos (Coppedge, 1998). Aquí cap-
turamos como indicador de la polarización la diferencia absoluta entre 
la posición del principal candidato opositor y la posición del candidato 
oficialista en cada estado (polarización = |of-op|).18 Cuanto mayor sea 
la distancia entre ellos, mayor la polarización; mientras que a menor di-
ferencia en las posiciones que ellos ocupan, menor la polarización.

La gráfica 7.4 resume las estimaciones de polarización. De este 
modo, los estados que presentan un mayor nivel en este rubro en su úl-
tima elección de gobernador son Coahuila (.366),19 Estado de México 

18	 Dado que ambos son los candidatos más votados, entendemos que capturan la ma-
yor cantidad de votos. Como índice de polarización quizá deba ponderarse la distan-
cia por los votos, tal y como lo hace Coppedge (1998). Pero a fin de medir la distancia 
entre los contendientes, como un indicador de polarización, la medida propuesta es 
suficiente. 

19	 La elección tuvo lugar el 3 de julio de 2011. Allí se enfrentaron el candidato oficial 
Rubén Moreira (impulsado por una alianza entre el pri, el pvem, panal y el Partido 
Socialdemócrata, junto al partido local Primero Coahuila) y el principal candidato de 
la oposición Guillermo Anaya Llamas (pan y Unión Democrática de Coahuila). En 
esta elección, el candidato oficialista obtuvo el 60% de los votos, mientras que su con-
tendiente obtuvo el 35%. El candidato oficialista se colocó a la izquierda del espacio 
ideológico, como puede apreciarse en la gráfica 7.3, aprovechando en cierto modo la 
poca relevancia electoral del prd en el estado. El candidato del prd obtuvo el 0.93% y 
el candidato del pt el 1.54%. Ambos fueron superados por los votos nulos, que alcan-
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(.246)20 y Jalisco (.216).21 De todos los estados, estos tres son los que ma-
yores niveles de distancia observaron entre los principales contendien-
tes. A dichos estados les siguen en orden decreciente: Tabasco (.197), 
Morelos (.179), Baja California Sur (.173), Michoacán (.162), Distrito 
Federal (.148), Baja California (.148) y Guanajuato (.147). En contrapo-
sición, los estados menos polarizados según las estimaciones son Tamau-
lipas, Nayarit, Aguascalientes y en general aquellos cuyas estimaciones 
son inferiores a .100.

Diferenciación. En todas las elecciones del Poder Ejecutivo, los candida-
tos del partido en el gobierno enfrentan un dilema: posicionarse como 
el continuador del gobernador en funciones o diferenciarse de él presen-
tando una agenda propia e incluso formulando críticas. El posiciona-
miento del candidato oficial dependerá de muchos factores destacando 
el proceso de selección de su candidatura (si ha sido designado por el 
gobernador o si ha ganado una competencia interna), la imagen del go-

zaron el 2.25%. Por su parte, el principal competidor Anaya Lamas, se ubicó excéntri-
camente hacia la derecha del espacio de competencia.

20	 La segunda elección más polarizada, según las estimaciones, se realizó el 3 de julio de 
2011 en el Estado de México que tuvo como protagonistas al candidato oficial Eruviel 
Ávila Villegas, de la Alianza Unidos por Ti (pri, pvem y panal), quien finalmente 
consiguió el 62% de los votos, frente al candidato de Unidos Podemos Más, Alejandro 
Encinas (prd, pt y mc), que alcanzó el 21% de los sufragios. Esa elección fue un test 
previo a la elección presidencial de 2012, en la cual las dirigencias nacionales del prd 
y el pan apostaron por derrotar al candidato del pri, y con ello infringirle una derrota 
al gobernador que era el candidato del pri a la presidencia (Enrique Peña Nieto).

21	 La elección de Jalisco del 1 de julio de 2012 la ganó el candidato opositor, impulsado 
por Alianza Compromiso por Jalisco (pri + pvem), Jorge Aristóteles Sandoval Díaz 
(38.41%); el segundo lugar fue para el candidato de Movimiento Ciudadano, Enrique 
Alfaro Rámirez, con el 34% de los votos (más votos que el mismo candidato oficial), y 
el tercer lugar —y aquí radica la peculiaridad— el “candidato oficial” Fernando Guz-
mán Pérez Peláez (20.38%) del pan. Si consideramos la distancia entre el candidato 
oficial y el del pri, (el principal competidor), Jalisco es el tercer estado más polariza-
do. Ahora bien, paradójicamente esa polarización es aún mayor si consideramos la 
distancia entre los dos candidatos más votados, ambos opositores. Al mismo tiempo, 
la aparición del candidato de mc en la arena política modificó los estándares de posi-
cionamiento “normal” de los partidos. Como se puede apreciar, se observa una inver-
sión de las posiciones que adoptaron los principales candidatos: el candidato oficial 
del pan fue percibido en el centro-izquierda de la distribución espacial muy cercano 
al pri local, mientras que el candidato del pri fue ubicado en una posición cercana al 
gobernador. 
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bernador (cuando es positiva los candidatos tenderán a identificarse, 
cuando es negativo tenderán a diferenciarse),22 y la posición relativa que 
asuma su principal competidor. Como estimación de la diferenciación 
entre el gobernador y el candidato oficialista se procede de un modo si-
milar. Se define la diferenciación como la discrepancia entre la posición 
del candidato oficialista y el gobernador en funciones. Cuanto mayor 
sea la diferencia entre ambos, mayor es la diferenciación, y viceversa. 

En cuanto a este asunto, el panorama es muy ordenado: en la mayo-
ría de los estados hay poca diferenciación o, en otras palabras, hay mu-
cha identificación entre el candidato oficial y el gobernador, como por 
otra parte es una consecuencia observacional de la alineación partidaria 

22	 Respecto del impacto de la competencia en la nominación de candidatos a gobernador, 
un estudio pionero es el de Langston y Díaz-Cayeros (2003), el cual analiza un perio-
do previo al observado aquí.
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Fuente: Elaboración propia.

Grá�ca 7.4. Distancia ideológica entre los principales contendientes.
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y del rol de selector que ocupa el gobernador en relación al candidato de 
su partido. De hecho, la correlación entre la posición de ambos es alta (r 
= .746 para una p > .000). Sin embargo, destacan cuatro estados en los 
que los expertos coinciden en identificar al candidato oficial muy alejado 
de las posiciones del gobernador que, “en teoría”, debería haber auspiciado 
su candidatura. En esta medida, el signo negativo aplica a los candidatos 
oficialistas posicionados a la izquierda del gobernador, y el signo positivo 
a los que se ubican a la derecha de la posición que ocupa el gobernador. 
Los candidatos oficialistas que más se diferenciaron en general no han lo-
grado triunfar en las elecciones que compitieron, como Fernando Pérez 
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Fuente: Elaboración propia.

Grá�ca 7.5. Distancia ideológica entre gobernador y candidato o�cialista.
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Peláez del pan Jalisco23 y María Elena Orantes del prd Chiapas,24 casos 
que se ubicaron a la izquierda de sus gobernadores respectivos, así como 
Adriana Dávila Fernández del pan Tlaxcala,25 que se ubicó a la derecha 
del gobernador en funciones. 

Cambio/Alternancia. En un trabajo que se ha convertido en un clásico 
de la ciencia política, Tsebelis (2002: 169-172), utilizando el índice de 
Castles y Mair (1984) y el de Laver y Hunt (1992), introduce como 
medida de “alternancia” la diferencia entre la posición mediana de una 
coalición gobernante y la coalición o gobierno de mayoría que lo suce-
de. Con base en el mismo criterio, aquí se utiliza la diferencia entre el 
gobernador en funciones y el candidato ganador que, a posteriori, resul-
ta el gobernador electo. Es posible que la posición del gobernador que 
asume con posterioridad a la elección pueda modificarse en relación a su 
posición como candidato, sobre todo si se trata de un candidato oposi-
tor. No obstante, aquí la medición se presenta con el objeto de ilustrar el 
posible impacto en la orientación del gobierno que emana de esas elec-

23	 La elección de Jalisco, como se ha visto, fue una de las más polarizadas y presenta una 
incógnita: el “candidato oficial” Fernando Guzmán Pérez Peláez (-.045) del pan se di-
ferenció significativamente de la posición del gobernador Emilio González Márquez 
(.122). Es uno de los curiosos casos en que un candidato panista es ubicado en el cen-
tro (relativamente centro-izquierda) del espacio de competencia. En contraposición, 
el candidato opositor Jorge Aristóteles Sandoval Díaz (pri), quien finalmente resultó 
ganador, se posicionó a la derecha del espectro (.171), incluso más a la derecha que el 
mismo gobernador panista y alejado de la posición de su propio partido. Esta inver-
sión, probablemente haya sido un efecto de dos factores: en primer lugar, la ruptura del 
pan con el gobernador en funciones y, en segundo lugar, la emergencia del candidato 
de Movimiento Ciudadano, Enrique Alfaro Ramírez, que ocupó el segundo lugar en 
la contienda con el 34% de los votos (más votos que el mismo candidato oficial) y obli-
gó a un reajuste de las posiciones espaciales de los demás competidores.

24	 En el estado de Chiapas se observan grados de diferenciación importantes entre la 
candidata oficial María Elena Orantes del prd, ubicada a la izquierda del espacio bási-
co (-.76), y el gobernador Juan Sabines Guerrero del prd que, según las estimaciones, 
estaba ubicado en la misma posición ideológica del espacio básico (.056) que el princi-
pal candidato opositor, Manuel Velasco (pv) (.062), impulsado por la alianza pri-pv, 
y ganador de la puja electoral.

25	 El estado de Tlaxcala también presenta grados de diferenciación problemáticos, ya que 
el gobernador en funciones, Hector Ortíz Ortíz, si bien arribó a la gubernatura postu-
lado por el pan pertenecía al pri, de modo que ello pudo contribuir a explicar la dife-
renciación que la “candidata oficial” Adriana Dávila Fernández estableció respecto de 
él y fue percibida por los expertos, como un corrimiento hacia el centro.
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ciones. En este caso, el signo de la medida tiene un valor descriptivo re-
levante. Cuando es negativo indica que el nuevo gobernador o candidato 
ganador (que puede ser tanto oficialista como opositor) se ha posiciona-
do a la izquierda del gobernador saliente, mientras que el signo positivo 
indica que el nuevo gobernador se ubica a la derecha de la posición que 
ocupaba el gobernador en funciones.

La gráfica 7.6 presenta los datos de una manera singular. En lugar 
de clasificar las diferencias en forma absoluta, mantenemos representa-
da la orientación del cambio. De este modo, si la barra se dirige hacia la 
izquierda significa que el cambio de gobierno implicó la elección de un 
candidato ubicado a la izquierda del gobernador saliente. A la inversa, las 
barras extendidas hacia la derecha implican que el cambio de orientación 
fue hacia la derecha. Así, como puede apreciarse en la gráfica, los estados 
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Fuente: Elaboración propia.

Grá�ca 7.6. Alternancia: distancia ideológica entre gobernador saliente y gobernador 
electo.
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en donde la alternancia o el cambio en la orientación del gobierno fue 
mayor y se hizo a la derecha fueron Tabasco, Tlaxcala, Zacatecas, Baja 
California Sur, Michoacán, San Luis Potosí y Puebla; mientras que los 
cambios más pronunciados hacia la izquierda fueron en Morelos y Oaxa-
ca. En todos estos casos se trató de cambios en el partido de gobierno o 
alternancias. La relación entre las alternancias y la distancia del cambio 
producido es estadísticamente significativa. No obstante hay alternan-
cias en las que no se observan grandes diferencias en la orientación de 
los gobiernos, como en el paradójico Chiapas (.006), donde el goberna-
dor en funciones del prd fue sucedido por un nuevo gobernador del pv.

Conclusiones

Si bien el proverbial “hombre de la calle” utiliza las distinciones de iz-
quierda y derecha para referirse a los partidos y candidatos, no siem-
pre los juicios son comparables. Este trabajo asume que la dimensión 
izquierda-derecha permite sintetizar o resumir un conjunto de posicio-
nes políticas de partido en muchos temas para los cuales sería difícil  
adquirir información. De este modo, recurriendo a los juicios de ex-
pertos mediante la escala de 1-7 puntos y, posteriormente, corrigiendo 
los problemas asociados a los sesgos de juicios y de escala, mediante el 
método de escalamiento Aldrich y McKelvey (1977) generalizado por 
Poole (1987 y 1998), en este capítulo se ha logrado presentar en un 
mismo espacio básico ideológico de competencia las posiciones de los 
siete partidos nacionales, los tres principales dirigentes políticos nacio-
nales, los 32 gobernadores, los 32 candidatos oficialistas y a los 32 can-
didatos opositores. Esto permite comparar entre los diferentes sistemas 
de competencia subnacionales, y con el propio espacio de competencia 
nacional. 

La relevancia de la dimensión ideológica permite tanto ubicar a los 
partidos en un espacio político común ordenado, como estimar y com-
parar las variaciones en las estrategias de posicionamiento electoral que 
los partidos y candidatos ejecutan. Las estimaciones relativas de las posi-
ciones de partidos políticos y candidatos adicionalmente hicieron posible 
una contribución especial: conceptualizar y medir el grado de polariza-
ción entre los principales competidores, el grado de diferenciación entre el  
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candidato oficial y el gobernador de su partido, y el cambio de orienta-
ción que se observa entre un gobierno y el que le sucede (alternancia). 

Se han encontrado variaciones en los niveles de polarización entre los 
principales candidatos contendientes en las elecciones locales que por lo  
general responden a la confrontación entre candidatos posicionados a 
la izquierda y candidatos a la derecha. Los estados con mayores grados 
de polarización, según las estimaciones a partir de juicios de expertos, 
son Coahuila 2011, Estado de México 2011, Jalisco 2012, Tabasco 2012 
y Morelos 2012, en estos casos los principales candidatos han tendido 
a ubicarse cada uno excéntricamente hacia uno de los polos de la com-
petencia. En contraposición, los menos polarizados fueron Tamaulipas 
2010, Durango 2010, Nayarit 2011 y Sonora 2009.

Respecto de la diferenciación entre el gobernador y “sus” candidatos, 
destacan seis estados en los cuales los candidatos oficiales son percibi-
dos como muy alejados de las posiciones del gobernador, lo que indica 
una relativa independencia de su candidatura o bien de su posición ideo-
lógica, percibida por parte de los expertos entrevistados. Las elecciones 
en cuestión fueron Jalisco 2012, Chiapas 2012 y Tlaxcala 2010. En con-
traposición, las elecciones en los estados en los que los candidatos ofi-
cialistas se identificaron completamente con el gobernador fueron Baja 
California Sur 2011, Aguascalientes 2010, Michoacán 2011 y Colima 
2009. Un aspecto importante, desde el punto de vista estratégico, radica 
en que los candidatos que se diferenciaron de “su gobernador” fueron de-
rrotados en su amplia mayoría. 

Incluso en algunos casos hay evidencia de que la polarización fue 
afectada por una diferenciación importante de los candidatos oficiales en 
relación con el gobernador que supuestamente los “impulsa”. En cuanto  
a ello, Jalisco aparece como una entidad en la cual se presentan altos ni-
veles de polarización entre los principales contendientes y a la vez mucha 
diferenciación por parte del candidato oficialista. La explicación, claro 
está, reposa en aspectos cualitativos no sistemáticamente recolectados en 
este trabajo, vinculados a la situación singular de la coyuntura. En este 
caso en particular, la emergencia de un candidato opositor de izquierda 
(mc) que desplaza al candidato oficial al tercer lugar, impulsó al candi-
dato oficial a diferenciarse del gobernador sin mayor éxito. Situación que 
provocó finalmente una polarización entre el candidato del pri, “corrido” 
a la derecha, y el candidato de mc, ubicado en la izquierda.
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Finalmente, se han presentado las diferencias entre los gobernadores 
salientes y los gobernadores electos (a la fecha la mayoría de ellos se en-
cuentra en funciones). En cierto sentido esta medida es un indicador de 
la alternancia. En efecto, los casos en los que se muestra una mayor dis-
tancia espacial entre el gobernador anterior y el electo, posterior a la elec-
ción, resulta de aquellos en los que se produjeron cambios de partido en 
el gobierno o alternancias. Así, el mayor cambio percibido fue del pri al 
prd en Tabasco 2012, del pan al prd en Morelos 2012, del pan al pri en 
Tlaxcala 2010, del  prd al pri en Zacatecas 2010, del prd al pan en Baja 
California Sur 2011, del prd al pri en Michoacán 2011, en San Luis Po-
tosí 2009 del pan al pri, en Oaxaca 2010 del pri a la Alianza mc-prd-
pan y en Puebla del pri al pan-prd.

Este trabajo, adicionalmente a la contribución que se ha destacado, 
abre una agenda de investigación fructífera sobre el vínculo, por ejem-
plo, entre las estrategias espaciales de competencia y las percepciones en  
materia de calidad electoral: ¿incide la polarización en los conflictos po-
selectorales o es solo una estrategia electoral sin consecuencias posterio-
res?, ¿hay una relación entre la diferenciación de los candidatos oficiales 
y sus respectivos gobernadores y los mecanismos de selección, o simple-
mente responden a estrategias electorales?, ¿la alternancia “ideológica” se 
ratifica en las política públicas que implementan los gobernadores que 
son de signo diferente? Algunos de estos interrogantes pueden respon-
derse con futuras investigaciones, por lo pronto aquí se ha hecho una 
importante y original contribución al conocimiento del espacio básico 
subnacional mexicano.
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Apéndice 1. 

P.73. ¿En una escala 1-7, donde 1 es izquierda y 7 derecha, dónde ubicaría a los siguien-
tes actores? ¿y a usted mismo

I
1

 
2

 
3

C
4

 
5

 
6

D
7

X.
NS

Y.
NC

a. Gobernadora Amalia García (2004-2010)

b. Candidato oficial 2010 (PRD, Antonio Mejía)

c. Principal opositor 2010 (PRI, Miguel Alonso)

d. PRI 

e. PAN

f. PRD

g. Nueva Alianza 

h. PT

i. Verde Ecologista

j. Movimiento Ciudadano

k. Presidente Felipe Calderón (2006-2012) 

l. Enrique Peña Nieto

m. Andrés Manuel López Obrador

n. Usted

Nota: La tabulación corresponde al cuestionario de Zacatecas. La estructura del cuestionario se mantiene 
igual en todos los estados variando solamente los tres primeros estímulos: gobernador, candidato oficial y 
principal competidor.

Fuente: Elaboración propia.
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Apéndice 2. Estado, elección y gobernadores

Estado Año Gobernador en funciones Gobernador electo

AGS 2010 Luis Armando Reynoso (PAN) Carlos Lozano de la Torre (PRI)

BC 2007 Eugenio Elorduy (PAN) José Osuna Millán (PAN)

BCS 2011 Narciso Agúndez (PRD) Marcos Covarrubias (PAN)

CAM 2009 Jorge Hurtado (PRI) Fernando Ortega (PRI)

CHP 2012 Juan Sabines (PRD) Manuel Velasco (PV-PRI)

CHU 2010 José Reyes Barza (PRI) César Duarte (PRI)

COH 2011 Humberto Moreira (PRI) Rubén Moreira (PRI)

COL 2009 Silverio Cavazos (PRI) Mario Anguiano (PRI)

DF 2012 Marcelo Ebrad (PRD) Miguel Mancera (PRD)

DUR 2010 Ismael Hernández (PRI) Jorge Herrera (PRI)

EDM 2011 Enrique Peña Nieto (PRI) Eruviel Ávila (PRI)

GUA 2012 Juan Manuel Oliva (PAN) Miguel Márquez (PAN)

GUE 2011 Zeferino Torreblanca (PRD) Ángel Aguirre Rivero (PRD)

HID 2011 Miguel Ángel Osorio (PRI) Francisco Olvera (PRI)

JAL 2012 Emilio González (PAN) Aristóteles Zandoval (PRI)

MIC 2011 Leonel Godoy (PRD) Fausto Vallejo (PRI)

MOR 2012 Marco Adame (PAN) Graco Ramírez (PRD)

NAY 2011 Ney González (PRI) Roberto Sandoval (PRI)

NL 2009 José Natividad González (PRI) Rodrigo Medina (PRI)

OAX 2010 Ulises Ruiz (PRI) Gabino Cué (MC-PRD-PAN)

PUE 2010 Mario Marín (PRI) Rafael Moreno Valle (PAN-PRD)

QUE 2009 Francisco Garrido (PAN) Rafael Calzada (PRI)

QR 2010 Félix González (PRI) Roberto Borge (PRI)

SLP 2009 Marcelo de los Santos (PAN) Fernando Toranzo (PRI)

SIN 2010 Alberto Aguilar (PRI) Mario López (PRD-PAN)

SON 2009 Eduardo Bours (PRI) Guillermo Padrés (PAN)

TAB 2012 Andrés Granier (PRI) Arturo Nuñez (PRD)

TAM 2010 Eugenio Hernández (PRI) Egidio Torres (PRI)

TLX 2010 Héctor Ortiz (PAN) Mario González (PRI)

VER 2010 Fidel Herrera (PRI) Javier Duarte (PRI)

YUC 2012 Ivonne Ortega (PRI) Rolando Zapata (PRI)

ZAC 2010 Amalia García (PRD) Miguel Alonso (PRI)

Fuente: Elaboración propia.
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8. Calidad de las elecciones e imparcialidad  
de órganos electorales 
Irma Méndez*

¿Qué hace que las elecciones sean de mayor calidad? ¿Qué papel 
juegan los órganos electorales? ¿Qué tanto importan los actores, sus 
prácticas y el contexto donde se llevan a cabo? Las elecciones mínima-
mente libres, limpias, transparentes y justas representan el piso básico 
de cualquier democracia a partir del cual es posible evaluar su calidad 
o integridad. Pese al número creciente de estudios políticos dedicados 
a estudiar las elecciones, hay un escaso consenso respecto a los facto-
res que más afectan su calidad, entendida como el proceso que involu-
cra al menos tres dimensiones: los procedimientos, los contenidos y los 
resultados.1 Algunos autores enfatizan los aspectos vinculados con su 
legitimidad, poniendo el acento en el nivel en que los actores políticos 
reconocen los resultados (Anderson et al., 2005), respetan las leyes elec-

*	 Profesora-investigadora de tiempo completo en la Flacso México.
1	 Para Leonardo Morlino, una democracia de calidad es una buena democracia, y esta 

es entendida como una estructura institucional estable que da cuenta de la libertad y 
la igualdad de los ciudadanos a través del funcionamiento legítimo y correcto de sus 
instituciones y mecanismos; una buena democracia es ante todo un régimen amplia-
mente legitimado que satisface completamente a los ciudadanos (en términos de ca-
lidad del resultado); es uno en el que los ciudadanos, asociaciones y comunidades de 
las que está compuesto disfrutan de la libertad y la igualdad, incluso en diferentes for-
mas y grados de calidad (en términos de contenido), y los mismos ciudadanos tienen 
el poder de revisar y evaluar si el gobierno persigue los objetivos de libertad y equidad 
de acuerdo con el Estado de derecho (calidad en términos de procedimiento). Según 
Morlino, es importante mantener las tres nociones de calidad —procedimientos, con-
tenidos y resultados— porque cada uno tiene implicaciones diferentes para la investi-
gación empírica (Morlino, 2012: 195).
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torales y normas globales de integridad electoral (Norris, 2014), o se 
abstienen de llevar a cabo prácticas fraudulentas (Birch, 2011; Lehouq, 
2008). Otros autores centran su atención en las etapas del ciclo o pro-
ceso electoral y, en particular, en las instituciones electorales, como los 
órganos de administración electoral y la medida en la que estos tienen 
ciertos atributos —independencia, imparcialidad y profesionalismo, 
entre otros (Hartlyn, Mustillo y Mc Coy, 2009; Schedler y Mozzafar, 
2002; Birch, 2010).

En un estudio de la calidad de las elecciones en América Lati-
na, Hartlyn, Mustillo y Mc Coy presentan evidencia empírica sobre 
el impacto positivo que tienen los órganos electorales independientes 
(Hartlyn et al., 2009). En él no se considera, sin embargo, el papel que 
al mismo tiempo juegan las malas prácticas electorales que llevan a cabo 
gobiernos, partidos y candidatos, y que, frecuentemente, coexisten con el 
trabajo profesional de los órganos  electorales. 

Estudios anteriores sobre las elecciones en México han puesto de ma-
nifiesto el alcance de las reformas políticas y electorales federales de las  
últimas dos décadas en el proceso de transición a la democracia en el 
país (Magaloni, 2006; Woldenberg, 2006; Becerra, 2000; Merino, 2003; 
Méndez, 2006; Salazar, 2001). En ellos hay un amplio consenso sobre 
el papel determinante que tuvo el Instituto Federal Electoral (ife), hoy 
Instituto Nacional Electoral (ine), como órgano electoral independiente 
al encabezar el tránsito de un sistema electoral y de partidos que permi-
tía la manipulación, a la organización de elecciones democráticas a partir 
de 1990. Sin embargo, la réplica del modelo de órganos electorales inde-
pendientes a nivel local parece no haber considerado el extendido poder y 
capacidad de control de los ejecutivos locales en prácticamente todos los 
ámbitos de la vida pública local y, en particular, en las elecciones. 

Es ampliamente aceptado que los ejecutivos locales en México son 
muy poderosos, y que pese al proceso de democratización, mantienen en 
muchos casos una influencia o injerencia decisiva en los Congresos loca-
les, en el poder judicial y, en general, en los procesos políticos de sus en-
tidades. Se reconoce, al mismo tiempo, que los comicios locales cumplen 
en la mayoría de los casos con los requisitos mínimos de elecciones de-
mocráticas, son pues libres, limpias, justas, competitivas y transparentes, 
en general, gracias, entre otras cosas, al establecimiento de los Institutos 
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Electorales Estatales creados entre 1990 y 1996 siguiendo el modelo ge-
neral del ife. 

Investigaciones recientes muestran que las instituciones electorales 
locales en México son menos independientes, imparciales y profesiona-
les de lo esperado (Méndez y Loza, 2014). A ello se suma el registro del 
incremento dramático de malas prácticas electorales, como la compra y 
coacción de los votos, y crecientes denuncias por la intervención ilegítima 
de los ejecutivos locales (los gobernadores) en las elecciones. 

¿Qué tanto afecta la falta de independencia de los órganos electora-
les a la calidad de las elecciones a nivel subnacional en México? ¿Qué im-
pacto tienen las malas prácticas en la integridad de las elecciones locales? 
Con el propósito de contribuir al conocimiento en esta área, este capítulo 
tiene como objetivo analizar la relación entre la calidad de las elecciones 
a nivel subnacional en México y la calidad de los órganos de administra-
ción electoral locales —siguiendo los hallazgos para América Latina de 
Hartlyn, Mustillo y Mc Coy (2009)—.  También se explora la relación 
entre la calidad de las elecciones y las malas prácticas, en particular, la in-
tervención de los ejecutivos locales en los órganos electorales y las cam-
pañas, y la compra y coacción del voto, usadas ampliamente por partidos 
y candidatos. 

En este estudio se espera que, conforme a lo encontrado en Améri-
ca Latina, la calidad de las elecciones locales esté asociada positivamen-
te a la calidad de los institutos electorales estatales —en términos de su 
imparcialidad— y negativamente a las malas prácticas electorales como 
la compra y coacción del voto, y la intervención del ejecutivo local en los 
procesos electorales. Se espera también que el papel de los órganos elec-
torales se vea relegado en aquellos estados donde el gobernador tiene una 
fuerte injerencia en los propios órganos electorales, y/o en las campañas 
políticas.

Este capítulo se divide en tres secciones. En la primera se hace un 
breve recuento de los conceptos y premisas usados en el capítulo; en la 
segunda, se describe y analiza la percepción de los expertos sobre los 
órganos electorales locales, las malas prácticas y la actuación de los go-
bernadores; en la tercera, se pretende analizar la relación entre algunas 
variables y explorar, con herramientas estadísticas básicas, en qué medi-
da efectivamente hay una vinculación entre la calidad de las elecciones, 
los órganos electorales y las malas prácticas electorales. En el apartado 
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final se presentan algunas reflexiones sobre los retos que aun enfrentan 
los actores, partidos y ciudadanos para elevar la calidad democrática de 
las elecciones en México. El análisis se realiza con base en los datos arro-
jados por la Eepemex, así como en datos socioeconómicos y de estudios 
de opinión a nivel estatal. 

Calidad de las elecciones: apuntes conceptuales y 
metodológicos

Según la perspectiva de calidad, la democracia contempla al menos ocho 
dimensiones, a saber: el Estado de derecho, la rendición de cuentas ver-
tical y horizontal, la competencia, la participación, la responsividad, la 
libertad, e igualdad (Morlino, 2011). Las elecciones están comprendi-
das dentro de la dimensión de rendición de cuentas vertical pues supo-
nen el proceso a través del cual los gobernantes rinden cuentan de su 
desempeño a los gobernados, los cuales deciden castigar o premiar el 
trabajo de los gobiernos en turno. Algunos estudios de la calidad de las 
elecciones ponen el acento en el análisis del complejo y extenso proceso 
electoral (o ciclo electoral) y sus etapas (Elklit y Reynolds, 2002, 2005), 
así como en el diseño institucional electoral (idea, 2005). En estos es-
tudios se enfatiza en evaluar la medida en que antes, durante y después 
de las elecciones se cumplen los estándares internacionales de elecciones 
democráticas y, más recientemente, de elecciones con integridad (No-
rris, 2014; idea, 2012). 

Existe otro núcleo de estudios que limitan su examen a los órganos 
de administración electoral (oae), esto es, a los organismos encargados de  
organizar las elecciones (López, 2002; Hartlyn, Mustillo y Mc Jennifer 
Coy, 2009; Schdler, 2002; Birch, 2010) por considerar que, en la medi-
da en que estos cuentan con ciertos atributos, como la independencia y el 
profesionalismo, contribuyen a elevar la calidad del proceso electoral en 
su conjunto. Sobre ello existe un amplio consenso en que los órganos de 
administración electoral se encargan de las tareas esenciales de la organi-
zación de las elecciones como determinar quién puede votar, el registro 
de partidos y candidatos, la conducción de las casillas, y el conteo de vo-
tos (idea, 2005: 5). Como su nombre lo indica, se encargan de la gestión 
(management) y no de otras tareas como la adjudicación de disputas o el 
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monitoreo de medios, en cuyo caso pierden su naturaleza de gestión y 
se convierten en órganos más bien de gobernanza electoral (Mozzafar y 
Schedler, 2002). De ahí que López amplíe su espectro de influencia y los 
conciba como órganos directamente encargados de la organización de las 
elecciones e indirectamente acreditados para la construcción del Estado 
de derecho (López, 2005).

En algunas nuevas democracias —o democracias emergentes— los 
órganos de administración electoral independientes con un fuerte com-
ponente técnico han jugado un papel destacado en los procesos de demo-
cratización. Ello es así en la medida en que son considerados fuente de 
confianza y legitimidad, al no estar subordinados ni al gobierno en turno 
ni a otros poderes, y regirse al mismo tiempo por principios como la im-
parcialidad y la búsqueda de equidad en la contienda. México es un buen 
ejemplo de ello.

Desde esta perspectiva centrada en los órganos electorales, las eleccio-
nes democráticas deben asegurar procedimientos técnicamente sólidos,  
así como  favorecer la participación de partidos y candidatos garantizando  
que las campañas políticas no muestren sesgos indebidos hacia deter-
minados partidos o candidatos (Hartlyn et al., 2009: 19). Las elecciones 
entonces deben cumplir con una dimensión técnica —directamente vin-
culada a las tareas esenciales de los órganos de administración electoral 
mencionadas anteriormente— y otra política, relacionada con la equidad 
en la contienda, la apertura y la competitividad de la misma.

Según el estudio de Hartlyn, Mustillo y Mc Jennifer Coy (2009) la 
calidad de las elecciones en América Latina, de acuerdo al juicio de exper-
tos de cada país, depende ante todo del grado de independencia e impar-
cialidad de los órganos electorales en América Latina, siempre y cuando 
prevalezca el Estado de derecho. Más recientemente, Sara Birch muestra 
en su estudio sobre las malas prácticas electorales que en algunos países 
de la región coexisten los órganos electorales más o menos independien-
tes con las malas prácticas electorales que llevan a cabo gobiernos, parti-
dos y candidatos (Birch, 2011). En América Latina, por ejemplo, una de 
las malas prácticas más acentuadas es el uso de recursos públicos pese a 
ser una actividad claramente prohibida en las leyes electorales de la ma-
yoría de los países y tener órganos electorales independientes —al me-
nos en la ley, o de jure—, generalmente facultados para castigar dichas 
prácticas.
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En México la existencia de un sistema de partidos predominante 
por décadas significó que los partidos de oposición tuvieran un papel 
muy limitado en las elecciones y en general en la vida política del país. 
La transición a la democracia supuso un cambio radical en este sentido, 
con la presencia y fortalecimiento gradual de los partidos de oposición. 
Y si bien hoy prevalece un alto nivel de institucionalización del sistema 
de partidos y un marcado pluralismo en el Congreso federal y en la ma-
yoría de los Congresos locales, la subordinación de estos últimos a los 
ejecutivos locales no parece haber desaparecido del todo en la era de elec-
ciones democráticas en gran parte de las entidades federativas. El papel 
preponderante de los gobernadores en la era de la democratización ha 
sido gradualmente documentado a partir de estudios de caso y de aná-
lisis regionales y nacionales como los realizados por Hernández (2011, 
2012, 2015), entre otros. Más recientemente, en el estudio sobre las ins-
tituciones electorales, la opinión pública y los poderes políticos locales en 
México, en Méndez y Loza (2013) se muestra evidencia de que, de acuer-
do al diseño institucional, los órganos de administración electoral locales 
tienen poca independencia, escaso profesionalismo y son altamente par-
ciales y partidistas, sus decisiones son pues manipulables y pueden en ese 
sentido inclinar “la cancha” a favor de alguno de los contendientes.

A partir de lo anterior cabe preguntarse ¿qué tan importantes son 
los órganos electorales para lograr que las elecciones locales sean ínte-
gras o de calidad a nivel subnacional en México? ¿Qué papel juegan los 
ejecutivos locales? ¿Qué tanto afecta la intervención de estos últimos en 
las elecciones? Como se mencionó arriba, para realizar un estudio de esta 
naturaleza se utilizan ampliamente los datos proporcionados por la Ee-
pemex 2001-2012, de donde se obtienen las percepciones sobre la ca-
lidad de la democracia y de las elecciones en las entidades federativas, 
el nivel de imparcialidad de los órganos electorales locales, y la percep-
ción sobre las malas prácticas electorales como el nivel de intervención de 
los gobernadores, tanto en  los propios órganos electorales como en las 
campañas partidistas. Así mismo se obtienen datos sobre la percepción 
de subordinación de otros poderes y órganos a los ejecutivos locales, lo 
que sin duda revela su poder, y su capacidad para subordinar y contro-
lar el poder legislativo estatal, y a los órganos electorales. Los datos de la 
Eepemex se complementan con estadísticas oficiales sobre eficiencia gu-
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bernamental, y otros indicadores institucionales a nivel local en México 
relativos al Estado de derecho y la corrupción. 

La calidad de las elecciones, los órganos electorales y los 
actores políticos a nivel local

La transición a la democracia a nivel subnacional en México sigue cons-
tituyendo un tema polémico. En la mayoría de las entidades federativas 
existe un andamiaje institucional que garantiza la celebración de elec-
ciones de carácter democrático desde mediados de los años noventa, 
conformado por los órganos de administración electoral y los órganos 
jurisdiccionales locales —los institutos electorales y los tribunales elec-
torales—. Pese a ello, en la práctica se registran malas prácticas electora-
les diversas que erosionan la calidad de las elecciones y la confianza en las 
instituciones políticas locales, lo que daña a su vez la democracia en un  
estado. 

Una primera mirada a la relación entre democracia y elecciones  
muestra que si bien existe un patrón general de relación positiva entre 
ambas dimensiones, dicha relación es más clara en ciertos estados que en 
otros. Es muy fuerte, por ejemplo, en Campeche, Coahuila y Michoacán. 
Otros estados como Morelos, Nuevo León y Durango —todos arriba 
del promedio nacional— muestran mayor calidad de las elecciones que 
de la democracia. Lo anterior sugiere que los esfuerzos institucionales 
para construir y consolidar las elecciones democráticas en los estados 
han tenido un efecto positivo en algunos de ellos, aunque pareciera man-
tenerse el contraste entre los avances electorales y los correspondientes al 
resto de las instituciones democráticas, como el equilibrio de poderes, la 
independencia del poder judicial, la autonomía real de los órganos autó-
nomos de control, la libertad de prensa y de expresión, entre otras.

Un claro caso de contraste es Chihuahua, que ocupa el quinto lu-
gar más bajo en términos de calidad democrática y el primero en elec-
ciones. Esto parece sugerir que los expertos identifican claramente que 
la democracia es más que elecciones y supone, entre otras dimensiones, 
un Estado de derecho sólido, rendición de cuentas y la libertad, ámbitos 
en los que no se han visto los avances esperados. Desafortunadamen-
te Chihuahua es una de las entidades federativas con más homicidios y 
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desapariciones de los últimos años. Otro caso de no coincidencia, pero 
en sentido opuesto, es el Distrito Federal (D. F.), en donde se evalúa la 
calidad democrática como alta y las elecciones con calidad media. Vale la 
pena destacar que en el D. F., gobernado por el Partido de la Revolución 
Democrática (prd), un partido de izquierda, se han promovido y apro-
bado importantes iniciativas de participación ciudadana y de equidad de 
género, consideradas como reformas que fortalecen la democracia.

En el caso del ámbito de la calidad de las elecciones, destaca que no 
hay ninguna entidad en la que se juzgue que es alta. El promedio nacio-
nal es de 3.10, que corresponde a la calidad media y por arriba de ese 
promedio se ubican destacadamente Chihuahua, con la calidad de las 
elecciones más alta en todo el país, seguido por Morelos, Durango, Nue-
vo León y San Luis Potosí (slp). En el otro extremo está Chiapas, un es-
tado de la región sur del país que ocupa el segundo lugar en pobreza a 
nivel nacional, con calidad baja, seguido de Veracruz, Nayarit y Sonora, 
que no alcanzan ni la calidad media baja.
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diputados y ayuntamientos en términos de su limpieza, equidad y transparencia, ¿fue muy alta calidad, 
media alta, media, media baja o baja calidad? 2. Para las siguientes preguntas necesito de�nir la democra-
cia como “un régimen político en el que: 1) los poderes ejecutivo y legislativo son elegidos en elecciones 
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Grá�ca 8.1. Calidad de la democracia y calidad de las elecciones en México a nivel local, 
2012.
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Acerca de los órganos de administración electoral (gráfica 8.2) uno 
de los atributos fundamentales reconocidos por la literatura es el de la 
imparcialidad (idea, 2012; Norris, 2014; Schedler, 2002). Esta se refie-
re a la capacidad de los miembros de los órganos electorales para tomar 
decisiones y aplicar la ley equitativamente, sin favorecer a ninguno de los 
contendientes. Según datos de la Eepemex, hay una importante variación 
entre estados. Con una escala que va de nada a mucha imparcialidad y un 
promedio nacional de 3.07—que corresponde a algo— destaca el Esta-
do de México, con un órgano electoral juzgado como bastante imparcial, 
pese a tener poca calidad democrática. Otro caso singular es Guerrero, 
una entidad con alta pobreza y alta inseguridad, donde según los exper-
tos existe un órgano electoral bastante imparcial aunque la calidad de las 
elecciones en su conjunto es media.

En el otro polo de la escala se ubican dos entidades que consisten-
temente son evaluadas negativamente en las tres dimensiones vistas: la 
calidad de la democracia, las elecciones y la imparcialidad del instituto 
electoral estatal. Se trata de Chiapas y Veracruz, dos estados de la región 
sur, con alta marginación y un sector rural amplio. Son además entida-
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Fuente: Eepemex (2013). “Pregunta: Nos centraremos ahora en el Instituto Electoral y en el Tribunal de 
Justicia Electoral del estado en las elecciones de gobernador evaluado y sucesor, así como las intermedias. 
¿Qué tan imparciales le parecieron en estos procesos electorales, el Instituto electoral del estado? 
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Grá�ca 8.2. La imparcialidad de los órganos de administración electoral en México 
a nivel local, 2012.
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des donde el Partido Revolucionario Institucional (pri) ha sido históri-
camente fuerte. En Veracruz no se dio la alternancia sino hasta finales de 
2016, mientras que en Chiapas la alternancia fue producto de una coali-
ción de partidos opositores formada con el propósito de derrotar al pri 
en las urnas.

Ahora bien, la relación entre la calidad de las elecciones y la impar-
cialidad de los órganos electorales es, de acuerdo a lo esperado, claramen-
te positiva. El diagrama de dispersión de las dos variables (gráfica 8.3) 
muestra que en un número significativo de entidades federativas entre 
mayor es la imparcialidad de los institutos electorales estatales, mayor es 
la calidad de sus elecciones.

Esta relación positiva entre imparcialidad de los órganos electorales 
locales y calidad de las elecciones es particularmente marcada en Mo-
relos y Chihuahua, y en menor medida en el Estado de México. Es im-
portante destacar que mientras el grado de independencia de jure de los 
órganos electorales suele hacer referencia al nivel en el que las normas 
electorales garantizan la no subordinación de sus miembros a otro po-
der, la imparcialidad tiene que ver con la aplicación equitativa de la ley, 
lo que en alguna medida depende de la experiencia, conocimiento e inte-
gridad de sus miembros para evitar sesgos. La gran pregunta que surge, 
sin duda, es si los miembros de los órganos electorales son capaces de re-
sistir a la presión de los gobernadores y de los partidos, quienes intentan 
incidir  en sus decisiones cotidianamente.

También destacan pero negativamente doce entidades federativas 
que muestran baja (o  muy baja) imparcialidad y al mismo tiempo una 
muy baja calidad de sus elecciones. Entre ellas sobresalen Chiapas, Ve-
racruz, Tabasco, Nayarit y Sonora, todas ubicadas en el cuadrante infe-
rior izquierdo. Vale la pena mencionar que una de las situaciones más 
denunciadas por los partidos de oposición ha sido la injerencia de los go-
bernadores en los órganos de administración electoral locales. Como se 
mencionó anteriormente, el diseño institucional de los órganos electora-
les estatales suponía la existencia de consejeros electorales independien-
tes del gobernador y nombrados por el Congreso local. En los hechos se 
ha registrado una alta subordinación del Congreso local a los ejecutivos 
locales y, por ese medio, una alta injerencia de los gobernadores en la se-
lección de los miembros de los órganos electorales locales. Las leyes elec-
torales, por otro lado, mantuvieron el proceso de nominación y selección 
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de los consejeros electorales de los institutos electorales locales en manos 
de los partidos políticos representados en el Congreso, con lo que se con-
servó el carácter político del órgano electoral, cuestión que fue al menos 
formalmente eliminada con la reforma electoral de 2014. 

El diagrama de dispersión que se presenta en la gráfica 8.4 muestra 
que, en un número significativo de entidades federativas, hubo efectiva-
mente bastante injerencia del gobernador en la conformación de los ins-
titutos electorales estatales, aunque sobresalen Veracruz y Chiapas, en 
primer lugar, seguidos por Tabasco, Sinaloa, Quintana Roo y Sonora. 
En estos estados resalta a su vez que la calidad de las elecciones es muy 
baja, de acuerdo al juicio de los expertos. Estos casos sugieren que, efecti-
vamente, podría haber una relación entre una alta injerencia de los gober-
nadores y unas elecciones que son evaluadas negativamente en términos 
de su limpieza, equidad y transparencia.
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el Instituto electoral del estado? a. Gobernador evaluado, b. Intermedias, c. Gobernador sucesor. Escala 1 
= Nada, 2 = Poco, 3 = Algo, 4 = Bastante, 5 = Mucho. Pregunta 2: Cali�que por favor la calidad de las 
elecciones a gobernador, diputados y ayuntamientos en términos de su limpieza, equidad y transparencia, 
¿fue muy alta calidad, media alta, media, media baja o baja calidad? a. Escala: 1 = Baja, 2 = Media Baja, 
3 =  Media, 4 = Media Alta, 5 = Alta.”

Grá�ca 8.3. Calidad de las elecciones e imparcialidad de los órganos de administración 
electoral en México a nivel local, 2012.
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Existe también un núcleo muy importante de estados que reporta 
una alta injerencia del gobernador en la conformación de sus órganos 
electorales y una calidad electoral media baja. En esta situación se en-
cuentran Tamaulipas, Puebla, Baja California, Zacatecas y Coahuila. En 
todas estas entidades la relación entre la calidad del órgano electoral y 
la calidad de las elecciones es menos clara, pues pareciera que, pese a lo 
vínculos entre los consejeros del instituto electoral y el ejecutivo esta-
tal, dicho órgano es capaz de organizar elecciones que cumplen —aun-
que limitadamente— con ciertos estándares de calidad. A esto se añade 
un grupo de entidades con una situación contraria a lo esperado, pues 
muestran una alta injerencia del ejecutivo local y, pese a ello, tienen una 
calidad de las elecciones media alta o alta, como sucede en Durango y 
Chihuahua, y en menor medida en Colima, Oaxaca y Tlaxcala. Esto su-
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Fuente: Eepemex (2013). “Preguntas: ¿Qué tanta injerencia considera que tuvo el gobernador evaluado 
en el desempeño de estas instituciones y en las elecciones? a. Instituto electoral del estado (elecciones 
intermedias, a1. Instituto electoral del estado (elecciones iniciales), b. Instituto electoral del estado 
(elecciones �nales) Escala: 1 = Mucha, 2 = Bastante, 3 = Algo, 4 = Poco, 5 = Nada. Pregunta: Cali�que por 
favor la calidad de las elecciones a gobernador, diputados y ayuntamientos en términos de su limpieza, 
equidad y transparencia, ¿fue muy alta calidad, media alta, media, media baja o baja calidad? Escala: 1 = 
Baja, 2 = Media Baja, 3 =  Media, 4 = Media Alta, 5 = Alta.

Grá�ca 8.4. Calidad de las elecciones e injerencia del gobernador en los órganos de 
administración electoral en México a nivel local, 2012.
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giere que existen muy probablemente otros factores que están influyendo 
en la limpieza, equidad y transparencia de sus elecciones.

La relación entre la injerencia del gobernador en los órganos electo-
rales y la calidad de las elecciones tiene, de acuerdo a lo esperado, un sen-
tido inverso en varios estados, entre los que destacan el D. F. y slp, y en 
menor medida Michoacán, Nuevo León y Morelos. En estas entidades 
hay una baja influencia del gobernador en los institutos electorales loca-
les y una calidad electoral media alta, lo que reforzaría en algún sentido 
la idea de que la injerencia del ejecutivo local en los órganos electorales 
afecta la limpieza, equidad y transparencia de las elecciones.

Ahora bien, la injerencia de los gobernadores no se limita a los órga-
nos electorales. Ha sido ampliamente cuestionada su intervención tam-
bién en las campañas, tanto para favorecer al candidato de su partido 
como para obstaculizar las campañas de los adversarios. Por ello se con-
sideró relevante conocer el juicio de los expertos respecto a la interven-
ción del gobierno del estado en las campañas de los partidos opositores a 
través de actos como la intimidación de activistas, vulneración de su pro-
paganda, o alertando o permitiendo este tipo de conductas por parte de 
su propio partido político.

La gráfica 8.5 muestra la relación entre la calidad de las elecciones y 
la interferencia del gobernador estatal en las campañas de la oposición. 

Como se observa en la gráfica 8.5, los estados en los que se registran 
“muchos casos de interferencia con las campañas de oposición” se con-
centran en el cuadrante inferior izquierdo, mismos que tienen elecciones 
de baja y media-baja calidad, de acuerdo a lo esperado. Entre ellos están 
Chiapas y Veracruz en primera instancia, con un activismo político de 
parte del Ejecutivo estatal muy acelerado, y Nayarit y Sonora, en segunda 
instancia. También se observa un conjunto bastante amplio de estados en 
una situación intermedia, en la intersección de ambas dimensiones, esto 
es, entidades en donde se reportaron “varios casos” o “casos aislados” de 
intervención del gobernador en las campañas y en donde hay elecciones 
de calidad media. Así sucede en Zacatecas, Baja California, Jalisco, Cam-
peche y Colima, entre otros.

Finalmente destacan aquellas entidades en donde la relación entre 
las variables —o dimensiones— es de acuerdo a lo esperado, a menor in-
terferencia del gobierno, mayor calidad de elecciones. En Morelos, Nue-
vo León, Durango, D. F. y Querétaro, los expertos reportan que hubo 
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“pocos casos aislados” y la calidad es entre media y media alta. Quizá vale 
la pena hacer notar que no se registraron estados sin interferencia y que 
a la vez las elecciones fueran de alta calidad. En suma, los ejecutivos loca-
les siempre interfieren en las campañas de los opositores, y esto afecta la 
calidad de las elecciones. Falta sin duda estimar cuál es el impacto real de 
esa interferencia en la calidad.

Desde el enfoque de la calidad, la integridad de las elecciones se ve 
afectada por los procedimientos fraudulentos y las malas prácticas elec-
torales. Aunque no existe un consenso sobre la línea divisoria entre frau-
de electoral y malas prácticas, y su significado está sujeto a debate, en 
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Fuente: Eepemex (2013). “Pregunta 1: Quisiéramos saber si el gobierno del estado inter�rió con las 
campañas de los partidos opositores, por ejemplo, reprimiendo sus actos, intimidando a sus activistas, 
arrancando sistemáticamente sus carteles, o alentando y/o permitiendo este tipo de conductas por parte 
de su propio partido: ¿cuál de las siguientes frases describe mejor lo ocurrido durante la campaña electoral 
de gobernador sucesor en relación a las campañas de la oposición? 1. Hubo muchos casos de interferen-
cia con las campañas de oposición, 2. Hubo varios casos de interferencia con las campañas de oposición, 
3. Hubo pocos casos aislados de interferencia con las campañas de oposición, 4. No hubo casos de 
interferencia con las campañas de la oposición. Pregunta: Cali�que por favor la calidad de las elecciones 
a gobernador, diputados y ayuntamientos en términos de su limpieza, equidad y transparencia, ¿fue muy 
alta calidad, media alta, media, media baja o baja calidad? Escala: 1 = Baja, 2 = Media Baja, 3 = Media, 
4 = Media Alta, 5 = Alta.”

Grá�ca 8.5. Calidad de las elecciones e interferencia del gobernador en las campañas en 
México a nivel local, 2012.
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general se reconoce que representan una violación a la legalidad y que 
afectan de manera negativa a las elecciones. En el contexto de esta investi-
gación, asumo que el fraude electoral se refiere a un conjunto de acciones 
que transtornan el ejercicio efectivo de los derechos y libertades, princi-
pios básicos de las elecciones libres y justas. Por otro lado, las malas prác-
ticas electorales, o manipulación, se refieren a las acciones que implican 
alterar las condiciones en función del interés personal o partidista, pero 
no alteran necesariamente el ejercicio de los derechos y libertades. El ob-
jetivo es entonces desequilibrar las condiciones en la que compiten parti-
dos y candidatos, en lugar de los resultados de la elección, en la mayoría 
de los casos, ya que los titulares tienen la intención no solo de ganar las 
elecciones, sino también de preservar su legitimidad.2 En cualquier caso, 
hay que reconocer que la línea divisoria entre malas prácticas electorales 
y el fraude electoral es a menudo demasiado delgada y borrosa.

Ahora bien, la Eepemex reporta tanto prácticas fraudulentas que, de 
acuerdo a lo anterior, alteran los resultados de las elecciones, como malas  
prácticas electorales que modifican sobre todo la equidad en la contien-
da y su competitividad. Entre las acciones fraudulentas detectadas por la 
Eepemex está la conocida como “hacer que los muertos voten” que impli-
ca llevar a personas a votar en nombre de otra persona ya muerta pero 
que aún aparece en la lista nominal con derecho a votar; otra es la co-
nocida como “carrusel”, que consiste en votar varias veces en diferentes 
casillas; y una más tradicional como “anular votos de candidatos de opo-
sición” que, como su nombre lo indica, implica utilizar algunos recursos 
legales e ilegales para anular los votos emitidos por partidos o candidatos 
contrarios al partido o candidato oficial (o del gobernador).

Como se observa en la gráfica 8.6 algunas de estas acciones fraudu-
lentas han disminuido de manera importante en casi todas las entidades 
federativas. El que “voten los muertos” solo parece ser relevante en Tabas-
co y Yucatán, seguidos por Chiapas y Oaxaca. En Aguascalientes, Co-
lima, Guanajuato, Morelos y Nuevo León simplemente se percibe que 
no hubo reportes de dicha práctica. En cuanto al llamado “carrusel” que 
implica que un votante va de casilla en casilla votando varias veces, se 
reporta con una frecuencia media (con la categoría de “Hubo algunas”) 

2	 Para más detalles véanse Schedler (2002a: 36-50), Vickery y Shein (2012) y Alvarez 
y Boehmke (2008).
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de nueva cuenta en Tabasco, Yucatán, Chihuahua, Sonora y Veracruz. 
Finalmente, destaca que anular votos de la oposición, que solía ser una 
práctica muy denunciada en la época de partido hegemónico, hoy apare-
ce poco, salvo en Yucatán, donde se reporta con más frecuencia.

Otra acción fraudulenta ampliamente denunciada dos décadas atrás 
fue la eliminación de los candidatos opositores de la contienda, sobre 
todo los fuertes. Esto se llevaba a cabo por medio de decisiones discrecio-
nales por parte de los órganos electorales que determinaban llanamente 
no reconocerlos como candidatos. De acuerdo a la Eepemex, en la gran 
mayoría de las entidades federativas no se negó a ningún candidato la 
posibilidad de participar en la contienda. Las excepciones son Tabasco, 
Quintana Roo y Baja California, donde los expertos señalan que sí se 
negó el derecho a participar en las elecciones a un candidato que hubiera 
podido estar entre los más votados.

Frente al declive general de las prácticas fraudulentas, que alteran de 
manera contundente la voluntad del elector, pues afectan de manera di-
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Fuente: Eepemex (2013). “Preguntas: A veces los partidos recurren a prácticas tales como ‘que voten los 
muertos’, que sus militantes voten dos veces con credenciales falsas o hagan ‘carrusel’, anular votos de 
los partidos que no tienen representante en la casilla, recoger con engaños la credencial de elector 
de potenciales votantes del adversario, comprar o coaccionar a los votantes u otras (y en el caso de otras 
–opción g--, nombre la más importante y evalúela). ¿Diría que en las elecciones estatales de gobernador 
sucesor hubo ninguna, pocas, algunas, bastantes o muchas irregularidades de este tipo? a. Que voten los 
muertos, b. Doble voto o carrusel, c. Anular votos de oposición sin representante de casilla.”

Grá�ca 8.6. Las prácticas electorales fraudulentas en México a nivel local, 2012.

Que voten los muertos
Voto doble o Carrousel
Anular votos oposición
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recta los resultados, se registra el incremento de las malas prácticas elec-
torales que “inclinan el piso” a favor de alguno de los contendientes y, con 
ello, violan uno de los principios de las elecciones democráticas que es el 
de la equidad de la contienda, reflejado en la idea del “piso parejo” para 
todos los competidores en las elecciones.

Uno de los obstáculos importante para la investigación, detección 
y castigo de las malas prácticas tiene que ver con el carácter contextual 
de las reglas que rigen las elecciones y la medida en que están sujetas a 
interpretación (Norris, 2014: 36). Varios estudiosos han argumentado 
que la manipulación del marco jurídico abre el espacio para otro tipo de 
malas prácticas que, por su naturaleza, son más difíciles de detectar, e in-
cluso de denunciar, pues se ubican muchas veces entre lo permitido y los 
prohibido. 

La Eepemex muestra que la compra y coacción de votantes se ubican 
como las nuevas acciones de manipulación electoral, que buscan inclinar 
la cancha y lograr con ello ventajas comparativas en contiendas particu-
larmente competidas.

Como se observa en la gráfica 8.7, la coacción de votantes fue particu- 
larmente alta en doce entidades federativas, destacadamente en Chiapas, 
Veracruz y Oaxaca, seguidos por Chihuahua, Yucatán y Zacatecas. En 
cuanto a la compra de votantes, el número de entidades donde esta mala 
práctica fue extendida (con calificación de entre 1 y 2) llega a dieciocho, 
lo que equivale al 56% de los estados del país. Es importante hacer notar 
que este tipo de malas prácticas altera la decisión electoral pues modifica  
los incentivos que los ciudadanos tendrían para votar por un partido o 
candidato. En lugar de privilegiar el intercambio democrático del voto por  
políticas públicas futuras, la compra del voto implica un intercambio de 
beneficios materiales presentes sin ningún tipo de “responsabilidad” o 
“compromiso” a futuro. Aunque el debate continúa sobre la clase de viola-
ción que representa la compra del voto —naturaleza fraudulenta o de ma-
nipulación— lo cierto es que tanto la compra del voto como la coacción  
de votantes tienen un impacto incierto en los resultados electorales, aun-
que sin duda erosionan la naturaleza democrática de las elecciones.

Como se observa en el diagrama de dispersión que se presenta en la 
gráfica 8.8, hay un conjunto numeroso de entidades federativas donde 
hay alta compra y coacción del voto y, según lo esperado, una baja calidad 
de las elecciones. En Veracruz, Sonora, Quintana Roo y Nayarit se com-
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prueba que entre más malas prácticas electorales se realizan, menor es la 
calidad de las elecciones.

Hay también un número importante de entidades donde las malas 
prácticas electorales son al parecer un poco más moderadas (en la cate-
goría de “hubo algunas”) y a su vez se registra una calidad electoral me-
dia. En este segmento se encuentran Morelos, Durango, D. F. y slp, en 
primer lugar, seguidos de Querétaro, Guanajuato, Tlaxcala y Campeche. 
Un caso totalmente atípico es el de Chihuahua, donde los expertos se-
ñalan que hubo bastantes malas prácticas, pero a la vez juzgan la calidad 
de las elecciones como media alta. Ello parecería sugerir que pese a las 
prácticas que erosionan la calidad electoral, hay etapas de dicho proceso 
en que salen bien y garantizan por tanto la equidad y trasparencia de las 
elecciones. 

Ahora bien, resalta, sin duda, que no hay entidades en las que haya 
habido pocas malas prácticas electorales o en donde no se hayan regis-
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Fuente: Eepemex (2013). “Preguntas: A veces los partidos recurren a prácticas tales como ‘que voten los 
muertos’, que sus militantes voten dos veces con credenciales falsas o hagan ‘carrusel’, anular votos de 
los partidos que no tienen representante en la casilla, recoger con engaños la credencial de elector 
de potenciales votantes del adversario, comprar o coaccionar a los votantes u otras (y en el caso de otras 
–opción g–, nombre la más importante y evalúela). ¿Diría que en las elecciones estatales de gobernador 
sucesor hubo ninguna, pocas, algunas, bastantes o muchas irregularidades de este tipo? 
e. Comprar votantes, f. Coaccionar votantes.”

Grá�ca 8.7. Las malas prácticas electorales en México a nivel local, 2012. 

Compra votantes
Coaccionar votantes
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trado, lo cual equivale a las categorías 4 y 5. Esta situación genera serias 
dudas respecto al carácter efectivamente democrático de las elecciones a 
nivel local, pues en todos los casos hay algún grado de prácticas que ero-
sionan los avances electorales y democráticos en los estados.

En conjunto, a partir del panorama presentado en los estados surgen 
ciertos cuestionamientos ¿En qué medida la imparcialidad de los órganos 
electorales contribuye a explicar la calidad de las elecciones? ¿Qué tanto 
afectan las malas prácticas electorales —como la intervención del ejecu-
tivo local— en la calidad de las elecciones? La siguiente sección intenta 
explorar algunas respuestas a esta y otras de las interrogantes que guían 
este capítulo. 
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Fuente: Eepemex (2013). “Pregunta: Cali	que por favor la calidad de las elecciones a gobernador, 
diputados y ayuntamientos en términos de su limpieza, equidad y transparencia, ¿fue muy alta calidad, 
media alta, media, media baja o baja calidad? a. Escala: 1 = Baja, 2 = Media Baja, 3 = Media, 4 = Media 
Alta, 5 = Alta. Promedio prácticas fraudulentas (que incluye preguntas y escala) Promedio. Preguntas: A 
veces los partidos recurren a prácticas tales como ‘que voten los muertos’, que sus militantes voten dos 
veces con credenciales falsas o hagan ‘carrusel’, anular votos de los partidos que no tienen representante 
en la casilla, recoger con engaños la credencial de elector de potenciales votantes del adversario, comprar 
o coaccionar a los votantes u otras. ¿Diría que en las elecciones estatales de gobernador sucesor hubo 
ninguna, pocas, algunas, bastantes o muchas irregularidades de este tipo? Escala: 1 = hubo muchas,  2 = 
hubo bastantes,  3 = hubo algunas, 4 = hubo pocas, 5 = no hubo.”

Grá�ca 8.8. La calidad de las elecciones y las malas prácticas electorales en México 
a nivel local, 2012.
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Explorando las causas de la calidad de las elecciones  
en México

En los estudios de calidad de las elecciones ha crecido el interés por los 
órganos de administración electoral y el papel que juegan en los proce-
sos electorales. Para algunos su labor es esencialmente técnica dentro del 
ciclo electoral, de ahí su nombre de órganos de administración electoral, 
vinculados directamente con tareas gerenciales que requieren gran es-
pecialización (López, 2005; Elklit y Reynolds, 2002, 2005). Para otros 
destaca su labor política, de mediación de conflictos y de legitimación, 
en la medida en que están integrados por representantes de las principa-
les fuerzas políticas, ya sea de manera proporcional a su fuerza electoral 
o de manera paritaria (idea, 2005). En cualquier caso los órganos de 
administración electoral hacen mucho más que tareas administrativas 
sustantivas, como es brindar confianza a ciudadanos y a partidos de que 
su voto será respetado y contado adecuadamente.

En los estudios políticos en México ha dominado el enfoque com-
parado entre elecciones federales, mientras que el nivel local o subnacio-
nal ha sido poco explorado. Por ello el estudio de los órganos electorales 
locales y su impacto en la calidad de las elecciones en las entidades fede-
rativas intenta ser una aportación al entendimiento de una de las institu-
ciones centrales de cualquier democracia: las elecciones. 

Como se mencionó arriba, en este trabajo se pretende poner a prue-
ba uno de los hallazgos fundamentales de Hartlyn, Mustillo y Mc Jenni-
fer Coy (Hartlyn et al., 2009) en relación a que la calidad de los órganos 
electorales influye en la calidad de las elecciones, siempre y cuando pre-
valezca el Estado de derecho. A ello se añade una contribución propia de 
este trabajo que es la valoración de las malas prácticas, cuyo impacto es 
estudiado a nivel mundial por Sarah Birch (2011). Así pues, se pretende 
explorar en qué medida la calidad de las elecciones a nivel subnacional en 
México en el periodo 2010-2012 está mejor explicada por una conjun-
ción de factores que incluyen no solo la imparcialidad de los órganos elec-
torales sino también las malas prácticas como la compra y coacción del 
voto, y la intervención del ejecutivo estatal, tanto en los institutos electo-
rales estatales como en las campañas de los partidos de oposición.

Para llevar a cabo el análisis exploratorio se parte de los diagramas de 
dispersión anteriores, así como de la prueba simple de relación entre va-

PoderesDemocracias.indd   230 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



231

8. Calidad de las elecciones e imparcialidad de órganos electorales 

riables (usando el Índice de Correlación de Pearson) lo que nos permite 
advertir en qué medida están vinculadas o no y el sentido de esa relación. 
Finalmente se realiza un análisis de regresión lineal (y pruebas básicas) 
para explorar, de manera inicial, la validez de la hipótesis mencionada. 
En términos de los datos usados, vale la pena señalar que la calidad de 
las elecciones a nivel local en México —que es la variable dependien-
te— está medida a partir de los datos de la encuesta a expertos referi-
da como Eepemex. En esta encuesta se pregunta sobre la percepción de 
limpieza, equidad y transparencia en las elecciones a gobernador, dipu-
tados y ayuntamientos. Para fines de este ejercicio se estimó el promedio 
de las tres elecciones. Para las variables independientes se retomaron los 
resultados presentados en la sección anterior. De este modo, en el caso 
de la calidad del órgano electoral, se retomó la valoración de los expertos  
(Eepemex) sobre la imparcialidad del mismo. Como ya se dijo antes, la 
imparcialidad se refiere a la medida en la que los miembros de los Ins-
titutos Electorales Estatales aplican la ley con equidad y no favorecen ni 
están sesgados a favor de uno o más de los contendientes. Las variables 
de la intervención del ejecutivo estatal y la compra y coacción del voto se 
nutren de la información de la Eepemex. 

En el cuadro 8.1 se presenta la relación entre variables con base en la 
estimación del Índice de Correlación de Pearsons. De acuerdo a lo espe-
rado, la imparcialidad de los Institutos Electorales Estatales, que es la va-
riable independiente principal, es positiva y significativa. Ello sugiere que 
en la medida en que se incrementa la imparcialidad de los órganos electo-
rales, esto es, la aplicación pareja de la ley, sin sesgos ni favoritismos hacia 
algún contendiente, la calidad de las elecciones se incrementa. En cuan-
to a la injerencia del gobernador en los Institutos Electorales Estatales, 
la relación con la calidad de las elecciones es, de acuerdo a  lo esperado, 
positiva y significativa, lo que sugiere que a medida que disminuye la in-
jerencia del ejecutivo local en la selección de los consejeros de los órganos 
electorales locales, sube la calidad de las elecciones (en virtud de la esca-
la de la variable donde 1 = mucha injerencia y 5 = nada). En ese mismo 
sentido se presenta la relación entre la interferencia del gobernador en las 
campañas de los partidos opositores y la calidad de las elecciones. La re-
lación es positiva y significativa, lo que sugiere que en la medida en que el 
ejecutivo local deja de reprimir sus actos, intimidar a sus activistas, arran-
cando sistemáticamente sus carteles, o alentando y/o permitiendo este 
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tipo de conductas por parte de su propio partido, la calidad de las elec-
ciones en los estados se incrementa. En conjunto parece claro que el po-
der de los gobernadores es un factor definitorio en la arena política y que 
su intervención ya sea en la selección de los integrantes de los órganos  
electorales y, más aún, en las campañas políticas es un factor que impacta 
de manera relevante en la calidad de las elecciones a nivel local en México. 
Ahora bien, los resultados también permiten suponer que los ejecutivos 
estatales son muy estratégicos y deciden intervenir en el momento del 
proceso electoral que consideran más importante, o que puede marcar la 
diferencia en el desarrollo de la contienda o en los resultados.

En el caso de las prácticas fraudulentas como el carrusel, la anula-
ción de los votos de la oposición o la recolección de credenciales, la re- 
lación es, de acuerdo a lo esperado, positiva y significativa (en virtud de 
la escala que va de 1 indicando que hubo muchas prácticas fraudulentas 
y 5 que no hubo). Esto significa que en la medida en que no se presentan 
este tipo de acciones, la calidad de las elecciones locales se incrementa. En 
el caso de las malas prácticas electorales, que desnivelan el campo de la 
competencia sin necesariamente alterar de manera definitiva los resulta-
dos, se registra también una relación positiva y significativa. Ello sugiere 
que, dada la escala aplicada, cuanto más disminuyen dichas experiencias, 

Cuadro 8.1. Calidad de las elecciones: relación con otras variables

Correlación de Pearson Sig. N

Imparcialidad de los Institutos Electorales Estatales .818** .000 32

Injerencia del gobernador IEE .448* .010 32

Interferencia  del gobernador en campañas .732** .000 32

Prácticas fraudulentas: doble voto o carrusel .533** .002 32

Prácticas fraudulentas: anular votos de la oposición .594** .000 32

Prácticas fraudulentas: recoger credenciales .476** .006 32

Malas prácticas electorales: comprar votantes .545** .001 32

Malas prácticas electorales: coaccionar votantes .500** .004 32

Malas prácticas: límites a la competencia .375* .034 32

Nivel de corrupción .559** .001 32

Confianza en la aplicación de la ley -.493** .004 32

Promedio malas prácticas electorales .450* .011 31

*La correlación es significativa al nivel 0.05 (bilateral).
**La correlación es significativa al nivel 0.01 (bilateral).
Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.
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la calidad de las elecciones a nivel local se incrementa, lo que refuerza lo 
planteado por Pippa Norris, en el sentido de que, cuanto menor es el nú-
mero de malas prácticas, mayor es la integridad electoral (Norris, 2014).

Ahora bien, con el propósito de explorar qué tanto las variables arri-
ba analizadas pueden efectivamente contribuir a explicar la calidad de las  
elecciones en México a nivel subnacional, se emprendió un análisis de  
regresión lineal con tres modelos básicos. El primero incluye únicamente 
la variable independiente principal, la imparcialidad de los órganos elec-
torales, mientras que en los restantes modelos se van agregando las varia-
bles relativas a la interferencia del gobernador y el promedio de las malas 
prácticas electorales.

Los resultados que se presentan en el cuadro 8.2 muestran que, de 
acuerdo a lo esperado, la calidad de las elecciones a nivel local en Méxi-
co se explica en primer lugar por la calidad del órgano electoral local, en 
particular por su imparcialidad. Cabe destacar que la independencia y 
profesionalismo no resultaron significativos en el modelo y, al parecer, 
no contribuyen en principio a explicar la variación en la calidad de las 
elecciones a nivel subnacional en el periodo estudiado. El segundo factor 
relevante para explicar la calidad electoral es la interferencia del gobier-
no del estado en las campañas de los partidos opositores. El coeficiente 
es significativo e indica que a menor interferencia mayor es la calidad de  
las elecciones locales. Cabe mencionar que, contrario a lo esperado, las 
malas prácticas electorales, en particular la compra y coacción del voto, 
medidas a partir de la percepción de los expertos, no contribuyen a expli-
car la calidad de las elecciones a nivel local. Las pruebas realizadas inclu-

Cuadro 8.2.

Variable dependiente Variables independientes Modelo 1 Modelo 2

Calidad de las elecciones 
a nivel local

Imparcialidad de los Institutos 
Electorales Estatales

.763**
(0.000)

.564**
(0.000)

Interferencia del gobierno 
en campañas de la oposición

.316*
(0.048)

_cons
.546
(0.074)

.309
(0.316)

R-squared=0.669/ 
Adjusted 
R-squared=0.658

R-squared=0.711/ 
Adjusted 
R-squared=0.692

Nota: *Significativo al nivel 0.01 (bilateral) / **Significativo al nivel 0.05 (bilateral).
Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.
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yeron las prácticas fraudulentas, las malas prácticas y la intervención del 
gobernador en los órganos electorales. Los resultados sugieren que, de 
acuerdo al menos a las mediciones disponibles, es la interferencia del go-
bernador en las campañas del partido opositor la mala práctica que más 
impacta en la calidad de las elecciones. 

Vale la pena destacar que el poder del Tribunal Superior de Justicia 
y de la Procuraduría de Justicia de cada estado, ambas instancias encar-
gadas de la procuración de justicia en el estado, y por tanto de la vigencia 
del Estado de derecho, no fueron relevantes para explicar la variación en 
la calidad electoral a nivel subnacional en México, por ello no se incluye-
ron en el modelo final. Lo mismo sucedió con la variable de la compra del 
voto y coacción del voto, dos malas prácticas que erosionan la calidad de 
las elecciones locales. Sin embargo, su relevancia no fue confirmada en el 
modelo.

Es importante destacar que los resultados obtenidos son meramente 
indicativos, producto de un ejercicio de exploración que requiere de más 
casos y mayor investigación para confirmar los resultados. Sin embargo, 
resulta relevante que en principio se confirma para el nivel subnacional 
en México la relevancia de los órganos electorales para explicar la calidad 
de las elecciones locales, junto con factores políticos como la intervención 
del gobernador en la competencia política.

Conclusiones

Los limitados estudios comparados de los cambios políticos a nivel sub-
nacional en América Latina y, específicamente en México, sugieren que 
es un campo de estudio en donde hay mucha investigación por hacer y 
obstáculos que salvar como los de la información disponible. En este 
contexto, la Eepemex 2001-2012 representa una contribución para los 
estudios políticos comparados y los de caso por entidad federativa.

En este capítulo se analizó la calidad de las elecciones en México a 
nivel subnacional bajo los enfoques de calidad de la democracia e inte-
gridad electoral, haciendo uso extensivo de los datos de la Eepemex. El 
propósito general fue conocer el papel que juegan los órganos de admi-
nistración electoral locales y prácticas políticas como la intervención del 
ejecutivo estatal y la compra de votos en la calidad de las elecciones a ni-
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vel subnacional. En alguna medida se intentó probar uno de los hallazgos 
de la investigación sobre órganos de administración electoral en América 
Latina en el sentido de que impactan positivamente en la calidad de las 
elecciones mientras prevalezca el Estado de derecho.

Con datos de la Eepemex se mostró la variación importante que exis-
te en la calidad de las elecciones locales a gobernador, diputados locales 
y ayuntamientos entre entidades federativas. Destaca que ningún estado 
obtuvo una calificación de alta calidad y solo uno —Chihuahua— fue 
colocado en el segmento de calidad media alta. El promedio en la calidad 
de las elecciones locales en México a nivel subnacional es media, mientras  
que la calificación de la calidad de la democracia se ubica ligeramente por 
arriba de media. Resulta además interesante la tendencia general que se 
muestra entre ambas dimensiones, de manera que cuanto mayor es la ca-
lidad de las elecciones en los estados, se incrementa la calidad de la demo-
cracia, aunque hay estados que escapan a este patrón general.

En cuanto al análisis de los atributos centrales de los órganos de ad-
ministración electoral, destaca la escasa imparcialidad que se les imputa 
a muchos de los Institutos Electorales Estatales encargados de organizar 
las elecciones locales. Ello es particularmente relevante a la luz de uno de 
los hallazgos importantes presentados en este capítulo, que es la relación 
positiva que existe entre la imparcialidad de los órganos electorales y la 
calidad de las elecciones en un número significativo de entidades fede-
rativas. En la medida en que los institutos electorales toman decisiones 
parciales o sesgadas que favorecen a uno o varios de los contendientes, se 
contribuye a generar las condiciones que alimentan la desconfianza en las 
instituciones políticas y en el gobierno local, lo que al final puede incluso 
auspiciar el no cumplimiento de la ley.

Ahora bien, la exploración realizada en este texto comprueba que en 
principio  la imparcialidad efectivamente contribuye a explicar la calidad 
de las elecciones en los estados en México, lo que sostiene la relevancia 
de contar con órganos electorales independientes, imparciales, profesio-
nales y confiables.

Una de las prácticas que parece ser muy influyente en la calidad de 
las elecciones es la intervención del gobierno en las campañas de la opo-
sición. Vale la pena hacer notar que no es la intervención en la selección 
de los consejeros lo que hace la diferencia en términos de malas prácticas, 
sino la acción del gobierno para obstaculizar las campañas de los parti-
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dos opositores. Eso puede significar que el verdadero reto es controlar a 
los ejecutivos estatales.

Aunque estos resultados son limitados por el número de casos y el 
periodo de estudio, parece relevante reiterar que estos hallazgos prelimi-
nares confirman que la apuesta mexicana por elevar la calidad de los ór-
ganos de administración electoral ha rendido frutos, pues ha mostrado 
un impacto positivo en la calidad de las elecciones locales. Lo anterior es 
ante todo una invitación a ampliar los estudios sobre la integridad y ma-
las prácticas de las elecciones a nivel subnacional en México.
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9. Exclusiones y conflictos en los procesos  
de selección de candidaturas a la gubernatura
Esperanza Palma,* Rita Balderas**

Este capítulo analiza algunos de los conflictos en torno a la selección 
de candidaturas a las gubernaturas en los treinta y dos estados de Mé-
xico de acuerdo a las percepciones de los entrevistados en la Eepemex. 
El objetivo general es detectar si hubo casos relevantes de exclusiones 
generadoras de conflictos internos que hayan violentado procedimien-
tos partidistas o que incluso se hubieren interpretado por los militantes 
como una violación a sus derechos político-electorales1 y que, además, 
hayan puesto en cuestión la integridad electoral del proceso en su pri-
mera fase de selección y registro de candidaturas. Resulta evidente que 
en cualquier proceso de selección de candidaturas, y en particular de un 
cargo ejecutivo como una gubernatura que permite controlar y movili-
zar recursos, habrá aspirantes no seleccionados. Dentro de la norma-
lidad institucional, hay procesos de selección; en el otro extremo hay 
exclusiones de aspirantes y grupos que perciben una imposición, un ses-

*	 Profesora investigadora Titular C, Departamento de Ciencias Sociales de la Universi-
dad Autónoma Metropolitana, Unidad Cuajimalpa.

**	 Doctorante en Ciencias Sociales y Humanidades, Universidad Autónoma Metropoli-
tana, Unidad Cuajimalpa. Investigadora de análisis de información del Centro para el 
Desarrollo Democrático del ine.

1	 El tema de la violación de los derechos político-electorales de los militantes ha adqui-
rido gran importancia en los últimos años en México debido, entre otros, a la facultad 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para intervenir en defensa de 
estos derechos. Aunque es un tema central, en este ensayo se toca de manera colateral 
ya que la Eepemex no permite identificar con certeza la violación de estos derechos.
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go discriminatorio, o una violación de los estatutos y reglas partidistas, 
formales o informales.

Partiendo de este problema, en este capítulo se proponen tres obje-
tivos particulares:

—	 Detectar si se excluyó a un posible candidato con amenazas y presio-
nes y, por ende, si el partido violó sus propias reglas formales o infor-
males de selección de candidaturas.

—	 Si el gobernador intervino para imponer a su candidato dentro de su 
partido.

—	 Si se excluyó a alguien por razón de género o etnia.

Los expertos registraron, en algunos casos, exclusiones por presiones 
o impedimentos para registrarse o competir (preguntas 37 y 38 del cues-
tionario). En muchos otros, la encuesta registró situaciones de conflicto 
al interior de los partidos políticos, propios y “normales” en los procesos 
de selección de candidaturas. Por ejemplo, el Distrito Federal, en donde 
hubo una competencia intensa entre varios candidatos/as para la jefatu-
ra de gobierno, entre ellos Miguel Ángel Mancera y Alejandra Barrales, 
lo que llevó a conflictos internos que por momentos se podían confundir 
con violaciones a derechos político-electorales. Los vencidos en una con-
tienda siempre tienen la opción estratégica de alegar presiones, amenazas 
o exclusiones basadas en competencias poco transparentes, sin que ello 
tenga una auténtica base jurídica de violación a derechos de militantes 
o de intervención del gobernador en funciones. Puede ser simplemente 
parte de la competencia. 

La metodología que decidimos utilizar para realizar esta investigación  
consistió en revisar todos los cuestionarios por estado, recurrir a noticias 
de periódico para recuperar información sobre el conflicto, si se hubiera  
registrado, y detectar si alguno de los contendientes había recurrido al 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) (o Salas 
Regionales) para interponer una demanda y, en su caso, identificar cuál 
fue el fallo. Con base en la información obtenida por estas tres fuentes 
elaboramos una tipología de los estados en cinco categorías (cuadro 9.1):2 

2	 Todo el material gráfico del capítulo se encuentra al final de este en un anexo.
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a)	 Estados en los que no se violentaron los derechos político-electorales 
de los aspirantes y/o potenciales candidatos pero sí se presentó im-
pugnación ante el tepjf.

b)	 Estados en los que no se presentaron impugnaciones.
c)	 Estados en los que sí se violentaron los derechos político-electorales 

y se presentaron impugnaciones ante el tepjf.
d)	 Estados en los que se presentó exclusión o presión para que el aspi-

rante no compitiera y no se presentó impugnación o recurso jurídico 
de denuncia.

e)	 Estados en los que se presentó violencia del crimen organizado, he-
cho que interfirió en las candidaturas.

El debate académico

El tema de las exclusiones de las candidaturas ha sido subanalizado en la 
literatura sobre calidad de la democracia y elecciones. La mayor parte de 
los estudios sobre integridad electoral o limpieza electoral se concentran 
en el conteo y el tema del fraude electoral, en las campañas y los dineros. 
Sin embargo, los problemas para tener elecciones justas pueden empezar  
antes de las campañas y del día de la elección con la exclusión injusti-
ficada de militantes de las candidaturas. Así lo plantean, por ejemplo, 
los investigadores del Proyecto de Integridad Electoral, Norris, Frank y 
Martínez (2014). 

Hay una tradición académica muy importante sobre procesos de se-
lección de candidaturas. En un texto clásico, Norris (2006) desarrolla un 
modelo del proceso de selección de candidaturas de tres etapas: la certifi-
cación, esto es, los requerimientos legales, del sistema electoral y las nor-
mas informales y valores culturales para ser candidato/a; la nominación u 
oferta de elegibles y la demanda de los que eligen dentro del partido, y la 
elección, la determinación de quién gana.

En esta misma línea, los estudios de Hazan y Rahat (2006) destacan 
quiénes son los electores dentro de un partido y construyen un modelo 
de mayor o menor inclusión de los miembros; quiénes pueden ser can-
didatos, el nivel de centralización de los procesos de selección, y las con-
secuencias de este en la participación, representación y competencia. Sin 
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embargo, los estudios citados no adoptan la perspectiva de la violación a 
los derechos político-electorales de los militantes.

Más recientemente, el estudio de dichos procesos de selección ha 
señalado la exclusión de mujeres de las candidaturas (Alonso, 2009), 
aunque enfocados en el análisis de las cuotas (Baldez, 2008) y los pro-
cedimientos de selección de candidaturas, en particular, los mecanismos 
más o menos favorables para que las mujeres sean seleccionadas (Hino-
josa, 2012). Sin duda, el análisis de género ha dado relevancia a la exclu-
sión de las mujeres de las candidaturas. 

Otra línea de investigación se ha enfocado en la democracia interna 
de los partidos (Freidenberg, 2006), en qué tan incluyentes son sus pro-
cesos de selección de candidaturas y la regulación jurídica de la vida in-
terna de los partidos. Hernández y Martínez (2002) abordan este último 
aspecto entrando al debate de la autonomía de los partidos versus la regu-
lación para garantizar la democracia. Es un hecho que desde hace años la  
ley electoral, en México y otras partes del mundo, regula a los partidos en 
tanto entidades de interés público: su registro, programa, estatutos y fi-
nanciamiento, entre otros. La ley también establece desde hace años que 
los partidos deben tener procedimientos democráticos para la integra-
ción de sus órganos de dirección y la postulación de sus candidatos. Con 
la reforma político-electoral 2014 y en particular con la Ley General de 
Partidos Políticos quedarán regulados diversos aspectos de la vida inter-
na de estas organizaciones, concretamente, “los lineamientos básicos para 
la integración de sus órganos directivos; la postulación de sus candidatos 
y en general la conducción de sus actividades de forma democrática; así 
como la transparencia en el uso de los recursos” (Ley General de Parti-
dos Políticos, 2014).

Esta reforma coloca a los partidos políticos como sujetos obligados a 
la transparencia y la rendición de cuentas, tanto del origen y gasto de sus 
recursos económicos como de sus procesos internos sin intermediarios, es 
decir, que deberán publicar en sus sitios web la información relacionada  
con su vida interna y atender las solicitudes de cualquier ciudadano.

No menos importante es el hecho de que la Sala Superior del te-
pjf juega un papel cada vez más relevante en la protección jurisdiccio-
nal de los derechos político-electorales del ciudadano. Con la resolución 
sup-jdc-037/2000 se abrió la posibilidad de que los ciudadanos im-
pugnen el registro de un candidato que no se hubiera elegido conforme  
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a los procedimientos estatutarios del partido (Hernández y Martínez, 
2002: 19).

De hecho, en México hay una creciente tendencia a la intervención 
del tepjf en la vida de los partidos para defender los derechos político-
electorales de sus militantes. Ese ha sido el caso, sobre todo, de violacio-
nes a derechos de mujeres que tendrían que ser postuladas de acuerdo a 
la cuota de género. El tepjf ha incrementado su intervención en los con-
flictos intrapartidistas en los últimos años (Martínez, 2012). En la grá-
fica 9.1 del anexo de este capítulo mostramos esta tendencia creciente 
desde el año 2000.

Este capítulo se propone aportar a este debate. La detección de ex-
clusiones injustificadas para imponer a un candidato puede servir para 
exponer un problema y presentar recomendaciones para su solución. Las 
exclusiones, diferentes a un proceso de selección conforme a las reglas 
de los propios partidos, representan un problema para la realización del 
principio de igualdad política, el cual constituye una de las bases de la 
democracia.

Para abordar este tema, retomamos las preguntas 37 y 38 del cues-
tionario de la Eepemex, y presentamos el resultado general para cada una 
en las gráficas 9.2 y 9.3.

Cabe destacar que la mayoría de expertos opinó que no hubo exclu-
siones. Sin embargo, hay un porcentaje un poco mayor del 20% que ma-
nifestó lo contrario aunque, como se verá, no en todos los estados hubo 
percepciones de exclusión (mapas 9.1 y 9.2).

Las variaciones entre los casos encuentra múltiples explicaciones que 
van desde las diferencias en las trayectorias territoriales y organizativas 
en lo local de los partidos, sus niveles diferenciados de institucionaliza-
ción, o el poder de los gobernadores en funciones, hasta los niveles de 
competencia partidista en el estado que influyen en las reglas de selec-
ción de candidaturas en una coyuntura electoral y en conflictos potencia-
les dentro de los partidos.

De acuerdo con lo anterior, se podría suponer que en aquellas enti-
dades donde es mayor la competencia partidista existe más disciplina al 
elegir candidaturas ya que el triunfo de un partido depende de la selec-
ción de un buen candidato. Sin embargo, la evidencia empírica indica que 
no hay relación directa entre competitividad y conflictos en la selección 
de candidatos en ninguna dirección (cuadro 9.2). Es decir, la presencia de 
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conflictos ocurre tanto en estados con baja y como de alta competitivi-
dad. No se hallará un patrón en el que ambas variables coincidan. 

En un contexto de alta competencia partidista, como Baja California 
o Tabasco, los militantes excluidos presentaron impugnaciones, pero en 
estados como Puebla donde también es alto el nivel de competencia entre 
partidos y posiblemente se violentaron derechos político electorales, no 
se presentó impugnación ni recurso jurídico alguno. Y lo mismo ocurre 
en entidades de baja competitividad como Quintana Roo y Zacatecas, 
estados donde se violentaron los derechos político-electorales y ocurrie-
ron algunas impugnaciones.

Es probable que la explicación de por qué en unos lugares la selec-
ción de candidatos es más conflictiva que en otros provenga de la historia 
de cada partido en un territorio determinado.

Análisis de los casos

A continuación se incluye la descripción de algunos de los casos. Se 
toman dos del primer tipo, “No hubo violación a los derechos políti-
co-electorales pero sí se presentó impugnación”: Baja California Sur y 
Tabasco; dos en los que se violaron los derechos político-electorales y 
hubo impugnación, Baja California y Zacatecas; dos en los que se vio-
laron derechos político-electorales o se ejerció algún tipo de presión 
para que el candidato se autodescartara y no se impugnó el hecho, Pue-
bla y Quintana Roo; y, finalmente, el único en el que la narcoviolencia 
mató a dos candidatos, Tamaulipas. Se excluyó el tipo donde no hubo 
conflictos. Cabe recordar que estas categorías las diseñamos a partir de  
los resultados de la encuesta Eepemex. Cada caso ejemplifica el tipo  
de conflicto generado durante los procesos de selección de candidatos 
(cuadro 9.3). 
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Primer tipo: no se violaron derechos político-electorales pero sí 
se presentó impugnación

Baja California Sur

De cinco entrevistados, uno dijo que un candidato minoritario no com-
pitió por amenazas y tres dijeron que se negó el registro a un candida-
to minoritario. Al candidato panista Alonso Germán Castro se le negó 
el derecho al registro debido a un problema con la convocatoria; a pe-
sar de que había ganado la consulta interna del Partido Acción Nacio-
nal (pan), la dirección nacional de este partido designó al candidato de 
extracción perredista, Covarrubias Villaseñor. Por tal motivo, Germán 
Castro decidió impugnar ante el tepjf, pero el resolutivo fue en su con-
tra porque no hubo elementos claros de una violación a sus derechos 
político-electorales.

Lo que ocurrió con Germán Castro es que la coalición entre el pan 
y el Partido de la Revolución Democrática (prd) lo sacó de la contienda, 
pero sin que eso trastocara sus derechos de militante. César Nava, enton-
ces dirigente del pan nacional, determinó que el partido iría de la mano 
con el candidato del prd.

De acuerdo con los medios de comunicación, los dirigentes del pan, 
Alfredo Zamora y Pilar Eduardo Carballo Ruiz, dieron a conocer un 
acuerdo de coalición que presentaron ante el Instituto Estatal Electoral, 
documento que elimina estatutariamente el proceso interno de cada par-
tido. Por ello designaron como candidato a gobernador a Covarrubias 
Villaseñor, quien fue electo en una consulta entre la militancia perredista 
(García, 2014).

Tabasco

Tabasco es uno de los estados que registró más exclusiones de acuerdo 
a los expertos y según las preguntas 37 y 38 del cuestionario. De nueve 
cuestionarios, en cinco se mencionó que se negó el registro a candidatos 
fuertes (4) o minoritarios (1). Se nombraron a Humberto Mayans, Luis 
Felipe Graham, Oscar Cantón, Evaristo Hernández Cruz, Jaime Mier 
y Terán. Mayans fue el más mencionado. Al revisar los cuestionarios 
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y ahondar en noticias de periódico detectamos que el caso de Mayans 
no fue de violación a derechos político-electorales. Mayans había sido 
miembro del Partido Revolucionario Institucional (pri) y luego se pasó 
al prd para después regresar al pri en 2007, como secretario de gobier-
no de Andrés Granier, y en 2010 solicitó su reafiliación priista, con lo 
cual no cumplía con los cinco años mínimos de militancia para ser can-
didato. Es decir, no podía registrarse como candidato debido a que no 
cumplía con el criterio de postulación, dato que, por cierto, no se men-
ciona en la evaluación de los expertos (Rene Alberto, 2012).

Tercer tipo: se violentaron derechos político-electorales y se 
presentó impugnación

Baja California  

Baja California estaba gobernada por el pan al momento de la aplica-
ción del cuestionario. De siete entrevistas realizadas a los expertos, cin-
co reportaron que a un candidato fuerte se le había negado el derecho 
a registrarse y que uno dejó de competir por amenazas y chantajes. Se 
menciona que a Jorge Hank se le negó el registro por la ley “antichapu-
lín”, según la cual no podía ser candidato hasta no terminar su gestión 
como alcalde. Este caso se llevó al tepjf pues, presuntamente, Hank 
violaba el artículo 42 de la ley local. Sin embargo, el tepjf le restituyó  
el derecho a ser candidato. De acuerdo a la información recabada en  
medios electrónicos de la entidad en mayo de 2007, el tepjf retiró la 
candidatura a Hank Rhon durante dos días debido a la reforma de 
las leyes locales que impedían que un político “brincara” de un puesto 
a otro, la ley “antichapulín” referida. Ciertamente, antes de postularse 
como candidato a la gubernatura, Hank Rhon pidió licencia como alcal-
de de Tijuana, por lo que la nueva ley le afectaba.

Hank interpuso un recurso de apelación ante el tepjf por violación 
de los derechos político-electorales; el tribunal tomó la decisión de de-
jarlo competir pues este tenía el derecho de participar como candidato. 
(Véase el cuadro 9.3, Sentencias dictadas por el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, en el anexo.) El resolutivo quedó como 
sigue:
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En consecuencia, se declara subsistente el punto de acuerdo aprobado 
por el Consejo Estatal Electoral del Instituto Estatal Electoral de Baja 
California de veintitrés de mayo del año dos mil siete, mediante el cual se 
otorgó el registro como candidato a Gobernador del Estado al ciudada-
no Jorge Hank Rhon, postulado por la coalición “Alianza para que Vivas 
Mejor” y, por tanto, al haber alcanzado su pretensión se torna innecesa-
rio el estudio de los restantes agravios hechos valer por la parte actoral.  
(tepjf, 2007: 325).

Finalmente, Jorge Hank perdió la elección a la gubernatura en 2007 
y presentó otra impugnación ante el tepjf quien emitió un fallo en su 
contra declarando la validez de la elección.

Zacatecas

Zacatecas es otro caso conflictivo en el cual pareció haber violación de 
derechos político-electorales y en el cual sí se presentó impugnación. 
Cuatro de los siete expertos dijeron que hubo al menos un ciudada-
no al que se le negó el registro como candidato. De acuerdo con estos 
testimonios, la candidatura al gobierno del estado a los perredistas fue 
negada a Tomás Torres y a Raymundo Cárdenas. Para la sucesión de 
Amalia García, el prd definió como método de selección de candida-
to las encuestas de opinión. El mejor posicionado fue Antonio Mejía 
Haro, senador  por el prd hasta el 13 de enero de 2010, fecha en la que 
pidió licencia. 

Mejía Haro dividió al prd por dos razones, la primera porque era 
cercano de la entonces gobernadora Amalia García, por lo que era visto 
como candidato impuesto. La segunda, porque el prd había acordado ir 
en alianza con el Partido del Trabajo (pt) y Convergencia y así postular 
por unidad a David Monreal. 

A lo anterior se sumaron otras voces como la de Tomás Torres, quien 
impugnó la elección interna del prd y denunció ante el Tribunal Elec-
toral a Mejía Haro por actos anticipados de precampaña solicitando 
reponer el procedimiento de selección de candidatos. El resolutivo del 
Tribunal se envió a la Comisión Nacional de Garantías del prd partido 
al que se le ordenó dar una explicación precisa sobre los actos anticipados 

PoderesDemocracias.indd   245 22/11/16   2:39 p.m.

© Flacso México



246 247

Esperanza Palma, Rita Balderas

de campaña de Mejía Haro y sobre la presunta violación estatutaria del  
partido por definir a su candidato a gobernador mediante el método de 
encuestas. El prd explicó al Tribunal y a la opinión pública que ambas 
acusaciones carecían de sentido y de pruebas, y definió, sin dar mayor in-
formación, que el candidato a la gubernatura sería Mejía Haro, el hom-
bre más cercano a la gobernadora (Sucesión Zacatecas, 2010).

Cuarto tipo: se violaron derechos político-electorales o se ejerció 
algún tipo de presión para que el aspirante se descartara y no se 
presentó impugnación o algún tipo de denuncia

Puebla 

De acuerdo con los expertos entrevistados, al menos un potencial can-
didato que hubiera estado entre los más votados decidió no competir. 
Se trata de la exalcaldesa de Puebla, Blanca Alcalá, de extracción priista, 
quien aparecía en las encuestas como la mejor posicionada para la gu-
bernatura. Sin embargo, al mismo tiempo se convertía en la adversaria 
del grupo del gobernador Mario Marín. Tan es así, que Marín eligió a 
su secretario de Desarrollo Social, Javier López Zavala, como su sucesor 
y tras una serie de acuerdos y negociaciones, según los medios locales, 
Alcalá finalmente decidió no competir.

Tras lo anterior, el pri postuló a Blanca Alcalá en 2012 como se-
nadora. Los hechos indican que Alcalá eligió disciplinarse y negoció su 
candidatura al senado a cambio de la gubernatura. Actualmente es sena-
dora de representación proporcional y por segunda ocasión se posicio-
nó como la candidata más fuerte a la gubernatura para las elecciones de 
2016 (Cuadras, 2014).

Quintana Roo

Se le negó el derecho a registrarse a un candidato que hubiera estado 
entre los más votados: Gregorio Sánchez del prd. Sánchez terminó pri-
sionero en una cárcel federal acusado de lavado de dinero y narcotráfico 
pero salió libre por falta de pruebas. También se negó el derecho a re-
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gistrarse a un candidato menor del pan acusado por exceso de gastos de 
campaña, una denuncia que llegó al tepjf.

Se legisló desde el Congreso estatal —de mayoría priista— para li-
mitar la candidatura de Gregorio Sánchez Martínez, argumentando que 
no cumplía con una residencia efectiva mínima de veinte años. Dicha re-
forma a la Constitución de Quintana Roo fue declarada inconstitucional 
por la scjn el 13 de enero de 2010. Luego vinieron las acusaciones y la 
prisión por una cadena de delitos que incluían fraude, lavado de dinero, 
vínculos con el narcotráfico y tráfico de migrantes.

En abril de 2010, “Greg” Sánchez solicitó licencia como presidente 
municipal de Benito Juárez, Cancún, para ser candidato a la gubernatu-
ra de Quintana Roo por una coalición de izquierda: prd, pt y Conver-
gencia. El 25 de mayo de 2010, a un mes de las elecciones, fue detenido 
en el Aeropuerto Internacional de Cancún y de ahí se le llevó al penal de 
máxima seguridad de Tepic, Nayarit, con base en los testimonios de la 
cuestionada figura del testigo protegido; luego de varios meses demostró 
su inocencia y los magistrados del Poder Judicial de la Federación le otor-
garon el auto de libertad y lo exoneraron de cargos. Obtuvo la libertad en 
julio de 2011 (Otero, 2010).

La controversial interrupción de su candidatura gubernamental dic-
taría un precedente de justicia, ya que desde hace cien años no se encar-
celaba en México a un candidato opositor al régimen gobernante. Este 
caso permite dos interpretaciones. Puede representar una violación a los 
derechos político-electorales por intervención del gobierno del estado, 
esto es, que desde la gubernatura se construyó un delito al potencial can-
didato para impedir que se postulara. Sin embargo, en este caso habría 
que tomar en cuenta que el cargo fue de naturaleza federal por lo cual es 
posible que la decisión se haya originado en el centro. Otra lectura es que 
fue un error judicial cuyo efecto fue la violación de los derechos civiles y 
políticos de un ciudadano.
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Quinto tipo: violencia del crimen organizado

Tamaulipas  

El caso de Tamaulipas es un ejemplo de lo que algunos expertos han lla-
mado narcopolítica. Según los expertos en política subnacional, el narco 
aasesinó a dos  candidatos: Rodolfo Torre Cantú del Partido Revolu-
cionario Institucional (pri) y Antonio Guajardo, candidato a presiden-
te municipal de Río Bravo por el pt, ambos por estar en contra de los 
poderes fácticos que persisten en dicho estado. Al candidato Francisco 
Javier García Cabeza de Vaca también se le persiguió desde el gobierno 
estatal por presuntos negocios irregulares.

También un potencial candidato que hubiera estado entre los más 
votados decidió no competir, este fue el caso de José Julián Sacramento, 
quien no hizo campaña y desapareció tras la elección. No se negó a algún 
aspirante la candidatura a la gubernatura por lo que no hubo violación 
de derechos político-electorales. Sin embargo, es claro que no existieron 
medidas de seguridad en Tamaulipas que garantizaran el desempeño del 
ejercicio de la democracia, pues se privó de la vida a uno de los candidatos 
potencialmente más fuertes a la gubernatura, lo cual evidencia el grado 
de penetración de grupos del crimen organizado (Redacción, El Univer-
sal, 2010).

Conclusiones

Como se planteó al inicio del capítulo, esta investigación se propuso in-
dagar sobre cuatro cuestiones: si hubo casos probados de exclusiones 
con base en amenazas y presiones, si algunos gobernadores intervinie-
ron para imponer a su candidato, si hubo exclusiones por razón de géne-
ro o etnia, y si algunos partidos violaron sus propias reglas de selección 
de candidaturas. Enumeramos a algunos de nuestros hallazgos:

a)	 Aunque se detectaron presiones para que algunos militantes no se 
lanzaran como candidatos, sobre todo por la intervención de algún 
gobernador, algunos de esos aspirantes prefirieron negociar otros 
cargos en el gobierno o en el Congreso de la Unión que denunciar 
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ante el tepjf que habían sido objeto de presión para no entrar en la 
contienda. Este es el caso de Puebla en el que Blanca Alcalá obvia-
mente negoció su retirada de la contienda por una senaduría. Así, en 
algunos casos no es posible afirmar que hubo violación a los derechos 
político-electorales. Por el contrario, la retirada de una contienda se 
usa para negociar otras candidaturas. 

b)	 Es probable que algunos gobernadores en turno hayan interferido 
para evitar la postulación de algunos aspirantes. El caso más emble-
mático parece ser el de Gregorio Sánchez, quien fue acusado y en-
carcelado por diversos delitos infundados, justo en el momento del 
registro de candidatos, para sacarlo de la contienda por ser un can-
didato fuerte. Esta es la interpretación de los expertos. De cualquier 
forma, no debe descartarse un error judicial. Aun así, el efecto fue la 
violación no solo de los derechos político-electorales del aspirante, 
sino de sus derechos civiles. 

c)	 Con la información que tenemos no podemos concluir que hayan ha-
bido exclusiones por razón de género o etnia. Sin embargo, un dato  
que debe tomarse en cuenta es que para 2014 no había una sola  
gobernadora mujer. (En 2015 logró ganar Claudia Pavlovich del 
pri en Sonora.) De esta forma, exclusión o no de candidaturas por 
razón de género, este dato habla de deficiencias de nuestra vida 
democrática. 

d)	 Hay una diferencia entre la competencia propia de los procesos de 
selección y las exclusiones injustificadas. Algunos militantes pueden 
argumentar que se violaron sus derechos político-electorales cuando 
solo perdieron en una contienda interna.

e)	 Un tema relevante es que la intervención del tepjf es decisiva para 
salvaguardar los derechos de los militantes.

f )	 Queda abierta la pregunta de si hay alguna relación entre nivel de 
competencia partidista y conflictos en el proceso de selección de 
candidaturas. Deben hacerse análisis por estado que destaquen las 
diferencias entre los mecanismos de selección de candidaturas, las tra-
yectorias organizativas de los partidos a nivel local, conflictos entre 
facciones y grupos e historia electoral del estado, esto es, si ha habido 
alternancia o no, alianzas entre partidos de distinto color, entre otros.
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.

Grá�ca 9.2. Pregunta 37. ¿Se  negó a  algún ciudadano el derecho a ser candidato en 
elecciones para gobernador? (porcentaje).

Fuente: Estadísticas del TEPJF disponibles en <http://portal.te.gob.mx/>.

Grá�ca 9.1. Asuntos recibidos en el TEPJF relacionados con la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano.
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.

Grá�ca 9.3. Pregunta 38. ¿Algún potencial candidato a gobernador no compitió por 
amenazas, chantajes u otras presiones de parte del gobierno estatal? (porcentaje).
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.

Mapa 9.1. ¿Se negó algún ciudadano el derecho a ser candidato en elecciones para 
gobernador?
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Mapa 9.2. ¿Algún candidato a gobernador no compitió por amenazas, chantajes u otras 
presiones?
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Cuadro 9.1. Tipología de selección de candidatos a la gubernatura

1
No se violaron los 
derechos político-
electorales pero sí se 
presentó impugnación 
(ante el partido o 
ante el TPJF)

2
No se violaron 
los derechos 
político-
electorales y 
no se presentó 
impugnación

3
Se violaron 
los derechos 
político- 
electorales y 
se presentó 
impugnación 
(ante el partido 
o ante el TPJF)

4
Se presentó 
algún tipo de 
exclusión o 
presión para 
que el aspirante 
no compitiera y 
no se presentó 
impugnación o 
recurso jurídico 
de denuncia

5
Violencia del 
crimen 
organizado en 
contra de algún 
candidato

Baja California Sur Aguascalientes Baja California Oaxaca 
(un candidato 
fuerte)

Tamaulipas 
(asesinan a un 
candidato a la 
gubernatura y a 
uno a alcalde)

D. F. Campeche Guanajuato Puebla 
(una candidata 
fuerte)

Michoacán Chiapas San Luis Potosí Quintana Roo 
(un candidato 
fuerte)

Jalisco Chihuahua Tlaxcala

Tabasco Coahuila Veracruz Sinaloa 
(a un candidato 
menor y a uno 
fuerte)

Colima Zacatecas Sonora 
(un candidato  
fuerte)

Durango Yucatán 
(a un candidato 
menor)

Guerrero

Hidalgo

México

Morelos

Nayarit

Nuevo León

Querétaro

Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.
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Cuadro 9.2. Competitividad partidista y casos analizados

Tipología Entidad Nivel de competitividad 
partidista en la última 
elección para 
gobernador 2010-2016

Primer tipo: no se violaron derechos político-electorales 
pero sí se presentó impugnación

Baja California Sur Alta

Primer tipo: no se violaron derechos político-electorales 
pero sí se presentó impugnación

Tabasco Alta

Primer tipo: no se violaron derechos político-electorales 
pero sí se presentó impugnación

Distrito Federal Baja

Primer tipo: no se violaron derechos político-electorales 
pero sí se presentó impugnación

Michoacán Media

Primer tipo: No se violaron derechos político-electora-
les pero sí se presentó impugnación

Jalisco Media

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Aguascalientes Media

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Campeche Media

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Chiapas Media

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Chihuahua Media

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Coahuila Baja

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Colima Media

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Durango Baja

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Guerrero Media

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Hidalgo Media

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Estado de México Alta

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Morelos Baja

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Nayarit Baja

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Nuevo León Baja

Segundo tipo: no se violaron los derechos político-
electorales y no se presentó impugnación

Querétaro Baja

Tercer tipo: se violaron derechos político-electorales y 
se presentó impugnación

Baja California Alta
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Cuadro 9.2. Competitividad partidista (continuación)

Tipología Entidad Nivel de competitividad 
partidista en la última 
elección para 
gobernador 2010-2016

Tercer tipo: se violaron derechos político-electorales y 
se presentó impugnación

Zacatecas Baja

Tercer tipo: se violaron derechos político-electorales y 
se presentó impugnación

Baja California Media

Tercer tipo: se violaron derechos político-electorales y 
se presentó impugnación

Guanajuato Baja

Tercer tipo: se violaron derechos político-electorales y 
se presentó impugnación

San Luis Potosí Media

Tercer tipo: se violaron derechos político-electorales y 
se presentó impugnación

Tlaxcala Alta 

Cuarto tipo: se presentó algún tipo de exclusión o 
presión para que el aspirante no compitiera y no se 
presentó impugnación o recurso jurídico de denuncia

Puebla Alta

Cuarto tipo: se violaron derechos político-electorales 
o se ejerció algún tipo de presión para que el aspiran-
te se descartara y no se presentó impugnación

Quintana Roo Baja

Cuarto tipo: se violaron derechos político-electorales 
o se ejerció algún tipo de presión para que el aspiran-
te se descartara y no se presentó impugnación

Oaxaca Baja

Cuarto tipo: se violaron derechos político-electorales 
o se ejerció algún tipo de presión para que el aspiran-
te se descartara y no se presentó impugnación

Sinaloa Alto

Cuarto tipo: se violaron derechos político-electorales 
o se ejerció algún tipo de presión para que el aspiran-
te se descartara y no se presentó impugnación

Sonora Media

Cuarto tipo: se violaron derechos político-electorales 
o se ejerció algún tipo de presión para que el aspiran-
te se descartara y no se presentó impugnación

Yucatán Baja

Quinto tipo: violencia del crimen organizado Tamaulipas Alta

* Las provincias argentinas de Corrientes y Santiago del Estero eligen sus autoridades en años diferentes 
a las demás, por ello los periodos evaluados fueron 2001-2005 y 2002-2004, respectivamente. En otros 
tres casos (la ciudad de Buenos Aires, Santa Cruz y Tierra del Fuego) se evaluaron periodos de gobierno 
más cortos correspondientes al mandato de un gobernador que completó el periodo iniciado por otro 
que renunció o fue destituido.
** En México, en general las exploraciones fueron sobre ciclos sexenales que incluyen una elección inter-
media y dos legislaturas locales. Sin embargo, hubo excepciones en la duración del mandato del gober-
nador evaluado, el número de legislaturas y/o elecciones en los estados de Coahuila, Colima, Guerrero, 
Hidalgo, Quintana Roo, Edomex, Chiapas y Michoacán. El detalle de los periodos de gobierno evaluados 
se encuentra en el trabajo de Armesto y Olmeda; y de los gobernadores y su identidad partidaria, en el 
texto de Busmail y Miño; también de los gobernadores pero además de las legislaturas examinadas, en 
el artículo de Álvaro López;, del número de expertos entrevistados por estado, en el trabajo de Diego 
Reynoso, y de las elecciones de gobernador, diputados locales y ayuntamientos, en el capítulo que es-
cribe Nicolás Loza.

Fuente: Méndez (2012), “Coaliciones pre-electorales y competencia partidista en México a nivel federal 
(1988-2009) y local (1994-2011). Ponencia presentada en Flacso México.
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Cuadro 9.3. Descripción del proceso de selección de candidatos 
en las 32 entidades del país

Estado Descripción Candidatos 
mencionados

Aguascalientes

 

Gobernado por el PRI al momento del levantamiento de la 
encuesta. Hubo siete entrevistas a expertos. Es uno de los 
pocos casos en los cuales se reportaron cero irregularidades 
en materia de registro de candidaturas.1

-Ninguno 

Baja California Gobernado por el PAN. De siete entrevistas, cinco 
reportaron que a un candidato fuerte se le negó el derecho 
a registrarse y una reportó que un candidato no compitió 
por amenazas, chantajes, etcétera.

Otro cuestionario menciona que a Jorge Hank se le 
negó el registro debido a la ley “antichapulín”. Dicha 
ley impide a diputados locales, alcaldes, síndicos, 
procuradores y regidores, ser candidatos mientras no 
concluyan el cargo de elección que ostenten. El caso 
se llevó al TEPJF y este le restituyó el derecho a ser 
candidato.2	

-Jorge Hank Rohn

BCS De cinco entrevistados uno dijo que uno minoritario no 
compitió por amenazas y tres dijeron que se negó el regis-
tro a un candidato minoritario.
Se negó el derecho a un candidato menor: José Alonso 
Germán, debido a un problema con la convocatoria 
panista; al tener este partido una alianza electoral con 
el PRD. Alonso Germán fue removido a pesar de haber 
ganado la consulta interna del PAN. Se designó al 
candidato perredista Covarrubias Villaseñor.3 Por tal motivo 
el candidato decidió impugnar ante el TEPJF, fallo que fue 
en su contra.4

-José Alonso Germán 
Castro 

Campeche Un solo entrevistado dijo que al menos uno fuerte fue 
excluido y que tuvo miedo de enfrentarse a la maquinaria 
priista. Al revisar material periodístico se encontró que 
Jorge Nordhausen González no pudo competir debido a 
que los lineamientos del partido le impedían hacerlo por no 
haber nacido en el estado.5

-Jorge Nordhausen 
González 

Chiapas De seis cuestionarios, dos dijeron que se excluyeron 
a un candidato minoritario y a uno fuerte. Éste fue el 
caso de José Antonio Bodegas acusado de nexos con el 
narcotráfico, razón por la que no compitió.6

-José Antonio 
Bodegas
-Juan Carlos Cal y 
Mayor Franco
-Alfredo Cruz 
Guzmán

Chihuahua Dos mencionaron que a un candidato fuerte se le negó 
el derecho a registrarse y dos que un candidato fuerte no 
compitió por amenazas.
Dicho candidato no pudo competir por que le fue negado 
el registro al no reunir los requisitos de su partido. Sin 
embargo, se registró para la alcaldía de Ciudad Juárez y 
ganó.7

-Héctor Munguía 
Lardizábal
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Cuadro 9.3. Descripción del proceso de selección (continuación)

Estado Descripción
Candidatos 
mencionados

Coahuila De ocho especialistas, tres dijeron que uno minoritario no 
compitió por amenazas y uno al que se le negó el derecho 
a registrarse.
Sin embargo, era el caso de un candidato a la alcaldía del 
municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, no un candidato a la 
gubernatura.8

-Ernesto Saro 
Boardman (candidato 
a alcalde de Ramos 
Arizpe)
-Armando Guadiana 
Tijerina

Colima Solo un caso donde se menciona que un candidato fuerte 
no compitió por amenazas. Sin embargo, no se encontró 
registro de alguna demanda interpuesta.9

-Rogelio Rueda 
Sánchez 

Distrito Federal De cinco expertos, hubo tres que respondieron que sí se les 
negó el registro a candidatos menores.
En todos los casos, se refieren al PRD, a Martí Batres y a 
Alejandra Barrales y uno menciona a Alejandro Rojas.
Uno de los expertos mencionó que Batres recibió presiones 
por parte del jefe de gobierno para no postularse y, en el 
caso de Barrales, por parte del presidente del partido.10

Este caso ejemplifica un conflicto dentro del PRD debido a 
la competencia entre los aspirantes a ocupar la candidatu-
ra al gobierno del D. F. y un favorito del jefe de gobierno 
en turno.11

-Martí Batres
-Alejandra Barrales
-Alejandro Rojas 

Durango De siete cuestionarios, dos casos de candidatos menores. 
Pero no se mencionan los nombres.12

-Ninguno

Estado de 
México

No se mencionó ningún candidato o potencial candidato 
al que fuese negado el registro para contender por la 
gubernatura. 

-Ninguno 

Guanajuato Se mencionó a un candidato al que le fue negada la 
candidatura al interior de su partido, razón por la cual 
decidió apelar ante la comisión estatal electoral de su 
partido. El resolutivo fue en su contra.13 

-Gerardo Mosqueda 
Martínez

 

Guerrero Lázaro Mazón Alonso no pudo competir en la elección 
de candidato a gobernador porque le fue negada la 
carta de antecedentes no penales en la PGJ de su estado. 
Finalmente, declinó a favor del actual gobernador de 
Guerrero, Ángel Aguirre.14

-David Jiménez 
Rumbo
-Lázaro Mazón 
Alonso 

Hidalgo No se presentaron impugnaciones. Sin embargo, la 
candidata Xóchitl Gálvez tuvo una serie de obstáculos que 
le impedía competir, como por ejemplo, acusaciones falsas; 
finalmente, logró competir.15 

-Francisco Xavier 
Verganza
-Xóchitl Gálvez 

Jalisco El precandidato Alfonso Peterson Farah denunció la 
omisión del órgano interno del PAN para resolver la 
impugnación que presentó. El conflicto se originó en que el 
partido decidió no otorgarle el registro para ser candidato a 
la gubernatura pues no cumplía con una serie de requisitos. 
El candidato interpuso una queja ante el TEPJF por omisión. 
Sin embargo, el TPJF dio un fallo en su contra.16

-Enrique Alfaro 
Ramírez
-Alfonso Peterson 
Farah

Michoacán Candidato menor. Se trató de un candidato independiente 
que decidió no competir por presiones gubernamentales.17

-Un candidato menor: 
Mauro Cortés, 
senador
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Cuadro 9.3. Descripción del proceso de selección (continuación)

Estado Descripción Candidatos 
mencionados

Morelos No mencionó ningún potencial candidato.18 -Ninguno 

Nayarit No se mencionó candidato alguno que contendiera y a 
quien se hayan violado sus garantías.

-Ninguno 

Nuevo León No se mencionó candidato alguno que contendiera y a 
quien se hayan violado sus garantías.

-Ninguno

Oaxaca Al menos uno que hubiera estado entre los más votados 
decidió no competir por presiones del gobierno.19

-José Antonio 
Hernández Fragua

Puebla Al menos un potencial candidato que hubiera estado entre 
los más votados decidió no competir.
La alcaldesa de Puebla, Blanca Alcalá del PRI, adversaria 
de grupo del gobernador Mario Marín, aparecía en las 
encuestas como la mejor posicionada para la gubernatura. 
El gobernador Marín impuso a su secretario de Desarrollo 
Social como candidato del PRI y Alcalá decidió no competir. 
Esta ganaría en 2012 la primera posición para el Senado. 
Actualmente es senadora por el estado de Puebla y es 
nuevamente la mejor posicionada como candidata a la 
gubernatura para el siguiente proceso electoral.20

-Blanca Alcalá

Querétaro No se retiró ningún posible candidato. Sin embargo, hizo 
elecciones internas, y se presentaron  algunos candidatos 
con mayor posibilidad de ganar que Manuel González 
Valle. No contendieron internamente por el PAN, y en 
esa elección interna hubo posiblemente intervención de 
terceros.21

-Ninguno

Quintana Roo Se negó el derecho a un candidato que hubiera estado 
entre los más votados: Gregorio Sánchez, candidato 
abanderado por la alianza PRD, PT y Convergencia, quien 
fue encarcelado acusado de lavado de dinero y narcotráfico. 
Salió libre porque no hubo pruebas de tales delitos.22

-Gregorio Sánchez 

San Luis Potosí No se mencionó a candidato alguno que contendiera y al 
que se hayan violado sus garantías.23

-Ninguno 

Sinaloa Se le negó a Manuel Clouthier, potencial candidato 
minoritario que decidió no competir.24

-Pérez Acha
-Manuel Clouthier 
Carrillo

Sonora Al menos un potencial candidato que hubiera estado entre 
los más votados decidió no competir, este fue el priista 
Ernesto Gangara; tampoco David Figueroa Ortega pudo 
llegar a la candidatura por dos atentados, y un potencial 
candidato minoritario decidió no competir.25

-Ernesto Gangara
-David Figueroa 
Ortega

Tabasco De nueve cuestionarios, en cinco se respondió que se había 
negado el registro a candidatos fuertes (4) o minoritarios (1).
Se nombraron como excluidos a Humberto Mayans, Luis 
Felipe Graham, Oscar Cantón, Evaristo Hernández Cruz, 
Jaime Mier y Terán. El caso de Mayans fue el que más se 
mencionó.
El caso de Mayans no fue de violación a derechos político-
electorales.26 No cumplía con los requisitos del PRI para ser 
candidato.

-Humberto Mayans
-Luis Felipe Graham
-Oscar Cantón
-Evaristo Hernández 
Cruz
-Jaime Mier y Terán
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Cuadro 9.3. Descripción del proceso de selección (continuación)

Estado Descripción
Candidatos 
mencionados

Tamaulipas Asesinaron a dos candidatos, uno del PRI y otro del 
PT. El candidato del PRI, Rodolfo Torre Cantú, para la 
gubernatura.27

-Rodolfo Torres Cantú 

Tlaxcala Se presentaron problemas con los precandidatos en 
el interior de los partidos mayoritariamente mujeres 
candidatas a diputadas locales.28

-Perla López Lugo
-Mariana González 

Veracruz Se menciona a un candidato que no pudo competir en las 
elecciones de gobernador. Fue el caso de Héctor Yunes 
Landa, al cual se le negó el registro como precandidato 
a gobernador por no cumplir con todos  los requisitos 
establecidos por su partido. Tomó la decisión de apelar su 
caso ante el TPJF, sin embargo, este falló en su contra.29 

-Héctor Yunes Landa 

Yucatán Al menos un potencial candidato minoritario decidió no 
competir: Jorge Carlos Ramírez Marín y José Luis Blanco 
del PRI. Sin embargo, estos no presentaron ningún recurso 
de apelación y ambos forman parte del gabinete del 
presidente Enrique Peña Nieto.30 

-José Carlos Ramírez 
Marín 

Zacatecas Cuatro de los siete expertos dijeron que hubo al menos un 
ciudadano al que se negó el registro como candidato.
Tres de los cuatro expertos dijeron que fue un candidato 
fuerte. El más mencionado fue el perredista Tomás Torres. 
Luego de una impugnación, el 3 de marzo de 2010, 
el Tribunal Electoral ordenó a la Comisión Nacional de 
Garantías del PRD reponer el procedimiento de elección 
interna por dos quejas. Los actos anticipados de campaña 
del candidato perredista Mejía Haro y la supuesta violación 
estatutaria del PRD porque no hay disposición en las reglas 
de partido que establezcan como método de selección del 
candidato a la gubernatura a las encuestas.
Finalmente, el PRD determinó  postular a Antonio Mejía 
Haro como su candidato.31

-Tomás Torre
-Antonio Mejía
-Raymundo Cárdenas 

1 Eepemex.
2 Imelda García. (2013, junio 25). Hank Rohn y Castro Treti la historia de una rivalidad. ADNPolítico.com. 
Consultado el 10 de mayo de 2014 Disponible en línea <http://www.adnpolitico.com/gobierno/2013/ 
06/24/hank-rhon-y-castro-trenti-por-que-la-rivalidad-de-ambos>
3 Redacción. “Desafía Alonso Germán al líder nacional del pan. (2010 diciembre 6). Peninsular Digital.
mx. Consultado el 10 de mayo de 2014. Disponible en línea <http://peninsulardigital.com/extra/
desafia-alonso-german-al-lider-nacional-del-pan/27224>.
4 Eepemex.
5 Lorenzo Chim. (2009, enero 28). “Abre AN en Campeche el registro de aspirantes”. La Jornada.mx. 
Consultado el 10 de mayo de 2014. Disponible en línea <http://www.jornada.unam.mx/2009/01/28/index.
php?section=estados&article=037n1est>.
6 José Gil Olmos. (2012, enero 14). “Otro ‘perseguido’ del gobernador Sabines”. Proceso.com.mx. 
Consultado el 10 de mayo de 2014. Disponible en línea <http://www.proceso.com.mx/?p=294911>.
7 “César Duarte buscara gubernatura de Chihuahua”. (2010, enero 7). El Universal.mx. Consultado el 10 
de mayo de 2014. Disponible en línea <http://www.eluniversal.com.mx/notas/650329.html>.
8 Adriana Esquivel. (2011, noviembre 25). “Niega Guadiana relación con Beltrones”. El Heraldo de Saltillo. 
Consultado el 10 de mayo de 2014. Disponible en línea <http://www.elheraldodesaltillo.mx/coahuila/
p2_articleid/43721>.
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9 Eepemex.
10 Johana Robles. (2012, enero 9). “Prevén impugnar elección en el prd”. El Universal.mx. Consultado el 6 
de abril de 2014. Disponible en línea <http://www.eluniversal.com.mx/ciudad/109713.html>.
11 Eepemex.
12 Eepemex.
13 Redacción. “Niegan registro a Mosqueda como precandidato del pan a gobernador”. (2011, diciembre 
16). El Sol del Bajío. Consultado el 6 de abril de 2014. Disponible en línea en <http://www.oem.com.mx/
elsoldelbajio/notas/n2350607.htm>.
14 Redacción. “Niega la PGJE carta de antecedentes no penales al senador Lázaro Mazón”. (2010, agosto 
4). Irza agencia de noticias. Consultado el 12 de mayo de 2014. Disponible en línea en <http://www.
agenciairza.com/2010/08/niega-la-pgje-carta-de-antecedentes-no-penales-al-senador-lazaro-mazon/>.
15 Redacción. “Denuncia Xóchitl Gálvez ataques por aspirar a la gubernatura en Hidalgo”. (2008, octubre 
21). WRadio. Consultado el 20 de mayo de 2014. Disponible en línea en <http://www.wradio.com.mx/
noticias/denuncia-xochitl-galvez-ataques-por-aspirar-a-gubernatura-en-hidalgo/20081021/nota/694760.
aspx>.
16 Redacción. “El pan debe resolver impugnación para elegir candidato a gobernador”. (2013, febrero 11). 
Crónica.com.mx. Consultado el 12 de mayo de 2014. Disponible en línea en <http://www.cronica.com.mx/
notas/2012/644100.html>.
17 Eepemex.
18 Eepemex.
19 Eepemex.
20 Manuel Cuadras. “Blanca Alcalá (¿A tiempo para la gubernatura?)”. Diario cambio.com.mx. Consultado 
el 6 de mayo de 2014. Disponible en línea en <http://www.diariocambio.com.mx/columnistas/poder/
pod_140808_blanca_alcala.htm>.
21 Eepemex.
22 Silvia Otero. (2010, mayo 25). “Gregorio Sánchez, detenido en Q. Roo”. El Universal.mx. Consultado 3 
de mayo de 2013. Disponible en línea en <http://www.eluniversal.com.mx/notas/683146.html>.
23 Eepemex.
24 Eepemex.
25 Eepemex.
26 Eepemex.
27 Redacción. “Asesinan a candidato del PRI en Tamaulipas”. (2010, junio 28). El Universal.mx. Consultado 
el 9 de mayo de 2014. Disponible en línea en <http://www.eluniversal.com.mx/notas/690925.html>.
28 Eepemex.
29 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. (2010, marzo 24). México D.F. Consultado el 
6 de mayo de 2014. Disponible en línea en <http://www.trife.gob.mx/en/noticias-opinion-y-eventos/
boletin/0/29/2010>.
30 Eepemex.
31 Encuesta “Eepemex: poderes y democracias subnacionales”, coordinadores: Irma Méndez y Nicolás Loza, 
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, México, 2014.

Fuente: Elaboración propia con datos de la Eepemex.
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Cuadro 9.4. Sentencias dictadas por el tepjf

Entidad No. de expediente registrado en el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación

Nombre del afectado

Baja California EXPEDIENTE: SUP-JDC-695/2007.
VISTOS, para resolver los autos del juicio para la protección 
de los derechos político-electorales del ciudadano SUP-
JDC-695/2007, promovido por Jorge Hank Rhon, contra la 
resolución de veintiuno de junio de dos mil siete, emitida 
por el Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial del 
Estado de Baja California.
Resolutivo :
Por lo anterior, al resultar fundados los agravios objetos de 
análisis, lo procedente es revocar la resolución impugnada. 
En consecuencia, se declara subsistente el punto de 
acuerdo aprobado por el consejo electoral del instituto 
electoral de baja california de veinte tres de mayo del año 
dos mil siete, mediante el cual se otorgó el registro como 
candidato a gobernador del Estado al ciudadano Jorge 
Hank Rhon, postulado por la acción alianza para que 
vivas mejor y, por tanto, al haber alcanzado su protección 
se toma innecesario el estudio de los restantes agravios 
hechos valer por la parte actora. 

Fallo a favor 

ACTOR: 
JORGE HANK RHON

BCS EXPEDIENTE: SUP-JDC-1192/2010

VISTOS para resolver, los autos del juicio para la protección 
de los derechos político-electorales del ciudadano SUP-
JDC-1192/2010, promovido por José Alonso Germán 
Castro, para impugnar:
1) El acuerdo del Comité Ejecutivo Nacional y/o de su 
Presidente, del Partido Acción Nacional, relativo a la 
coalición celebrada entre ese instituto político y el Partido 
de Renovación Política Sudcaliforniana, para contender en 
la elección, entre otros, de gobernador del Estado de Baja 
California Sur;
2) La omisión de la Comisión Nacional de Elecciones del 
Partido Acción Nacional, de notificar al Instituto Electoral 
del Estado de Bala California Sur, el “ACUERDO DE LA 
COMISIÓN NACIONAL DE ELECCIONES DEL PARTIDO 
ACCIÓN NACIONAL, POR EL QUE SE DECLARA LA VALIDEZ 
DE LA ELECCIÓN DE CANDIDATOS A GOBERNADOR, 
INTEGRANTES DE LOS AYUNTAMIENTOS Y A DIPUTADOS 
LOCALES POR EL PRINCIPIO DE MAYORÍA RELATIVA EN EL 
ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR”, y
3) La designación y postulación de Marcos Alberto 
Covarrubias Villaseñor, como candidato al cargo de 
Gobernador del Estado de Baja California Sur, por el 
Partido Acción Nacional, en coalición con el Partido de 
Renovación Política Sudcaliforniana. 

Fallo en Contra

ACTOR: 
JOSÉ ALONSO 
GERMÁN CASTRO
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Cuadro 9.4. Sentencias dictadas por el tepjf (continuación)

Entidad No. de expediente registrado en el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación

Nombre del afectado

Jalisco Sala regional occidente:
EXPEDIENTE: SUP-JDC-184/2012.
VISTOS, para resolver, los autos del expediente SUP-
JDC-184/2012, relativo al juicio para la protección de los 
derechos político-electorales del ciudadano promovido 
por Alfonso Petersen Farah, por su propio derecho y en su 
calidad de miembro del Partido Acción Nacional, en contra 
de diversos actos que les atribuye a la Segunda Sala de la 
Comisión Nacional de Elecciones y a la Comisión Estatal 
Electoral de Jalisco, ambas del Partido Acción Nacional.

Sala Federal: 
EXPEDIENTE: SUP-JDC-319/2012.
VISTOS, para resolver, los autos del expediente SUP-
JDC-319/2012, relativo al juicio para la protección de los 
derechos político-electorales del ciudadano promovido 
por Alfonso Petersen Farah, por su propio derecho y en su 
calidad de miembro del Partido Acción Nacional, en contra 
de actos emitidos por la Segunda Sala de la Comisión 
Nacional de Elecciones y la Comisión Estatal Electoral de 
Jalisco, ambas del Partido Acción Nacional.

Fallo en contra

ACTOR: 
ALFONSO PETERSEN 
FARAH

Veracruz EXPEDIENTE: SUP-JDC-36/2010

Para resolver los autos del expediente al rubro indicado, 
relativo al juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano promovido por Héctor 
Yunes Landa, quien se ostenta como militante, cuadro y 
aspirante a participar en el proceso interno de selección de 
candidato del Partido Revolucionario Institucional al cargo 
de Gobernador Constitucional del Estado de Veracruz 
de Ignacio de la Llave, en contra del dictamen emitido 
el veinticinco de febrero de dos mil diez por la Comisión 
Estatal de Procesos Internos del Partido Revolucionario 
Institucional en la referida entidad federativa, por el cual 
se le negó el registro como precandidato a Gobernador 
Constitucional del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave 
para el periodo 2010-2016.

Fallo en contra

ACTOR: 
HECTOR YUNES 
LANDA

Fuente: tepjf, disponible en <www.trife.gob.mx>.
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En este capítulo realizamos un análisis exploratorio sobre los deter-
minantes del control y el sesgo de los medios de comunicación estatales, 
así como de la libertad en el ejercicio de la labor periodística. 

Aunque se reconoce la importancia de contar con medios libres para 
el ejercicio de la gobernanza en un país, se ha dicho poco acerca de los de- 
terminantes de la libertad y el control de los medios; incluso podría afir-
marse que este tema no ha sido explorado empíricamente en México.

Los medios de comunicación desempeñan un rol primordial en todo 
régimen democrático; sus características intrínsecas posibilitan la exis-
tencia de un foro amplio de discusión en el que los ciudadanos, princi-
pales actores de la escena democrática, se informan y aprenden de los 
asuntos públicos, propios del acontecer político-electoral.

En un estricto sentido, la función social de los medios debería ser 
evidenciar la corrupción y la falta de transparencia de los gobiernos, sin 
embargo, en muchos casos los medios son controlados por el aparato gu-
bernamental y se inhabilita el pleno ejercicio de su autonomía. La inter-
vención del gobierno en los medios de comunicación afecta la calidad de 
la información brindada a las audiencias. Los medios de comunicación 
libres tienen el poder de transformar a las sociedades y facilitan el ejerci-
cio de la libertad de expresión. 
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El nivel de acceso a los medios y la utilización de los mismos para ob-
tener información de política son notables. Según datos del Latinobaró-
metro para México, la televisión es la fuente que los ciudadanos utilizan 
con mayor frecuencia para informarse de política con porcentajes arriba 
del 80% durante 2008, 2009 y 2010, seguida de la radio, los periódicos 
y la familia. En este sentido, se vuelve particularmente importante des-
tacar la función de los medios en la construcción y fortalecimiento de la 
democracia. 

Existe una amplia tradición de investigación en América Latina que 
señala que muchos indicadores democráticos difieren sustantivamente 
entre el ámbito nacional y el subnacional (O’Donnell, 1993; Fox, 1994; 
Cornelius, Eisenstadt y Hindley, 1999; Gervasoni, 2010), sin embargo, 
la literatura acerca de la estructura y funcionamiento de los medios de co-
municación en México es aún escasa y prácticamente no existen estudios 
sobre el tema a nivel local.

Se esperaría que los estados que cuentan con un mayor número de 
estaciones de televisión y radio, así como de periódicos, fueran menos 
susceptibles al control por parte de los gobiernos y menos tendientes al 
sesgo a favor de los gobiernos estatales. De igual manera, asumimos que 
los estados con alternancia, menos marginados y con índices menores de 
corrupción, así como con una mayor competencia entre los medios, po-
seen cierto tipo de blindaje al control de estos últimos. 

Nuestros hallazgos sugieren que las variables políticas, económicas y 
de competencia mediática impactan en el nivel de control de los medios 
de comunicación por parte del gobierno. 

A continuación discutimos la relación entre medios de comunica-
ción, democracia y gobierno. Posteriormente, presentamos la literatura 
existente sobre control de los medios y, por último, describimos la estruc-
tura mediática en las entidades federativas mexicanas.

Medios y democracia 

Dos corrientes en la literatura especializada sobresalen en lo que respec-
ta a la labor que los medios ejercen en la consolidación de un proceso 
democrático plural. Algunos autores destacan la cualidad de los medios  
de comunicación como agentes que propician una participación activa 
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del electorado en la vida democrática, toda vez que cumplen con fun-
ciones de carácter educador, informativo y vigilante en contra del abuso 
de poder (Dewey, 1916; Lippmann, 1923; Carpini, Kitter y Kennamer, 
1994; Norris, 2000; Snyder y Strömberg, 2010; Plattner, 2012).

En México, incluso, se ha demostrado que los contenidos de medios 
específicos, como la televisión, tienen un impacto positivo en actitudes 
y decisiones de voto entre la sociedad en tiempos de campaña (Lawson 
y MacCann, 2005). Otros, por su parte, resaltan el cinismo y hastío po-
lítico entre las audiencias como consecuencias del contenido mediático 
transmitido (Robinson, 1976; McLeod, Brown, Becker y Ziemke, 1977; 
Becker, Sobowale y Casey, 1979; Miller, Goldenberg y Erbring, 1979; 
Becker y Whitney, 1980).

De igual forma, dentro de esta misma corriente, hay quienes de-
muestran la incapacidad de los medios de consumar su rol como agente 
clave en la construcción de un ambiente democrático, en función de su 
naturaleza económica (Champlin y Knoedler, 2006), y hay otros que res-
tan importancia a la influencia de los medios en la decisión de voto entre 
el electorado y se la suman a la comunicación interpersonal (Schmitt-
Beck, 2003).

A pesar del desacuerdo generalizado en torno al rol preponderante 
de los medios en la construcción fehaciente de un ambiente democrático, 
hay puntos convergentes entre las discusiones. Todo sistema democrá-
tico moderno se beneficia, en buena medida, de la existencia de medios 
de comunicación que funjan como contrapeso al poder político ejercido 
por las élites. 

Medios y gobierno: el control de los medios y libertad  
de prensa 

Para que la función democratizadora de los medios de comunicación 
se afiance es necesario que estos se rijan en un ambiente en el que se 
privilegie su libertad y disminuya sobre ellos el control gubernamental 
o de cualquier otra índole. A la luz de lo anterior, en la literatura espe-
cializada se han identificado distintos tipos de relación entre gobierno 
y medios: cuando el aparato gubernamental es dueño de los medios de 
comunicación, se menoscaba la libertad política y económica existente 
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en ese régimen y, a su vez, se incide negativamente en la participación y 
conocimiento político de la ciudadanía (Djankov et al., 2003; Leeson, 
2008).

De igual forma, cuando se mantiene una relación estrecha entre am-
bos actores, en función de las dádivas que el gobierno otorga a los me-
dios de comunicación u otras formas de coerción, la información que 
estos ofrecen al electorado generalmente está sesgada a favor de la au-
toridad. Lo anterior repercute directamente en el aprendizaje político y 
decisiones de voto de la ciudadanía (Rockwell y Janus, 2002; Shoonvel-
de, 2013).  

Ahora bien, otro tipo de relación medios y gobierno se concatena 
cuando los primeros están inmersos en un ambiente en el que se pro-
tege su autonomía. Estudios recientes han confirmado que cuando los 
medios se desenvuelven en una esfera en la que su independencia se sal-
vaguarda, constituyen un tipo de control efectivo en contra de la corrup-
ción gubernamental (Brunnetti y Weder, 2003; Charron, 2009). 

El estudio del desempeño de los medios de comunicación y de su 
control por el gobierno ha sido abordado, principalmente, desde la eco-
nomía política. Dentro de esta literatura, un número considerable de au-
tores han enfatizado en la importancia de contar con medios libres para 
un adecuado funcionamiento de la democracia y se han acercado al es-
tudio de su control gubernamental, proponiendo algunas variables para 
su explicación (Besley y Burgess, 2002; Besley y Prat, 2006; Brunetti y 
Weder, 2003; Puglisi, 2004; Reinikka y Svensson, 2005; Egorov, Guriev 
y Sonin, 2009; Porto y Hallin, 2009; Prat y Strömberg, 2011; Gehlbach 
y Sonin, 2012). 

Los medios de comunicación moldean las preferencias y resultados 
de políticas públicas. Asimismo, la libertad de los medios puede tradu-
cirse en resultados políticos y económicos concretos (Besley y Burgess; 
2002; Strömberg, 2004a, 2004b). Por ejemplo, Petrova (2008) demos-
tró que la libertad de los medios tiene un efecto positivo en los niveles de 
gasto público en salud y educación.

Un estudio clásico de Besley y Prat (2006) demuestra que un mayor 
pluralismo e independencia económica de los medios constituye una pro-
tección efectiva contra el control gubernamental y que el sesgo de los mis-
mos a favor del Estado es menor cuando el número de medios privados es 
más amplio, es decir, cuando la competencia mediática es mayor. Asimis-
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mo, estos autores explican que el sesgo de los medios a favor del gobierno 
se da, en mayor medida, entre los más controlados. 

En esta misma línea, Gehlbach y Sonin (2012) muestran que los 
medios privados son generalmente menos sesgados a favor del gobierno 
cuando el mercado de la publicidad es grande y la compra de influencia a 
través del soborno o la subvención es relativamente cara.

En general, esta línea de investigación defiende la idea de que el ses-
go a favor del gobierno aumenta cuando hay un interés de movilización 
de los ciudadanos por parte de los estados y disminuye cuando la com-
petencia entre los medios es mayor. Estos autores también afirman que 
el sesgo pro gobierno es más frecuente en los mercados donde los me-
dios son propiedad del Estado, que en aquellos donde los dueños son 
privados, precisamente por la importancia del mercado de publicidad y 
la competencia.

Más allá del esfuerzo por evaluar los determinantes del control de los 
medios, existen trabajos que han reportado casos específicos de control 
por parte del aparato gubernamental: en México, Lawson (2002) y en 
Perú, McMillan y Zoido (2004). En el caso de Argentina, por ejemplo, 
Di Tella y Franceschelli (2011) demostraron que la cobertura mediática 
en escándalos de corrupción a nivel nacional está correlacionada negati-
vamente con la cantidad de dinero destinada a publicidad oficial y paga-
da cada mes a los periódicos. Existe otra vertiente en la literatura que ha 
generado un número considerable de estudios, mismos que vinculan el 
comportamiento de los medios con bases ideológicas, por tanto, el sesgo 
positivo hacia un gobierno puede explicarse a través de la cercanía ideoló-
gica que los medios tengan con dicha administración (Puglisi, 2011; Lar-
cinese, Puglisi y Snyder, 2011; Puglisi y Snyder, 2011).  

Entre las organizaciones internacionales, uno de los esfuerzos de me-
dición más importantes de libertad de prensa en el mundo es el realizado 
por Freedom House, medición que se compone por 132 indicadores di-
vididos en tres categorías: ambientes legal, político y económico. Por otro 
lado, la organización no gubernamental Reporteros sin Fronteras cons-
truye de manera sistemática un índice de libertad de prensa, tomando  
como referencia los indicadores de pluralismo, independencia de los me-
dios, autocensura, marco legislativo, transparencia, e infraestructura. 

Muchos de los argumentos en relación con la libertad de los me-
dios apuntan a que los países con democracias más desarrolladas tienen 
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medios de comunicación más libres, sin embargo, autores como Petrova 
(2008) han demostrado que el control de los medios y la influencia de 
estos en políticas públicas es mayor en países democráticos que en auto-
cracias donde las élites no tienen incentivos para afectar las preferencias 
del votante mediano.

Por tanto, la relación entre medios de comunicación y democracia se 
vuelve particularmente importante al estudiar su control y sesgo. Hasta 
aquí hemos visto las principales variables que se han ubicado en la litera-
tura como determinantes del control y del sesgo mediático. A continua-
ción exploraremos la estructura de los medios de comunicación, así como 
la libertad de prensa en México, y propondremos algunas líneas para el 
estudio de estos temas a nivel subnacional. 

Medios de comunicación y libertad de prensa en México a 
nivel subnacional

La relación entre los medios de comunicación y el aparato gubernamen-
tal siempre estará influenciada en función del Estado nación en el que se 
desenvuelva dicha correspondencia. En el caso mexicano, hasta la déca-
da de los noventa, se apreciaba una clara tendencia en la que los medios 
fungían como aparato ideológico del Estado (Adler, 1993; Hallin, 2000; 
Trejo, 2005). Por ejemplo, Lawson (2002) documenta algunos métodos 
que utilizó el Partido Revolucionario Institucional (pri) para obtener 
un tratamiento favorable por los medios de comunicación, entre los que 
destacan prácticas como otorgar privilegios tributarios, subsidios y pa-
gos en efectivo a periodistas.

El escenario mediático subnacional mexicano también resulta mer-
mado en función del sesgo a favor de ciertos actores gubernamentales. 
Por ejemplo, durante la campaña electoral del año 2000, se identificaron 
sesgos a favor de alguno de los partidos políticos, en la cobertura de me-
dios como radio y televisión estatales (Peschard, 2000).

Es importante destacar que la relación entre los medios de comuni-
cación y los gobiernos locales mexicanos no puede analizarse sin men-
cionar el proceso de transición a la democracia en México. El sistema 
político mexicano ha experimentado cambios drásticos en las últimas dé-
cadas. La transición a la democracia dio lugar a un sistema de partidos 
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plural y competitivo a partir de 1994 y consolidó su tránsito a la demo-
cracia electoral mediante la aprobación de una serie de cambios sustan-
tivos a las reglas electorales de entonces; por ejemplo, la construcción de 
órganos electorales autónomos e independientes del gobierno, formados 
por ciudadanos emancipados de una filiación partidista.

La alternancia en los estados mexicanos también es un aspecto que 
debe considerarse. El primer estado en tener alternancia política fue Baja 
California en 1989, seguido de Guanajuato en 1991 y Chihuahua en 
1992. En la segunda mitad del sexenio de Ernesto Zedillo, se registraron 
diez alternancias en los estados mexicanos y durante el sexenio de Vicen-
te Fox se registraron cuatro. Nosotros consideramos que los estados que 
han experimentado alternancia tienen medios más libres y menos sesga-
dos a favor del gobierno. México advirtió la transición a la democracia a 
partir de la década de los ochenta con la primera alternancia en un estado 
de la república, para después experimentar el gobierno dividido en 1994 
y la alternancia a nivel presidencial en el 2000. El tránsito de México a la 
democracia ha traído también cambios importantes en la legislación de 
los medios de comunicación y, además, la prensa ha transitado hacia un 
estado de mayor libertad. Sin embargo, los resultados presentados por 
las principales organizaciones encargadas de monitorear el estado de la 
libertad de prensa en México no son favorables. De acuerdo con un re-
porte de Freedom House para el año 2013, México figura como uno de 
los lugares más peligrosos y complicados a nivel mundial en el ejercicio 
del periodismo. Además, desde el año 2011, está clasificado dentro de la 
categoría “no libre” en el índice de libertad de prensa.

En relación con lo anterior, Reporteros sin Fronteras (2013) y otras 
organizaciones no gubernamentales protectoras de la libertad de expre-
sión1 reconocen que además del crimen organizado, el gobierno mexica-
no —en todas sus instancias— es responsable de la censura y violencia 
perpetuadas en contra de los periodistas y medios de comunicación. 

El ejercicio del periodismo en México, sobre todo a nivel local, vive 
un clima de intimidación constante. Según datos de la Fiscalía Especial 
para la Atención de Delitos contra la Libertad de Expresión (feadle), 
en su informe estadístico se cuenta con registros de 103 homicidios de 

1	 Centro Nacional de Comunicación Social (cencos) y Freedom House México, entre 
otras. 
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periodistas desde enero de 2000 hasta junio de 2015 a nivel nacional. 
Los estados con mayor número de homicidios son Chihuahua y Vera-
cruz con dieciséis cada uno, seguidos de Tamaulipas y Guerrero con tre-
ce y once, respectivamente; algunos de los estados con solo un homicidio 
cometido son Tabasco, Quintana Roo y Baja California (feadle, 2015).  
Por otro lado, según un informe del Centro Nacional de Comunicación 
Social (cencos) para el año 2012, del total de agresiones físicas contra 
periodistas en México, 58% son presunta responsabilidad de funciona-
rios públicos, 42% de policías municipales y 32% de policías estatales.2 

El escenario periodístico mexicano es, a todas luces, lúgubre. Bajo 
este contexto, Freedom House México y el Centro Jurídico por los De-
rechos Humanos en su Informe sobre la libertad de expresión y prensa en 
México (2013) enfatizan en la necesidad de crear políticas públicas que 
combatan la violencia ejercida contra los periodistas, las cuales, en un es-
cenario ideal, deberían ser aplicables a todos los niveles de gobierno. 

Dada la dificultad para recabar información relacionada con varia-
bles que permitan evidenciar el control de los medios por parte del go-
bierno, tales como la cantidad de dinero destinado a publicidad oficial 
o las fuentes de financiamiento de los medios locales, la aproximación a 
este tema a nivel subnacional puede abordarse, en un primer momento, 
a partir de la estructura de los medios de comunicación estatales y de la 
competencia entre los mismos, así como a partir de las variables políticas 
y demográficas de cada estado. 

Estructura de los medios de comunicación en México 

En México, los medios de comunicación están regulados por la Ley 
Federal de Radio y Televisión. Toda vez que el espacio radioeléctrico  
—donde circulan las señales de audio y video— le pertenece al Estado, 
el establecimiento de una estación de radio o televisión está regulado, a 
nivel federal, por concesión o mediante permiso. La diferencia entre am-
bos radica en la naturaleza y propósito de la estación. 

2	 Es importante destacar que los datos presentados contemplan únicamente los actos 
registrados por instancias oficiales.
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Una estación permisionaria es aquella a la que el Estado le permi-
te hacer uso del espacio electromagnético, en virtud de que sus fines son 
de tipo cultural, oficial, de experimentación o enseñanza. Por lo anterior, 
toda estación de esta clase tiene estrictamente prohibido vender espacios 
publicitarios o lucrar con el medio de comunicación; incluso, esto consti-
tuye motivo de revocación del permiso. 

Por el contrario, el propósito de una estación concesionaria es mera-
mente comercial; por este motivo, el Estado somete a licitación pública el 
otorgamiento de concesiones para usar canales de radio o televisión con 
fines mercantiles. 

A nivel nacional, el promedio de estaciones radiofónicas y televisivas 
permisionarias es menor a las concesionarias. Lo anterior podría encon-
trar una explicación a partir de los requisitos bajo los que se rige otorgar 
una concesión y es que darla implica pagar una contraprestación econó-
mica al Estado por hacer uso del espacio radioeléctrico. Se destaca que 
para que un permiso sea concedido no es necesario cumplir con ninguna 
exigencia de este tipo. 

Como se observa en el cuadro 10.1, tanto la media de radios conce-
sionarias como de permisionarias es mayor que la de televisiones regidas 
bajo estos títulos. Por ello, se puede afirmar que, a nivel nacional, la oferta 
de estaciones de radio es mayor que la de estaciones televisivas.

Por otro lado, el promedio de periódicos es menor que las radios y 
televisiones concesionarias, pero mayor que las permisionarias. Los pe-
riódicos se rigen bajo la Ley de Imprenta y, al contrario de los otros dos 
medios de comunicación hasta ahora señalados, no requieren concesión 

Cuadro 10.1. Medios de comunicación en México. Estadística descriptiva

Media
Desviación
estándar

Mínimo Máximo

Radio permisionaria 12.969 10.127 2 46

Radio concesionaria 54.344 35.003 4 158

Televisión permisionaria 9.625 14.580 0 61

Televisión concesionaria 21.188 11.773 0 52

Periódicos 17.406 17.441 3 86

Fuente: Elaboración propia con datos de la Comisión Federal de Telecomunicaciones (2013) y del Padrón 
Nacional de Medios Impresos (segob, 2009).
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o permiso para circular, simplemente deben cumplir con ciertos requisi-
tos para no ser considerados como clandestinos. 

La gráfica 10.1 muestra el número total de estaciones de radio y te-
levisión en cada estado. Como puede observarse, los estados con mayor 
pluralidad de medios son Sonora, Oaxaca y Veracruz. Con relación a la 
televisión, los estados con un mayor número de estaciones son Sonora y 
Oaxaca. Por otro lado, en Sonora y Veracruz es donde existe un mayor 
número de emisoras radiofónicas; se destaca que este último se encuen-
tra entre las entidades federativas que tienen menos estaciones de tele-
visión. De igual forma, es importante subrayar el caso de Tamaulipas, la 
entidad con menor cantidad de estaciones de radio y de televisión.

Dentro de los canales de televisión y frecuencias de radio permisiona-
rias, es importante distinguir entre aquellas que pertenecen al gobierno y 
las que no. Como se observa en la gráfica 10.2, con 58 estaciones, Sonora 
alberga el mayor número de estaciones de televisión que son propiedad 
del gobierno, seguida de Oaxaca y Guanajuato con 52 y 28 estaciones, 
respectivamente. Entre los estados que carecen de estaciones propiedad 
del gobierno estatal se encuentran Baja California, Chihuahua, Coahui-
la, Durango, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, Yucatán y Zacatecas.3

Variables asociadas al control de los medios de comunicación 
estatales, al sesgo de los medios a favor del gobierno y al acoso 
a periodistas

En este capítulo nos proponemos explorar las variables asociadas al 
control gubernamental de los medios de comunicación en los estados 
mexicanos, al sesgo de estos a favor del gobierno y, además, al acoso a 
periodistas. Se utilizaron los datos de la Eepemex que consistió en la 
aplicación de un cuestionario de 81 preguntas con 242 respuestas a ex-
pertos en cada una de las 32 entidades de la república mexicana realiza-
das entre septiembre de 2012 y enero de 2013. 

3	 Datos de la Comisión Federal de Telecomunicaciones (2013). Se han tomado en 
cuenta los registros donde aparece de manera explícita el gobierno del estado como 
propietario de la estación de radio o televisión. 
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Grá�ca 10.1. Número total de estaciones de radio y televisión por estado.
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Grá�ca 10.2. Estaciones de radio y televisión que son propiedad del gobierno.
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Para medir el control de los medios de comunicación por parte de los 
gobiernos estatales, el sesgo en la cobertura de la información y el nivel de 
acoso realizado a los periodistas de cada entidad, se utilizaron los índices 
resultantes de aplicar un análisis de componentes principales a los indi-
cadores que a continuación se detallan.

El índice de control de los medios por parte de los gobiernos esta-
tales está compuesto por tres preguntas que hacen referencia a acciones 
que han realizado los gobiernos para obtener un tratamiento favorable 
por los medios de comunicación, tales como denegar electricidad e insu-
mos necesarios para operar, denegar o cancelar licencias y amenazar con 
juicios y/o enjuiciar por calumnias o difamación a medios críticos (cua-
dro 10.2).

En el caso del sesgo, se utilizaron tres preguntas que hacen referen-
cia a la cobertura que las críticas al gobierno estatal reciben por parte de 
los medios de comunicación locales (cuadro 10.3). Para medir la censura 
a periodistas, se utilizaron siete preguntas sobre las sanciones realizadas 
en su contra (cuadro 10.4). 

Como se observa en la gráfica 10.3, los estados en los que, según los 
expertos de cada estado, se ha presentado un número mayor de acciones 
para controlar a los medios de comunicación son Chiapas, Veracruz y 
Oaxaca. Mientras que los estados en los que se reporta un menor control 
de los medios son Morelos, México y San Luis Potosí.

Con relación al sesgo de los medios a favor de los gobiernos estata-
les Chiapas, Quintana Roo y Tamaulipas son los que presentan mayor 
sesgo. Por otro lado, los estados con un menor sesgo son Oaxaca, Nuevo 
León y Morelos (gráfica 10.4). Chiapas, Veracruz y Tamaulipas son los 
estados con más acciones de acoso a periodistas, mientras que el Distri-

Cuadro 10.2. Índice de control de los medios. Análisis de componentes principales

Reactivo Peso factorial

Denegar selectivamente electricidad u otros insumos necesarios para operar 0.585 

Denegar o cancelar licencias 0.580

Amenazar con juicios y/o enjuiciar por calumnias o difamación a medios críticos 0.567

Alpha .94
Varianza explicada 88%
Autovalor: 2.66
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to Federal, Morelos y Durango son las entidades con menos acciones de 
este tipo (gráfica 10.5). 

Se estimaron tres modelos de regresión lineal múltiple para observar 
las variables asociadas al control y sesgo de los medios, así como al acoso 
de periodistas. En los tres casos se utilizan los índices estandarizados ob-
tenidos con el análisis de componentes principales, por tanto, al interpre-
tar los resultados se debe tomar en cuenta que la media para cada uno de 
estos índices es de cero y la desviación estándar es uno.4

4	 Debido a que nuestros datos provienen de una encuesta a expertos, cada observación 
constituye la opinión de uno de ellos. Dado que nuestro interés es estudiar el control 
gubernamental de los medios, el sesgo y el acoso a periodistas en los estados, decidi-
mos obtener el promedio de las opiniones de los expertos, para así tener una medida 
del estado y eliminar de alguna forma los sesgos inherentes a este tipo de encuestas. 
Reconocemos que las observaciones son muy pocas  (N = 32), sin embargo, debido a 
la naturaleza de los datos, consideramos que es una decisión metodológica justificable. 

Cuadro 10.3. Índice de sesgo de los medios de comunicación a favor del gobierno.  
Análisis de componentes principales

Reactivo Peso factorial

Televisión abierta 0.500

Televisión restringida 0.497

Radios 0.511

Periódicos 0.492

Alpha .96
Varianza explicada 89%
Autovalor: 3.57

Cuadro 10.4. Índice de acoso a periodistas. Análisis de componentes principales

Reactivo Peso factorial

Excluidos de la publicidad del gobierno 0.375

Despedidos del trabajo 0.378

Enjuiciados por calumnias o difamación 0.338

Chantajeados o amenazados 0.411

Atacados físicamente 0.426

Arrestados 0.382

Asesinados o desaparecidos 0.327

Alpha .90
Varianza explicada 64%
Autovalor: 4.53
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Fuente: Elaboración propia con datos de Eepemex (2014).

Grá�ca 10.3. Índice de control de los medios de comunicación en los estados de México.
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Grá�ca 10.4. Índice de sesgo de los medios de comunicación a favor del gobierno 
en los estados de México.
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Las variables independientes se agrupan en dos tipos: aquellas que se 
refieren a factores políticos y las referentes a los medios en cada entidad, 
específicamente el número de estaciones de radio y televisión y la canti-
dad de periódicos.5 Los modelos controlan por el índice de marginación 
del Consejo Nacional de Población para 20106 en el que valores más al-
tos indican un mayor grado de marginación. Con relación a las variables 
políticas, hemos incluido una variable dummy que indica si en el periodo 

De otra forma, nuestra variable dependiente sería la opinión de los expertos en cada 
estado. Estimamos tres modelos distintos para tener mayor certeza en los resultados. 

5	 Las variables de medios se estandarizaron por población para ser incluidas en los mo-
delos, de tal forma que estas se recalcularon para contar con el número de medios por 
cien mil habitantes en cada entidad.

6	 Este índice está compuesto por dos indicadores de educación, cinco referentes a las vi-
viendas y uno de disponibilidad de bienes. Es un índice estandarizado cuyos valores 
oscilan entre -1.48228 y 2.53246.
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Grá�ca 10.5. Índice de acoso a periodistas en los estados de México.
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evaluado existió alternancia en el estado y un indicador de calidad insti-
tucional y eficiencia política.7

Como se observa en el cuadro 10.5, únicamente el índice de margi-
nación es significativo para explicar el control de los medios de comuni-
cación por parte de los gobiernos estatales. El nivel de asociación entre el 
grado de marginación y el control de los medios es destacable: cuando la 
marginación aumenta en una desviación estándar, el control de los me-
dios aumenta también en una desviación estándar (modelo 1).

Para el caso del sesgo de los medios a favor del gobierno estatal (mo-
delo 2), la alternancia y el número de canales de televisión permisiona-
ria resultaron significativas. Comparando con los estados sin alternancia, 
los que sí las tienen presentan un nivel de sesgo inferior en 1.5 desviacio-
nes estándar. Asimismo, a medida que aumentan los canales de televisión 
permisionaria en los estados, disminuye el sesgo a favor del gobierno. Lo 
anterior constituye un hallazgo interesante, ya que evidencia la impor-
tancia de los procesos de democratización en los estados. Con relación a 
las estaciones de televisión permisionaria, es importante recordar que lo 
que distingue a estas estaciones de las concesiones es que en las primeras 
no puede existir ningún tipo de publicidad.

El modelo 3 muestra las variables asociadas al acoso a periodistas. 
En este caso, únicamente el índice de marginación y el número de fre-
cuencias de radio concesionaria resultaron significativas. Como puede 
observarse a partir de nuestros resultados, el índice de marginación es 
una variable importante para predecir el control de los medios de co-
municación estatales y el acoso a periodistas, en este sentido, cuando la 
marginación aumenta en una desviación estándar el acoso a periodistas 
aumenta también en alrededor de una desviación estándar.

7	 Este indicador es parte del índice de desarrollo democrático de México que realiza la 
Fundación Konrad Adenauer Siftung, Polilat y la Confederación Patronal de la Re-
pública Mexicana. El indicador de calidad institucional y eficiencia política está com-
puesto por las siguientes variables: corrupción, participación de los partidos políticos 
en el poder legislativo, participación en las decisiones públicas, accountability, indicador 
de desestabilización, factor de intervención del gobierno federal en alguno de los tres 
poderes y, por último, el factor de crisis de gobierno. Los valores más altos indican ma-
yor calidad institucional de la democracia.
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Conclusiones

En este capítulo hemos realizado un análisis exploratorio para conocer 
los determinantes del control de los medios de comunicación ejercido 
por los gobiernos locales, el sesgo de los medios para favorecerlos y el 
acoso a periodistas. Para lograr este objetivo utilizamos dos tipos de va-
riables explicativas: por un lado, las relacionadas con la competencia y la 
estructura de los medios de comunicación en los estados y, por el otro, 
variables políticas como la alternancia y la calidad institucional. En to-
dos los modelos controlamos por el índice de marginación estatal. 

De acuerdo con los resultados obtenidos, únicamente el índice de 
marginación es significativo para explicar las acciones realizadas por los 
gobiernos para controlar a los medios de comunicación estatales. Es pre-
ciso subrayar que todo aparato mediático está influido por el contexto 
social en el que se desenvuelve, además de que no puede renunciar a su 
naturaleza inherentemente económica: todo medio de comunicación, an-

Cuadro 10.4. Modelos de regresión lineal. Variables asociadas al control y sesgo 
de los medios de comunicación y al acoso a periodistas

Modelo 1
(control de 
medios)

Modelo 2
(sesgo de 
medios)

Modelo 3
(acoso a 
periodistas)

Índice de marginación
0.908***
[0.329]

0.536
[0.360]

0.981**
[0.473]

Alternancia 
-0.402
[0.551]

-1.500**
[0.652] 

-0.648
[0.756]

Índice de calidad institucional
-1.873
[0.217]

0.233
[0.178] 

-0.153
[0.254]

Periódicos
0.637
[0.914]

-0.135
[0.997]

-0.696
[1.429]

Televisión concesionaria
-0.148
[0.513]

-0.822
[0.797]

-0.499
[0.693]

Televisión permisionaria
-0.048
[0.427]

-1.595*
[0.859]

-0.331
[0.679]

Radio concesionaria
1.157
[0.846]

1.647
[1.207]

0.651
[1.078]

N=32

Constante
0.452
[1.304]

-1.119
[1.476]

0.110
[1.374]

***p<0.01, **p<0.05, *p<0.1
Errores estándar robustos entre corchetes.
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tes que nada, constituye un negocio. Con base en lo anterior, se podría 
afirmar que difícilmente un medio inmerso en un estado marginado con-
tará con los recursos necesarios para privilegiar su independencia ante 
presiones externas, es decir, en un entorno en el que es complicado exis-
tir en virtud de una economía y mercado publicitario menguados, el ser-
vicio de información del medio de comunicación pasa a segundo plano, 
primando su subsistencia, a costa de coacciones o imposiciones guberna-
mentales o de cualquier otra índole. En esencia, un medio en un estado 
marginado se vuelve más vulnerable.

En el caso del sesgo, las variables alternancia y número de estaciones 
de televisión permisionarias son significativas. En este sentido, cuando 
hay alternancia y aumenta el número de estaciones permisionarias, dismi-
nuye el sesgo de los medios. Por último, el número de estaciones de radio  
concesionarias y la marginación son variables significativas para explicar 
el acoso a periodistas. A continuación discutiremos estos hallazgos. 

Muchos autores han analizado los efectos de la alternancia en nues-
tro país. La alternancia permite una mayor rendición de cuentas debido 
a una presión mayor por parte de la opinión pública sobre el comporta-
miento gubernamental. Los medios de comunicación locales no son aje-
nos a tal presión y en estados más plurales y democráticos, los medios 
también tienen que responder a las exigencias demandadas por la ciuda-
danía. Además, la alternancia añade al escenario político un ambiente de 
competencia electoral y un marco jurídico más justo; en este sentido, los 
incentivos de los medios de comunicación para sesgar la información se 
ven notablemente reducidos. Por tanto, nuestros resultados son consis-
tentes al mostrar que los estados que han experimentado alternancia son 
los que poseen menores niveles de sesgo a favor del gobierno.

La estructura de los medios de comunicación a nivel local es particu-
larmente importante para nuestro análisis. En este capítulo planteamos 
que la competencia entre los medios de comunicación locales reduce el 
sesgo. Bajo este contexto, destaca el caso de Oaxaca, que es el estado don-
de se percibe un menor sesgo de los medios de comunicación locales a fa-
vor del gobierno y a la vez es la segunda entidad con un mayor número de  
estaciones de televisión, con un total de 87. Cabe aclarar que la media  
del país es de 31 estaciones.

Nuestros resultados indican que la cifra de estaciones de televisión 
permisionarias es una variable significativa para explicar el sesgo a favor 

PoderesDemocracias.indd   280 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



281

10. Libertad de expresión y control de los medios

de la autoridad estatal. Entonces, a mayor número de este tipo de estacio-
nes, el sesgo disminuye. Como ya se mencionó a lo largo del capítulo, más 
allá de los contenidos, la principal diferencia entre una estación permisio-
naria y una concesionaria está en que las primeras tienen una restricción 
en la venta de espacios publicitarios, es decir, tienen prohibido lucrar. 

A partir de lo anterior se infiere que, el aparato gubernamental es-
tatal se ve imposibilitado para anunciarse en este tipo de emisoras. Toda 
vez que esta práctica resulta a todas luces ser una de las razones por las 
cuales un medio de comunicación podría estar sesgado a favor del go-
bierno: recibir contraprestaciones a cambio de asegurar espacios publi-
citarios en tal o cual estación, justifica la significancia de la variable en 
cuestión.

Sin embargo, es necesario establecer qué tipo de televisión permi-
sionaria predomina en cada estado, porque si bien es cierto que estas 
estaciones no permiten publicidad pagada, dentro de este grupo se en-
cuentran las estaciones que pertenecen a los gobiernos de los estados y 
que muchas veces se utilizan como un espacio permanente de propagan-
da y plataforma política de funcionarios públicos. 

De igual forma, es importante notar que aunque la media de televi-
sión permisionaria en México es de apenas 9.6 estaciones y parecería que 
estos canales no representan un porcentaje significativo del total en cada 
estado, es sustancial mencionar que las entidades con un número mayor 
de estas estaciones, son las mismas que, en general, tienen una mayor 
competencia mediática, es decir, donde existen más estaciones tanto de 
radio como de televisión.

En este sentido, aunque la condición actual de la competencia entre 
los medios en México pudiera discutirse desde diversos ángulos, sí es no-
torio que una mayor pluralidad de medios de comunicación reduce los 
sesgos a favor del gobierno. Por ejemplo, mientras Oaxaca y Michoacán 
son algunas de las entidades con un mayor número de estaciones de radio 
y televisión, con 247 y 144, respectivamente, también son estados que 
poseen índices negativos de sesgo a favor del gobierno. 

Con relación al acoso a los periodistas, era de esperarse que el ín-
dice de marginación resultara significativo ya que, en un estado margi-
nado, medios de comunicación y periodistas se encuentran en situación 
de vulnerabilidad. Sin embargo, tenemos un hallazgo que es importante 
destacar: la presencia de un número mayor de estaciones de radio con-
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cesionarias aumenta el acoso de los periodistas a nivel subnacional en 
México. La media de este tipo de emisoras en el país asciende a 55 esta-
ciones, mientras que la media de estaciones de televisión concesionarias 
asciende apenas a 21. Como se observa, la oferta de estaciones radiofó-
nicas a nivel local es mucho mayor, por lo tanto, se puede afirmar que los 
periodistas encuentran en la radio un espacio más amplio donde pueden 
expresar sus opiniones; lo anterior, aunado a que los formatos de radio 
tienen menos restricciones, deviene en un acrecentado interés del gobier-
no para ejercer acciones de acoso en contra de periodistas. 

Como nuestro análisis es exploratorio, creemos que hay otras varia-
bles importantes que tendrían que tomarse en cuenta, tales como la can-
tidad del presupuesto general asignado y ejercido en publicidad oficial 
en medios de comunicación, la tendencia ideológica de los mismos, as-
pectos de legislación y regulación, el mercado de los anuncios públicos 
y privados, y la cantidad de dinero que reciben los medios por parte del 
gobierno. Estos datos permitirían mejorar la aproximación al estudio del 
control de los medios y a las motivaciones que propician el sesgo a favor 
del aparato gubernamental.

Con relación al acoso a periodistas a nivel local, creemos que es im-
portante explorar otras líneas vinculadas con los determinantes de estas 
acciones, por ejemplo, profundizar en la influencia de variables políticas 
y sociodemográficas y, además, explorar variables como la presencia de 
violencia y la penetración del narcotráfico.
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La religión es central en muchos análisis sobre igualdad de género en 
el mundo. En múltiples investigaciones se ha encontrado que en socie-
dades más religiosas hay menor igualdad de género (Htun, 2003; Ingle-
hart y Norris, 2003). La política comparada ha estudiado las variaciones 
religiosas entre naciones para explicar diferencias políticas, pero la fuer-
za de las instituciones religiosas también varía dentro de las naciones. 
Las diferencias religiosas subnacionales podrían tener consecuencias 
importantes en los resultados políticos y especialmente, de manera qui-
zá significativa, en la política de género; entender esas variaciones es cla-
ve para entender la política en México. 

¿De qué manera las mediciones de la religión y la igualdad de géne-
ro en la Eepemex (Loza y Méndez, 2014) contrastan con otras medidas 
disponibles? ¿Qué relaciones encontramos entre la religión y la igualdad 
de género en las respuestas a la Eepemex? Los propósitos de este trabajo 
son analizar diferentes enfoques para conceptualizar y medir la influen-
cia de la Iglesia católica a través de los estados de la república mexicana, 
así como examinar la relación entre esa institución religiosa y la igual-
dad de género. Por mi parte, he encontrado que los datos de la Eepemex 
relativos a la influencia de la Iglesia católica en la política pública se co-
rrelacionan con muchas otras medidas de la influencia de la Iglesia y se 

11. La Iglesia católica y la igualdad de género  
en los estados mexicanos*
Caroline Beer** 

*	 Traducción del inglés de Nicolás Loza Otero.
**	 University of Vermont.
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relacionan de la manera esperada con las dos sobre igualdad de género de 
la propia encuesta.

La Iglesia mexicana en perspectiva comparada

En América Latina, históricamente la Iglesia católica ha ejercido una 
gran influencia sobre las instituciones políticas (Cleary, 1985; Levine, 
1992; Mainwaring, 1986), pero está lejos de ser monolítica y su impac-
to político varía drásticamente en la región. En la década de 1970, por 
ejemplo, la Iglesia mantuvo una estrecha alianza con líderes de la dic-
tadura militar argentina, la más represiva de América Latina, mientras 
que en el vecino Brasil, desafió a la dictadura y trabajó en la protección 
de los derechos humanos. Incluso en cada país latinoamericano, la Igle-
sia católica se ha dividido entre los que enfatizan la misión social que 
esta institución tiene con los pobres y marginados y aquellos que se en-
focan en la aplicación de la moral religiosa conservadora.

Soledad Loaeza distingue tres tipos de relaciones Iglesia-Estado en 
América Latina: la tradicional de cercanía que existía en gran parte de la 
región desde la colonización, la que está dominada por el conflicto, y la de  
autonomía relativa entre Iglesia y Estado. Colombia y Argentina han 
mantenido la relación tradicional de cercanía entre el gobierno, las élites 
económicas y la Iglesia; Brasil, Chile, El Salvador, Nicaragua y Perú han 
tenido una relación de mayor confrontación entre Iglesia y Estado; Mé-
xico y Venezuela son dos ejemplos en los que la Iglesia actúa con relativa 
autonomía respecto del Estado (Loaeza, 2013: 18-19). Loaeza también 
advierte una Iglesia dividida entre conservadores que defienden el statu 
quo de una estrecha alianza con las élites tradicionales, y los moderados 
que reconocen la necesidad de algunas reformas para enfrentar la des-
igualdad social junto a los radicales que apoyan las ideas de la teología de 
la liberación (Loaeza, 2013: 35).

La democracia y el aumento del pluralismo religioso en América La-
tina desafiaron los tradicionales privilegios e influencia de la Iglesia cató-
lica (Hagopian, 2009). A medida que los partidos de izquierda ganaron 
fuerza en la región y respondieron a las demandas de sociedades cada 
vez más seculares, el catolicismo perdió terreno en batallas clave sobre 
cuestiones sociales: el divorcio en Chile, la educación sexual en Argen-
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tina, el aborto en México (Hagopian, 2009: 2-3) y, más recientemente, 
el matrimonio homosexual en Argentina, México y Uruguay. En algu-
nos de los países democratizados, esa Iglesia perdió influencia porque 
los grupos que había protegido y apoyado durante las dictaduras se ale-
jaron una vez que ya no requirieron de su protección contra la represión. 
Los grupos indígenas ganaron autonomía respecto a la Iglesia y surgieron 
nuevos conflictos con esta cuando los movimientos de mujeres empeza-
ron a presionar por la igualdad de género y los derechos reproductivos  
(Hagopian, 2009: 24). En México, sin embargo, la democratización tuvo 
el efecto contrario, la Iglesia católica ha resurgido como un poderoso ac-
tor político como resultado de la transición a la democracia (Loaeza, 
2013).

En ciertos aspectos, el papel de la Iglesia católica en México es único. 
Desde el triunfo de la anticlerical Revolución mexicana a principios del 
siglo xx, dicha institución ha sido relativamente débil en comparación 
con su papel en otros países de América Latina. La teología de la libera-
ción no tuvo tanta influencia en México como en otros países latinoame-
ricanos (Camp, 1997: 59-60). Y sin embargo México se sitúa en medio 
de sus vecinos latinoamericanos en la medición de religiosidad. México 
tenía 6.4 sacerdotes católicos por cada diez mil habitantes en 2001, rela-
ción a la mitad en comparación con otros países de América Latina que 
van del extremo superior de 20.9 y 14.0 sacerdotes por cada diez mil 
habitantes en Cuba y Honduras, respectivamente, a 4.3 en Costa Rica.  
De acuerdo con datos de la Encuesta Mundial de Valores de 2000, 73.9% 
de mexicanos se identifican como católicos romanos, 3.3% como evange-
listas, 1.5% como protestantes y 19.4% como de ninguna denominación 
religiosa. De los diez países latinoamericanos de la encuesta, tres presen-
tan una mayor tasa de identificación católica: Colombia, Perú y Argen-
tina; y seis una más baja: Brasil, Venezuela, República Dominicana, El 
Salvador, Chile y Uruguay (Hagopian, 2009: 11; Inglehart, 2004). Mé-
xico se encuentra entre los más altos en términos de asistencia a servicios 
religiosos: 62.3% de católicos y 56.4% de población total respondieron 
que los frecuentan al menos una vez a la semana, en comparación con 
el 13.6% de uruguayos. Solo Colombia tuvo un porcentaje de población 
que asiste a servicios religiosos con más frecuencia que en México (Ha-
gopian, 2009: 17).
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En cuanto al porcentaje de estudiantes educados en escuelas católi-
cas, 4.9% de primaria y 5.6% de educación media básica en México pa-
saron por esa condición en 1999. Cuatro de los diecinueve países más 
importantes de América Latina reportaban tasas más bajas de educación 
católica en nivel primario y solo uno (Brasil) tenía tasas más bajas en el 
nivel secundario para el mismo tipo de educación (Hagopian, 2009: 21). 
En cuanto a la tolerancia a la homosexualidad, el aborto, el divorcio y la 
eutanasia, México se ubica en medio en comparación con otros países la-
tinoamericanos. Los mexicanos tienden a ser menos tolerantes que los 
argentinos, chilenos, dominicanos y uruguayos, pero más tolerantes que 
los brasileños, colombianos, salvadoreños, peruanos y venezolanos (Ha-
gopian, 2009: 26).

Variación regional de la religión en México

La influencia y el carácter de la Iglesia católica varían considerablemente 
entre regiones y estados mexicanos. Los patrones regionales de la etapa 
colonial parecen haber tenido efectos duraderos sobre la identidad re-
ligiosa contemporánea. La Iglesia tiende a ser más fuerte en las zonas 
con mayor presencia del gobierno colonial español. Históricamente, la 
Iglesia ha sido más fuerte a lo largo del eje que va de Puebla a Zacate-
cas, que incluye Puebla, Ciudad de México, Querétaro, León, Morelia, 
Zamora, Guadalajara, Aguascalientes y Zacatecas, y ha sido más débil 
en el sur, donde ha habido frecuentes ausencias de obispos y escasez de 
sacerdotes (Torre y Gutiérrez, 2007: 41). Los indígenas son los menos 
propensos a identificarse como católicos (Torre y Gutiérrez, 2007: 45). 
Las comunidades que mantienen lenguas y tradiciones indígenas fueron 
las menos afectadas por la colonización española y por lo tanto es menos 
probable que hayan alcanzado la plena conversión al catolicismo. Camp 
(1997: 189) cita el señalamiento de un obispo: “La mayoría de los sacer-
dotes provienen de comunidades pequeñas y de zonas rurales. No hay 
mucho clero indígena en México debido a la deficiente conversión espi-
ritual de estos grupos y porque no han tenido las habilidades educativas 
que les permitan la posibilidad de ser sacerdotes”.

Durante la Colonia, la orden franciscana tuvo una fuerte presencia a 
lo largo del país, pero se concentraron sobre todo en el centro-occiden-
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te. Los franciscanos estudiaron cuidadosamente la etnografía y lingüís-
tica indígenas y trabajaron para desarrollar un clero surgido de este tipo 
de población (Torre y Gutiérrez, 2007: 40). Por su parte, los dominicos 
trabajaron en el centro y sur del país, más preocupados en que se man-
tuviera la ortodoxia doctrinal. Los agustinos, con mayor presencia en el 
norte, eran conocidos por su capacidad para organizar a las comunidades 
indígenas en la construcción de grandes y lujosos monasterios (Torre y 
Gutiérrez, 2007: 40). Los jesuitas llegaron un poco más tarde, menos in-
teresados en la conversión de los indios pero más en la educación de los 
criollos (los descendientes de españoles nacidos en la Nueva España). La 
presencia jesuita fue mayor en el centro-occidente, y fue importante en 
la formación de la élite local y la creación de una identidad criolla. Mu-
cho más tarde, en el siglo xx, los jesuitas también fueron importantes en 
el desarrollo de la noción de catolicismo social para hacer frente a la cre-
ciente influencia del liberalismo (Torre y Gutiérrez, 2007). En la actua-
lidad, las áreas geográficas dominadas por cada orden misionera tienen 
perfiles religiosos diferentes: el centro-occidente es la más católica y el sur 
la menos. Tal vez por involucrarse realmente con la población indígena, 
los franciscanos tuvieron más éxito en la conversión que los dominicos y 
agustinos; el papel de la Compañía de Jesús en la educación de la élite re-
gional del centro-occidente es probable que haya contribuido a la fuerte 
influencia de la Iglesia católica en la zona.

Hernández y Rivera (2009) proporcionan una excelente visión de 
conjunto de las diferencias regionales en México. Sostienen que en el su-
reste (Campeche, Chiapas, Quintana Roo, Yucatán, Tabasco, Oaxaca, 
Guerrero), Yucatán es el más fuertemente católico debido a que Mérida 
(capital de Yucatán) fue la sede de esta Iglesia durante la colonia, en tanto 
que en la frontera el catolicismo es mucho más débil en áreas de reciente 
colonización (en especial en Quintana Roo, Chiapas y Campeche). Fa-
llaw (2013: 35-61) sostiene que el catolicismo era mucho más débil en 
Campeche que en Yucatán debido a que la diócesis del primero era más 
nueva y mal financiada, con pocos sacerdotes por habitante al momen-
to de su fundación. Las personas dispuestas a migrar a la frontera y de-
jar sus lugares de origen con la esperanza de encontrar una vida mejor, 
son probablemente más abiertas al cambio que otras, por lo que las ins-
tituciones tradicionales como la Iglesia católica ejercen menos influencia. 
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Como resultado, las Iglesias protestantes fueron capaces de atraer nuevos 
adherentes en estas áreas recién colonizadas.

En Veracruz y Tabasco, con industria petrolera, viven sociedades 
más urbanas y religiosamente diversas. La ciudad de Veracruz presen-
ta un mayor pluralismo religioso que la capital del estado, Xalapa, que 
ha sido un centro importante para la Iglesia desde los tiempos colonia-
les. Tabasco puede ser el estado menos católico en México, en gran parte 
por la influencia de Tomás Garrido Canabal durante la era de construc-
ción del Estado posrevolucionario temprano. Garrido, que gobernó Ta-
basco en 1920-1924 y 1931-1934, fue fuertemente anticlerical y apoyó 
a la Iglesia católica apostólica mexicana (Hernández y Rivera, 2009: 14). 
Los obispos del sur eran más propensos a adoptar la teología de la libera-
ción, dada la pobreza generalizada y la marginación de la población indí-
gena (Camp, 1997: 188). En particular, los obispos de Oaxaca, Chiapas 
y Guerrero fueron inspirados por la teología de la liberación y la “teología 
india” para incluir a los indígenas en la Iglesia. Los obispos Bartolomé Ca-
rrasco (Oaxaca), Arturo Lona (Tehuantepec), Samuel Ruiz (San Cristó-
bal de las Casas) y Sergio Méndez Arceo (Morelos) fueron líderes del  
movimiento de la teología de la liberación en México, pero su influencia 
se redujo tras la muerte de Méndez Arceo y la salida de Samuel Ruiz. 

En Oaxaca, la Iglesia católica tiene gran presencia en la Sierra Central 
y es menos influyente en la Costa. Mientras que en Guerrero, dominado 
por la pobreza y la violencia política, y durante la época posrevoluciona-
ria, activistas católicos ayudaron a socavar los objetivos de la revolución, 
lo que provocó que dicho estado sea más católico que sus vecinos (Fallaw, 
2013: 155); así, el catolicismo oficial domina la Costa Chica-Montaña y 
la región Norte, la teología de la liberación ha sido importante en la Cos-
ta-Montaña, en tanto que las áreas con altos niveles de emigración tien-
den a tener más protestantes (Hernández y Rivera, 2009: 15).

La región central (Estado de México, Distrito Federal, Morelos, Pue-
bla, Tlaxcala e Hidalgo) es muy católica, pero existe una creciente secula-
rización en la Ciudad de México que, en el pasado, compitió con Puebla 
por ser el centro de la Iglesia colonial. Morelos es el único estado en esta 
región con más del 90% de católicos. Hidalgo es pobre, con una gran po-
blación indígena, pero los evangélicos llegaron mucho más tarde que en 
otras partes del país y por lo tanto son menos influyentes (Hernández y 
Rivera, 2009: 16-17); no obstante, la teología de la liberación es influ-
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yente en Tulancingo. Fallaw (2013: 64) sostiene que la Iglesia católica  
era relativamente débil en Hidalgo, pero más fuerte que en Campeche.

La región centro-occidente (Michoacán, Colima, Nayarit, Jalisco, 
Guanajuato, Zacatecas, Aguascalientes, Querétaro y San Luis Poto-
sí) es conocida como el “núcleo duro del catolicismo”. Carlos Monsiváis 
(2008) se refirió a ella como el “Cinturón del Rosario”. Sus minas fueron 
de gran importancia económica para el gobierno colonial; el ejército y la 
Iglesia fueron históricamente muy fuertes y esta última lo sigue siendo 
(Hernández y Rivera, 2009: 17). Un número desproporcionado de sa-
cerdotes, monjas y monjes proceden de Guanajuato, Jalisco y Michoacán 
(Camp, 1997: 181). De todos los obispos de México nacidos después de 
1930, 49% son de esta región (Camp, 1997: 181), la cual concentra la 
infraestructura de la Iglesia católica con tres de sus más importantes se-
minarios: los de Morelia, Michoacán, León, Guanajuato y Guadalajara. 
Camp cita al cardenal de Guadalajara, Juan Jesús Posadas Ocampo, ex-
plicándolo: “la razón del dominio de estas escuelas es que las regiones en 
que se ubican son muy religiosas; la herencia colonial en términos religio-
sos ha sido muy importante, produciendo un considerable interés en la 
Iglesia católica” (Camp, 1997: 183).

El centro-occidente fue también base del movimiento sinarquista y 
de la rebelión cristera. Prefigurando la aparición de esta última, la revuel-
ta campesina de “Los religioneros” tuvo lugar en esa región entre 1874 
y 1875 para resistir las políticas anticlericales de Benito Juárez (Meyer, 
1976: 6). La guerra cristera (1926-1929) fue un levantamiento de dece-
nas de miles de campesinos católicos armados (Purnell, 1997). Los his-
toriadores sugieren que los campesinos fueron motivados por el fervor 
religioso pero también por su desencanto con las políticas de reforma 
agraria del Estado revolucionario (Meyer, 1976). La Unión Nacional Si-
narquista (uns) surgió primero como una organización secreta de Ac-
ción Católica en las secuelas de la rebelión cristera. Fue apoyada por 
quienes se oponían al acuerdo negociado entre los obispos y el gobierno 
para poner fin a la guerra cristera en 1929 (Loaeza, 1999: 159). La uns 
fue fundada públicamente en León, Guanajuato, el 23 de mayo de 1937. 
Se compuso de excombatientes cristeros, miembros de la Liga Nacional 
Defensora de la Libertad Religiosa y activistas de Acción Católica (Zer-
meño, 1997). En su pico de influencia en 1940-1941, la uns tuvo medio 
millón de miembros (Meyer, 2003). Aunque los sinarquistas fueron más 
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fuertes en Guanajuato, influyeron también en San Luis Potosí, Jalisco, 
Durango, Michoacán y Querétaro (Brandenburg, 1955: 340).

Aunque la región norte (Baja California, Sonora, Chihuahua, 
Coahuila, Nuevo León, Tamaulipas) es todavía predominantemente ca-
tólica, observa ya un mayor pluralismo religioso. Durante la Colonia, 
para la Iglesia católica fue difícil lograr una fuerte presencia en esta región 
debido a la aridez de sus tierras y a la baja densidad de población (Her-
nández y Rivera, 2009: 17-18). En la frontera norte se han producido al-
tas tasas de inmigración desde la década de 1980, así como una rápida 
expansión de la industria maquiladora. Estas transformaciones sociales 
han socavado la influencia del catolicismo.

A partir de este examen de las diferencias regionales en lo religioso, 
surgen unas cuantas variables que las explican. Cuanto más fuerte fue la 
penetración colonial española, más influencia tiene actualmente la Iglesia 
católica; las zonas colonizadas por las diferentes órdenes religiosas (fran-
ciscanos, dominicos, jesuitas, agustinos) también muestran variaciones. 
Asimismo, el catolicismo es más fuerte en los lugares que experimenta-
ron violencia durante la guerra cristera y es más débil en donde los líderes 
anticlericales posrevolucionarios fueron poderosos. Y la Iglesia católica 
tiende a ser más débil en regiones fronterizas y en zonas con altas tasas 
de migración.

Medición del catolicismo en los estados mexicanos

Muchos estudios nacionales transversales miden la religión con varia-
bles dicotómicas. Por ejemplo, Inglehart y Norris (2003) argumentan 
que es más probable que surja la igualdad de género donde la mayoría de 
la población es cristiana o musulmana, pero tal generalización no dice 
nada de la variación en igualdad de género en América Latina, región 
con gran mayoría católica; una medida tan tosca no es adecuada para un 
examen serio de la religión. Como fue señalado anteriormente, las más 
de las religiones, incluso la Iglesia católica altamente centralizada, no 
son monolíticas y pueden tener impactos considerablemente diferentes 
a través del espacio y del tiempo. Análisis comparativos subnacionales 
con mejores mediciones de la religión permiten un examen más cui-
dadoso del papel de la religión en la política. Una medida más precisa 
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que con frecuencia se utiliza en la investigación política es el porcentaje  
de población que se identifica como miembro de una denominación 
particular, dato que a menudo figura en el censo nacional. Estudios sub-
nacionales en Estados Unidos han encontrado que el porcentaje de po-
blación católica es bastante importante para las políticas relacionadas 
con derechos reproductivos y de los homosexuales (por ejemplo, Patton, 
2007). Pero la influencia de la religión en política puede ser más com-
pleja que la simple traducción del porcentaje de población que se identi-
fica con una religión determinada.

La influencia de la religión se puede separar en tres dimensiones. 
En primer lugar, el porcentaje de población que se identifica como ad-
herente de una religión. En segundo, la religiosidad o intensidad de las 
creencias religiosas entre los adherentes. En tercero, la influencia de  
los grupos religiosos y su liderazgo entre las instituciones políticas y los 
líderes políticos. Estas tres dimensiones pueden estar relacionadas: si la 
gran mayoría de la gente se identifica con una religión y la población es 
intensamente religiosa, parece más probable que el liderazgo de ese gru-
po tenga más influencia política, pero no necesariamente estas tres dimen-
siones tendrán correlación. La intensidad religiosa puede ser mayor en 
lugares donde hay profundas divisiones religiosas; incluso donde la po-
blación es extremadamente religiosa, el liderazgo político pudiera estar 
alejado de los intereses de la población, o los gobiernos pueden estar do-
minados por minorías religiosas.

La primera dimensión de la influencia religiosa, el porcentaje de po-
blación que se identifica como católica, es la más simple de medir. Estos 
datos son fácilmente accesibles en el censo mexicano. Es de suponer que 
en estados con mayores porcentajes de católicos, la Iglesia tendrá más in-
fluencia; sin embargo, en México, las entidades con porcentajes relativa-
mente bajos de católicos tienden a contar con más altas proporciones de  
protestantes evangélicos, los cuales, en muchos casos, desde el punto  
de vista de la política social, son todavía más conservadores que los cató-
licos, por lo que no es obvio que un menor porcentaje de católicos en un 
estado dará lugar a políticas más liberales. Por otra parte, altos porcenta-
jes de población que se identifican con una religión no proporcionan in-
formación sobre la intensidad de sus creencias: en México, casi el 90% de 
la población se identifica como católica, pero para muchos esta identidad 
es más cultural que espiritual.
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Sin embargo, si se reflexiona sobre la lógica de la competencia reli-
giosa (Gill, 1998; Hagopian, 2008; Trejo, 2009), puede haber razones 
para esperar que menores porcentajes de católicos den lugar a políticas 
sociales más liberales. Anthony Gill (1998) utiliza un marco de elección 
racional para explicar por qué, en algunos países, la Iglesia católica abrazó 
la justicia social y enfrentó dictaduras represivas, mientras que en otros, 
las apoyó. El argumento es que cuando aquella Iglesia se enfrenta a la 
competencia de grupos evangélicos protestantes, suscribirá la justicia so-
cial con el fin de persuadir a los feligreses pobres de abandonarla; pero 
cuando enfrenta poca competencia relativa podría mantener su tradicio-
nal alianza con la élite económica conservadora. Al comparar el compor-
tamiento de la Iglesia católica en los países latinoamericanos, Hagopian 
(2008) encuentra que cuando existe mayor competencia entre religiones, 
los líderes de dicha Iglesia son más propensos a sostener políticas socia-
les populares antes que políticas moralistas. Siguiendo una lógica similar, 
Trejo (2009) encuentra que cuando la Iglesia católica enfrenta la compe-
tencia de las protestantes, apoya los movimientos indígenas para retener 
a sus miembros.

Por lo tanto, hay buenas razones para considerar el porcentaje de 
católicos, pero también es importante la religiosidad como una segunda 
dimensión de la influencia religiosa. En estudios se ha encontrado que 
cuanto más intensas son las creencias religiosas de la población, menor 
será la igualdad de género (por ejemplo, Seguino, 2007). La religiosidad, 
o la intensidad de la creencia y práctica religiosas, usualmente se mide 
con datos de encuesta; la frecuencia de asistencia a la iglesia es el indi-
cador más utilizado (Camp, 1997). La Encuesta Mundial de Valores a 
menudo se utiliza para análisis internacionales comparados de la reli-
giosidad. En México existen muy pocos datos de encuestas de opinión 
pública que tengan el tamaño de muestra suficiente para su desglose y 
análisis subnacional; pero el gobierno mexicano proporciona datos sobre 
el porcentaje de matrimonios religiosos, lo cual podría ser un indicador 
de la religiosidad (inegi, 2011).

Mientras que la naturaleza de las creencias y prácticas religiosas in-
dividuales es dinámica, la distribución geográfica de las identidades reli-
giosas está confeccionada por procesos históricos; personas que viven en  
zonas que experimentaron conflictos político-religiosos violentos pue-
den seguir siendo muy religiosas mucho después de disminuidos los 
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conflictos. En México, en la década de 1920, los movimientos religiosos 
contrarrevolucionarios surgieron en zonas en las que la Iglesia católica 
era especialmente fuerte; la guerra cristera fue un movimiento religioso, 
populista y violento, de oposición a las reformas seculares del gobierno 
revolucionario; los cristeros insatisfechos con los arreglos para poner fin 
a la rebelión formaron la uns para continuar su oposición a las refor-
mas seculares y al gobierno revolucionario en términos más generales. 
De acuerdo a Camp (1997: 146-48), muchos sacerdotes que entrevistó 
citaron a la cristiada como fuente de inspiración para unirse al clero; la 
fuerza de los cristeros y los sinarquistas es otra manera de medir la inten-
sidad de las actitudes religiosas conservadoras.

Los cristeros fueron más fuertes en Jalisco y los sinarquistas, en Gua-
najuato. Meyer (1974) proporciona datos sobre la cantidad de cristeros 
en 1929 para cada estado y este mismo dato para los sinarquistas en 
1940 (Meyer, 2003). Podemos utilizar estas cifras como precedente his-
tórico de la intensidad de las creencias religiosas en México. El Partido 
Demócrata Mexicano (pdm), de extrema derecha con apoyo de católi-
cos tradicionales de áreas rurales, surgió a partir del movimiento sinar-
quista (Camp, 1997: 58). Klesner (1987: 101-108) encontró que el voto 
por el pdm fue más alto en las zonas donde la insurrección cristera fue 
vigorosa y sugirió que la guerra cristera dio lugar a una fuerte identidad 
religiosa en el centro-occidente (Klesner, 2012: 633). El apoyo electoral 
que se dio al pdm durante los años 1970-1980 ofrece otro indicador de 
la influencia cristera y sinarquista de ese momento en todos los estados 
de México. Estas medidas históricas, junto con el porcentaje de matri-
monios religiosos, pueden proporcionar una idea de la intensidad de las 
creencias religiosas.

Tal vez la dimensión de la religión más difícil de medir es la influen-
cia de la Iglesia en las instituciones políticas, más aún donde la participa-
ción política de las autoridades religiosas es ilegal, como lo fue en México 
durante la mayor parte del siglo xx, por lo que cualquier intento por par-
te del clero para influir en política tenía que ocultarse y mantenerse en 
secreto. Un indicador potencial es la fuerza de los partidos políticos que 
están estrechamente vinculados a la Iglesia. El Partido Acción Nacional 
(pan) es el más importante en México con vínculos estrechos con la Igle-
sia, por lo que allí donde controla el gobierno y cuenta con mayor pre-
sencia en la legislatura estatal, es probable que los líderes católicos tengan 
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mayor acceso al gobierno. Aunque Camp (1997: 56-57, 64-67) sostiene 
que no hay clara evidencia de lazos directos entre la jerarquía católica y 
el pan en los años de 1980 a 1990, los obispos en Chihuahua, Mexica-
li, Oaxaca y Sonora apoyaron públicamente a los candidatos del pan en 
esos años. Desde la transición a la democracia en 2000, los vínculos entre 
el pan y la Iglesia católica se han vuelto más fuertes y públicos (Loaeza, 
2013; Moreno y Domínguez, 2007). Otra posible medida de la fuerza 
institucional de dicha Iglesia incluye la concentración de su infraestruc-
tura: el gobierno mexicano publica datos sobre el número de sacerdotes 
y asociaciones católicas en cada estado (inegi, 2011), cifras que dividi-
das por la población total de cada entidad, proporcionan un sentido de la 
presencia y penetración del catolicismo.

La Eepemex ofrece una nueva e importante oportunidad para medir 
la influencia de la Iglesia católica en las instituciones políticas, usando el 
conocimiento de expertos locales. La encuesta incluye una pregunta di-
recta sobre la influencia de la institución católica en las políticas públicas 
del estado, y otra sobre la relación entre el obispo y el gobernador:

 
P3. La pregunta mide el poder de varios actores políticos, incluida 
la Iglesia católica, en “la determinación de las políticas públicas esta-
tales” de 0 = nada a 4 = mucho.

P27. “Cuando el obispo del estado tomó posiciones políticas en esos 
años, ¿diría que fue 1 = siempre opositor al gobierno de [nombre 
del gobernador del estado], 2 = en general opositor, 3 = a veces 
opositor y a veces favorable, 4 = en general favorable, o 5 = siempre 
favorable?”.

La pregunta tres proporciona la medida más directa de la influencia 
de la Iglesia en la política estatal. La pregunta 27 no mide la influencia de 
la Iglesia católica en su conjunto sino más bien la relación entre el obispo 
y el gobernador; no proporciona información sobre si el obispo tuvo éxi-
to en casos de oposición o apoyo, y por otra parte, el obispo puede apo-
yar al gobernador porque dicha Iglesia es débil y no tiene otra opción, o 
puede apoyar al gobernador porque era lo suficientemente poderosa para 
influir en el resultado mismo del proceso de selección del gobernador, así 
que este indicador puede ser complicado de interpretar.
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¿De qué manera los resultados de la Eepemex se correlacionan con 
otras medidas disponibles del catolicismo en los estados mexicanos? 
(cuadro 11.1).

Como se ve en el cuadro 11.1, la pregunta tres de la Eepemex sobre el 
poder de la Iglesia católica en la definición de políticas públicas se asocia 
positiva y significativamente con muchas de otras medidas de la religión. 
Cuanto mayor es el porcentaje de católicos en el estado, más influyente 
se percibe a esa Iglesia; la pregunta tres también se relaciona positiva y 
significativamente con el porcentaje de población que fue miembro de la  
uns en 1940 y el porcentaje de votos del pdm en 1979, 1982 y 1985;  
la correlación más fuerte con la pregunta tres es el porcentaje de panis-
tas en la legislatura estatal, otro indicador de la influencia política de la 
Iglesia católica.

La pregunta 27 de la Eepemex no se relaciona significativamente con 
ninguna de las otras medidas de la religión, excepto el número de sacer-
dotes por cada mil residentes, con la que se asocia negativamente: curio-
samente, mientras más sacerdotes hay por cada mil habitantes, es más 
probable que el obispo se oponga al gobernador, es decir, mientras más clé-
rigos haya en la entidad, es más probable que el obispo le haga frente a las  
autoridades seculares. Como se apuntó arriba, la pregunta 27 mide la re-
lación entre el obispo y el gobernador de cada estado, más que el poder 
de la Iglesia, por lo que no parece un buen indicador de la influencia de 
esta última. 

Por su parte, el porcentaje de población católica está positiva y sig-
nificativamente correlacionado con la mayoría de las otras variables, 
incluyendo las medidas históricas del porcentaje de la población que 
fueron cristeros en 1929, sinarquistas en 1940 y votaron por el pdm en 
1979-1985.

De todas las medidas, el porcentaje de matrimonios religiosos es el 
de más fuerte correlación con los registros históricos del conflicto reli-
gioso. Esto le da cierto apoyo a la idea de que los cristeros y sinarquis-
tas han tenido consecuencias duraderas para la identidad religiosa de los 
mexicanos, reforzando la utilidad de estos indicadores de religiosidad. El 
porcentaje de matrimonios religiosos también está significativamente re-
lacionado con la fuerza del pan en la legislatura estatal.

La fuerza de los cristeros en 1929 está significativa y positivamente 
relacionada con la cuota de voto para el pdm, pero no así con la fuerza 
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legislativa contemporánea del pan. La influencia de los sinarquistas en 
1940 está significativa y positivamente relacionada con el porcentaje de 
votos del pdm y la fuerza legislativa del pan.

En cuanto a la primera dimensión de la religión, los datos presenta-
dos en el cuadro 11.1 demuestran que el porcentaje de la población que 
se identifica como católica se correlaciona positivamente con la mayoría 
de las otras medidas de la religión. En términos de religiosidad, los da-
tos muestran que el porcentaje de la población con matrimonios religio-
sos se encuentra altamente correlacionado con las medidas históricas del 
conflicto religioso. Para medir la influencia de la Iglesia católica sobre 
las instituciones políticas, los datos muestran que la pregunta tres de la  
Eepemex está altamente correlacionada con las otras medidas de la in-
fluencia de la Iglesia sobre el gobierno y la fuerza legislativa del pan, por 
lo que parece ser un buen indicador de su influencia en la política del 
estado.

Influencia de la Iglesia católica e igualdad de género

¿Cómo se relacionan las medidas de la Eepemex de influencia de la Igle-
sia católica con los indicadores de igualdad de género en los estados? La 
Eepemex incluye dos medidas de discriminación de género: “P64. Ex-
plora la frecuencia con la que el gobierno discrimino a distintos grupos:  
e. Mujeres, f. Homosexuales: 1 = Nunca, 5 = mucho.”

La Iglesia católica ha promovido el tradicional papel de las mujeres 
en la sociedad, oponiéndose a los esfuerzos para impulsar la igualdad de 
género. Esa misma institución también promueve las familias tradicio-
nales y considera que los derechos de los homosexuales representan una 
amenaza para los valores religiosos. Por lo tanto, se espera que en los es-
tados donde esta Iglesia tiene mayor influencia sobre las políticas públi-
cas, haya percepciones de mayor discriminación hacia las mujeres y los 
homosexuales.

Mi hipótesis también es que donde haya mayor rendición de cuen-
tas horizontal, calidad de la democracia y participación ciudadana, ha-
brá menos discriminación. Muchos estudios señalan el poder sin límites 
del ejecutivo como componente importante de la fragilidad democrática 
(por ejemplo, O’Donnell, 1998), esperando que donde los poderes judi-
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ciales son fuertes e independientes, se protejan los derechos individuales 
y a los ciudadanos frente a la discriminación, en tanto que allí donde el 
legislador puede frenar al poder del ejecutivo y obligarlo a rendir cuentas 
horizontales, se proporcionen vías a las personas tradicionalmente mar-
ginadas para protegerse de la discriminación. Por lo tanto, mi hipótesis 
es que un poder judicial independiente y legislaturas fuertes deberían dar 
lugar a una menor discriminación de las mujeres y los homosexuales. La 
rendición horizontal de cuentas limita al Estado y protege los derechos 
humanos. La Eepemex mide la rendición de cuentas horizontal con pre-
guntas sobre la independencia judicial y la fuerza legislativa:

P12: ¿Cuántos de los jueces del [nombre del máximo tribunal de justicia 
del estado] eran independientes del gobernador [nombre del titular del 
ejecutivo] para tomar decisiones contrarias a él? 1 = Todos eran indepen-
dientes, 5 = Ninguno era independiente.

P7a: ¿Qué tan limitado estuvo el poder del gobernador [nombre] por las 
legislaturas [números] del estado durante los periodos [años]: 0 = muy 
limitado, 1 = bastante, 2 = algo, 3 = poco o 4 = nada limitado? (cuadro 
11.2).

Mi hipótesis es que cuanta mayor calidad de la democracia se per-
ciba, menor será la percepción de la discriminación de las mujeres y los 
homosexuales. Más democracia debería conducir a una menor discrimi-
nación, en tanto que una cultura política más participativa y de menor 
sumisión también debería asociarse a una menor discriminación:

P66a: Le voy a mencionar varios gobiernos estatales y nacionales y quisie-
ra que me diga si cada uno de ellos fue 1 = muy democrático, 2 = bastante 
democrático, 3 = algo democrático, 4 = poco democrático o 5 = nada 
democrático.

P81: En una escala del 1 al 5, donde 1 es pasividad y sumisión, y 5 parti-
cipación y control, ¿cómo clasificaría la cultura política de los ciudadanos 
del estado evaluado?
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Las siguientes regresiones examinan el impacto de las variables de 
influencia de la Iglesia católica (P3k, P27), independencia judicial (P12), 
calidad de la democracia (P66a), fuerza de la sociedad civil (P81), y con-
trol legislativo (P7a) sobre la discriminación gubernamental contra las 
mujeres y los homosexuales.

En el cuadro 11.2 se observa que, de acuerdo a los expertos, donde 
hay mayor influencia de la Iglesia en las políticas públicas, hay mayor dis-
criminación gubernamental hacia las mujeres. Y que no existe asociación 
estadísticamente significativa entre la relación obispo-gobernador y cual-
quiera de las medidas de rendición de cuentas horizontal; conforme a la 
hipótesis, a mayor calidad de la democracia, menor discriminación hacia 
la mujer (téngase en cuenta que el coeficiente es positivo porque a la de-
mocracia de mayor calidad se le asignó el número más bajo en la encues-
ta). Y contrario a las expectativas de la literatura de capital social, donde 
la sociedad civil se percibe más participativa, la discriminación hacia la 
mujer es mayor.

En el cuadro 11.3 se presentan los resultados del modelo de regre-
sión sobre la discriminación hacia los homosexuales.

Cuadro 11.2. Resultados de la regresión (OLS) sobre discriminación a las mujeres (P64e)

P64e

P3k Poder de la Iglesia
0.207
(2.59)*

P27 Relación obispo-gobernador
0.067
(0.72)

P12 Independencia judicial
0.039
(0.43)

P66a Calidad de la democracia
0.573
(5.56)**

P81 Cultura política
0.259
(2.75)**

P7a Fuerza del legislativo
0.172
(1.67)

Constante
-1.298
(1.92)

R2 0.21

N 206

* p<0.05; ** p<0.01
Fuente: Eepemex.
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Igual que en la regresión sobre la discriminación contra la mujer, 
los resultados del cuadro 11.3 muestran una relación positiva y estadís-
ticamente significativa entre la influencia de la Iglesia católica y la dis-
criminación contra los homosexuales: donde aquella es más fuerte, los 
expertos encuestados perciben más discriminación contra estos últimos. 
Y la única otra variable estadísticamente significativa en su relación con 
la discriminación a homosexuales, es la calidad de la democracia: a ma-
yor calidad de la democracia, es menor la percepción de discriminación a 
homosexuales. Por su parte, las variables de rendición de cuentas y tipo 
de cultura política no son importantes.

Los resultados de la Eepemex proporcionan evidencia de que exis-
te una relación entre la Iglesia católica y la igualdad de género. Mientras 
más influyente es la primera, es menor la igualdad de género. En tan-
to que las percepciones de mayor calidad de la democracia también se 
asocian a una mayor igualdad de género, pero las instituciones más im-
portantes para la rendición de cuentas horizontal no se relacionan signi-
ficativamente con la igualdad de género.

Cuadro 11.3. Resultados de la regresión (OLS) sobre discriminación a homosexuales 
(P64f)

P64f

P3k Poder de la Iglesia
0.287
(3.49)**

P27 Relación obispo-gobernador
0.051
(0.55)

P12 Independencia judicial
-0.070
(0.76)

P66a Calidad de la democracia
0.598
(5.70)**

P81 Cultura política
0.135
(1.42)

P7a Fuerza del legislativo
0.020
(0.19)

Constante
-0.109
(0.16)

R2 0.19

N 203

* p<0.05; ** p<0.01
Fuente: Eepemex.
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Reflexión final

En este trabajo se han examinado los resultados de la Eepemex en tér-
minos de la religión y la igualdad de género, se compararon variables de 
religión de la encuesta con otras medidas disponibles y se encontró que 
la pregunta sobre la influencia de la Iglesia católica en política pública 
(pregunta tres) está altamente correlacionada con otras medidas de in-
fluencia de dicha Iglesia, en especial con la fuerza legislativa del pan. Los 
resultados de la regresión con datos de la encuesta confirman las relacio-
nes esperadas entre religión e igualdad entre los géneros, y entre demo-
cracia e igualdad de género. El análisis aquí presentado sugiere que los 
datos de la Eepemex proporcionan un nuevo conjunto de indicadores 
útiles para la comparación de la política subnacional en México.
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12. Intervención del crimen organizado  
en elecciones locales y calidad de las democracias 
subnacionales en México, 2001-2012
Nicolás Loza*

*	 Profesor e investigador, Flacso México.

El 30 de noviembre de 2006, al presentar el gabinete de seguridad, el 
entonces presidente electo de México, Felipe Calderón, anunció el inicio 
de “una batalla” que tomaría años, costaría “muchos esfuerzos, recursos 
económicos e incluso […] sacrificio de vidas humanas […] que estaba 
decidido a librar y ganar” (Salgado, 2012: 79). Unos días después, el 11 de  
diciembre, inició el Operativo Conjunto Michoacán, en el que el gobier-
no federal involucró a más de cinco mil elementos de las secretarías de 
la Defensa y Marina nacionales así como de la Procuraduría General 
de la República (pgr), en coordinación con el gobierno local ( Jiménez, 
2006). En los siguientes dieciocho meses, la fórmula se repitió en siete 
estados de la república: Baja California, Guerrero, Nuevo León, Tamau-
lipas, Chihuahua, Durango y Sinaloa, en lo que ha sido calificada como 
una decisión precipitada, prohijada por “una crisis regional [la expansión  
del narcotráfico en algunos estados de la Repúbica], un éxito en el corto 
plazo [los primeros resultados de las acciones en Michoacán] y un con-
texto político adverso [la postelección de 2006]” (Guerrero, 2012).

De 2006 a 2012 el país experimentó una espiral de violencia con se-
cuelas en muy distintos ámbitos, entre ellos, por supuesto, el electoral. 
En este trabajo, trataré de describir, primero, cuáles fueron las acciones 
del crimen organizado (co, en adelante) en las elecciones locales de estos 
años y después, qué tanto dañó la calidad de las contiendas.
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Los principales aportes de la investigación que se reporta son, por un 
lado, la estimación de que en el ciclo de elecciones subnacionales 2001-
2007, el co tuvo intentos más bien infructuosos de incidencia, aunque 
estos fueron un poco más acusados en nueve entidades del país que en 
el resto; posteriormente, en el conjunto de contiendas de gobernadores 
sucesores que tuvo lugar de 2007 a 2012, los intentos y el éxito de la in-
tervención del co subieron ligeramente en general, y de manera pronun-
ciada en Tamaulipas donde habría tocado más del 50% de municipios, 
así como en Veracruz, Sinaloa y Colima, donde su alcance territorial ha-
bría estado por debajo del 50% de municipios, pero por arriba del 25%, 
niveles no alcanzados antes de 2007. 

También se ha podido identificar que en las elecciones de ayunta-
mientos se reportaron más altos niveles de intervención del co que en las 
de diputados locales, que a la vez se situaron por arriba de las de goberna-
dor; dicho de otro modo, si el co interviene en elecciones locales, es más 
probable que lo haga en las de ayuntamientos que en las de diputados y 
más en estas dos que en las de gobernador. Sin embargo, esa intervención 
en elecciones de distintos niveles —ayuntamientos, diputados locales y 
gobernador— en el mismo estado y para distintos años, estuvo muy rela-
cionada entre sí, es decir, en entidades en que intervino —así fuera muy 
poco o sin éxito— en la elección del gobernador evaluado, tendió a repe-
tirlo en la intermedia de diputados y ayuntamientos, así como en la final 
de los tres niveles del gobierno local.

Otro hallazgo relevante es que la ocurrencia en un estado de opera-
tivos federales contra el co se asoció a mayores intentos de injerencia de 
este último en posteriores procesos electorales. De la intervención del 
co en elecciones municipales, en once estados no hubo reporte siquiera 
de intento, en tres más se registraron tentativas, pero infructuosas, y en 
dos más, intentos que no es claro que hayan tenido éxito y podrían haber 
sido, también, fracasados. Es decir, en la mitad exacta de entidades del 
país no hubo incidencia del co en procesos electorales y en la otra mitad 
habría logrado, con distintos niveles de éxito, apoyar y/o financiar a can-
didatos, lo que fue la estrategia más recurrente y exitosa, de acuerdo a los 
expertos. En segundo lugar, en ocho estados el co amenazó y/o compró 
al ganador de la contienda municipal, en tanto que en seis estados incidió 
sobre la movilización de electores y también en seis —no necesariamente 
los mismos— disuadió o incluso asesinó a candidatos. A su vez, en elec-
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ciones municipales de 32 estados que se realizaron entre 2006 y 2012, el 
co habría financiado y/o apoyado a candidatos en dieciocho entidades, 
mientras que en ocho más habría amenazado o incluso asesinado con-
tendientes, en siete sobornado o amenazado ganadores, y en siete habría 
actuado sobre los electores.

Finalmente, la calidad de las democracias subnacionales efectivamen-
te se asoció a la injerencia del co en elecciones de gobernador sucesor, lo 
que sin embargo plantea interrogantes acerca de la posible causalidad en 
la relación y la dirección de esta (¿el co interviene en estados con débiles 
democracias, o porque interviene debilita la democracia local?), sin des-
cartar que incluso democracias estatales de mala calidad con altos niveles 
de intervención del co en sus procesos electorales expresen un fenóme-
no común precedente (como la desigualdad, la presencia de fuertes caci-
quismos locales u otro factor, que no obstante no son del interés de este 
capítulo). 

El texto consta de tres apartados: esta introducción, una segunda 
parte con la descripción de la presencia del co en el país y su interven-
ción en procesos electorales locales, y una tercera con la evaluación de los 
efectos de la acción criminal sobre la calidad de las democracias locales.

Alcances y modalidades de la intervención del crimen 
organizado en elecciones locales

De acuerdo a Guerrero (2012), el sexenio de Calderón empezó con seis 
organizaciones criminales activas en distintas regiones de la república 
mexicana y terminó con diez, pero en todo el periodo se tuvo registro de 
acción de 21 cárteles, de los que 16 estuvieron activos en 2011, la cifra 
más alta de estos años. Como se deduce, algunas de estas organizacio-
nes existieron de principio a fin del periodo, en tanto que otras experi-
mentaron vidas efímeras, en ciertos casos, de solo unos meses, aunque 
todas con desigual dominio territorial y peligrosidad. Dos de ellas, los 
cárteles de Sinaloa y los Zetas, lograron alcance nacional, tres fueron de 
naturaleza regional, dos más de peaje fronterizo y el resto “organizacio-
nes mafiosas locales dedicadas predominantemente a la extorsión” junto 
con otras actividades criminales. A esta fragmentación y proliferación 
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del co, Guerrero atribuye el “dramático incremento de la violencia”1 en 
el sexenio de nuestro interés.

Como es ampliamente conocido, en 2006 el número de homicidios 
por cada cien mil habitantes era de nueve; en 2009 subió a 17 y en 2012 
alcanzó la cifra de 22, o sea, en el periodo se multiplicó por 2.4 (Banco 
Mundial, 2014); entre 2007 y 2012, 51% de esas muertes pueden atri-
buirse al co, sea por rivalidades y enfrentamientos entre sus grupos, o por 
efecto de su combate por parte de corporaciones del Estado.

El incremento en el número de homicidios, asumimos, puede tomar-
se como indicador de la presencia del co, pero también de la acción es-
tatal en su contra. De acuerdo con Espinosa y Rubin (2015), en las 18 
regiones2 con intervención militar para enfrentar al co, en el año poste-
rior al operativo el número de homicidios aumentó, en promedio, entre 
9.9 y 6.5 casos por cada cien mil habitantes, dependiendo si se incluía o 
no, respectivamente, a Ciudad Juárez en la estimación.3

La fuerte presencia del co y su combate se han asociado a la redistri-
bución territorial de la violencia. Mientras en 2006, cuando la media de 

1	 Según Guerrero (2012), en 2007 operaban en territorio mexicano seis cárteles, los de 
Sinaloa, Juárez, Tijuana, el Golfo, Milenio y la Familia Michoacana; para 2008-2009 
los cárteles de Sinaloa y Tijuana se dividieron en dos cada uno, el original en ambos 
casos, más el de los Beltrán Leyva, para el primero, y la Facción de Teo, para el segun-
do. Durante la primera mitad de 2010, el cártel de los Beltrán Leyva se dividió en el 
cártel del Pacífico Sur y el de la Barbie, mientras que el del Golfo permaneció, dando 
lugar también, a los Zetas. En el segundo semestre de 2010, la organización criminal 
de la Barbie desaparece y toman su lugar dos cárteles, el Independiente de Acapulco y 
el del Charro, al tiempo que se extingue la Facción de Teo y el del Milenio se fracciona 
en la Resistencia y el de Jalisco Nueva Generación. Durante 2011, el cártel del Pacífico 
Sur permanece, pero salen de él la Mano con Ojos y la Nueva Administración; se ex-
tingue el Cártel del Charro mientras que de la Familia Michoacana derivan los Caba-
lleros Templarios, los Incorregibles y la Empresa, y del Cártel del Milenio aparece una 
tercera organización, la Nueva Federación para Vivir Mejor. Para 2012 se extinguen la 
Mano con Ojos, la Nueva Administración, el Cártel Independiente de Acapulco, los 
Incorregibles, la Empresa y la Nueva Federación para Vivir Mejor.

2	 Si acudimos a otras fuentes, no es claro en qué regiones (municipios y estados) hubo 
intervención federal u operativos conjuntos contra el co, ni cuándo empezaron y 
terminaron. 

3	 Las regiones se definieron como el municipio al que se enviaron militares más los mu-
nicipios contiguos. Los municipios en que hubo intervención militar en el periodo 
fueron: Tijuana, Nogales, Madera, Juárez, Pánuco, Reynosa, Bustamante, Guadalupe, 
Villa de Cos, Teúl, Rincón de Romos, Sinaloa, Tepic, La Piedad, Celaya, Apatzingán, 
Coahuyana y Acapulco. 
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homicidios por cada cien mil habitantes fue de 9.3, la desviación típica 
era de 5.6 y la diferencia entre la entidad con más y con menos asesinatos 
fue de 21.5 casos, en 2010, con la media de asesinatos por cada cien mil 
personas en 22.9, entre el estado con más y menos homicidios hubo un 
rango de 186.8 casos y la desviación típica subió a 35.1.

¿Cuál fue la acción del co en los procesos electorales locales en Mé-
xico entre 2007 y 2012? ¿El co tendría interés en intervenir en procesos 
electorales? ¿Por qué razones? Conforme a lo planteado, si hubiera in-
tervención, esperaríamos que su incidencia siguiera la desigual distribu-
ción territorial de la presencia de estas mismas organizaciones, así como 
la también diferenciada regionalización de la intervención de las fuerzas 
estatales en su combate. Pero, ¿por qué intervendría, no le resultaría más 
cómodo no hacerlo?

Nuestra presunción es que al co no necesariamente le interesa cap-
turar gobiernos ni intervenir en procesos electorales, pero podría hacer-
lo cuando las autoridades federales o locales se convierten en obstáculo 
para concretar su negocio: si una autoridad municipal o estatal actúa efi-
cientemente en contra del narcomenudeo, del trasiego y siembra de es-
tupefacientes, el co enfrentaría la disyuntiva de desplazarse hacia otros 
negocios, o detener a la autoridad, esto último con inteligencia, poder de 
fuego, control territorial, captura de corporaciones de seguridad y/o con-
trol de autoridades municipales, estatales y/o federales. Cuando el costo 
de intervenir en asuntos electorales y/o controlar autoridades sea me-
nor que el de suspender sus actividades ilícitas o continuarlas por otras 
vías, el co intervendrá. Dos ganancias adicionales que podría tener la in-
tervención electoral para definir autoridades o capturarlas, serían facili-
tar otros negocios del mismo co (derecho de piso, secuestro, explotación 
furtiva de recursos naturales) y/o enfrentar bandas rivales que operan en 
el mismo territorio.

El repertorio de acciones del co de cara a un proceso electoral es 
muy variado: durante las campañas, e incluso antes de que estas inicien, 
podría recurrir a la amenaza e incluso atentar contra la vida de autorida-
des y candidatos para dejar testimonio de sus recursos; otra opción se-
ría esperar el desenlace de los comicios para coaccionar o corromper a las 
nuevas autoridades, en especial a los secretarios de seguridad pública de 
los municipios y/o de los estados en que opera, y también es plausible 
que procure incidir en el resultado de las contiendas —actuando sobre  
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dirigencias partidistas, candidatos, afiliados, militantes de los partidos 
políticos, votantes potenciales y votantes— para lograr autoridades a 
modo, asociadas o subordinadas a sus intereses. Ninguna de estas op-
ciones excluye a otras ni tampoco son de naturaleza aleatoria, por lo que 
trataremos de entender su ocurrencia.

En la “Encuesta a expertos en política estatal en México, 2001-2012” 
(Eepemex) se cuenta con diez reactivos asociados a estimar la interven-
ción del co en distintos procesos electorales locales entre 2001 y 20124 
y se formuló una pregunta sobre los límites que le impuso al gobernador 
evaluado.5 Los procesos electorales sobre los que más preguntas se hicie-

4	 Son las preguntas 44a y 44d, sobre intervención del co en elecciones de gobernador 
evaluado (a) y de gobernador sucesor (d); 44b y 44e, sobre intervención del co en 
elecciones intermedias de diputados y finales también de diputados; 44c y 44f sobre 
intervención del co en elecciones intermedias de ayuntamientos (c) y finales de ayun-
tamientos (f ). La pregunta que precedió a la figura, fue “El crimen organizado puede 
intervenir de manera importante y muy variada en las elecciones: asesinar o disuadir 
para no competir a un candidato que podría ganar, financiar o brindar otro tipo de 
apoyo a uno de los candidatos ganadores, disuadir o alentar a los electores para que 
voten, o no, por un candidato determinado y con esa acción configurar el resultado 
final y/o amenazar y/o comprar al candidato ganador. Tomando en cuenta sólo es-
tas formas de intervención, ¿usted diría que el crimen organizado las llevó a cabo en 
las elecciones de gobernador de (año de la elección del gobernador evaluado) o (año  
de la elección del gobernador sucesor), o en las de ayuntamientos y diputados locales de  
(año de la elección intermedia de diputados locales y ayuntamientos en el periodo  
del gobernador evaluado) y (año de la elección final en el periodo del gobernador eva-
luado de diputados y ayuntamientos)?, ¿en cuántos distritos o municipios logró sus 
objetivos, en 10% o menos, entre 10 y 25%, entre 26 y 50% o en más de 50%?; las op-
ciones de respuesta fueron que el co no intervino (con 0 en la base de datos), que in-
tentó sin éxito (1), que intervino en menos de 10 por ciento de municipios o distritos 
(2), que intervino en de 11 a  25 por ciento de municipios y/o distritos (3), que intervi-
no en más de 25 por ciento%, pero menos de 50 por ciento (4) y que intervino en  más 
de 50 por ciento (5)”. Las preguntas 45a, 45b, 45c y 45d fueron: “¿En las elecciones 
de ayuntamientos de (año de las elecciones finales de ayuntamientos), cuáles acciones 
realizó el crimen organizado y en qué medida? Si usted identificara otra no listada, por 
favor agregue la principal y valórela”, con lo que se exploraron las formas de interven-
ción del co con las mismas opciones de respuesta que a la pregunta 44.

5	 En 29g se exploró qué tan limitado estuvo el gobernador por el co. La pregunta fue 
“Pasemos a otro tema. A veces las autoridades electas no ejercen el poder real porque 
actores políticos no electos, por ejemplo grupos empresariales, sindicales, la policía, el 
ejército, los medios de comunicación u organizaciones criminales, son las que realmen-
te toman las decisiones. ¿Cree usted que el poder de las autoridades estatales electas 
durante (años de inicio y fin del periodo de gobierno del gobernador evaluado) estu-
vo, en general, muy, bastante, algo, poco o nada limitado por este tipo de poderes fácti-
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ron fueron los de ayuntamientos al final del periodo del gobernador eva-
luado, que por lo general, pero no siempre, fueron concurrentes con las 
del gobernador sucesor. Como se explicó en la introducción de esta obra, 
esas elecciones (es decir, las de ayuntamientos sobre las que se pregun-
tó) ocurrieron de los años 2009 a 2012, con excepción de Baja Califor-
nia donde fueron en 2007. También hubo una pregunta general sobre las 
contiendas para renovar ayuntamientos durante la gestión del goberna-
dor evaluado, que normalmente fueron concurrentes con las legislativas 
intermedias. Para diputados locales se formularon dos preguntas, una 
para la elección intermedia y otra para la final, esta última por lo regular 
concurrente con la del gobernador sucesor. Y para la elección del ejecuti-
vo local se hicieron dos preguntas, una sobre la del gobernador evaluado 
y otra para la contienda del gobernador sucesor (cuadro 12.1).

Entonces, en la mayoría de los estados podemos obtener seis medidas  
para otras tantas elecciones, y derivar estimaciones de la evolución del 
fenómeno en general en un lapso de seis años: las elecciones de final  
del periodo evaluado (de ayuntamientos, diputados locales y gobernador 
sucesor), las intermedias (de ayuntamientos y diputados locales) y la de 
inicio (es decir, del gobernador evaluado). Para el final no solo se cuenta 
con más preguntas, sino que en todas las entidades son contiendas cele-
bradas cuando había iniciado la guerra contra el narcotráfico, mientras 
que, respecto a las elecciones intermedias de ayuntamientos y diputados 
en ocho estados, fueron celebradas antes de la declaratoria de guerra del 
presidente Calderón; nueve más, medio año después, y el resto, pasado 
año y medio, o dos y medio. Las elecciones del gobernador evaluado fue-
ron, con excepción de Michoacán y Yucatán, realizadas antes de que em-
pezara la administración de Felipe Calderón.

Asociando los indicadores de intervención del co en la elección del 
gobernador evaluado y la incidencia de homicidios por cada cien mil ha-
bitantes, se observa que, en este ciclo de contiendas, se clasificaron 23 en-
tidades por debajo de la media de intervención del co, ocho de ellas con 
tasas de homicidio por arriba de la media y 15 por debajo, en tanto que en  

cos? ¿Y por cada uno de esos poderes? ¿Algún otro (en este caso, por favor apuntar el 
principal y evaluarlo)?” Las opciones de respuesta fueron de muy limitado (1) a nada 
limitado (5).
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Cuadro 12.1. Elecciones locales 2001-2012:* en general y evaluadas en la Eepemex

Estados Inicio Intermedia Final

Baja California 2001 (GE, A, D) 2004 (AI, DI) 2007 (GS, AF, DF)

Campeche, Nuevo León, Querétaro,
San Luis Potosí, Sonora 

2003 (GE, A, D) 2006 (AI, DI) 2009 (GS, AF, DF)

Aguascalientes, Chihuahua, 
Durango,
Oaxaca, Puebla, Sinaloa, 
Tamaulipas,
Tlaxcala, Veracruz, Zacatecas 

2004 (GE, A, D) 2007 (AI, DI) 2010 (GS, AF, DF)

BCS, Nayarit 2005 (GE, A, D) 2008 (AI, DI) 2011 (GS, AF, DF)

DF, Guanajuato, Jalisco, Morelos, 
Tabasco 

2006 (GE, A, D) 2009 (AI, DI) 2012 (GS, AF, DF)

Yucatán 2007 (GE, A, D) 2010 (AI, DI) 2012 (GS, AF, DF)

Coahuila 2005 (GE, A*, D)
2008 (DI)
2009 (AI*) 

2011 (GS, DF)

Colima 2005 (GE*)
2006 (AI, DI)
2012 (A, D)

2009 (GS, AF, DF)

Guerrero 2005 (GE, A, D) 2008 (AI, DI)
2011(GS) 
2012 (AF, DF)

Hidalgo 2005 (GE, A*, D)
2008* (AI, DI)
2011 (A) 

2010 (GS, DF)

Quintana Roo 2005 (GE, A, D) 2008 (AI, DI) 2010 (GS, AF, D)

Edomex 2005 (GE)
2006 (AI, DI)
2009 (AF, DF)
2012 (AI2, DI2)

2011 (GS)

Chiapas 2006 (GE)
2007 (A, D)
2010 (AI, DI)

2012 (GS, AF, DF)

Michoacán 2007 (GE, A, D) ** 2011 (GS, AF, DF)

Indicador en Eepemex GE: 44a DI: 44b, AI: 44c
GS: 44d, DF: 44e, 
AF: 44f

* La Eepemex se levantó en campo de diciembre de 2012 a febrero de 2013; a los expertos se les preguntó 
por elecciones que ya habían tenido lugar, en algunos casos, unos meses antes, en otros, varios años atrás. 
En la introducción de esta obra se argumenta a favor y en contra de considerar las opiniones de expertos 
para acontecimientos más o menos remotos en el tiempo. 

** En Coahuila, los ayuntamientos elegidos en 2005 fungían como tal por cuatro años. En Colima, el 
gobernador fue electo por cuatro años por muerte del anterior. En Guerrero, las elecciones AI y DI de 
2005, fueron concurrentes entre sí, pero no con la de gobernador. En Hidalgo, la elección de gobernador 
y diputados de 2005 fueron concurrentes en febrero, mientras que la de ayuntamientos del mismo año 
fue en noviembre; en 2008, la elección de diputados fue en febrero y la de ayuntamientos en noviembre. 
En Michoacán no hubo elección intermedia en un periodo gubernamental (Ejecutivo y Legislativo) de 
cuatro años.

Nota: En cursivas elecciones evaluadas en Eepemex: GE, de gobernador evaluado; AI, de ayuntamientos 
intermedias; DI, de diputados intermedia; AF, de ayuntamientos final; DF, de diputados final; GS, de 
gobernador sucesor. Las que no aparecen en cursivas, fueron elecciones realizadas en el periodo bajo 
examen, pero por las que no se preguntó a los expertos.

Fuente: Eepemex y portales de autoridades administrativas electorales locales y del TEPJF.
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nueve, la injerencia del co estuvo por arriba de la media, y en tres estados 
coincidió con un alto en el número de homicidios (cuadro 12.2).

En general, en once de esos estados el co ni siquiera intentó interve-
nir en la contienda; en tres más, Chihuahua, Estado de México y More-
los, lo buscó sin éxito; en uno, Guanajuato, no está muy claro que lo haya 
intentado pero aunque así hubiera sido, no lo logró; en Veracruz, Puebla, 
Oaxaca, Nuevo León y Michoacán el co intervino pero en menos de 10% 
del territorio; en tanto que en dos más, Colima y Guerrero, estuvo cerca 
de esta medida; finalmente, en tres estados, Tamaulipas, Sinaloa y Jalis-
co, la intervención del co tocó entre 11 y 25% del territorio. Cabe añadir, 
que la media de intervención del co en elecciones de gobernador evalua-
do fue de 0.8 en la escala 0-5, en un rango observado de 0-3, que ilustra el 
menor número de acciones de organizaciones criminales que en las elec-
ciones de los sucesores.

Para el ciclo de elecciones de gobernador sucesor, 2007-2012, este 
registro cambió notablemente tanto en la distribución de las tasas de ho-
micidio por entidad, como en la injerencia del co. Solo en once estados el 
co no intentó incidir en absoluto, lo que procuró pero sin éxito en otros 
cinco: Baja California Sur, Chihuahua, Durango, Morelos y Puebla, en 
tanto que en dos más, Quintana Roo y San Luis Potosí, no está muy cla-
ro si lo intentó, pero de haber sido así, al parecer no tuvo éxito. De estas 
entidades, Morelos, Durango y Chihuahua experimentaron tasas de ho-
micidios por arriba de la media, que para entonces fue de 25 personas 
por cada cien mil habitantes (cuadro 12.3).

Cuadro 12.2. Elecciones de gobernador evaluado, 2001-2007

Homicidios debajo de la media
Intervención del CO debajo de la media

Homicidios debajo de la media
Intervención del CO arriba de la media

Aguascalientes, Hidalgo, Yucatán, Guanajuato, 
Querétaro, Tlaxcala, Campeche, Coahuila, SLP, 
BCS, QR, Tabasco, Zacatecas, DF, Morelos

NL, Veracruz, Jalisco, Puebla, Tamaulipas, Colima

Homicidios arriba de la media
Intervención del CO debajo de la media 

Homicidios arriba de la media
Intervención del CO arriba de la media

Sonora, Chiapas, Durango, México, Nayarit, BC, 
Chihuahua, Guerrero

Oaxaca, Michoacán, Sinaloa

Media de homicidios por cada cien mil habitantes, 9 (rango observado: 2-19); media de intervención 
del CO, 0.8 (rango observado: 0-3).

Fuente: Elaboración propia.

PoderesDemocracias.indd   311 22/11/16   2:39 p.m.

© Flacso México



312 313

Nicolás Loza

Por su parte, el co tuvo incidencia en menos del 10% del territorio 
en ocho entidades: Coahuila, Guerrero, el Estado de México, Nayarit, 
Nuevo León, Oaxaca, Sonora y Zacatecas ; su intervención fue de entre 
11 y 25% del territorio, o un poco más en cuatro: Colima, Jalisco, Mi-
choacán y Sinaloa; en uno, Veracruz, su penetración en procesos elec-
torales habría alcanzado entre 26 y 50% del territorio, y en Tamaulipas 
incluso más de esta cifra, de acuerdo a los expertos. De las catorce enti-
dades en las que el juicio de los expertos sitúa la intervención del co por 
arriba del 10% del territorio, cinco superan la media en la tasa de homi-
cidios —que para entonces ya tenía grandes variaciones en el país—, re-
sumibles en que Aguascalientes —la entidad con menos homicidios por 
cada cien mil habitantes al año de la elección de su gobernador sucesor—  
tuvo 186 casos por cada cien mil habitantes por abajo de Chihuahua, es-
tado con más alta tasa de homicidios también al año de la elección de su 
gobernador, la cual fue de 188 asesinatos por cada cien mil pobladores 
(cuadro 12.3).

En suma, entre la elección de los gobernadores evaluados y los suce-
sores aumentaron los intentos exitosos y no del co para intervenir en las 
contiendas, lo que se aprecia desde los procesos intermedios de diputa-
dos locales y ayuntamientos, y se repite en las finales de ayuntamientos, 
en las que además siempre se registra mayor incidencia que en las concu-
rrentes de diputados locales y gobernadores, en ese mismo orden decre-
ciente de injerencia. 

Al examinar la distribución de la acción electoral del co, fueron me-
nos las entidades con tasas de homicidio por arriba de la media en que 

Cuadro 12.3. Elecciones de gobernador sucesor, 2007-2012

Homicidios debajo de la media
Intervención del CO debajo de la media

Homicidios debajo de la media
Intervención del CO arriba de la media

Yucatán, Hidalgo, Querétaro, Tlaxcala, 
Aguascalientes, BCS, Campeche, Puebla, SLP, 
Tabasco, DF, QR, Chiapas, BC, Guanajuato

NL, Zacatecas, México, Oaxaca, Sonora, 
Michoacán, Colima, Jalisco, Veracruz

Homicidios arriba de la media
Intervención del CO debajo de la media 

Homicidios arriba de la media
Intervención del CO arriba de la media

Morelos, Durango, Chihuahua Coahuila, Guerrero, Nayarit, Sinaloa, Tamaulipas

Media de homicidios por cada cien mil habitantes, 25 (rango observado: 2-188), media de intervención 
del CO, 1.4 (rango observado: 0-5).

Fuente: Elaboración propia.
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además intervino en los procesos para elegir al gobernador evaluado 
(2001-2007) que en las que no lo hizo, mientras que en las contiendas 
para gobernador sucesor, también en los estados con más altas tasas de 
asesinatos, fueron más en los que intervino, que en los que no. Después 
de 2007, catorce estados experimentaron injerencia del co en elecciones, 
por arriba de la media que también fue más alta que el promedio previo 
a ese año.

De acuerdo a lo planteado, la intervención electoral del co habría 
aumentado del ciclo 2001-2007 al 2007-2012 por efecto del enfrenta-
miento con las corporaciones de seguridad del Estado, que al encarecer 
los costos de operación de las organizaciones delincuenciales, las llevó a 
la injerencia en la designación de candidatos y/o autoridades. 

Otro factor que se intenta identificar en este trabajo es si la presencia 
de operativos federales en contra del co incidió sobre los niveles de su in-
jerencia en las elecciones. Sabemos que la intervención federal en regiones 
con altos niveles de violencia o actividad del co muy probablemente se 
asoció al aumento posterior de los homicidios (Escalante, 2011; Merino,  
2011; Espinosa y Rubin, 2015), así que resulta pertinente preguntarse 
si también ocurrió esto con la injerencia del co en procesos electorales. 
Para responder, una primera dificultad es fijar las fechas y el alcance terri-
torial de los operativos federales, al grado de que algunos trabajos espe-
cializados no coinciden en sus recuentos, por lo que agrupé a los estados 
con base en dos criterios: el primero, que le diré limitado, identifica inter-
vención en ocho entidades de la república, mismas que coincidentemente 
son mencionadas en los tres trabajos referidos en este párrafo, dando por 
bueno como año de inicio de los operativos, cuando hubo discrepancia, 
el que indicó Merino; el segundo criterio, al que le diré amplio, cuantifica 
catorce entidades con intervención, reportadas en el trabajo de Espinosa 
y Rubin, y que agrega a los ocho anteriores seis casos más.

De los ocho estados del recuento limitado, en uno la intervención 
ocurrió en 2006, en dos en 2007 y en cinco en 2008; para los catorce del 
recuento amplio, de los seis que se agregan, en uno el operativo inició en 
2007, en dos en 2008, en uno más en 2009 y en dos en 2010. De 95 elec-
ciones observadas en los 32 estados de la república, en diez, conforme  
al recuento limitado, la contienda ocurrió después de la intervención fe-
deral contra el co, mientras que en 85 se hizo sin que hubiera operativo 
previo.
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En la escala que se ha venido usando (0-5, véase el pie de página 4 
de este capítulo), la extensión territorial promedio de la acción del co en 
elecciones con operativo fue de 2.25, lo que significaría que las organiza-
ciones criminales lograron incidir en poco más de 10% de las demarca-
ciones, mientras que el promedio en aquellas elecciones sin operativo fue 
de 1.04, que implica tentativas sin éxito. Con el criterio amplio, en las die-
ciocho elecciones celebradas cuando ya había operativo, el promedio de 
injerencia fue de 2.05, ligeramente por abajo del obtenido en el recuen-
to limitado, pero con el mismo contraste en relación a las elecciones sin 
operativo.

¿A qué se debería que la intervención del co en elecciones sea mayor en 
estados con operativo que en entidades en donde no los hubo? En el caso  
del aumento de la violencia criminal en entidades con operativo, el argu-
mento que acompaña la evidencia empírica suele ser el que presentó Es-
calante en 2011: la ruptura del orden local asociada a la intervención de  
corporaciones de seguridad desata pugnas entre grupos criminales, o  
de estos contra el Estado, para restablecerlo o simplemente imponerse 
en las nuevas condiciones. Siguiendo esta lógica, la injerencia político/
electoral del co sería un recurso más para incidir en la rearticulación del 
orden local.

Finalmente, indagamos el tipo de intervención del co en las eleccio-
nes de ayuntamientos que, por la disparidad de calendarios, fueron en 
años distintos así como en diferentes momentos del ciclo político: tres 
de las contiendas municipales a las que a continuación nos referiremos  
se realizaron en 2006, todas ellas intermedias; cuatro fueron en 2007, 
tres intermedias y una al final del mandato del gobernador evaluado; en 
2009 hubo seis elecciones, tres al final y tres en medio del ciclo; en 2010 
se llevaron a cabo once procesos electorales, dos intermedios y nueve a 
final de periodo; en 2011 se evaluaron nueve elecciones de las que ocho 
fueron a final de periodo y una tuvo la peculiaridad de realizarse al prin-
cipio del mandato del gobernador sucesor. Si solo atendemos el momen-
to del ciclo electoral de las contiendas municipales consideradas, once 
fueron intermedias, veinte a finales y una de inicio, pero muy cerca del 
final del mandato del gobernador evaluado.

De estos procesos electorales, en once no se registró forma alguna 
de intervención del co, ni siquiera intentos. En estas entidades, en una 
ya había ocurrido un operativo federal contra el co, conforme al crite-
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rio limitado, o bien en tres de acuerdo a la lista más extensa. Por su par-
te, de los 21 estados en que el co intervino en elecciones municipales o al 
menos intentó hacerlo, en ocho del criterio extenso de operativo federal, 
este ya había ocurrido, o en cuatro de la lista más restringida. Al repasar 
la distribución de las acciones del co en elecciones municipales por año, 
desde 2006 hasta 2012 hay casos tanto de abstención como de injeren-
cia, en una proporción semejante a la del total, que es de dos estados con 
intervención electoral del co, por uno sin ella.

De acuerdo a nuestras observaciones, el estado en el que más inter-
vino el co en elecciones de ayuntamientos fue Tamaulipas en 2007, con 
distintos niveles de éxito en todas las formas de injerencia examinadas: 
habría tratado sin éxito de alentar y/o disuadir electores, en más del 50% 
de los municipios habría apoyado o financiado candidatos, en menos de la 
mitad, pero en más del 25%, habría comprado o amenazado al ganador de  
la presidencia municipal, y en una proporción menor, pero por arriba 
del 11% de los municipios, habría amenazado y eventualmente asesina-
do candidatos. 

La elección municipal que por el nivel de intervención del co se si-
tuó en segundo lugar fue la de Michoacán de 2011. Entonces en más 
del 10%, pero en menos de 25% de los municipios, habría comprado o 
amenazado a los ganadores, apoyado o financiado a los candidatos, y di-
suadido de votar o alentado a hacerlo a los electores; mientras que en 
una proporción un poco más baja habría disuadido e incluso asesinado 
contendientes. 

Cuadro 12.4. Injerencia del CO en elecciones de ayuntamientos, diputados locales 
y gobernadores en estados con y sin intervención federal (2001-2012)

Con intervención Sin Intervención

Limitado
n

2.25
10

1.04
85

Amplio
n

2.05
18

0.96
77

Injerencia del CO en elecciones: escala 0 (sin intervención) – 5 (más del 50% de municipios): véase  
la nota 4 al pie de página de este capítulo. Las elecciones consideradas son las que se especificaron  
en el cuadro 12.1.

Limitado: Michoacán, Baja California, Chihuahua, Guerrero, Sinaloa, Durango, Tamaulipas, Nuevo León. 
Amplio: los ocho anteriores más Guanajuato, Sonora, Nayarit, Veracruz, Aguascalientes, Colima,  
Zacatecas

Fuente: Elaboración propia.
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A la contienda de Michoacán siguió la municipal de 2012 de Gue-
rrero, en la que el apoyo o financiamiento a candidatos, y la amenaza o 
cohecho de los ganadores habría ocurrido en menos del 25%, pero en 
más del 10% de los municipios, y la movilización o desmovilización de 
votantes y la disuasión o asesinato de candidatos habría tenido lugar en 
no más del 10% de las demarcaciones.

En Veracruz en 2007 y en Jalisco en 2012, el co intervino electoral-
mente con intensidad parecida, lo que situó a estas entidades en cuarto y 
quinto del país por su nivel de incidencia en este aspecto. La acción más 
extendida en ambas entidades, en más del 10% de municipios pero en 
menos del 25%, fue el financiamiento y/o apoyo a candidatos, en tanto 
que las demás acciones se habrían presentado en menos del 10% de las 
demarcaciones. Por debajo de las entidades referidas aparece la elección 
de 2010 en Sinaloa, donde el co tuvo una alta incidencia en apoyar y/o 
financiar candidatos, con porcentajes de más del 25% pero en menos del 
50% de los municipios, al tiempo que en menos del 10% de las demarca-
ciones actuó sobre los votantes y habría intentado, sin éxito, amenazar o 
comprar candidatos y ganadores.

Menos activo, pero también con acciones efectivas, el co habría apo-
yado o financiado candidatos en más del 10%, pero en menos del 25%, 
de municipios en Tabasco en 2009 y habría amenazado o comprado a 
menos del 10% de ganadores. El Estado de México en 2012 presentó 
una situación semejante, es decir, dos estrategias cumplidas con éxito en 
el nivel más bajo de incidencia territorial que registramos: tanto la com-
pra o coacción de ganadores, como el apoyo o financiamiento a candida-
tos, que se habría dado en menos del 10% de municipios, reportándose 
intentos infructuosos de llevar a cabo las otras acciones que se inquieren 
en este capítulo. La elección de Coahuila de 2009 también habría sido 
parecida, pues, por un lado, el co habría actuado sobre el electorado, y 
por el otro, financiado y apoyado candidatos en menos del 10% de las 
demarcaciones. 

En el escalón más bajo de intensidad en intervención en elecciones 
municipales, en Zacatecas en 2010, San Luis Potosí, Puebla y Colima en 
2006, Nuevo León en 2007 y Nayarit en 2011, el co habría financiado 
y/o apoyado a candidatos en menos del 10% de los municipios. Final-
mente, en Hidalgo 2011, Morelos 2012, Oaxaca 2010 y Sonora 2009, 
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el co intentó, sin éxito, llevar adelante una o más de las estrategias que 
exploramos.

En suma, en elecciones municipales de 32 estados que se realiza-
ron entre 2006 y 2012, el co habría financiado y/o apoyado candidatos 
con distintos niveles de éxito en dieciocho entidades, en ocho más habría 
amenazado o incluso asesinado contendientes, en siete habría soborna-
do o amenazado a ganadores y en siete más también habría actuado so-
bre los electores.

Crimen organizado y calidad de las democracias subnacionales

Aunque la Eepemex cuenta con distintas variables sobre la calidad de 
las elecciones y las democracias subnacionales, en tanto que se han uti-
lizado indicadores de esta misma fuente para calibrar la intervención  
del co en elecciones locales, opté por utilizar el Índice de Desarrollo 
Democrático de la Fundación Konrad Adenauer (idd-fka), como in-
dicador de calidad de las democracias en los 32 estados de la república 
mexicana. 

La fka observa cuatro dimensiones en su índice: las tres primeras 
aluden a los umbrales mínimos de las democracias, los derechos polí-
ticos y libertades civiles fundamentales y la calidad institucional y efi-
ciencia gubernamental; la cuarta, a la que le llaman poder efectivo, incluye 
variables socioeconómicas como proporción de población en pobreza o 
distribución del ingreso en el estado, entre otras. Ese cuarto conjunto lo 
excluí, para trabajar solamente con las dimensiones institucional, jurídi-
ca y política de la democracia local cuyos valores pueden ir de cero a diez, 
en donde diez delataría el mayor desarrollo político o la mejor calidad de 
la democracia. El índice de la fka cuenta con estimaciones para los años 
2010, 2011, 2012 y 2013, por lo que en las pruebas de asociación que 
hice, se utilizó el del año más próximo a la elección del gobernador suce-
sor, que como ya se especificó, se sitúa entre 2007 y 2012.

La asociación entre la intervención del co en la elección del gober-
nador sucesor (cuyo valor más alto, cinco, implica mayor injerencia, y el 
más bajo, cero, ninguna) y la calidad de la democracia estatal de la fka 
fue significativa, fuerte y en la dirección esperada, lo que implica que allí 
donde ha habido mayor intervención del co en elecciones, la democra-
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cia local acusa menor calidad. Al respecto cabe una discusión que puede 
respaldarse empíricamente y que ahora no desarrollaré, aunque debería 
llevar a responder si el co actúa en marcos institucionales subnacionales 
débiles, democracias deficientes, porque lo son, o interviene porque debe 
hacerlo en la persecución de sus intereses y termina vulnerando la cali-
dad de las democracias subnacionales, o bien, en qué medida se da una 
combinación de ambas trayectorias, o ambos fenómenos (baja calidad de 
la democracia / alta injerencia del co) son expresiones de una o más va-
riables precedentes.

Como puede apreciarse (gráfica 12.1), Michoacán, Sinaloa, Vera-
cruz y Colima figuran, conforme a la expectativa, en el cuadrante infe-
rior derecho, es decir, experimentan altos niveles relativos de injerencia 
del co en la elección de sus gobernadores y exhiben también democra-
cias subnacionales de baja calidad. Se trata de estados que experimenta-
ron operativos federales al tiempo que presenciaron un incremento de  
la violencia criminal. Por arriba de ese cuadrante, pero en la parte dere-
cha de la gráfica, es decir, con mayor calidad en sus democracias respecto 
a los cuatro estados anteriores pero muy cerca de la media nacional y con 
intromisión del co semejante, aparecieron Jalisco y Tamaulipas, entida-
des que también experimentaron operativos federales, en donde se incre-
mentó la violencia criminal y que, en el caso particular de Tamaulipas, es 
una suerte de prototipo de Estado débil, corroído por el crimen y con de-
mocracia deficiente.

También en posición coherente, en este caso con menor intervención 
del co y mejor calidad de sus democracias en el cuadrante superior iz-
quierdo, figuran en primer lugar Guanajuato, Aguascalientes, Yucatán y 
Chihuahua, pero también, aunque un poco por debajo en el idd-fka el 
D. F., Baja California Sur, Hidalgo, San Luis Potosí, Campeche, Morelos, 
Nuevo León, Tlaxcala, Zacatecas y Querétaro. Cabe añadir que aquí es 
donde se concentra el mayor número de entidades. Aunque para algunas 
como Guanajuato, Aguascalientes, Yucatán o el D. F. esta combinación 
de mejor calidad de la democracia/menor intervención del co parece 
plausible, hay otras cuya clasificación conforme a estos datos puede ser 
controversial; Chihuahua y Nuevo León experimentaron incrementos 
incluso exponenciales en la violencia criminal, pero, por un lado estuvie-
ron concentrados territorialmente y, por el otro, se expresaron al princi-
pio de la llamada “guerra contra el narco” y para los años de las elecciones 
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de sus respectivos gobernadores sucesores, el foco regional de la proble-
mática regional en el país se había desplazado hacia el sur y las costas.

Finalmente, en el cuadrante inferior izquierdo, que implica poca inje-
rencia del co en la elección y también escasa calidad de la democracia lo-
cal, aparecen Nayarit, Quintana Roo, Coahuila, Baja California, Puebla, 
Durango, Estado de México, Oaxaca, Guerrero y Chiapas. Para Baja Ca-
lifornia y Durango podría aplicar lo que en el párrafo anterior se apuntó 
en torno a Chihuahua y Nuevo León.

Por supuesto, de la relación entre intervención del co en elecciones, 
la calidad de estas y de las democracias subnacionales, no solo se abren 
las interrogantes que antes hemos planteado, sino muchas más a propó-
sito de la participación electoral, la relación entre partido del gobernador 
y partido ganador de la contienda, los efectos durables —si los hay— so-
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Grá­ca 12.1. Calidad de las democracias subnacionales e intervención del CO 
en las elecciones del gobernador sucesor (México, 2007-2012)
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bre la competitividad y el sistema de partidos locales, la sobreposición de 
injerencias y resultados en elecciones municipales, de diputados locales y 
gobernadores, entre otras más.
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13. El impacto electoral de la evaluación  
del combate al narcotráfico en México
Rodrigo Salazar-Elena* 

*	 Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, Sede México. El autor agradece el es-
tupendo trabajo de Daniela Escobar en la asistencia de investigación.

El presente capítulo busca determinar el grado en que las decisiones 
electorales del público en México respondieron a la política de comba-
te al crimen organizado impulsada por el presidente Felipe Calderón 
(2006-2012). Se argumentará que esta asociación efectivamente estuvo 
presente y que la propensión del voto por el Partido Acción Nacional 
(pan) y la aprobación de la política tuvieron una correlación positiva. 
Sin embargo, esta asociación se desvanece a medida que se percibe un 
distanciamiento entre las preferencias de las autoridades de los estados 
y los objetivos de la política.

El documento se organiza como sigue: en el primer apartado se pre-
sentan datos sobre la asociación entre aprobación de la política de com-
bate al crimen organizado e intención de voto, a la vez que se comentan 
las investigaciones existentes al respecto; en la segunda sección se pro-
pone una teoría sobre el voto retrospectivo bajo un contexto de respon-
sabilidad compartida; la tercera y última sección presenta el modelo de 
análisis empírico y los hallazgos.
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La política de combate al crimen organizado y las elecciones 
en México

La presidencia de Felipe Calderón se caracterizó por dos hechos relati-
vos al desempeño gubernamental. En el terreno económico, y en buena 
medida por causa de la crisis global que desde 2009 afectó severamente 
a Estados Unidos y a los países integrados a su economía, el crecimiento 
del pib per cápita durante ese periodo fue, en promedio, de 0.8% anual. 
La gestión de la crisis fue competente, y para 2011 el nivel del ingreso 
per cápita había recuperado su nivel de 2008. Sin embargo, cabía espe-
rar que el gobierno y su partido, el pan, sufrirían el castigo electoral que 
tuvieron los partidos en el poder en los países afectados por la crisis de 
prácticamente todo el mundo.

Sin embargo, había otro frente en el que el partido en el gobierno 
podía poner sus esperanzas electorales; este era la política de seguridad. 
Desde el inicio de su gestión, Calderón se propuso combatir al crimen 
organizado con una estrategia que involucraba la intensificación de las 
acciones en su contra utilizando a las fuerzas armadas.1 La política de 
combate al crimen organizado no solo fue llamativa por la forma en que 
el gobierno la presentó inicialmente, sino por el incremento en los nive-
les de violencia. De acuerdo con estimaciones independientes (Guerre-
ro-Gutiérrez, 2011), el número de muertes relacionadas con el crimen 
organizado en el sexenio fue de alrededor de 64 mil.

Para muchos comentaristas, el incremento en la violencia fue una 
consecuencia directa de la política de Calderón.2 A esto debe añadirse 
que la política tuvo un alto costo en términos de vulneración de los dere-
chos humanos de la población (hrw, 2011; cndh, 2012). Sin embargo, 
parece ser que el electorado adoptó una posición positiva ante la políti-
ca de seguridad del gobierno. Así, en una encuesta nacional aplicada por 

1	 Para una descripción general de la política de seguridad en México, véase Guerrero-
Gutiérrez (2011).

2	 Un artículo muy discutido a nivel de opinión pública en este sentido fue el de Escalan-
te Gonzalbo (2011). En contrario, algunos análisis más sistemáticos han destacado el 
papel que tuvieron el mercado de la droga (Castillo, Mejía y Restrepo, 2013) y la ma-
yor disponibilidad de armas en Estados Unidos (Dube, Dube y García-Ponce, 2013) 
en el incremento de la violencia en México.
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la empresa Parametría en junio de 2011,3 la evaluación de la política de 
combate al narcotráfico era mejor que la evaluación de la situación eco-
nómica nacional (cuadro 13.1).

Mientras un 40% de los encuestados otorga “bien” o “muy bien” a la 
política de combate al narcotráfico, únicamente 24% nota alguna mejoría 
en la situación económica del país. Un patrón similar se muestra cuando 
se descompone la información por estados. En las celdas del cuadro 13.2 
se muestra el número de estados que tiene como categoría mediana la in-
dicada en las filas. En la evaluación de la política de combate al narco, la 
categoría mediana para el grueso de los estados es “Regular”. En cambio, 
para el caso de la situación económica, la categoría mediana en 22 de las 
32 entidades es “Empeorado poco”.

3	 La muestra es representativa de los niveles nacional y subnacional. En la tercera sec-
ción del capítulo se proporcionan mayores detalles.

Cuadro 13.1. México 2011. Evaluación del desempeño

a) Desempeño de la política de Calderón 
combate al narco (%)

b) Economía del país en los últimos 
12 meses (%)

Muy mal 11.2 Empeorado mucho 24.2

Mal 23.0 Empeorado poco 27.7

Regular 26.7 Sigue igual 24.1

Bien 30.1 Mejorado poco 21.5

Muy bien 9.1 Mejorado mucho 2.5

N 12.630 N 12.706

Fuente: Parametría.

Cuadro 13.2. México 2011. Categoría mediana: número de entidades

a) Desempeño de la política de Calderón 
combate al narco (%)

b) Economía del país en los últimos 
12 meses (%)

Muy mal 0 Empeorado mucho 0

Mal 1 Empeorado poco 22

Regular 26 Sigue igual 9

Bien 5 Mejorado poco 1

Muy bien 0 Mejorado mucho 0

Mediana nacional Regular Mediana nacional Mejorado poco

Fuente: Parametría.
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La intención de voto parece responder a la evaluación de la política 
de seguridad. El porcentaje que en junio de 2011 reportaba intención de 
votar por el pan pasa de 14.5% cuando la política de combate al narco-
tráfico se evalúa con “Muy mal” a 36.7% cuando la política se evalúa con 
“Muy bien” (cuadro 13.3).

Sin embargo, aun con la buena evaluación de la política de combate 
al narcotráfico y la sensibilidad del voto hacia esta evaluación, el 23.2% 
de la intención de voto por el pan estaba muy por debajo del 37.4% que 
tenía el Partido Revolucionario Institucional (pri). Como se sabe, en las 
elecciones presidenciales del año siguiente el pan obtuvo el 25.4% de los 
votos, por debajo del candidato del Partido de la Revolución Democrá-
tica (prd), con 31.6% de los votos, y del candidato del pri, que obtuvo el 
triunfo con 38.2%.

Este comportamiento llama a preguntarse sobre el grado en que la 
evaluación de la política de combate al narcotráfico benefició electoral-
mente a su partido. Esto es relevante en la medida en que, cuando los 
gobiernos encuentran reducidos sus márgenes de acción en alguna o al-
gunas dimensiones de política —como en el caso de México durante  
la recesión inducida por factores externos— pueden escoger como cam-
po de acción otra u otras dimensiones para conseguir la aprobación del 
público.

En América Latina, por ejemplo, este fue el curso de acción de Al-
berto Fujimori en Perú (1990-2000), cuando escogió perseguir una es-
trategia de pacificación del país mientras, paralelamente, llevaba a cabo 
una política económica de ajuste estructural que, previsiblemente, redu-
ciría en el corto plazo el bienestar de buena parte de la población (Stokes, 

Cuadro 13.3. México 2011. ¿Por qué partido votaría? (%)

Evaluación combate al narco PAN Otro/ninguno

Muy mal 14.55 85.45

Mal 18.06 81.94

Regular 22.51 77.49

Bien 26.99 73.01

Muy bien 36.70 63.30

Total 23.23 76.77

Fuente: Parametría.
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2001). Diversas investigaciones muestran que la aprobación del pre-
sidente fue sensible a las variaciones de los resultados de la política de 
combate a los grupos subversivos (Weyland, 2000; Arce, 2003; Arce y 
Carrión, 2010).

En el caso de México, se ha encontrado que las percepciones sobre 
la criminalidad comienzan a tener una relación con la aprobación presi-
dencial justo a partir de la transición del año 2000 (Gómez, 2012) y que, 
durante el gobierno de Calderón, la aprobación presidencial estuvo aso-
ciada a la opinión sobre el desempeño de la política de combate al crimen 
(Romero, 2013; Romero, Magaloni y Díaz-Cayeros, 2014). Si fuera por 
esto, y dado el vínculo entre aprobación presidencial y voto por el partido 
en el gobierno, se habría esperado una ventaja electoral para el pan origi-
nada en esta aprobación, tomando en cuenta los datos presentados ante-
riormente y la evidencia que muestra que la estrategia de comunicación 
del gobierno fue relativamente exitosa en convencer a la población de la 
necesidad de la política seguida (Lendo, 2014).

La investigación propiamente sobre los efectos electorales de los as-
pectos relacionados con la seguridad durante el sexenio de Calderón aún 
se encuentra en curso, pero ya ha generado resultados interesantes. La 
investigación de Ley (2014) aborda el problema de manera muy com-
pleta y, entre otros hallazgos, reporta una asociación entre la evaluación 
que hacen los individuos de la seguridad nacional y la propensión a votar 
por el pan. Ahora bien, estos resultados deben ser contrastados con un 
análisis exploratorio de datos agregados relacionando el número de falle-
cimientos por actividad delincuencial con los patrones de votación en la 
elección presidencial de 2012 que da cuenta de una asociación compleja 
(Díaz-Cayeros, Magaloni, Olarte y Franco, 2012).

Dicho estudio destaca en primer lugar que el partido en el gobier-
no, el pan, tuvo un buen desempeño electoral en estados con muy al-
tos niveles de violencia, como Tamaulipas, Nuevo León y Veracruz. Del 
análisis más detallado con información de nivel de sección electoral, el 
estudio encuentra que el pan, efectivamente, es sancionado electoral-
mente por la violencia, pero el pri recibe un castigo electoral aun mayor. 
Dado que varios de los estados con mayores niveles de violencia están go-
bernados por el pri, el estudio considera que sus resultados “sugiere[n] 
que los electores adjudican mayor responsabilidad a las autoridades lo-
cales por la violencia que lo que parecería a simple vista” (Díaz-Cayeros,  
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Magaloni, Olarte y Franco, 2012: 23). Como señala la propia Ley (2014: 
72), menos de la mitad de la población atribuye al gobierno nacional la 
responsabilidad por la situación de la seguridad nacional. Estas ideas se 
ven reforzadas por el hecho de que, si bien existe una asociación negati-
va entre la participación electoral y los niveles de violencia (Ley, 2014), 
tal asociación podría a su vez variar en función de características locales 
(Bravo y Maldonado, 2012).

Los resultados invitan a explorar el papel que juega la atribución de 
responsabilidad a autoridades de distinto orden al asignar, por la vía elec-
toral, recompensas y castigos. En particular, esta consideración debería 
ser incorporada al preguntarnos sobre una situación en la que el gobier-
no nacional implementa una política, los electores hacen una evaluación 
sobre esa política y, al votar, toman en cuenta la corresponsabilidad de las 
autoridades del gobierno local.

¿Hasta qué punto, si fuera el caso, los electores aciertan al introducir 
consideraciones locales al votar en función de los resultados de una polí-
tica nacional?4 México es un Estado federal y, en principio, a las entidades 
autónomas (estados) que lo componen les corresponden tareas específi-
cas en la determinación y la implementación de las políticas de seguridad 
pública. Ahora bien, de acuerdo con el marco normativo, las políticas de 
seguridad nacional tienen un esquema mucho más centralizado. Dado 
que Calderón abordó desde esta perspectiva el combate al crimen organi-
zado, los gobiernos locales quedaron excluidos del diseño y planificación 
de las políticas correspondientes. Sin embargo, por otro lado, el éxito de  
la política dependía en buena parte de las acciones de los gobiernos  
de los estados. Tal como esta política fue concebida, el uso del ejército en el  
combate al crimen organizado en las entidades llevando a cabo tareas de 
seguridad se realizaría con la autorización o solicitud expresa de los go-
biernos locales y duraría el tiempo que a estos gobiernos les tomara refor-
mar a sus respectivas dependencias de seguridad para hacerse cargo ellas 
mismas de dichas tareas.

En este sentido, el grado de compromiso y cooperación de los go-
biernos locales tiene una alta incidencia en el nivel de éxito de la política 
pública en cada lugar, dada la especial dificultad de la transformación de 

4	 Para una descripción pormenorizada del papel de las entidades federativas en la polí-
tica de combate al crimen organizado, véase Montero (2014).

PoderesDemocracias.indd   326 22/11/16   2:39 p.m.

Derechos reservados



327

13. El impacto electoral de la evaluación del combate al narcotráfico en México

los órganos de policía. Por otra parte, de acuerdo con Montero (2014: 
69), no siempre fue el caso que la presencia del ejército en las entidades 
siguiera a una solicitud de los gobiernos locales (o, al menos, dichas so-
licitudes no existen). Por lo tanto, es de esperarse también una variación 
considerable en la disposición de las autoridades de los estados hacia la 
intervención federal.

En la siguiente sección se propone un modelo explicativo que da 
cuenta de estos elementos.

Voto retrospectivo: un modelo de responsabilidad compartida

En la presente sección se expone un marco analítico para generar impli-
caciones observables sobre la asociación entre el voto por el partido en el 
gobierno y la evaluación de una política determinada, cuando los resul-
tados de dicha política dependen de la acción conjunta de dos agentes. 
Se mostrará que si los electores votan o no por el partido en el gobierno 
a partir de su juicio sobre una política pública determinada, pero los re-
sultados de esta política dependen de la cooperación de una autoridad 
distinta, entonces el grado en que el voto responde al juicio sobre la polí-
tica será menor en la medida en que los objetivos de esta autoridad sean 
distintos a los del partido en el poder. Los lectores no interesados en la 
forma en la que se llegó a esta conclusión pueden pasar a la sección si-
guiente, en la que este aspecto se evalúa empíricamente.

La propensión V a votar por el partido que ocupa la presidencia en 
la actualidad es una función creciente del resultado de la política P.5 Se 
asume que los sujetos votarán a favor del partido en el gobierno cuando 
juzguen positivamente los resultados de la política, y que esta asociación 
será tanto más pronunciada según sean mejor evaluados los resultados. 

5	 Sería más preciso establecer que el voto V es una función del estado de la realidad S, 
que a su vez es una función de la política P. Sin embargo, siempre que V sea una fun-
ción creciente de S, y S una función creciente de P, se llega exactamente a las mismas 
conclusiones que aquí presentamos.
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Así, la función

es una función convexa o lineal6 en la que

                                                     (1)

Por otro lado, el resultado de la política P se define como

(2)

donde  es una acción considerada adecuada por parte del poder ejecu-
tivo y  es el nivel de cooperación de una autoridad corresponsable, 
cooperación que se juzga necesaria para que la política tenga resultados. 
Se asume que siempre habrá algún nivel de cooperación por parte de 
la autoridad corresponsable, pero será menor a medida que aumente la 
distancia x entre los objetivos del ejecutivo con la política en cuestión y 
los objetivos personales de la autoridad corresponsable. Así,

                                                   (3)

La respuesta en el voto a la acción del ejecutivo se obtiene derivando

                                                           (4)

Por (1) y (3), se concluye que . Ahora bien, si el elector tiene 
en cuenta que los objetivos de la autoridad corresponsable se distancian 
en alguna medida de los objetivos del ejecutivo, esto podría influir en la 
forma en que su voto reacciona a las acciones de este último. Para definir 
esto, derivamos (4) con respecto a x:

6	 Véase el anexo 1 de este capítulo, para una estimación sobre el grado en que los resul-
tados se sostienen si se modifica este supuesto.
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             (5)

                                                 
por (2)

Por (1) sabemos que el término entre corchetes es positivo. Por lo 
tanto, dado (3), tenemos que

Hipótesis. Entonces, del modelo analítico planteado en esta sección se  
concluye que, si bien el voto por el partido en el gobierno responde posi-
tivamente a las políticas del ejecutivo, la magnitud de la asociación tien-
de a reducirse mientras mayor sea la distancia entre los objetivos del 
ejecutivo y los de la autoridad corresponsable. Esta será la hipótesis a 
contrastar empíricamente.

Análisis empírico

En la presente sección se evalúa empíricamente la hipótesis implicada 
por el modelo analítico presentado en la sección anterior, según la cual la 
relación (positiva) entre el voto por el partido en el gobierno y la evalua-
ción de la política disminuye en su magnitud a medida que es mayor la  
distancia entre los objetivos del gobierno y los de la autoridad cuya coo-
peración es necesaria para el éxito de la política. La política de la que 
estamos hablando es la del combate al crimen organizado. Dadas las 
consideraciones hechas en la primera sección sobre el papel de los go-
biernos locales en el éxito de la política, la autoridad corresponsable en 
este caso consiste en los titulares de los respectivos poderes ejecutivos de 
las entidades federativas del país.

Se analizan los datos provenientes de una encuesta levantada por 
la empresa Parametría en junio de 2011. El cuestionario se aplicó a una 
muestra de 12 800 individuos, con un nivel de confianza de 95% y un 
margen de error de ±1%. La muestra tiene representatividad para cada 
una de las 32 entidades del país.
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Variables

La variable dependiente es una dummy con valor de 1 si el entrevistado 
reporta que votaría por el pan de realizarse las elecciones el día de la 
entrevista, y de 0 si dio cualquier otra respuesta (otro partido, ninguno, 
y no sabe). El 23.16% de la muestra respondió que votaría por el pan. 
Aprovechando la existencia de varias observaciones por estado (400), la 
información será analizada con un modelo logístico multinivel con efec-
tos aleatorios, a fin de dar cuenta de una previsible diferenciación estatal 
de las preferencias electorales.

La variable independiente de interés es la evaluación de la política de 
combate al narcotráfico, tal y como fue presentada en el panel a) del cua-
dro 13.2. Se asignó un valor de 1 a la peor evaluación y de 5 a la mejor, y 
la variable es tratada como continua.

De acuerdo con nuestro marco explicativo, la magnitud de la asocia-
ción entre ambas variables es en sí una función del grado en que las prefe-
rencias de las autoridades locales son distintas a las de la presidencia. Para 
el caso que nos ocupa, que es el combate al crimen organizado, parece  
apropiada una medición de control del narcotráfico sobre los procesos 
electorales locales. El razonamiento es simple. De todo gobernante electo 
se espera que sea agente de un principal. En un supuesto de competen-
cia electoral democrática, el principal del gobernante electo es el elec-
tor mediano. Como la continuidad del gobernante electo en el puesto (o 
de su partido) depende de la aprobación del elector mediano, se espera 
que las acciones del primero respondan en alguna medida a las preferen-
cias del segundo. Esta implicación de las relaciones entre ciudadanos y 
gobernantes en las democracias vistas como relaciones entre un agente  
y un principal fue destacada desde su formalización seminal (Ferejohn, 
1986).

Sin embargo, si existen otros actores con control sobre las carreras 
políticas de los gobernantes locales, es de esperarse que las acciones de 
estos respondan en algún grado a las preferencias de quienes tienen ca-
pacidad para influir en su futuro profesional. Así, si los jefes del narco-
tráfico tienen injerencia en los procesos electorales locales, se espera que 
los funcionarios así electos, al menos en parte, respondan a las preferen-
cias de estos jefes. Asimismo, es plausible suponer que tales preferencias  
sean contrarias a la política de combate al crimen organizado del go-
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bierno federal. De esta forma, una mayor injerencia del narcotráfico en 
los procesos electorales locales implica una mayor divergencia entre las 
preferencias del gobierno federal y las de los funcionarios electos de los 
estados.

Para obtener un indicador apropiado, hacemos uso de variables con-
tenidas en la Eepemex (Loza y Méndez, 2014), referidas al grado en que, 
de acuerdo a los expertos consultados, el crimen organizado logró:

—	 intervenir en la elección del gobernador evaluado,
—	 intervenir en la elección del gobernador sucesor,
—	 asesinar o disuadir de no competir a un candidato que podría ganar,
— financiar o brindar otro tipo de apoyo a uno de los candidatos 

ganadores,
—	 disuadir o alentar a los electores para que voten o no por un candida-

to determinado, con esa acción configurar el resultado final, y
—	 amenazar y/o comprar al candidato ganador.

Todas las variables fueron medidas en una escala de 0 a 5, donde ma-
yores valores significan mayor intervención del crimen organizado. Para 
cada variable se obtuvo el promedio por estado de las respuestas de to-
dos los especialistas consultados. Esos promedios fueron procesados con 
la técnica de análisis de componentes principales. El índice resultante del 
análisis es usado aquí como medición de penetración del crimen organi-
zado en elecciones locales. El índice fue transformado para que el valor 
mínimo fuese cero y el valor máximo 1.7 La gráfica 13.1 muestra la ubica-
ción resultante para cada una de las entidades federativas.

Por supuesto, la medición no pretende reflejar la realidad de la situa-
ción de cada estado. Más bien, en la medida en que es indicativa de creen-
cias difundidas, basta para ser consistente con los supuestos de nuestro 
marco analítico, que reposa en las percepciones de los electores.

En el contexto de la modelación multinivel, esta variable es de nivel 
2, es decir que presenta variación entre los estados pero no entre los in-

7	 En el análisis de componentes principales el primer autovalor es 3.82 y el segundo 
0.62. Esto significa, según la interpretación usual, que las seis variables pertenecen a 
solo una dimensión subyacente. El primer componente explica un 76.4% de la varian-
za. El alpha de Cronbach para las seis variables es de 0.92.
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dividuos al interior de un mismo estado. El modelo incluye esta variable 
junto con su interacción con la variable de evaluación de la política de 
combate al narcotráfico.

Se incluye una serie de variables de control. Dado que se trata de un  
modelo de preferencias electorales, se incorporan indicadores de los deter- 
minantes “fundamentales”. En primer lugar, la evaluación de la situación 
económica del país, presentada en el panel b) del cuadro 13.1. Asimismo, 
se incluye la identificación partidista de los encuestados, tomando como 
grupo de comparación a aquellos que se identifican con el pan.

Se controla también por una serie de atributos sociodemográficos 
individuales que podrían influir en la preferencia electoral: si el entre-
vistado vive en unas sección electoral rural o mixta (en comparación con 
una urbana); años de escolaridad; si, en comparación con ser católico, el 
entrevistado tiene otra religión o ninguna, y la edad.

También se incluyen atributos de los estados. Uno es el logaritmo 
natural del pib per cápita en 2011 (inegi, 2012; conapo, 2013). Los 
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Fuente: A partir de datos de Eepemex.

Grá�ca 13.1. Índice de penetración del crimen organizado en elecciones locales.
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otros indicadores buscan dar cuenta de factores confusores por su po-
tencial correlación con nuestro indicador de penetración del narcotráfi-
co en elecciones. Uno es el logaritmo natural del número de homicidios 
por cada 100 mil habitantes (Guerrero-Gutiérrez, 2012). Se pretende 
controlar por el grado en que las estimaciones sobre injerencia electo-
ral del narcotráfico dependan en realidad de la mera observación de un 
resultado muy notable de sus actividades, que es la violencia. El otro es 
el partido en control del gobierno del estado (el grupo de comparación 
está formado por las entidades gobernadas por el pan). La motivación de 
incluir este indicador es que la divergencia de preferencias originada en 
tener como principal a jefes del narco podría ser confundida por diver-
gencia de preferencias partidistas.

Por último, se incluye el promedio por estado de la evaluación de la 
política de combate al narcotráfico. Esto con el fin de controlar por atri-
butos de los estados no observados, a la manera de lo que se obtendría 
con la técnica de efectos fijos (Bell y Jones, 2014).

Resultados

El cuadro 13.4 presenta los resultados de distintas especificaciones del 
modelo de análisis. El modelo 1 contiene todas las variables mencio-
nadas arriba, salvo el término de interacción. El modelo 2 es igual al 
modelo 1, pero además de la aleatoriedad del intercepto, se especifi-
ca la aleatoriedad del coeficiente correspondiente a la evaluación de la 
política de combate al narcotráfico. El modelo 3 incluye el término de 
interacción entre la evaluación de la política del combate al narco y el 
índice de penetración del narcotráfico en las elecciones, sin aleatoriedad 
del coeficiente correspondiente a la evaluación de la política de comba-
te al narcotráfico. El modelo 4 es igual al modelo 3, pero se incorpora 
la aleatoriedad del coeficiente de evaluación de la política de combate al 
narcotráfico.8

En las últimas filas del cuadro 13.4 se incluyen los resultados de di-
versas pruebas de razón de verosimilitud. La prueba compara el ajuste 

8	 El anexo 2 de este capítulo presenta la especificación de cada uno de los modelos del 
cuadro 4.
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Cuadro 13.4. Regresión logística jerárquica. Intención de voto por el pan 
(máxima verosimilitud)

Variables Modelo  1 Modelo 2 Modelo 3 Modelo 4

(1) Evaluación de combate al narco
0.160*** 0.170*** 0.289*** 0.289***

[0.028] [0.032] [0.049] [0.049]

(2) Índice de penetración del narco 
en las elecciones

0.146 -0.110 1.074*** 1.074***

[0.242] [0.272] [0.377] [0.377]

(3) Interacción (1)X(2) -0.307*** -0.307***

[0.096] [0.096]

(4) Situación económica del país 0.060** 0.057** 0.058** 0.058**

[0.029] [0.029] [0.029] [0.029]

(5) Identificación (comparación: panista)

Priista -4.075*** -4.082*** -4.079*** -4.079***

[0.083] [0.083] [0.083] [0.083]

Perredista -3.919*** -3.924*** -3.923*** -3.923***

[0.144] [0.144] [0.145] [0.145]

Otro -4.146*** -4.155*** -4.156*** -4.156***

[0.255] [0.255] [0.255] [0.255]

Ninguna -3.078*** -3.078*** -3.081*** -3.081***

[0.075] [0.075] [0.075] [0.075]

(6) Tipo de sección (comparación: urbana)

Rural 0.079 0.066 0.070 0.070

[0.075] [0.075] [0.075] [0.075]

Mixta -0.003 -0.009 -0.008 -0.008

[0.101] [0.101] [0.101] [0.101]

(7) Años de escolaridad -0.001 -0.001 -0.002 -0.002

[0.014] [0.014] [0.014] [0.014]

(8) Religión (comparación: católica)

Otra -0.034 -0.036 -0.028 -0.028

[0.103] [0.103] [0.103] [0.103]

Ninguna -0.300*** -0.307*** -0.295** -0.295**

[0.116] [0.117] [0.116] [0.116]

(9) Edad -0.006*** -0.006*** -0.006*** -0.006***

[0.002] [0.002] [0.002] [0.002]

(10) PIB per cápita 2011 (ln) 0.022 0.029 0.013 0.013

[0.126] [0.125] [0.126] [0.126]

(11) Homicidios x 100 mil hab. (ln) 0.018 0.046 0.017 0.017

[0.068] [0.070] [0.068] [0.068]
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Cuadro 13.4. Regresión logística jerárquica. (continuación)

Variables Modelo  1 Modelo 2 Modelo 3 Modelo 4

(12) Partido en el poder (comparación: PAN)

PRI -0.088 -0.066 -0.100 -0.100

[0.166] [0.167] [0.165] [0.165]

PRD -0.820*** -0.687*** -0.838*** -0.838***

[0.248] [0.260] [0.246] [0.246]

Alianza PAN/PRD 0.215 0.171 0.211 0.211

[0.234] [0.231] [0.233] [0.233]

(13) Media estatal de (1) -0.077 -0.041 -0.118 -0.118

[0.256] [0.260] [0.255] [0.255]

(14) Constante 0.710 0.483 0.558 0.558

[1.475] [1.457] [1.468] [1.468]

(15) Desviación estándar de (1) 0.082 0.000

[0.026] [0.040]

(16) Desviación estándar de (14) 0.272 0.177 0.269 0.269

[0.050] [0.087] [0.049] [0.049]

Modelo 1  
vs. varianza 0 
del intercepto

Modelo 2  
vs. Modelo 1

Modelo 3  
vs. Modelo 1

Modelo 4  
vs. Modelo 3

Razón de verosimilitud (chi2) 35.90*** 4.23** 10.15*** 0.00

N = 11,963, agrupados en 32 estados

Errores estándar entre corchetes

*** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1

Fuente: A partir de datos de Parametría. México, 2011.

del modelo correspondiente a cada columna con un modelo determina-
do. Si el estadístico es significativo, se entiende que el ajuste es mejor con 
el modelo que se está probando. Por ejemplo, el modelo 1 es comparado 
con una especificación exactamente igual al modelo 1, pero sin permitir 
que el intercepto sea aleatorio (y su varianza es 0). Tal modelo es una re-
gresión logística convencional. La significancia del estadístico indica que 
la modelación con interceptos aleatorios es preferible, pues ofrece un ma-
yor ajuste que la regresión logística.

Además de confirmar que la modelación jerárquica es apropiada, el 
modelo 1 muestra que la asociación entre la evaluación de la política de 
combate al narcotráfico y la propensión a votar por el pan es positiva y 
de magnitud superior a la que se observa para la evaluación de la situa-
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ción económica.9 Sin embargo, el modelo 2 nos aproxima más al compor-
tamiento real de esta variable, al incorporar la variación de su coeficiente 
por estados. En esta modelación, el coeficiente tiene una media de 0.17 
para los 32 estados, pero con una variación considerable: en un inter-
valo de confianza de 95%, el coeficiente tiene valores de entre 0.008 y 
0.332. La prueba de razón de verosimilitud nos indica que esta variación 
es significativa.

Entonces, la asociación entre la evaluación de la política de comba-
te al narcotráfico y la propensión a votar por el partido en el gobierno 
puede ser desde casi nula hasta bastante alta, dependiendo del estado. 
De acuerdo con nuestra hipótesis, esta variación responde a los distintos 
grados en que las preferencias de los gobernantes locales se alejan de las 
preferencias del gobierno nacional, que nosotros medimos a partir de la 
penetración del narcotráfico en las elecciones. 

Para evaluar el grado en que la evidencia conforma esta expectativa, 
el modelo 3 incorpora la interacción entre la evaluación de la política y 
la penetración electoral del narcotráfico. El coeficiente tiene signo nega-
tivo y es significativo. Esto quiere decir que la asociación entre el logit Z 
(i. e., el logaritmo natural de la probabilidad de votar por el pan sobre la 
probabilidad de no hacerlo) y la evaluación de la política de combate al 
narcotráfico  es

donde  es la penetración electoral del narco. Esto quiere decir que la 
asociación tendrá su valor máximo cuando la penetración electoral del 
narcotráfico es 0, y que tenderá a disminuir a medida que esta penetra-
ción es mayor. Nótese que se trata de una variable que adquiere distintos 
valores para los distintos estados, no para individuos al interior de un es-
tado. Por lo tanto, las diferencias en la asociación entre voto y evaluación 
de la política son a nivel de las entidades federativas.

El modelo 4, por último, busca establecer el alcance de la variación en 
la asociación entre el voto y la evaluación de la política correspondiente  
a la penetración electoral del narcotráfico. Además de incorporar el tér-

9	 Esto es consistente con los hallazgos de Ley (2014) y Romero, Magaloni y Díaz-Ca-
yeros (2014).
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mino de interacción, se modela la aleatoriedad del coeficiente de evalua-
ción de la política, a fin de capturar la varianza restante entre estados, 
una vez descontada la varianza atribuible a la penetración del narcotráfi-
co. La no significancia de la prueba de razón de verosimilitud indica que, 
en comparación con el modelo 3, esta especificación no contribuye a un 
mayor ajuste; es decir, que toda la variación entre estados de la asociación 
entre voto y evaluación de la política es capturada por nuestro índice de 
penetración electoral del narcotráfico.

El sentido de los resultados puede ser mejor apreciado utilizando los 
coeficientes estimados para obtener la probabilidad de votar por el pan 
(véase el procedimiento en el anexo 2). En la gráfica 13.2 se presenta una 
estimación de dicha probabilidad para el intervalo de valores de la pene-
tración electoral del narcotráfico. La línea discontinua (- - -) representa 
la probabilidad de voto por el pan cuando la evaluación es la peor posible 
(“muy mal”). La línea discontinua con puntos (-·-·-) representa la proba-
bilidad de voto por el pan cuando la evaluación de la política de combate 
al narcotráfico es la mejor posible (“muy bien”). Las variables de control 
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Estimado a partir de los coe�cientes del modelo 3 del cuadro 4.
El resto de las variables se mantiene constante en su valor medio.

Fuente: Con datos de Parametría.

Grá�ca 13.2. México 2011. Evaluación del combate al narcotrá�co e intención de voto 
por el PAN.
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se mantienen constantes en su valor medio (al igual que el intercepto). 
Las líneas sólidas representan los respectivos intervalos de confianza. La 
distancia vertical entre ambas probabilidades para un valor fijo de pene-
tración electoral del narcotráfico es el efecto de la mejor evaluación de la 
política sobre el voto por el pan, con respecto a la peor evaluación.

La distancia entre ambas probabilidades es máxima cuando la pe-
netración del narco en las elecciones adquiere su valor mínimo. En este 
caso, la probabilidad de votar por el pan cuando la política se juzga con 
“muy bien” es de 21.8% y de 8.1% cuando se juzga con “muy mal”. La dife-
rencia es de 13.7%. A partir de ahí, a medida que aumenta la penetración 
del narcotráfico en las elecciones, la diferencia en las curvas se va hacien-
do progresivamente menor, lo que indica un atenuamiento de la asocia-
ción entre evaluación y voto. El traslape de los intervalos de confianza 
alrededor de 0.6 sobre el eje de las x nos indica que, en los hechos, para 
altos valores de penetración electoral del narco, las diferencias existentes 
en la evaluación de la política de combate al narcotráfico no se asocian 
con la probabilidad de voto por el partido en el gobierno.

Conclusiones

En este capítulo nos propusimos dar cuenta de la forma en que la po-
lítica de combate al crimen organizado pudo haber influido en el com-
portamiento electoral de los electores de México. Tanto una inspección 
preliminar de los datos como diversas investigaciones muestran que esta 
relación tuvo un carácter complejo, con un fuerte contenido local. De 
acuerdo con nuestros hallazgos, una evaluación positiva de dicha po-
lítica por parte de la población tuvo un efecto positivo sobre la proba-
bilidad de voto por el pan, siempre que la influencia de los jefes del 
narcotráfico en los procesos electorales fuese baja (al menos a juzgar por 
los expertos consultados por la Eepemex). A medida que la influencia 
del narco en las elecciones aumenta, el efecto de la evaluación de la polí-
tica sobre el voto se reduce hasta desvanecerse.

El hallazgo, en sí mismo, representa una estimación del impacto elec-
toral de una política pública que, en parte de manera deliberada, se con-
sidera como el sello distintivo de la presidencia de Felipe Calderón, en un 
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contexto de severas restricciones para operar en la dimensión económica 
de la política pública.

Sin embargo, la investigación también se condujo bajo inquietu-
des teóricas. Desde la perspectiva de la teoría de las relaciones agente/
principal, los electores llaman a cuentas a sus gobernantes a través de las 
elecciones, orientándolos a que en sus acciones tomen en cuenta las pre-
ferencias de aquellos. Se entiende que los gobernantes explotan a su favor 
la asimetría de información, generalmente por el conocimiento exclusivo 
que tienen sobre sus verdaderas motivaciones. Si a esto se añade el cono-
cimiento de los gobernantes sobre las condiciones contextuales que con-
dicionan el éxito de la política, a los electores les resulta muy difícil hacer 
un juicio sobre la verdadera contribución de la política en su estado ac-
tual de bienestar (Manin, Przeworski y Stokes, 1999). Estos problemas 
han sido abordados desde la teoría introduciendo elementos adicionales. 
Por ejemplo, se ha encontrado que la separación de poderes reduce las 
asimetrías de información, lo que a su vez impacta positivamente en el 
bienestar de los electores (Persson, Roland y Tabellini, 1997).

Nuestra contribución intenta abordar el mismo problema desde la 
perspectiva del elector. De acuerdo con nuestra propuesta teórica, los 
electores toman en cuenta aspectos del contexto que intervienen en el 
éxito de la política. A partir de esa información, distinguen en qué con-
diciones se puede hacer responsable a los gobernantes y en qué condicio-
nes no se les puede asignar un premio o castigo electoral. Si los electores 
efectivamente razonan de esta forma, es posible que se reduzca la capaci-
dad de los gobernantes para manipular la información sobre el contexto 
en forma tal que debilite la rendición de cuentas.
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Anexo 1. Nota sobre concavidad

Los resultados obtenidos en la ecuación (5) reposan en el supuesto de 
que la relación funcional entre el voto y la política tiene una forma con-
vexa o lineal, conforme a las relaciones expresadas en la ecuación (1). Que 
la primera derivada sea positiva no parece objeto de disputa. Sin embar-
go, podría ser hasta cierto punto cuestionable que la segunda derivada 
sea también positiva. ¿Qué ocurriría si en realidad la asociación positi-
va entre el voto y el resultado de la política tiende a disminuir a medida 
que los resultados de la política tienden a mejorar? Esto significa que 

 
   

Para efectos de nuestra hipótesis, la implicación es que los resultados 
se sostienen para ciertas funciones cóncavas, y para otras no. Por ejemplo, 
la conclusión es la misma si , pero no si . 

Más generalmente, para las funciones cóncavas, el resultado es el 
mismo si se cumple

 ;                                                    	      (A1.1)

es decir, que en promedio la sensibilidad del voto hacia la política es ma-
yor a la magnitud con la que se reduce esa sensibilidad en un valor deter-
minado de . De manera aún más relevante, la condición es más factible 
de cumplirse para valores bajos de .

Esto significa que los resultados del modelo se sostienen para funcio-
nes cóncavas próximas a la linealidad y, aun si no es el caso, en las zonas 
de las funciones cóncavas donde el voto es más sensible a la política. En 
las zonas donde no se sostiene el resultado, de cualquier forma la sensibi-
lidad del voto hacia la política es más reducida.
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Anexo 2. Especificación de los modelos reportados en el 
cuadro 13.4

Se modela el logaritmo natural de la probabilidad  de votar por el pan 
sobre la probabilidad 1 –  de escoger cualquiera de las otras opciones 
para el individuo  del estado . Es decir  
es una función de la evaluación E que hace el individuo  del estado  
sobre la política de combate al narcotráfico, la penetración electoral del 
narcotráfico N en el estado  y la interacción entre ambos . A esto 
se añade un vector  de características individuales y un vector  de 
atributos de los estados. Si se asume que el intercepto y los coeficientes 
son constantes, el modelo a estimar es

	 (A2.1)

donde las  , y  son parámetros a estimar.

Modelo 1. Interceptos aleatorios:
                                                                      

(A2.2)

En este modelo, cada estado  tiene una constante que consta de un 
componente fijo  y un componente aleatorio .

Modelo 2. Interceptos y coeficientes aleatorios:

                                                                         

(A2.3)

Al igual que en la ecuación (A2.2), en la ecuación (A2.3) el in-
tercepto es aleatorio. Adicionalmente, el coeficiente que aso-
cia la evaluación con el voto es distinto para cada estado. Dicho 
coeficiente tiene un componente fijo  y un término aleatorio . 
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Modelo 3. Interceptos aleatorios con término de interacción:

(A2.4)

En comparación con la ecuación (A2.2), aquí se añade un término 
de interacción entre la evaluación de la política y la penetración electoral 
del narco en cada estado. De esta modelación también se desprende una 
asociación diferente por estado entre evaluación y voto, lo que queda cla-
ro si se reescribe (A2.4) como

Es decir que, cuando la evaluación que hace el individuo de la política 
de combate al narco aumenta en una unidad, la propensión del individuo 
a votar por el pan, , cambia en   . Es decir, la asociación 
depende del valor de , que es distinto para cada entidad. Nótese, adicio-
nalmente, que  es una cantidad fija en el modelo.

Modelo 4. Interceptos y coeficiente aleatorios con término de inter- 
acción:

(A2.5)

En comparación con la ecuación (A2.4), en este modelo se busca de-
finir si la asociación entre efectos evaluación y voto tiene una variación 
entre estados adicional a la atribuible a la penetración electoral del narco-
tráfico. La ecuación (A2.5) se puede reescribir como
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donde  representa la variación adicional aleatoria del coeficiente. Da-
dos los resultados reportados en el cuadro 13.4, se concluye que  = 0 
para toda .

Para calcular las probabilidades reportadas en la gráfica 13.2, se sus-
tituyó en la ecuación (A2.4) por los valores de los coeficientes reportados 
en el modelo 3 del cuadro 4. Para las variables de control se sustituyó por 
los valores medios  y . Lo mismo se hizo con la constante: .  
Resolviendo  para , la probabilidad de que 
el individuo  del estado  vote por el pan es

         (A2.6)

Si se quiere saber de la probabilidad cuando  asigna la mejor evalua-
ción a la política , se sustituye  por 5 en el numerador y 
el denominador de la ecuación (A2.6) y se resuelve para distintos valores 
de . Para el caso de la peor evaluación, , se sustituye  
por 1 en la ecuación. El efecto de tener la mejor evaluación con respecto 
a la peor sobre la probabilidad de votar por el pan es la diferencia entre 
ambas cantidades, para un mismo valor de penetración electoral del nar-
cotráfico:  .
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Monsiváis, Carlos (2008). El estado laico y sus malquerientes: crónica/
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